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"Argentina no es México". 
Domingo Cavallo, 

ex Ministro de Economía 
de Argentina, marzo de 1995.

I
Introducción

Lo que dice Cavallo tiene sentido. A comienzos de 
1995, cuando México, aquejado de profundos proble­
mas, ponía fin a un episodio fallido más en América 
Latina de estabilización basada en el tipo de cambio y 
se pasaba a un régimen de flotación administrada de 
la moneda, a Argentina no le iba tan mal a pesar de 
los efectos de la “crisis del tequila”. Siete años des­
pués, las principales agencias calificadoras de riesgo 
habían otorgado a México un grado inversor sobera­
no, mientras que Argentina experimentaba grandes 
trastornos e incumplía con sus obligaciones financie­
ras en forma selectiva.

En este artículo se analiza la manera en que los 
regímenes cambiarios de Argentina y México, dos de 
las principales economías de América Latina, confi­
guraron su desempeño macroeconómico en el perío­
do 1994-2003.1 Como Brasil también constituye un

■  Este traba jo  fue e laborado en  el m arco  del proyecto  de investi­
gación  de la  c e p a l  sobre M anejo  de la  vo latilidad , globalización  
financiera  y  crecim iento  en  econom ías em ergentes, con el apoyo de 
la  Fundación  Ford. E n  esa  época  M artín  G randes era consultor del 
C entro  de D esarro llo  de la O rgan ización  de C ooperación  y  D esa­
rro llo  Económ icos (o c d e ). Los autores expresan  su grato reconoci­
m iento  al aporte de R ogerio  S tudart con respecto  a las partes re fe­
ridas a B rasil y  a los com entarios de R icardo F french-D avis, D aniel 
H eym ann, John W illiam son  y  otros partic ipan tes en dos sem inarios 
o rganizados po r la  c e p a l  en 2002 y  2003, en  Santiago de C hile. Las 
opin iones expresadas aquí son de exclusiva re sponsab ilidad  de los 
au tores y  pueden  no co inc id ir con las de la  o c d e  o de la  c e p a l .
1 A  pesar de que los años 2002 y  2003 están  inclu idos en el período
de la m uestra, com o norm a no  nos referirem os al caso de A rgen tina  
durante esos años. A  com ienzos del 2002, A rgen tina  adoptó  un 
rég im en  de tipo  de cam bio flexib le , tras  abandonar su an terio r “ré ­
g im en  de convertib ilidad” (1991-2001) que en  líneas generales se 
inscrib ía  entre los regím enes de tipo  de cam bio fijo  conocidos como 
de caja  de conversión. D ados el b reve p lazo  cubierto  po r la  m uestra  
y  el abandono “desordenado” que hizo A rgen tina  de su régim en 
cam biario  an terio r — con  incum plim iento  parcia l de las ob ligacio ­
nes in ternas y  externas, congelam iento  de los depósitos, depresión 
de la econom ía real e incertidum bre po lítica— , creem os que no 
tenem os suficiente inform ación  libre de sesgos para  evaluar el des­
em peño m acroeconóm ico  argentino  bajo  el nuevo  rég im en  de flo ­
tación , ni con respecto  al rég im en  de convertib ilidad  anterior (1991­
2001), n i con respecto  a  los regím enes cam biarios adoptados por 
B rasil y  M éxico.

caso de referencia muy importante, puesto que no hace 
mucho pasó de un régimen cambiario semifijo a un 
plan de flotación administrada unida a metas de in­
flación, evaluaremos la manera en que se compara con 
Argentina y México a través del análisis de ambos re­
gímenes. Dada la imposibilidad de aislar el efecto del 
régimen cambiario sobre el crecimiento en un estudio 
comparado de países, haremos hincapié en las varia­
bles macroeconómicas que han sido consideradas en 
estudios teóricos y empíricos como vías de trasmisión 
importantes por las cuales la elección de régimen 
cambiario influye en el desempeño macroeconómico. 
Por último, nos proponemos extraer conclusiones apli­
cables a otros países latinoamericanos y en desarrollo 
acerca de la manera en que estas vías pueden impul­
sar un crecimiento sostenido en el contexto de un ré­
gimen cambiario dado.

En la sección II de este artículo se reseña el de­
bate actual sobre regímenes cambiarios, analizando es­
pecialmente la relación entre ellos y el desempeño 
macroeconómico. En la sección III se describen bre­
vemente los tres regímenes monetarios y cambiarios 
aplicados en los tres países en el período 1994-2003.2 
En la sección IV se analizan las observaciones empí­
ricas sobre las vías de transmisión, a saber: i) la inver­
sión, ii) la integración del sector de bienes transables 
en el comercio mundial, iii) la composición de las 
entradas de capital y iv) las rigideces fiscales y la 
sustentabilidad de la deuda pública. Por último, en la 
sección V se presentan las conclusiones.

En pocas palabras, sostenemos que 1998 puede 
ser considerado un año de empate, en el cual la flota­
ción administrada de México comenzó a rendir más 
que el régimen de convertibilidad de Argentina fren­
te a sucesivos shocks externos, en particular el incum­
plimiento de Rusia y la devaluación monetaria de 
Brasil. Los beneficios netos de la reciente flotación

2 V éase la  no ta  1.
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administrada de Brasil parecen más ambiguos si se 
considera que se trataba de una experiencia de solo 
cuatro años al momento de escribir este artículo. Sin 
embargo, pese a esa ambigüedad, nuestro análisis su­
giere que una economía más abierta y más integrada 
internamente, finanzas públicas fortalecidas, un sector

de exportaciones no tradicionales dinámico e incenti­
vos para colocar la inversión extranjera directa (i e d ) 
principalmente en el sector de bienes transables pue­
den, en conjunto, marcar la diferencia en la construc­
ción de un camino hacia la solvencia y el crecimiento 
sostenido.

II
Regímenes cambiarios y desempeño

macroeconomico

Durante un tiempo, una doctrina —más bien un con­
senso— recetaba como política cambiaría óptima la 
flotación plena o bien un sistema riguroso de tipo de 
cambio fijo (dolarización o uniones monetarias), influ­
yendo en gran parte de los nuevos trabajos sobre regí­
menes cambiarios. Ese consenso se guió en gran me­
dida por el teorema de la “trinidad imposible” de 
Mundell, en vista de la creciente integración financie­
ra mundial y la plena liberalización de las cuentas de 
capital en la mayoría de las economías emergentes.

Por una parte, los defensores del sistema riguro­
so de tipo de cambio fijo han argumentado que la po­
lítica monetaria independiente ha dejado de ser un ins­
trumento político eficaz para las economías emergentes 
por diversos motivos: i) la falta de credibilidad; ii) la 
dolarización de los pasivos (Calvo, 2000; Hausmann y 
Powell, 1999) y el problema del “pecado original”, es 
decir, la imposibilidad de obtener préstamos de largo 
plazo en moneda local, lo que lleva a desfases de la 
moneda y los vencimientos (Hausmann, 2000;3 iii) 
tasas de interés de facto demasiado altas y volatilidad 
de las reservas, lo que conduce al “temor a la flota­
ción” (Calvo y Reinhart, 2002), o iv) la sustitución del 
ajuste de los precios relativos por la financiación pro­
veniente del mercado de capital (Dornbusch, 2001).

3 En la  década  de 1990, la  apertu ra  de la  cuen ta  de capital y  la 
liberalización  financ iera  en  m uchas econom ías de A m érica  Latina 
condujeron  al aum ento  de las obligaciones externas y  a  desfases de 
la  m oneda . A m bas tendencias aum entaron  la  vu lnerab ilidad  de es­
tas econom ías a  los im pactos p rovenientes del ex terio r — fueran  
estos determ inados po r la  pérd ida  de confianza  en la  inversión  en 
un  país específico  o debido al con tag io . Puesto que en  un  contexto 
de a lta  vu lnerab ilidad  a  m enudo se b u sca  m ejo rar la  confianza  en 
la  inversión  m ediante  el a lza  de las tasas de interés o el aum ento 
d e l su p e ráv it f isca l, am b as  p o lític a s  t ie n e n  m a rca d o s  e fecto s  
recesivos en  la  activ idad  económ ica.

También han descartado opciones intermedias debido 
a la imposibilidad de verificarlas (Frankel, Schmukler 
y Serven, 2001), a su desprestigio (Guidotti, Escude y 
Powell, 2000) o a la suposición de que los controles 
de capital son ineficaces. De modo que importar la 
credibilidad, anclándola en una moneda clave como el 
dólar, ha sido considerado por los defensores del sis­
tema de tipo de cambio fijo como lo más adecuado para 
que las economías emergentes encaren la exposición 
global y la vulnerabilidad ante detenciones repentinas 
de la afluencia de capital.

Por otra parte, quienes respaldan la flexibilidad 
cambiaría (Larraín y Velasco, 2001; Schmidt-Hebbel, 
2000, entre otros), han recurrido a los salarios nomi­
nales y la rigidez de precios, la prevalencia de shocks 
reales en las economías emergentes y los riesgos mo­
rales implícitos en la fijación del tipo de cambio para 
fundamentar sus argumentos. Han intentado probar 
estos argumentos citando las principales deficiencias 
de las experiencias de tipo de cambio fijo, como los 
márgenes soberanos más amplios y volátiles debido al 
riesgo comparativamente creciente de incumplimiento; 
la mayor volatilidad del producto, la rigidez de sala­
rios y precios; la insuficiente disciplina fiscal y la in­
observancia de otros criterios establecidos por la teo­
ría de las áreas monetarias óptimas para fijar en forma 
irrevocable los tipos de cambio. Además, también se 
han planteado nuevamente opciones de reactivación 
intermedias y de generación de credibilidad (entre 
otros, Williamson, 2000; Bénassy-Quéré y Coeuré, 
2000; Braga de Macedo, Cohen y Reisen, 2001) para 
señalar que las economías emergentes pueden adoptar 
distintos caminos de transición, sin que esto contradi­
ga necesariamente los principios básicos del teorema 
de la trinidad imposible.
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En comparación con este sempiterno debate más 
general sobre la superioridad de unos u otros regíme­
nes cambiarios en circunstancias dadas, la teoría y la 
evidencia sobre las vías por las cuales tales regímenes 
afectan el crecimiento son relativamente escasas. Esto 
puede deberse a que la relevancia política de la teoría 
económica dominante se ha visto constreñida por su 
marco de expectativas racionales, donde los modelos 
de previsión perfecta señalan que los regímenes 
cambiarios no deberían afectar el valor de equilibrio a 
largo plazo de variables reales, incluida la asignación 
de recursos de largo plazo. Por lo tanto, dirijamos 
nuestra atención a variables sustitutivas pertinentes a 
este estudio comparado que han evidenciado en la teo­
ría y en la práctica un nexo entre el régimen cambiario 
y el crecimiento económico (gráfico 1).

En primer lugar, la estrecha correlación entre in­
versión y crecimiento, resultante de la interacción en­
tre la acumulación de capital y el progreso técnico, está 
bien establecida (Schmidt-Hebbel, Serven y Solimano, 
1996, entre otros). Además, la hipótesis sobre ciclo de 
deuda advierte que los países importadores de capital 
están destinados a enfrentarse a costosas crisis a me­
nos que las entradas de capital aumenten sistemáti­
camente la inversión en lugar de desviarse al consu­
mo (Ffrench-Davis y Reisen, 1998). ¿Cuáles son en­
tonces las pruebas de que los regímenes cambiarios 
influyen en la decisión entre inversión y consumo?

Los regímenes de tipo de cambio fijo han sido 
acompañados con frecuencia por un auge de créditos 
bancarios, que a su vez alimenta un auge de gastos de

GRÁFICO 1
Cuatro vías de trasm isión desde el régimen 
cambiario al crecim iento

consumo (Sachs, Tornell y Velasco, 1996). Inicialmen­
te, los tipos de cambio fijos tienden a bajar la infla­
ción, lo cual a su vez se traduce en un aumento de los 
saldos de dinero real, tanto por la intervención del 
banco central para fijar la moneda como por la mayor 
demanda de dinero; la intervención no neutralizada del 
mercado de divisas es plenamente intermediada en el 
sistema bancario, dando pie a auges paralelos del cré­
dito bancario y del gasto. Por el contrario, con tipos 
de cambio flexibles hay deflación, debido a la menor 
oferta de dinero y la apreciación del tipo de cambio. 
Los regímenes cambiarios intermedios se caracterizan 
por intervenciones neutralizadas que apuntan a redu­
cir el componente de crédito interno en respuesta a 
mayores reservas de divisas. Por lo tanto, en situacio­
nes de afluencia de capital, deflación y sistemas ban- 
carios mal supervisados, serán los tipos de cambio fi­
jos, más que los regímenes de flotación o los regíme­
nes intermedios, los que inclinarán la asignación de 
recursos al consumo.

En segundo lugar, los estudios sobre crecimiento 
endógeno han establecido un vínculo positivo entre la 
apertura al comercio internacional y el crecimiento eco­
nómico, ya que las economías abiertas tienen mayor 
capacidad para absorber avances tecnológicos, aprove­
char mercados más amplios y promover la eficiencia 
como resultado de una mayor competencia (Barro y 
Sala-i-Martin, 1995).4 Cuál ha de ser el tipo de régi­
men cambiario que más probablemente promueva una 
orientación al comercio internacional es algo que de­
pende en gran medida del grado en que los regímenes 
cam biarios flexibles puedan evitar la excesiva 
volatilidad, y los regímenes de cambio fijo puedan 
evitar grandes desajustes del tipo de cambio efectivo 
real. Rose (2000) encuentra evidencia de que la unión 
monetaria —es decir, países que comparten una mis­
ma moneda— permite un comercio mayor que el que 
habría sin ella, mientras que la volatilidad del tipo de 
cambio ejerce una influencia negativa. Sin embargo, 
este resultado implica que, a diferencia de Argentina, 
la parte principal del comercio se hace al interior de 
la unión, pues de otro modo los tipos de cambio efec­
tivos pueden desestabilizarse por las fluctuaciones de

4 Sin em bargo, los datos em píricos no  son  claros. El efecto positivo 
de la  apertu ra  com ercial en  el c recim ien to  dependerá  en  ú ltim a 
instancia  de si la  apertu ra  es im pulsada po r las exportaciones o las 
im portaciones, de cuál sea  la  pau ta  de especialización  de la  econo ­
m ía  que se abre, de sus principales socios com erciales, de los es­
fuerzos p o r com ple tar los m ercados y  de o tras razones conexas 
(véase B ouzas y  K eifm an, 2003; R odrik, 2001).
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terceras monedas (Rose, 2000). Los tipos de cambio 
fijos, por el contrario, pueden estar más cerca de 
desfases persistentes y, por lo tanto, respaldar menos 
el crecimiento de las exportaciones. Nilsson y Nilsson 
(2000), a través de un modelo de gravedad para más 
de 100 países, concluyen que los regímenes más flexi­
bles favorecen el crecimiento de las exportaciones y, 
por ende, el crecimiento del PIB .5

En tercer lugar, si bien el vínculo entre el comer­
cio internacional y el crecimiento ha recibido más aten­
ción en los trabajos publicados, la apertura a los flu­
jos de capital también puede promover el crecimien­
to, en ciertas condiciones. La composición de las en­
tradas de capital que el proceso de apertura supone de­
terminará el efecto de esas entradas en el crecimiento, 
ya que la afluencia de inversión de cartera y de inver­
sión extranjera directa (IED) parece haber tenido gran 
repercusión en el crecimiento de los países en desarro­
llo en la década de 1990 (Reisen y Soto, 2001).6 Los 
bonos, por el contrario, no tuvieron efectos de signifi­
cación en el crecimiento, y los créditos de la banca 
extranjera -tanto de corto plazo como de largo plazo- 
estuvieron relacionados negativamente con el creci­
miento futuro del ingreso per cápita en el país recep­
tor, a menos que los bancos locales estuviesen sufi­
cientemente capitalizados. Como informaran Ffrench- 
Davis y Reisen (1998), los tipos de cambio fijo en los 
países en desarrollo han propiciado reiteradamente la 
entrada de capitales especulativos con vistas a aprove­
char diferencias de tasas de interés, que eran explota­
das por los bancos locales y otros intermediarios. El tipo 
de cambio fijo es un incentivo para asignar esas entra­
das de capital sin tener en cuenta los riesgos cambiarios 
o de descalce de vencimientos, ya que estos se trans­
fieren implícitamente al banco central. Por consiguien­
te, es más probable que sean los tipos de cambio flexi­
bles y no los fijos los que traigan aparejadas entradas 
de capital que beneficien el crecimiento. No obstante, 
una oferta de fondos externos inestable puede ser 
endógena al tipo de cambio efectivo real, pues puede 
conducir, entre otras cosas, a desfases reales o a exce­
siva volatilidad de esta variable, sofocando cualquier

5 Los autores s iguen una  c lasificación  en  seis categorías que abar­
can  desde la  fijac ión  del tipo  de cam bio en  re lac ión  con una  sola 
m oneda  a  la  flo tac ión  independiente .
6 N o puede exclu irse que el resu ltado de u n  efecto positivo  en  el 
c recim iento  de los flu jos de capital se b asa  en un  m odelo  incom ple­
to  y  po r lo tan to  no  es robusto. A dem ás, el crecim iento  obtenido 
puede deberse a  los efectos cíclicos que una  corrección  profunda 
p a ra  ten e r en  cuen ta  los ciclos ha ría  desaparecer.

efecto positivo de crecimiento causado por entradas de 
capital “más benignas”.

En cuarto lugar, el grado de rigidez fiscal, institu­
cional, de precios y de salarios de un país, así como 
su exposición a shocks, determinará en gran medida el 
efecto del régimen cambiario en su comportamiento 
económico de largo plazo (Freytag, 2002). En presen­
cia de rigideces (no toda economía tiene la flexibili­
dad de Hong Kong), los sistemas cambiarios más flexi­
bles pueden fomentar el crecimiento, ya que en ellos 
es posible absorber con más facilidad los efectos de 
shocks reales, la política monetaria tiene cierta auto­
nomía para adoptar una postura anticíclica, y los cos­
tosos quebrantos del régimen cambiario en condicio­
nes adversas son menos probables que en los regíme­
nes de tipo de cambio fijo. En especial, la forma en 
que la disciplina fiscal moldea la percepción sobre la 
sustentabilidad de la deuda pública puede impulsar 
endógenamente a las tasas de interés (márgenes sobe­
ranos) y al crecimiento real del producto en uno u otro 
sentido. Si bien se supone que los tipos de cambio fijo 
acarrean mayor disciplina fiscal, debido a la pérdida 
del financiamiento derivado de la inflación y su inme­
diato efecto en las restricciones presupuestarias inter­
temporales, también pueden actuar en el sentido opues­
to si van de la mano de auges gemelos de crédito y 
consumo que acaben disparando el gasto público 
(Sachs, Tornell y Velasco, 1996; Sun, 2003).

Hasta ahora las pruebas empíricas sobre el efecto 
de los regímenes cambiarios en el crecimiento de los 
países en desarrollo no son concluyentes, aunque ex­
hiben cierta inclinación a favor de los regímenes flexi­
bles. Mediante una clasificación de tres categorías 
basada en regímenes de facto, con datos extraídos de 
Perspectivas de la economía mundial (f m i , años 1960 
a 1990), los autores Ghosh, Gulde y otros (1996) ha­
llaron algunos (débiles) indicios de vinculación entre 
el régimen cambiario elegido y el crecimiento econó­
mico. Encontraron que si bien los regímenes de tipo 
de cambio fijo han estado relacionados con una ma­
yor inversión, los de flotación han estado asociados a 
un incremento más rápido de la productividad cuando 
se mide según el crecimiento del PIB per cápita y se 
consideran las diferencias de inflación. Este resultado, 
sin embargo, como reconocen en alguna medida dichos 
autores, podría estar muy sesgado por la inclusión del 
decenio de 1960 y comienzos del de 1970, período en 
el cual la mayoría de los regímenes era de tipo de 
cambio fijo y había inflación bastante baja en todos 
lados. En efecto, cuando se excluye la década de 1960 
el margen de crecimiento a favor de los regímenes de 
flotación resulta un 1,5% superior en los países de
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menores ingresos. Parte del crecimiento levemente 
mayor de la productividad en condiciones de flotación 
se refleja en un crecimiento más rápido del comercio 
y una mejor asignación de los recursos, habida cuenta 
de cierta rigidez de los precios relativos (como el sa­
lario real) observada en países con tipo de cambio fijo. 
Una manifestación de las rigideces corroboradas por 
Ghosh, Gulde y otros (1996) es la mayor volatilidad 
en el crecimiento del PIB y del empleo, confirmada hace 
poco por Ffrench-Davis y Larraín (2003). Otro hallaz­
go interesante de Ghosh, Gulde y otros (1996) se re­
fiere a los incrementos del producto logrados por paí­
ses que pasaron de un régimen de cambio fijo a uno 
más flexible: dichos autores calculan un aumento 
medio del crecimiento del p ib  de 0,3 puntos porcentua­
les un año después de la transición y de más de un 
punto porcentual tres años después de ella.

Desafiando las clasificaciones convencionales del 
Fondo Monetario Internacional (f m i) fundadas en re­
gímenes de jure, Levy-Yeyati y Sturzenegger (2001) 
reagrupan las políticas cambiarias empleando una 
metodología de grupos K (K-cluster), que distingue 
entornos de alta y baja volatilidad. Esta nueva clasifi­
cación agrupa a los países según el comportamiento 
real de tres variables principales: i) la volatilidad del 
tipo de cambio nominal, ii) la volatilidad de las varia­
ciones del tipo de cambio nominal y iii) la volatilidad 
de las reservas, medida por los cambios medios abso­
lutos de reservas de divisas como proporción de la base 
monetaria (para evaluar el efecto monetario de la in­

tervención en los mercados monetarios). Levy-Yeyati 
y Sturzenegger usan estadísticas mensuales para los 
años 1974 a 1999, ignorando deliberadamente el pe­
ríodo de Bretton Woods, durante el cual los regíme­
nes de tipo de cambio fijos eran los dominantes. Los 
autores citados realizan regresiones econométricas y 
llegan a las siguientes conclusiones: i) los regímenes 
de tipo de cambio fijo tienen una relación significati­
va y negativa con el crecimiento del PIB per cápita en 
los países no industrializados, ii) las economías con 
tipo de cambio fijo de jure  que devalúan muestran un 
crecimiento más rápido que aquellas que defienden el 
régimen cambiario, iü) la volatilidad del pib  disminu­
ye a la par con el grado de flexibilidad del régimen, y 
iv) las tasas de interés reales parecen ser más bajas con 
tipos de cambio fijos que con tipos de cambio flotan­
tes, inclusive en los países con regímenes intermedios, 
y especialmente en la década de 1990.7

Por último, partiendo de la clasificación de regí­
menes de Levy-Yeyati y Sturzenegger, el Banco de 
Canadá investigó el efecto del régimen cambiario so­
bre el crecimiento de mediano plazo (promedio de 
cinco años) mediante una muestra de 25 economías 
emergentes en el período 1973-1998. El estudio en 
cuestión (Bailliu, Lafrance y Perrault, 2001) encuen­
tra evidencia de que los tipos de cambio más flexibles 
están relacionados con un mayor crecimiento, siempre 
que los países respectivos estén abiertos a la entrada 
de capital internacional y tengan mercados financieros 
bien desarrollados.

III
Fijaciones rigurosas y flotaciones suaves: 

las bases de los regímenes cambiarios de 

Argentina, Brasil y México

1. El “ régimen de convertib ilidad” de Argentina, 
hoy fenecido

Los regímenes de caja de conversión, diseñados origi­
nalmente como mecanismos monetarios para las colo­
nias británicas y caídos en desuso a medida que los 
países lograron su independencia política, volvieron a 
estar en boga recientemente. Hoy existen en Bosnia, 
Bulgaria, Estonia, Hong Kong y Lituania. Pero este

sistema también rigió en Argentina hasta enero del 
2002.8 Funciona con tipos de cambio estrictamente

7 S in  em bargo, este resultado se reafirm a cuando se em plea  la  cla­
sificación  del FMI. C uando los autores observan  los regím enes de 
tipo de cam bio fijo de  fa c to , encuen tran  que en  solo algunos de 
ellos las tasas de interés reales son  m enores que en regím enes m ás 
flexib les o in term edios.
8 V éase la  no ta  1.
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fijados no solo mediante medidas políticas, sino me­
diante la ley. Solo se puede emitir moneda nacional 
cuando está íntegramente respaldada por moneda ex­
tranjera, lo que quita al gobierno y al banco central la 
facultad de decidir sobre la política monetaria.

Argentina constituyó uno de los casos más deba­
tidos de régimen de este tipo. En abril de 1991, luego 
de una larga historia de mal manejo macroeconómico 
y dos episodios de hiperinflación, comenzó a funcio­
nar lo que en Argentina se denominó el “régimen de 
convertibilidad”, con el valor del peso a la par del valor 
del dólar. Este régimen se basaba en la Ley de Conver­
tibilidad aprobada en marzo de 1991 por el Congreso 
de la Nación, que daba al dólar carácter de moneda de 
curso legal y que luego fue respaldada por una 
desregulación amplia de la economía y la liberaliza- 
ción total de las cuentas corrientes y de capital de la 
balanza de pagos.

El diseño del régimen cambiario argentino presen­
taba algunos elementos notables que lo apartaban de 
un sistema de caja de conversión en sentido estricto. 
Tales elementos se introdujeron para encarar la pérdi­
da de un prestamista de último recurso que traía con­
sigo este sistema, pérdida que podía exponer al país a 
crisis financieras con una provisión insuficiente de li­
quidez, haciendo necesaria la existencia de bancos na­
cionales fuertes y con liquidez. Lo que se hizo en 
Argentina fue lo siguiente: en primer lugar, el meca­
nismo cambiario quedó integrado en el banco central, 
de modo que no tuvo cuentas separadas. En segundo 
lugar, se estableció que el 33% de la base monetaria 
podía estar respaldado por deuda en dólares de corto 
plazo del gobierno argentino, más que por reservas 
internacionales. En tercer lugar, el sistema argentino 
quedó sometido a exigentes requisitos de capital y a 
una serie de provisiones de liquidez: se obligó a los 
bancos a mantener el 21% de todos los depósitos en 
reservas líquidas internacionales en el Banco Central 
o en el Deutsche Bank de Nueva York, mientras que 
el Banco Central tenía también una línea de crédito 
contingente con una docena de bancos internacionales 
que cubría el 10% de los depósitos en el sistema ban­
cario.

2. México: de un régimen de tip o  de cam bio
sem ifijo a uno con metas de inflación

Luego de la caída de su régimen de tipo de cambio fijo, 
pero ajustable a fines de 1994, México ha tenido un 
régimen de flotación bastante libre. No obstante, en 
diferentes etapas y por diferentes razones, ha surgido

la necesidad de que las autoridades intervengan en el 
mercado de divisas. Esto ha significado menos 
volatilidad del tipo de cambio, por una parte, y más 
reservas y volatilidad de las tasas de interés, por la otra, 
lo que generalmente no se observa en los regímenes 
de flotación pura (Calvo y Reinhart, 2002, entre otros). 
Por lo tanto, este régimen mexicano se parece mucho 
al de flotación administrada. En todos los casos de 
intervención, la regla que siempre se ha seguido es la 
de completa transparencia de la intervención, cuyo 
objetivo es no defender un nivel particular del tipo de 
cambio (Carstens y Werner, 1999). La regla ha inclui­
do un doble enfoque: se empleó un mecanismo de op­
ciones de venta para acumular reservas y se recurrió 
generalmente a una venta contingente cuando el Ban­
co Central quiso minimizar una depreciación súbita. 
Además, el Banco de México neutraliza las entradas de 
capital extranjero mediante intervenciones en el merca­
do abierto para no afectar la oferta primaria de dinero. 
También se han creado mercados monetarios de futu­
ros para reducir la volatilidad del tipo de cambio.

Mientras México adoptaba una flotación adminis­
trada, convergía gradualmente hacia el establecimien­
to de metas de inflación, esperando anclar las expec­
tativas inflacionarias. Justo después de la crisis del 
tequila, se experimentó brevemente con la fijación de 
objetivos monetarios, pero a medida que la inflación 
disminuyó y hubo evidencia significativa de la inesta­
bilidad de la demanda de dinero, el Banco Central 
comenzó a adoptar metas de inflación anual (desde 
1997/1998, según algunos altos funcionarios). Los 
principales elementos del marco actual incluyen i) 
haber logrado el objetivo de mediano plazo de reducir 
la inflación hacia niveles internacionales en 2003; ii) 
metas de inflación anual; iii) medidas de política mo­
netaria basadas en una evaluación de las presiones 
inflacionarias, y iv) un sistema transparente que incluye 
la publicación de un informe trimestral sobre la infla­
ción. Una diferencia fundamental del sistema de Méxi­
co, comparado con otros sistemas de fijación de me­
tas, tiene que ver con el instrumento político. Mien­
tras la mayoría de tales sistemas emplean una meta de 
interés de corto plazo (por ejemplo, en Brasil), el Ban­
co Central de México usa un procedimiento operativo 
para determinar el monto de las reservas de activos 
internacionales, conocido como “el corto”. Este siste­
ma induce una volatilidad importante de las tasas de 
interés nominales de corto plazo, característica desea­
da por las autoridades para tener un tipo de cambio más 
estable y, por ende, un entorno inflacionario también 
más estable.
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3. Regímenes cambiarios de Brasil: del Plan Real 
al vuelco hacia la flexibilidad de enero de 1999

En 1994, y luego de un largo período de inflación ele­
vada, Brasil adoptó un ancla cambiaria mediante el es­
tablecimiento de un tipo de cambio semifijo. El Plan 
Real era un programa de cuatro etapas que incluía: i) 
un ajuste fiscal, para reducir la presión de la demanda 
a medida que se estabilizaba la economía; ii) la intro­
ducción de un mecanismo de superindexación previs­
to para crear un conjunto estable de precios relativos, 
utilizando como unidad de cuenta la unidad de valor 
real (UVR); iii) una reforma monetaria que reemplazó 
el cruzeiro, la vieja moneda, por el real —lo que de 
hecho transformó la UVR en la unidad de cuenta—, y 
iv) la administración de la estabilidad, lo que requería 
evitar fuertes desequilibrios entre la demanda y la ofer­
ta agregadas.

A pesar de que inicialmente se pensó en que el 
Plan Real tuviera un ancla monetaria, el incremento de 
la demanda de dinero que le siguió fue muy superior 
al previsto, lo que condujo al gobierno a abandonar las 
metas monetarias.9 Hacia noviembre de 1994, las au­
toridades monetarias renunciaron oficialmente al an­
cla monetaria y dejaron que el tipo de cambio se 
revaluara. Como la liberalización de la cuenta de ca­
pital y del comercio ya se había introducido a comien­
zos de la década de 1990 y las reservas acumuladas 
entre 1992 y 1994 eran importantes, la transición de 
un ancla monetaria a un ancla cambiaria se vio muy

facilitada por la excepcional liquidez de los mercados 
financieros internacionales hasta 1997.

El Plan Real tuvo éxito en varios aspectos. La 
inflación disminuyó marcadamente en los primeros dos 
meses de aplicación del Plan, y en seguida se estabilizó 
a tasas de menos de un dígito. El consumo interno y 
el crecimiento se elevaron debido a los aumentos del 
ingreso real y el rápido proceso de monetización, que 
en conjunto estimularon tanto la expansión del crédi­
to de corto plazo como crecientes déficit comerciales. 
La vulnerabilidad externa se acentuó al acrecentarse la 
deuda externa, mientras que la vulnerabilidad financie­
ra interna estuvo asociada al aumento de la deuda 
pública, especialmente la del gobierno central.10

A mediados de 1998 Brasil comenzó a enfrentar 
una presión permanente sobre su régimen cambiario, 
lo que llevó a una reducción sostenida de las reservas 
internacionales. Esta presión se intensificó luego de la 
reelección de Fernando Henrique Cardoso en noviem­
bre de 1998, y culminó con el abandono del tipo de 
cambio semifijo y la adopción de un régimen de flota­
ción administrada en enero de 1999.11 Luego del so- 
breajuste que tuvo el real tras la devaluación, las pre­
siones comenzaron a disminuir, el clima para la inver­
sión se volvió más optimista y la actividad económica 
mostró signos de recuperación en el año 2000. La pre­
sión sobre el real solo se reanudó a comienzos de 2002 
de modo que hasta ahora el viraje hacia un tipo de 
cambio de flotación administrada ha sido considerado 
exitoso por la mayoría de los analistas.

IV
Régimen cambiario y desempeño 

macroeconómico: las vías de transmisión

En esta sección se analizan las vías por las cuales los 
regímenes cambiarios han afectado el crecimiento eco­
nómico en Argentina, Brasil y México. Lo que intenta­

9 E l gobierno y a  h ab ía  im puesto a  los bancos im portantes ex igen­
cias de reservas, lo que supon ía  altas tasas de in terés.
10 Este increm ento tuvo que ver con  varios factores, pero dos de 
ellos tienen  especial im portanc ia . E l prim ero  es que el gobieno 
central refinanció  y  consolidó  la  deuda de los estados com o parte 
de un  p lan  para  reestructu rar sus sistem as financieros. El segundo
fac to r es que la  ta sa  de interés po r los p réstam os se m antuvo en 
niveles m uy  altos.

remos mostrar, en definitiva, es de qué manera el régi­
men de flotación administrada de México ha ganado

11 V em os este rég im en  com o de flo tac ió n  ad m in is trad a  porque 
pueden  observarse  aum entos frecuentes de las tasas de interés (en  
un  rég im en  de flo tac ión  pu ra  no debería  haber vo la tilidad  de las 
tasas de interés), y  porque, com o en  el caso de M éxico , h a  habido 
una  variab ilidad  lim itada en  el tipo de cam bio (m ientras que el tipo 
de cam bio  debería  ser el único  m ecan ism o de absorción  de im pac­
tos en un  rég im en  de flo tac ión  pura). A dem ás, en  B rasil, la  m eta  de 
inflación  buscada  po r el B anco C entra l supone una  m e ta  ind irecta  
del tipo de cam bio nom inal a  la  la  luz de cierto grado de transferen ­
c ia  de este ú ltim o a  los precios in ternos.
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credibilidad a través de un com portam iento 
macroeconómico sólido y menos volátil, mientras que 
el régimen de convertibilidad de Argentina no rindió 
los beneficios de largo plazo que se esperaban de él. 
A diferencia de Argentina, en México la flotación 
administrada ha permitido una reacción tranquila ante 
los shocks externos. En cuanto a Brasil, nos parece 
prematuro concluir que su régimen de flotación admi­
nistrada haya contribuido a un mejor desempeño 
macroeconómico global. Sin embargo, destacan como 
elementos positivos y promisorios de este régimen 
algunas mejoras en el manejo fiscal y monetario, una 
consolidación tendencial de los flujos de inversión 
extranjera directa por encima de otros flujos de capi­
tal, y el haber evitado desfases importantes en el tipo 
de cambio real luego de 1999 (comparado con las fluc­
tuaciones del tipo de cambio real durante el régimen 
de semifijación (1994-1998).

1. El crecim iento real del pib y de la inversión

En el período posterior a la crisis del tequila (1996­
2003) la tasa de crecimiento de México fue casi cua­

tro veces superior a la de Argentina (3,67% compara­
do con 0,86%, y 4,5% comparado con 1,5% si consi­
deramos el subperíodo hasta el 2001), y casi dos ve­
ces mayor que la tasa de Brasil; sin embargo, las ci­
fras de aumento del p ib  no muestran esa disparidad en 
el período 1994-2003 (nuestro período de referencia): 
0,98%, 2,5% y 2,76% en Argentina, Brasil y México, 
respectivamente. Tampoco muestran diferencias 
destacables cuando el aumento del p ib  se mide en el 
período 1994-2001: 1,5%, 2,9% y 3%. El gráfico 2 
muestra la mayor volatilidad del p ib  de Argentina, 
comparado con el de México y Brasil, ya que descen­
dió de un máximo de 8,1% en 1997 a una cifra de 
-4,4% en 2001. Cabe destacar que la caída del p ib  real 
de México en 2001 es fundamentalmente atribuible a 
la recesión en los Estados Unidos (de la misma mane­
ra que su auge del año 2000 se debe al ciclo expansi­
vo estadounidense). Por lo que hemos visto hasta aho­
ra, podríamos sentirnos tentados de concluir que el 
régimen cambiario más flexible en Brasil no ha dado 
frutos, ya que las tasas de crecimiento anual se man­
tuvieron aproximadamente en los mismos niveles re­
gistrados antes de la flotación del real. Sin embargo,

GRÁFICO 2
Argentina, Brasil y México: Tasa de crecim iento anual del pib real, 1994-2003
(En porcenta jes)

- México - Argentina - Brasil

Fuente: Base de datos del M inisterio de E conom ía de A rgentina [h ttp ://w w w .m econ.gov.ar/peconom ica/basehom e/infoeco.htm l]; Banco de Datos 
A gregados del Instituto Brasileño de G eografía y  E stadística (IBGE) [h ttp://w w w .sidra.ibge.gov.br/bda/], y  B anco de Inform ación E conóm ica del 
Instituto N acional de Estadística, G eografía e Inform ática (INEGI) de M éxico [h ttp ://dgcnesyp.inegi. gob.m x/cgi-w in/bdieintsi.exe].
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CUADRO 1
Argentina, Brasil y México: Inversión interna bruta y exportaciones 
a precios constantes, 1994-2003
(En porcenta jes)

Argentina México Brasil
Aumento de 
la inversión 
interna bruta

Crecimiento 
de las 

exportaciones

Exportaciones 
como % 
del PIB

Aumento de 
la inversión 
interna bruta

Crecimiento 
de las 

exportaciones

Crecimiento 
de las 

exportaciones 
de maquila

Exportaciones 
como % 
del PIB

Aumento de 
la inversión 
interna bruta

Crecimiento 
de las 

exportaciones

Exportaciones 
como % 
del PIB

1994 13,7 15,3 7,5 8,4 17,8 28,2 15,2 14,3 4,0 9,5
1995 -13,1 22,5 9,5 -29,0 30,2 22,9 17,2 7,3 -2,0 7,7
1996 8,9 7,6 9,7 16,4 18,2 23,7 23,9 1,2 0,6 7,0
1997 17,7 12,2 10,0 21,0 10,7 18,0 26,8 9,3 11,2 7,5
1998 6,5 10,6 10,7 10,3 12,1 20,8 27,8 -0,3 3,7 7,4
1999 -12,6 -1,3 10,9 7,7 12,4 19,5 29,7 -7,2 9,2 10,3
2000 -6,8 2,7 11,3 11,4 16,4 23,2 32,2 4,5 10,6 10,7
2001 -15,7 2,7 12,2 -5,6 -3,8 -5,4 35,2 1,1 11,2 13,2
2002 -36,4 3,1 14,1 -0,6 1,6 2,6 33,9 -4,2 7,9 15,5
2003 38,2 6,0 13,7 0,4 2,7 2,2 34,1 -5,1 9,0 16,4
1994-2003

Media 0,03 8,15 10,97 4,03 11,84 15,57 27,60 2,07 6,54 10,52
Desv. estándar 21,15 7,13 1,98 14,09 9,83 11,40 6,99 6,82 4,69 3,44

1996-2003
Media -0,03 5,46 11,58 7,61 8,80 13,08 30,45 -0,10 7,93 10,99
Desv. estándar 22,90 4,51 1,62 9,06 7,77 11,39 4,03 5,42 3,82 3,70

F u e n te : Base de datos del M inisterio  de Econom ía de A rgentina (http://w w w .m econ.gov.ar/peconom ica/basehom e/infoeco.h tm l); B anco Central 
de B rasil, (varios años), FMI (2004); B anco de In fo rm ación  E conóm ica  del Institu to  N acional de Estadística , G eografía  e In form ática  (INEGI) 
de M éxico, disponib le en h ttp ://dgcnesyp .ineg i.gob .m x/cg i-w in /bd iein tsi.exe ; CEPAL (años 1994 a  2004).

si tomamos en cuenta el período de muestra más bre­
ve —en relación con la flotación administrada de 
México—, las incertidumbres políticas que rodearon la 
elección presidencial del 2002 y las turbulencias finan­
cieras que encaraban entonces (1998-2002) todas las 
economías emergentes, parece razonable que Brasil no 
pudiera elevar sus tasas medias de crecimiento.

El comportamiento relativamente mejor de Méxi­
co puede deberse a dos factores: una inversión interna 
bruta más dinámica y menos dependiente del ahorro 
externo, y una creciente participación en el PIB de ex­
portaciones en rápido crecimiento (cuadro 1), impul­
sada en parte por la industria maquiladora, que generó 
entre el 40% y el 48 % de las exportaciones totales rea­
les del país en el período considerado. Por su parte, 
Brasil no pudo elevar el crecimiento de su PIB pese a 
un comportamiento más sólido en 1999-2003 que en 
1994-1998 y pese a haber estabilizado los déficit de 
cuenta corriente.

La paradoja de lo sucedido en Argentina residía 
en que era necesario un continuo impulso a las expor­
taciones con el fin de disminuir la dependencia del 
ahorro externo para financiar la inversión interna bru­
ta, mientras que esa dependencia había aumentado 
durante los últimos años del régimen de convertibilidad

y la inversión interna bruta había caído drásticamente 
hasta llegar en 2001 a su punto más bajo (15,6% del 
p ib ) desde 1993. El gráfico 3 muestra la inversión in­
terna bruta y el ahorro interno como porcentaje del PIB 

en los tres países estudiados, durante el período 1994­
2003 y en tres subperíodos. Las cifras muestran una 
clara polaridad: por una parte, en Argentina la inver­
sión interna bruta cae respecto del PIB (llega nuevamen­
te a los bajos niveles de 1995) y aumenta la dependen­
cia del ahorro externo; por otra parte, en México hay 
una participación creciente de la inversión interna bruta 
junto con participaciones menores y estabilizadas del 
ahorro externo. Brasil sigue un camino intermedio, con 
tasas de inversión y ahorro bastante similares con 
ambos tipos de régimen.

En suma, nuestra primera conclusión es que la 
flotación administrada de México —comparada con 
la fijación rigurosa del tipo de cambio en Argentina, 
y el régimen de flotación administrada y el régimen 
de semifijación de Brasil— ha mostrado tasas de cre­
cimiento de la inversión más elevadas y menos volá­
tiles (cuadro 1), un coeficiente de inversión más alto, 
una menor dependencia del ahorro externo y un cre­
cimiento del PIB liderado más bien por la demanda 
externa.
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Argentina, Brasil y México: Inversión interna bruta 
y ahorro interno,a en varios subperíodos
(C om o p orcen ta je  del PIB)

Argentina

□  1993-2003 □  1996-2003 □  1995-1998 □  1999-2003

F u e n te : CEPAL (varios años).

a IIB = inversión  in te rna  bruta. AI = ahorro interno.

2. La apertura comercial

Sin duda alguna, el proceso de liberalización comer­
cial y financiera que tuvo lugar en México a media­
dos de la década de 1980 —época de su ingreso al 
Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comer­
cio (g a t t )—  y en Argentina y Brasil a comienzos de 
la década de 1990, unido a las reformas estructurales 
realizadas hasta ahora, ha causado crecientes flujos de 
comercio y de inversión extranjera directa. La amplia­
ción de los mercados internos y subregionales ha sido 
una característica común del proceso, por lo menos en 
sus primeras etapas. Esa bonanza del comercio y la 
inversión fue impulsada por varios factores: i) los 
acuerdos preferenciales, como el Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte y el Mercosur; ii) un 
vigoroso crecimiento económico de los socios natura­
les (Estados Unidos respecto de México, por ejemplo);
iii) auges del consumo derivados de una inflación más 
baja y la apreciación del tipo de cambio, y iv) inver­
sores externos sin aprensiones que buscaban diversifi­
car sus carteras para obtener mayores ganancias. No

obstante, la cantidad, calidad y composición relativas 
de esos flujos no siempre han sido similares.

Un primer rasgo distintivo ha sido el grado de 
apertura de estas economías (gráfico 4). En otras pa­
labras, la rapidez con que aumentaron los flujos de 
comercio como proporción del PIB corriente marca una 
importante diferencia en el grado de integración de 
cada una de ellas al comercio mundial. El comercio de 
México (exportaciones e importaciones en dólares 
nominales) se cuadruplicó, por lo menos, en la década 
de 1990 y sus importaciones aumentaron a un ritmo 
bastante similar al de las exportaciones. Argentina y 
Brasil, en cambio, siguieron siendo economías relati­
vamente cerradas. El coeficiente de apertura de Argen­
tina se elevó de aproximadamente 15% del p ib  en 1993 
a casi 25% en 1997 y más tarde osciló alrededor del 
20% hasta el año 2002, cuando casi se duplicó como 
resultado de la devaluación del peso —que reduce el 
denominador e incrementa el numerador— y del co­
lapso del p ib  real. Por su parte, el grado de apertura de 
Brasil fluctuó entre el 15% y el 20% en 1993-1998 
(período de tipo de cambio semifijo), y el promedio

GRAFICO 3
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Argentina, Brasil y México: Una medida del grado 
de apertura comerciala
(En porcenta jes)

1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003

GRÁFICO 4

| | México Q  Argentina Q  Brasil

F uente: Base de datos del M inisterio  de Econom ía de A rgentina [http://w w w .m econ.gov.ar/peconom ica/basehom e/infoeco.h tm l]; Banco Central 
de B rasil (varios años); FMI (2004); B anco de Inform ación  E conóm ica del Institu to  N acional de E stadística, G eografía  e In form ática  (INEGI) 
de M éxico  [h ttp ://dgcnesyp .ineg i.gob .m x/cg i-w in /bd iein tsi.exe].

a L a apertu ra  com ercial se m ide con  el coeficiente (x+m)/PIB, donde x  son  las exportaciones y  m  las im portaciones.

solo subió del 20% a casi el 30% luego de la devalua­
ción del real a comienzos de 1999.12

Mientras que México ha aumentado su exposición 
al comercio, la integración comercial de Argentina 
avanzó poco en la década de 1990 (gráfico 4). por el 
lado de las exportaciones, el resultado es muy claro: las 
exportaciones argentinas solo alcanzaron una participa­
ción en el pib  de 12,2% en el 2001, lo que demostró que 
los mercados extranjeros contribuían modestamente al 
crecimiento general. En cambio, en México aproxima­
damente un tercio de la demanda real de bienes y ser­
vicios se ha explicado por la existencia de un sector 
exportador bastante dinámico. Cabe decir que, aunque 
la base de comparación es menor, las exportaciones 
reales de Argentina aumentaron más que el p ib  hasta 
1998 pero nunca alcanzaron el ritmo de crecimiento de 
las de México, como muestra el cuadro 1. En cuanto a

12 U n  ind icador m ás p reciso  de apertu ra  com ercial pod ría  ser la  
p roporción  de bienes transab les in ternacionalm ente  en el índice de 
precios al consum idor, o las exportaciones o im portaciones netas 
com o porcen taje  de la  o ferta  o dem anda  agregadas.

Brasil, se observó una marcada tendencia al aumento 
de las exportaciones en el período 1999-2003, con ta­
sas medias de crecimiento anual de 10%, muy por 
encima de las registradas en 1994-1998.

El gráfico 4 de hecho sugiere un crecimiento 
exponencial de los flujos comerciales de México (en 
dólares nominales). El salto de 1995 puede deberse en 
parte a la devaluación de la moneda nacional (como 
en Brasil en 1999 y Argentina en 2002), ya que ella 
reduce proporcionalmente el denominador, en este caso 
el p ib ; sin embargo, la apreciación real posterior, jun­
to con siempre crecientes flujos comerciales, genera al­
gunas dudas acerca del papel del tipo de cambio como 
causante principal de este “empujón”. Más que con la 
elasticidad del tipo de cambio o con efectos permanen­
tes de la relación de precios del intercambio (o térmi­
nos de intercambio), el mejor desempeño de México 
en la integración al comercio internacional puede te­
ner que ver con los beneficios del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte y, en particular, con 
el privilegio de haber viajado en un vagón de primera 
clase arrastrado por una locomotora estadounidense 
que crecía 3% por año hasta el 2000.
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Esto no sucedió sin que las exportaciones 
mexicanas se volviesen extremadamente dependientes 
de los Estados Unidos (casi el 90% de ellas iba al 
mercado estadounidense), lo que puede explicar en 
parte la gran desaceleración de la economía mexicana 
en el 2001, a medida que la recesión estadounidense 
se profundizaba. Sin embargo, México ya dependía 
mucho de los Estados Unidos a comienzos de la déca­
da de 1990, cuando las exportaciones a este último país 
constituían aproximadamente el 80% de las ventas 
mexicanas al exterior.

Un pilar destacable del impresionante comporta­
miento comercial de México es el cambio en su pauta 
de especialización. Las exportaciones derivadas del 
petróleo, ya sea elaboradas (la mayor parte) o a nivel 
de extracción (lo que incluye gas y derivados), repre­
sentaron un 8% de las exportaciones totales mexicanas 
en el 2001, luego de haber sido un 68% de la canasta 
exportadora en 1985. Esto no se debe a una perturba­
ción negativa en los términos del intercambio (como se 
verá más abajo) sino a un aumento del peso relativo de

las exportaciones no tradicionales en las exportaciones 
totales mexicanas, lo que hizo al país menos dependiente 
de las fluctuaciones de precios de las materias primas.

Un segundo aspecto importante relacionado con 
las vías de integración al comercio mundial tiene que 
ver con los factores de competitividad de los precios 
que afectan los balances externos y la reasignación de 
recursos internos. En circunstancias normales, un tipo 
de cambio efectivo real que sea estable y competitivo 
es clave para el desarrollo de un sector de bienes 
transables orientado al exterior, para cosechar los fru­
tos del dinamismo emanado del comercio y, en última 
instancia, para lograr un crecimiento sostenido. Aquí 
analizamos la evolución del tipo de cambio efectivo 
real, los términos del intercambio y la trayectoria del 
costo de la unidad de trabajo en las tres economías.

Luego del sobreajuste del tipo de cambio nomi­
nal en el período que siguió a la crisis monetaria, el 
tipo de cambio efectivo real de México se elevó gra­
dualmente hasta llegar en 2003 a un nivel aún más alto 
que el de 1994, en la precrisis (gráfico 5).
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Argentina, Brasil y México: Tipos de cambio efectivo reala 
e índice de térm inos del intercambio,1990-2003
(TCER: 1993= 100; TI: 1993= 100)b

1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003

1 1 TCER México 1 1 TCER Argentina 1 1 TCER Brasil

TI México “ i T I  Argentina TI Brasil

F u en te : JP M organ; base de datos del M inisterio  de Econom ía de A rgentina [h ttp ://w w w .m econ.gov.ar/peconom ica/basehom e/infoeco.htm l]; 
B anco de Datos Agregados del Instituto B rasileño de G eografía y  E stadística (IBGE), [h ttp://w w w .sidra.ibge.gov.br/bda/]; Banco de Inform ación 
E conóm ica del Instituto N acional de Estadística, G eografía e Inform ática (inegi) de M éxico [http://dgcnesyp.inegi.gob.m x/cgi-w in/bdieintsi.exe].

a L a  d ism inución  del tipo  de cam bio efectivo  real (TCER) s ign ifica  depreciación /devaluación  efectiva  real.
b TI = térm inos del intercam bio.
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GRÁFICO 6
Estados Unidos y México: Costo unitario de la mano de obra 
manufacturera, 1993-2003
(1993= 100)

Estados Unidos México

F u e n te :  B an c o  de In fo rm a c ió n  E c o n ó m ic a  d e l In s t i tu to  N a c io n a l de E s ta d ís t ic a ,  G e o g ra f ía  e In f o rm á tic a  (INEGI) de M éx ico  
[h ttp ://dgcnesyp .ineg i.gob .m x/cg i-w in /bd iein tsi.exe].

Cabe preguntarse si la apreciación gradual del tipo 
de cambio efectivo real en México permite alcanzar un 
nivel de equilibrio. Muchas razones cualitativas y cuan­
titativas abonan las diferencias entre los valores del tipo 
de cambio efectivo real en un año reciente (2003) y 
otro más lejano (1994):
i) El régimen de flotación administrada —junto con 

metas de inflación— permite cierta flexibilidad 
para enfrentar impactos externos; en cambio, el 
anterior sistema de tipo de cambio fijo no creíble 
se desmoronó en medio de una crisis monetaria 
y bancaria.

ii) Una menor dependencia de los ahorros extranje­
ros en 2003 ha estabilizado los déficit de la cuenta 
corriente, haciendo que los cambios de dirección 
de los flujos de capital sean menos dañinos para 
la economía real. Además, la cuenta corriente está 
más sólidamente financiada que en 1994, ya que 
los flujos de inversión extranjera directa son los 
que tienen mayor participación en las entradas 
totales de capital y están orientados principalmen­
te a los sectores de bienes transables en el merca­
do internacional.

iii) La composición de las exportaciones en 2003 
incluye una participación más elevada de manu­
facturas transables en el exterior.

iv) Importantes incrementos de productividad secto­
riales se han traducido en costos laborales unita­
rios medios más bajos que los estadounidenses 
(gráfico 6).13
Por lo tanto, tener una mayor productividad en el 

sector de bienes transables en relación con el de bie­
nes no transables —efecto Balassa-Samuelson (véase 
Baldi y Mulder, 2002)—, así como costos unitarios 
relativos de la mano de obra más bajos que en los 
Estados Unidos y un déficit menor y estabilizado en 
la cuenta corriente, puede ser un fundamento racional 
para lograr un nivel de equilibrio en el tipo de cam­
bio. Pero aún así el tema es debatible.

Vale la pena destacar que en Argentina la apre­
ciación del tipo de cambio efectivo real coincidió con 
un aumento de la productividad industrial, ya que los

13 L am entablem ente, la  serie tem pora l de costos laborales unitarios 
en dólares del sector m anufacturero  fue d iscon tinuada en A rgen tina  
y  no  está  disponib le para  todo  el período en  Brasil.
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costos laborales unitarios disminuyeron más de 30%, 
medidos en dólares, durante el período 1993-1998. No 
obstante, la participación decreciente del p ib  manufac­
turero (16% en el 2000), así como la modesta contri­
bución de las exportaciones industriales (cerca de 4% 
del p ib ), llevan a concluir que la mayor productividad 
había sido insuficiente para compensar la apreciación 
real. Más aún, las fluctuaciones de los términos del 
intercambio -  más o menos similares a las de México 
pero diferentes a las de Brasil- no se vieron amortigua­
das por la flexibilidad del tipo de cambio y solo sir­
vieron para exacerbar los desequilibrios externos.

En síntesis, nuestra segunda conclusión es que 
la flotación administrada de México ha alentado una 
mayor apertura relativa, una mayor diversificación de 
las exportaciones (incluyendo productos con más va­
lor agregado) y un aumento exponencial de las mis­
mas (impulsado principalmente por el crecimiento de 
los Estados Unidos y por el TLC de América del Nor­
te). Aunque Brasil es todavía una economía relativa­
mente cerrada, creemos que su régimen de flotación 
administrada podría favorecer resultados similares en 
el largo plazo.14 Con respecto a la apreciación del tipo 
de cambio efectivo real, consideramos que la aprecia­
ción del peso en México hasta el 2003 es una aprecia­
ción de equilibrio debida : i) a una productividad rela­
tiva más elevada (respecto de los Estados Unidos) que 
obedece a menores costos laborales unitarios; ii) al 
incremento de la participación de las manufacturas en 
las exportaciones, y iii) a una mayor flexibilidad para 
amortiguar los shocks externos.

3. Los flu jos de capital

Mientras que Argentina incumplía sus obligaciones 
externas y veía derrum barse su régim en de 
convertibilidad a comienzos del 2002, México disfru­
taba los beneficios de haber recibido un grado inver­
sor de las agencias calificadoras de riesgo, con el res­
paldo de los acuerdos preferenciales del t l c  de Amé­
rica del Norte y de la afiliación a la OCDE desde 1994. 
También a Brasil le ha ido mejor que a Argentina. Una 
conclusión preliminar de esta historia es que, luego del 
incumplimiento de Rusia, los mercados han analizado 
más cuidadosamente el espectro de los mercados emer­
gentes, como lo atestiguan los márgenes diferenciales

14 E l coefic iente  de apertu ra  en  A rgen tina  se duplicó a  com ienzos 
de 2002, principalm ente  com o resultado de la  devaluación  del peso, 
pero  sigue p lan teada  la  p regun ta  de si este coeficiente m ás alto es 
sostenib le  a  largo plazo.

soberanos medidos por el e m b i+ (índice de bonos de 
mercados emergentes) y e m b i Global de JP Morgan 
después de 1998 (gráfico 7).

Otro tema importante relacionado con el merca­
do de capital global y la credibilidad de los deudores 
tiene que ver con el papel de las agencias calificado­
ras de la solvencia de los deudores soberanos. Aunque 
las alzas y bajas de las calificaciones parecen rezagar­
se y validar las percepciones del mercado y, por su­
puesto, se mueven con más lentitud que los márgenes, 
reflejan la misma pauta que muestra el gráfico 7. De 
hecho, los datos empíricos hasta ahora han revelado 
que las calificaciones tienden a cambiar de manera 
procíclica, en particular en la etapa descendente. Aun 
así, los anuncios de posibles mejoras o caídas de las 
calificaciones parecen influir algo en los márgenes de 
los bonos (Reisen, 2003). Además, como las coloca­
ciones de la mayoría de los inversores institucionales 
están limitadas por estándares reguladores prudencia­
les, un descenso de la calificación hacia un nivel es­
peculativo puede modificar la demanda de una clase 
determinada de activos soberanos, volviéndolos más 
riesgosos y volátiles a los ojos del mercado.

Las calificaciones se basan primordialmente en la 
capacidad y voluntad de pago del deudor soberano. 
Esto depende, a su vez, de la medida en que los pro­
blemas de solvencia y liquidez son incorporadas en las 
evaluaciones que hacen los mercados o agencias de las 
perspectivas de comportamiento del deudor. por lo 
tanto, parte de la información en que se basan las per­
cepciones o calificaciones de riesgo soberano se apo­
ya en indicadores que se refieren principalmente a 
deuda externa y pagos externos, posición fiscal y te­
mas monetarios y de liquidez (véase, entre otros, 
Moody’s, 2001). Aunque esos indicadores son nece­
sariamente retrospectivos, la demora en producir y dar 
a conocer la información o los errores de pronóstico 
(que no son raros en mercados volátiles e impredeci- 
bles) los hace importantes para las evaluaciones co­
rrientes.

Del mismo modo, la política cambiaria tiene im­
portancia porque guarda mucha relación con la forma 
en que las economías encaran un shock o manejan las 
turbulencias financieras para recuperar la solvencia o 
evitar crisis de liquidez. Desde este punto de vista, 
sostenemos que el régimen de flotación administrada 
parece haber dado buenos resultados en México después 
de las crisis del este asiático y el incumplimiento de las 
obligaciones de pago de Rusia. por el contrario, la in­
eficacia del régimen de convertibilidad de Argentina y 
la aplicación de políticas inadecuadas para retomar el
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GRÁFICO 7
Argentina y Brasil: Márgenes del embi+ a en relación con México, 1994-2003

 Brasil/México (eje izquierdo)  Argentina/México (eje derecho)

F u e n te : E laboración  p rop ia  con datos de JP M organ. 

a EMBI+ = índice de bonos de m ercados em ergentes, de JP M organ.

crecimiento económico en el período 1999-2001 o ate­
nuar los efectos de los shocks externos, generaron 
dudas acerca de la sostenibilidad del régimen y eleva­
ron el incumplimiento y el riesgo monetario a niveles 
sin precedentes.

El gráfico 8 muestra las calificaciones asignadas 
por las dos principales agencias — Standard and Poor’s 
(s &p) y Moody’s— para el período 1996-2003. Trans­
formamos ambas escalas calificadoras en equivalentes 
numéricos, asignando un número no solo a cada cate­
goría (por ejemplo, AAA) sino también a cada concep­
to dentro de la categoría (por ejemplo, b b  positivo = 16; 
b b  estable = 15; b b  negativo = 14). En el gráfico se 
observa, una vez más, que el proceso de divergencia 
solo comienza después del incumplimiento de Rusia.

Como se explicó en la sección III, la composición 
y la volatilidad de las entradas de capital son vías de 
transmisión bien establecidas por las cuales los regí­
menes cambiarios influyen en el crecimiento. Al res­
pecto destacan dos hechos importantes.

En primer lugar, la descomposición de las entra­
das de capital bruto en los períodos analizados mues­
tra importantes diferencias entre países y entre regíme­

nes (gráficos 9, 10 y 11). De estos gráficos se despren­
de que México y Brasil (este último después de 1998) 
han obtenido más financiación que Argentina de los 
flujos de inversión extranjera directa. En cambio, Ar­
gentina dependió marcadamente de flujos de corto 
plazo (o de flujos oficiales cuando aquellos no exis­
tieron) para financiar sus déficit de cuenta corriente. 
Una participación elevada de la inversión extranjera 
directa en las entradas de capital refuerza el vínculo 
entre la inversión y el crecimiento, en lugar de alimen­
tar el ciclo perverso de la deuda (como hizo el régi­
men de convertibilidad en Argentina o el tipo de cam­
bio semifijo en México antes de 1995).

En segundo lugar, Brasil fue el mayor receptor 
de inversión extranjera directa (excepto en 1999, 2001 
y 2003), seguido por México. Además de determinar 
la participación de la IED en las entradas totales de ca­
pital o en los flujos acumulados, es esencial saber en 
qué medida los déficit de cuenta corriente fueron fi­
nanciados con inversión extranjera directa. El coefi­
ciente inversión extranjera directa/cuenta corriente 
muestra un valor de 0,9 in México, 0,8 en Brasil y 
0,9 en Argentina, todos en promedios del período
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GRÁFICO 8
Argentina, Brasil y México: Calificación de riesgo soberano, 1996-2003

México, S&P ^ “ Argentina, S&P “ “ “ "Brasil, S&P

México, Moody's •  "Argentina, Moody's ‘“ '" B ra s i l ,  Moody's

F u en te : E laboración p rop ia  con datos de M oody’s Investm ent Service (w w w .m oodys.com ) y  Standard and P o o r’s (w w w .standardandpoors.com )

1994-2001.15 En 2002 y 2003 se ha registrado déficit 
de cuenta corriente en México y superávit en Argen­
tina y en Brasil (solo en 2003). Por otra parte, Brasil 
aproximadamente duplicó ese coeficiente entre el 
período 1995-1998 y el período 1999-2003, en que 
dejó flotar el tipo de cambio, aunque en términos 
absolutos la inversión extranjera directa permaneció 
en niveles similares. Por último, las entradas de in­
versión extranjera directa en México han ido en ma­
yor medida a la producción de bienes transables en 
el ámbito internacional. Mientras que el sector ma­
nufacturero mexicano (incluidas las maquiladoras)

15 El coefic iente  p a ra  A rgen tina  dism inuye si se excluye la  en trada 
ex traord inaria  de inversión  ex tran jera  d irec ta  en  1998  y  1999, po r 
privatizaciones de serv icios públicos y  de los Y acim ientos P etro lí­
feros F iscales (YPF).

absorbió el 61% de las entradas totales de IED en el 
período 1995-1999, el sector industrial de Argentina 
recibió solo el 34% y el de Brasil el 47%.16

En síntesis, nuestra tercera conclusión plantea 
que la flotación administrada de México ha rendido di­
videndos más altos desde 1997/1998 que la fijación 
rigurosa del tipo de cambio en Argentina y que el ré­
gimen de semifijación de Brasil antes de 1999, y que 
este hecho se ha traducido en mejores calificaciones

16 V éase L a  inversión  extran jera  en  A m érica  L a tin a  y  el C aribe  
(CEPAL, varios años). Según  estos estudios, la  inversión  extranjera  
d irec ta  en los sectores de serv icios — principalm ente  de servicios 
financieros—  ha  ganado te rreno  en  fo rm a  considerable y  alcanzó 
un  ex traordinario  7 0 %  de todas las entradas de IED durante 2001  
(en  consecuencia , esta  IED no se re fle ja  d irectam ente en la  fo rm a­
ción de capital bruto).
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GRAFICO 9
México: Entradas brutas de capital, 
1995-2003
(P orcentajes)

3,9

I I Inversión extranjera directa Q  Préstamos bancarios 
I I Inversión de cartera Q  Otra inversión
I I Bonos

F uente: FMI (2004), versión  en  CD-ROM.

GRÁFICO 10
Argentina: Entradas brutas de capital, 
1993-2001

F uente: FMI (2004), versión  en  CD-ROM.

GRAFICO 11
Brasil: Entradas brutas de capital

A. 1995-1998

B. 1999-2003

I I Inversión extranjera directa E3 Préstamos bancarios
I I Inversión de cartera ^
□  Bonos

F uente: FMI (2004), versión  en  CD-ROM.
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CUADRO 2
Argentina, Brasil y México: Indicadores de solvencia
(P orcentajes)

Indicador Año A rgentina Brasil M éxico

1994 33 30 32
D euda externa/PIB 1997 43 25 35

2001 52 42 24

1994 4,43 3,03 1,90
D euda  externa/exportaciones de b ienes y  servicios 1997 4,05 3,38 1,15

2001 4,53 3,11 0,88

1994 1,11 0,27 2,43
Superávit del balance primario/PIB 1997 0,50 -1 ,0 2 3,51

2001 0,54 3,68 2,58

1994 -0 ,4 0 0,39 -0 ,0 3
D éfic it fiscal (operacional)/PIB 1997 -1 ,5 6 -0 ,6 5 -1 ,0 7

2001 -3 ,2 7 -0 ,9 8 -0 ,7 2

Fuente: Base de datos del M inisterio  de E conom ía de A rgentina [h ttp ://w w w .m econ.gov.ar/peconom ica/basehom e/infoeco.htm l]; B anco Central 
de B rasil (varios años); Secretaría  de H acienda y  C rédito  Público  de M éxico  [h ttp ://w w w .shcp .gob .m x/eng lish /eofp /index .h tm l].

soberanas y menores márgenes. Aunque no es indepen­
diente de los efectos del t l c  de América del Norte, el 
régimen de flotación administrada de México ha favo­
recido las entradas de capital de largo plazo, es decir, 
la inversión extranjera directa principalmente dirigida 
a la producción de bienes transables en el exterior (lo 
que constituye un respaldo sostenido a los déficit de 
cuenta corriente). Tales entradas de capital también han 
sido menos volátiles.

4. Rigideces fiscales e institucionales

Analizaremos aquí en qué forma la necesidad de fi­
nanciar los desequilibrios fiscales y el pago de la deu­
da ha moldeado cada perfil de solvencia. Una econo­
mía se vuelve insolvente si el flujo actualizado de los 
ingresos netos esperados es menor que la deuda pen­
diente de pago. Al incorporar una dinámica más sos- 
tenible de la deuda —es decir, razones estabilizadas 
y relativamente bajas deuda/piB o deuda/exportacio­
nes— los países pueden influir en las percepciones del 
riesgo soberano, las tasas de interés y, por ende, en 
el p ib  real. Por lo tanto, habría que prestar atención 
a indicadores como la relación deuda/piB o deuda/ex­
portaciones de bienes y servicios, y a los balances fis­
cales primario y total como porcentaje del PIB (cua­
dro 2).

El cuadro 2 muestra que tanto México como Bra­
sil mejoraron sus finanzas públicas (sobre todo el pri­
mero) en 2001, mientras que los desequilibrios fisca­

les de Argentina no se corrigieron y empeoraron hasta 
2002. Aunque Brasil pudo generar superávit primarios 
crecientes, su relación deuda externa/piB ha continua­
do elevándose. Sin embargo, esto es atribuible a una 
acentuación del endeudamiento del sector privado en 
1997-2001. En el caso de México, la relación deuda/ 
PIB y la relación deuda/exportaciones han estado dis­
minuyendo gradualmente desde 1997.17

La percepción del vínculo entre la fijación del tipo 
de cambio y la disciplina fiscal es intuitiva: el tipo de 
cambio fijo puede reducir las ganancias provenientes 
de la creación de dinero (impuesto inflación), por lo 
que en algunas circunstancias la decisión de fijar el tipo 
de cambio requiere ajustes fiscales para asegurar la 
sostenibilidad. De hecho, si la creación de dinero pue­
de sustituirse por la emisión de deuda pública, supo­
niendo que habría financiación proveniente de los 
mercados de capital, los gobiernos podrían aplanar sus 
gastos para disminuir la necesidad de ajustes en el 
presupuesto. Sin embargo, cuando los mercados de 
capital se contraen y el PIB baja para compensar otras 
rigideces ante un shock, la “indisciplina” fiscal puede 
conducir a la insolvencia, tal como parece haber suce­
dido en Argentina el 2001. Por lo demás, algunos au­
tores (Sachs, Tornell y Velasco, 1996; Sun, 2003) han

17 N o sería  vá lida  u n a  com paración  con A rgen tina  en el período 
2002-2003, ya  que com o este país incum plió  parte  de sus ob liga­
ciones a  com ienzos de 2002, los datos no son com parables.
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argumentado que la fijación del tipo de cambio puede 
llevar a menos disciplina fiscal, si se combina con 
deflación y si auges paralelos del crédito y el consu-

V
Conclusiones

El muy mal desempeño macroeconómico de Argenti­
na desde fines de la década de 1990 llevó a la aboli­
ción del régimen de convertibilidad establecido en 
1991. México, por su parte, ha ido restableciendo gra­
dualmente su credibilidad y ha recibido un grado in­
versor de las principales agencias calificadoras. Si bien 
este estudio comparado de países no puede constituir 
un test riguroso del papel independiente de regímenes 
cambiarios que han tenido destinos tan diversos, lo que 
sí hace es confirmar las vías de trasmisión entre los 
regímenes cambiarios y el crecimiento señaladas en los 
escasos trabajos que hacen esta vinculación.

El presente artículo ha puesto de relieve cuatro 
criterios que ayudarán a elegir el régimen cambiario 
adecuado en las economías de mercado emergentes y 
que responden a los siguientes interrogantes:
— ¿Incentiva el régimen la inversión y el ahorro más 

que el consumo?¿Promueve el aumento de la pro­
ductividad, manteniendo controlada la volatilidad 
del p ib ?

— ¿Contribuye el régimen a que el sector de bienes 
transables en el exterior se incorpore al comercio

APÉNDICE

Las fuentes de los datos

Las calificaciones de riesgo se tomaron de Moody’s Investor 
Service (www.moodys.com) y de Standard and Poor’s 
(www.standardandpoors.com). Los índices de bonos de 
mercados emergentes em bi+ y em bi Global, así como los ti­
pos de cambio efectivos reales provienen de JP Morgan. Los 
datos sobre los tipos de cambio nominales, los flujos de in­
versión de cartera y los flujos de inversión extranjera direc­
ta provienen de Estadísticas financieras internacionales (fm i, 
2004), versión en c d -r o m .

Fuentes de otros datos, por países

— Argentina: los datos sobre la deuda externa (sector 
público total y no financiero-gobierno central), el défi­
cit fiscal (balance del sector público no financiero), la

mo desembocan en mayores gastos del gobierno (ge­
neralmente en bienes no transables en el exterior), 
como vimos en la sección II.

mundial (por ejemplo, ofreciendo tipos de cam­
bio sostenibles y competitivos y evitando desfases 
respecto de la tasa de equilibrio)?

— ¿Influye el régimen en la composición de las 
entradas de capital? ¿Promueve los flujos de ca­
pital que aportan externalidades positivas, o alien­
ta aquellos que hacen al país más vulnerable a las 
crisis financieras?

— ¿Puede el régimen hacer frente adecuadamente a 
las rigideces dadas de un país (por ejemplo, en el 
área fiscal) y en qué medida tales rigideces le 
permiten un grado suficiente de endogeneidad? 
Durante las dos últimas décadas no se han repe­

tido intentos fallidos de funcionar con tipos de cam­
bio fijos, y en cambio se han favorecido arreglos 
cambiarios más flexibles, como muestra lo sucedido en 
Chile a comienzos de la década de 1980, en México a 
mediados de la década de 1990, en Brasil a fines de la 
década de 1990 y en Argentina desde 2002. Espera­
mos que Argentina pueda emular los cambios de régi­
men que han resultado relativamente exitosos y co­
mience a crecer de nuevo a tasas sostenibles.

cuenta corriente, las exportaciones e importaciones de 
bienes y servicios, el pib corriente y real (año de refe­
rencia 1993) y el índice de los términos del intercam­
bio, fueron tomados de la base de datos del Ministerio 
de Econom ía, en h ttp://w w w .m econ.gov.ar/ 
peconomica/basehome/infoeco.html. Los datos sobre 
ahorro interno y tasas de inversión se obtuvieron del 
apéndice estadístico del Estudio económico de Améri­
ca Latina y  el Caribe (c e p a l , años 1993 a 2004).

— Brasil: los datos sobre la deuda externa (total) y el pib 

nominal fueron tomados del Boletim do Banco Central- 
Relatorio mensual, en http://www.bcb.gov.br/?BULLETiNCR. 
Los datos sobre el pib  real (año de referencia 1990, 
índice promedio), y el índice de los términos de inter­
cambio se obtuvieron del Banco de Dados Agregados
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del Instituto Brasileiro de Geografia e Estatistica (ib g e), 
en http://www.sidra.ibge.gov.br/bda/. Los datos sobre 
el déficit fiscal (balance del sector público no financie­
ro), la cuenta corriente y las exportaciones e importa­
ciones de bienes y servicios se obtuvieron de fm i 

(2004), versión en cd-r o m . Los datos sobre las tasas de 
ahorro e inversión nacionales provienen del apéndice 
estadístico del Estudio económico de América Latina 
y  el Caribe (c e p a l , años 1993 a 2004).
México: los datos sobre la deuda externa (total y pú­
blica) y el balance del sector público no financiero (que 
incluye los ingresos de las privatizaciones, no tan 
importantes para el período en estudio) se obtuvie­
ron de la Oficina de planeamiento y presupuesto en 
http://www.shcp.gob.mx/english/eofp/index.html).18

Los datos de la cuenta corriente, las exportaciones e im­
portaciones de bienes y servicios, los términos de in­
tercambio, el pib  corriente y real (año de referencia 
1993), y los costos unitarios de la mano de obra ma­
nufacturera (incluida la comparación con los Estados 
Unidos) se obtuvieron del Banco de Información Eco­
nómica del Instituto Nacional de Estadística, Geogra­
fía e Informática (i n e g i) en http://dgcnesyp.inegi. 
gob.mx/cgi-win/bdieintsi.exe. Las tasas de ahorro e 
inversión internas provienen del apéndice estadístico del 
Estudio Económico de América Latina y  el Caribe 
(c e p a l , años 1993 a 2004).
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Descentralización, 
transferencias
territoriales y desarrollo local

Iván Finot

L  L  concertac ión entre actores políticos, socia les y privados en es­

c e n a r io s  lo c a le s  p u e d e  s e r d e  g ra n  u t il id a d  p a ra  e s t im u la r  la 

com petitiv idad  económ ica, pero para ello sería ind ispensab le  que las 

co lectiv idades locales contaran con más autonom ía y recursos, e igua l­

dad de oportun idades. En el presente artículo se com ienza por inquirir 

sobre las cond ic iones para que la pro fund ización de la descen tra liza ­

ción po lítica que el desarro llo local requiere coadyuve a la e fic ienc ia  y a 

la equidad , y cóm o los sistem as de transferencias pueden constituirse 

en instrum entos determ inantes para avanzar en equ idad  y generar con ­

d ic iones de efic iencia . En este m arco teórico se exam inan los sistemas 

de transfe renc ias bás icas de los procesos de descen tra lizac ión  más 

antiguos y/o avanzados de la región y se proponen algunos lineamientos 

no solo para hacer viab le el desarro llo local bajo las cond ic iones m en­

cionadas, sino tam bién para avanzar en la construcción de ciudadanía.
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I
Introducción

La descentralización política en América Latina es parte 
de los procesos de democratización que se iniciaron en 
la década de 1980 a partir de la organización territorial 
histórica de cada país. Con la descentralización se bus­
caba principalmente —con diferentes énfasis en cada 
país— generar nuevos espacios de participación ciuda­
dana, hacer frente a los problemas de desequilibrio fis­
cal y organizar territorialmente el aparato estatal para 
implementar políticas sociales que permitieran hacer 
frente a la deuda social. En los países donde esta refor­
ma territorial se inició más tempranamente, ella fue 
decisiva para ampliar o focalizar dichas políticas, aun­
que solo se logró canalizar constructivamente la parti­
cipación ciudadana en los casos en que se contaba pre­
viamente con capital social. Pero donde, con frecuen­
cia, la descentralización no ha dado resultados positi­
vos, ha sido en su contribución al equilibrio fiscal, lo 
que sin duda frenó el avance de los procesos.

Hoy en día la descentralización política cobra 
nueva importancia, ya no solamente para avanzar en 
ciudadanía e inclusión social sino también en desarro­
llo económico. En efecto, se ha llegado a consenso en 
que la competitividad depende, no solamente de las 
empresas, de los equilibrios macroeconómicos y de 
políticas nacionales activas, sino de la capacidad de 
cada localidad para encarar su propio desarrollo a tra­
vés de procesos de concertación público-social-priva- 
da. Y para esto es indispensable que las localidades 
cuenten con más autonomía.

Un aspecto esencial de la descentralización son las 
transferencias destinadas a compensar las diferentes 
capacidades para generar ingresos de las distintas cir­
cunscripciones político-administrativas. En la región 
tales transferencias son la principal fuente de ingresos 
de la mayoría de los gobiernos subnacionales —en par­
ticular de los municipales— y en algunos países tie­
nen una alta ponderación en el gasto público.

□  Este artículo  es una  versión  co rreg ida de la  ponencia  del autor 
p resen tada  en el X V I Sem inario R eg ional de P o lítica  Fiscal, rea li­
zado  en  la  sede de la  CEPAL (S antiago de C hile) del 2 6  al 29  de 
enero  de 2004. El autor agradece a  los participantes del sem inario 
que brindaron opiniones y  sugerencias sobre la  versión  anterior, a  los 
jueces que la  arbitraron, a  A lberto M aldonado, de la  U niversidad  de 
los Andes, po r sus ú tiles  observaciones respecto  a  C olom bia, y  a 
C ris tina  A ziz po r la  info rm ación  p roporcionada  sobre Brasil.

Desde el punto de vista de la equidad, los sistemas 
de transferencias que acompañaron a los procesos de 
descentralización en América Latina han implicado, en 
todos los casos, una importante redistribución territorial 
progresiva inicial, aunque con frecuencia han resultado 
insuficientes para compensar después las desigualdades 
que la propia descentralización ha suscitado.

Sería deseable que los sistemas de transferencias 
hubieran sido diseñados de tal forma que hicieran com­
patible el objetivo de equidad con el de estabilidad. Sin 
embargo, en la mayoría de los casos las transferencias 
territoriales, al provenir de participaciones fijas en 
impuestos nacionales, resultan procíclicas (Ocampo, 
2001) y cuando además propician un gasto que no 
depende de los correspondientes esfuerzos tributarios, 
contribuyen a generar presiones desequilibradoras 
(Finot, 1996 y 2001).

Para neutralizar estas presiones se tiende a instau­
rar controles al gasto y límites al endeudamiento 
subnacional. Ejemplos de ello son la Ley de responsa­
bilidad fiscal de Brasil (República Federal de Brasil, 
2000) y, en Colombia, la Ley de control al endeuda­
miento (Colombia, 1997), la Ley de racionalización del 
gasto territorial (Colombia, 2000a) y la Ley de respon­
sabilidad fiscal (Colombia, 2003). Estas medidas con­
tribuyen al equilibrio fiscal pero pueden restringir la 
autonomía de las entidades territoriales. Sin embargo, 
según ya se mencionó, para hacer viable el desarrollo 
económico local se requiere de más y no de menos 
autonomía local. Y, por otro lado, es necesario seguir 
avanzando en términos de equidad social y construc­
ción de ciudadanía, todo ello bajo condiciones de efi­
ciencia y de estabilidad. ¿Cómo conciliar el objetivo 
de fortalecer las autonomías locales con los de equi­
dad, eficiencia y estabilidad?

Para poder responder a esta pregunta, el presente 
trabajo examina en su sección II las condiciones bajo 
las cuales se podría profundizar la descentralización 
política para que ésta coadyuve a la eficiencia y la 
equidad; con tal fin se presenta sintéticamente una 
versión actualizada del marco conceptual que el autor 
viene desarrollando desde trabajos anteriores. En la 
sección III se hace un análisis de los aspectos fiscales 
más vinculados con la autonomía en los procesos de 
descentralización más antiguos y/o avanzados de la
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región: los de Argentina, Brasil y México, entre los 
países federales, y de Bolivia, Chile y Colombia entre 
los unitarios.1 Finalmente, en la sección IV se presen-

II
Condiciones de

Los aspectos económicos de la descentralización son 
sin duda esenciales en los procesos, pero al parecer en 
la región aún no nos hemos apropiado lo suficiente de 
la rama de la economía cuyo objeto es la provisión de 
bienes públicos en diferentes niveles territoriales, ni la 
estamos desarrollando para avanzar en función de 
nuestras necesidades.

Es posible que ello haya ocurrido en parte por­
que el fundador de esa rama, Wallace Oates, la deno­
minó “federalismo fiscal” (Oates, 1972), lo que habría 
inducido a creer que ella se refiere exclusivamente a 
los países federales.2 Sin embargo, la teoría que allí se 
fundamenta resulta apropiada para analizar los aspec­
tos económicos de la descentralización, con mayor 
pertinencia aun cuando ésta se orienta hacia los nive­
les más próximos al ciudadano ya que, al reducir el 
ámbito de las demandas, los procesos de revelación de 
preferencias colectivas se podrían facilitar.

En esta sección se comenzará entonces por anali­
zar las condiciones para que la descentralización polí­
tica contribuya a la eficiencia y a continuación se de­
ducirán los requisitos para que los sistemas de trans­
ferencias coadyuven tanto a la eficiencia como a la 
equidad.

1. Descentralización

La descentralización se refiere a la provisión de bie­
nes públicos, en la cual cabe distinguir dos tipos de de-

1 A  fin  de poder con tar con datos com parables, el análisis cuan ti­
ta tivo  se b a sa  en  c ifras del Fondo M onetario  Internacional.
2 El p ropio  O ates (1999) afirm a, en re trospectiva, que p robab le­
m ente  fue desafortunado denom inar “federalism o fiscal” a  la  teo ría  
que él fundó, al restring irla  a  un  estrecho ám bito  fiscal, cuando el 
objeto  de d icha  teo ría  m ás b ien  sería  “ la  estructu ra  vertical com ple­
ta  del sec to r p ú b lico ” . P o r o tro  lado , según  A ffonso  (2003) el 
“federalism o fiscal” , al basarse  en  el indiv idualism o m etodológico , 
tam poco  sería  apropiado p a ra  e stud iar el federalism o propiam ente  
tal, que po r defin ic ión  sería  un  acuerdo entre colectiv idades y  no 
entre individuos.

tan algunas conclusiones y lineamientos que podrían 
ser útiles para los países de la región en el logro de 
los objetivos señalados.

eficiencia y equidad

cisiones: i) qué, cuánto y con qué parte del ingreso 
proveer dichos bienes, y ii) cómo producir aquello que 
se va a proveer públicamente. En general, en América 
Latina ha habido una descentralización de ambos tipos 
de decisiones hacia gobiernos subnacionales, pero tam­
bién de decisiones del segundo tipo hacia los merca- 
dos.3 Es posible analizar las condiciones de eficiencia 
para ambas formas de descentralización. Sin embargo, 
dado el propósito del presente artículo, a continuación 
se examinan estas condiciones para el caso de la des­
centralización hacia gobiernos subnacionales de las 
responsabilidades de proveer bienes públicos.

Por lo general, el concepto de descentralización 
hacia gobiernos ha sido asociado con el de autonomía 
política (por ejemplo, véase Palma y Rufián, 1989). Sin 
embargo, todos los procesos implican la asignación de 
funciones a gobiernos subnacionales no solo en su 
calidad de cabezas de unidades autónomas sino tam­
bién como agentes del gobierno nacional: sus adminis­
traciones ejecutan distintas combinaciones de decisio­
nes adoptadas a nivel local y de decisiones tomadas a 
nivel central. En el primer caso se trataría de una des­
centralización política y en el segundo de una descen­
tralización operativa,4 cada una con diferentes requi­
sitos de eficiencia, por lo que es importante poder dis­
tinguir cuáles tareas realiza cada gobierno como cabe­
za de una unidad autónoma y cuáles como agente del 
gobierno central.

A continuación se examina cuáles serían esos 
requisitos, haciendo mayor hincapié en la descentrali­
zación política, más vinculada con la autonomía.

3 En el sentido  que le da  B ennett (1990), p roceso  que hem os deno­
m inado “descen tra lización  económ ica” (F inot, 1996).
4 P refiero  u tiliza r el té rm ino  “descen tra lizac ión  opera tiva” y  no 
“de legac ión” (com o denom inan algunos autores a  esta  situación)
porque, com o b ien  lo explican  Palm a y  R ufián  (1989), la  delega­
ción  puede ser suspend ida po r el p rincipal en  cualqu ier m om ento. 
E n  cam bio el concepto  de descen tra lización  im p lica  u na  transferen ­
cia  defin itiva  de com petencias y  autonom ía p a ra  adop tar decisio ­
nes, en  este caso adm inistrativas.
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a) Descentralización política
La descentralización política sería la transferen­

cia de procesos democráticos de decisión sobre gasto 
y financiamiento para la provisión de determinados 
bienes públicos desde una jurisdicción político-admi­
nistrativa dada a otra más reducida.

Las condiciones para que esta transferencia con­
tribuya a la eficiencia serían primordialmente tres: i) que 
los ámbitos de los procesos locales de decisión corres­
pondan a diferenciaciones geográficas de la demanda;
ii) que las preferencias ciudadanas sean efectivamente 
reveladas, y iii) que las ganancias generadas por las 
condiciones anteriores sean superiores a las posibles 
pérdidas en términos de economías de escala.

i) Adecuación a la diferenciación de la deman­
da. Oates (1972) señalaba que el principal problema 
de la descentralización residiría en decidir a qué nivel 
correspondería mejor cada provisión.5 El problema de 
fondo sería que, en general, los mapas político-admi­
nistrativos no coinciden con las demandas geográfi­
camente diferenciadas. Ni tendrían por qué hacerlo: los 
primeros han sido configurados en función del control 
político-administrativo del territorio, mientras los se­
gundos son resultado de factores tales como la locali­
zación de los recursos naturales, las facilidades de acce­
so y las inversiones en infraestructura. Intentar modi­
ficar los primeros puede ser objeto de conflictos 
interterritoriales, mientras que los segundos se van 
modificando sin otros límites que las respectivas regu­
laciones territoriales (incluidas las correspondientes a 
relaciones internacionales).

¿Qué hacer con la falta de adecuación entre los 
procesos de decisión circunscritos por los mapas polí­
tico-administrativos y por los mapas geográfico-eco- 
nómicos? El principio de solución podría ser profun­
dizar la descentralización hasta los niveles más próxi­
mos al ciudadano e incentivar a través de transferen­
cias la asociación entre gobiernos territoriales en fun­
ción de demandas diferenciadas comunes.6

ii) Revelación efectiva de preferencias. En la pro­
visión de bienes públicos locales cada comunidad de­
bería poder revelar sus preferencias, conociendo los 
costos de las alternativas, y optar por una combinación 
de bienes tomando en cuenta lo que le costará.7

Entonces, para estimular los mecanismos econó­
micos de eficiencia, las comunidades hacia las cuales 
se descentraliza deberían tener potestades no solamente 
para definir el gasto sino también para determinar el 
nivel de impuestos con que contribuirán a financiar ese 
gasto. A fin de evitar la multiplicación de tributos, las 
bases impositivas deberían ser establecidas nacio­
nalmente pero las comunidades subnacionales hacia las 
que se enfoque la descentralización política deberían 
tener facultades para modificar las respectivas alícuotas 
(dentro de cierto rango). Lo conveniente sería que es­
tas decisiones se refirieran a impuestos directos (en 
principio, sobre la propiedad inmueble), ya que modi­
ficar alícuotas sobre impuestos indirectos incidiría di­
rectamente sobre el sistema de precios (además de 
requerir una contabilidad sobre importaciones y expor­
taciones interterritoriales).8 Esto sería también conve­
niente para el caso de los impuestos con bases com­
partidas, donde los niveles subnacionales deberían te­
ner la potestad de fijar sus propias tasas.

De otro lado, por razones de equidad, no sería 
recomendable que las regalías percibidas por la explo­
tación de recursos naturales no renovables fueran com­
partidas con niveles subnacionales (Musgrave y Mus­
grave, 1989), al menos no en porcentajes importantes. 
Además, strictu sensu, estos ingresos no pueden ser 
considerados como impuestos.

Un supuesto no explicitado en los trabajos de 
Oates es que los mecanismos locales de expresión de 
preferencias ciudadanas deben ser al menos tan eficien­
tes como los centrales. Si la descentralización tendie­
ra a fortalecer procesos de asignación poco demo­
cráticos —o, peor aún, corruptos— podría ser menos

5 Y a O strom , T iebout y  W arren  (1961) hab ían  señalado que, para  
u n a  m etrópolis, un  s istem a “po licén trico” , donde la  p rov isión  de 
los bienes públicos cuya dem anda estuv iera  geográficam ente  d ife­
renc iada  correspondiese  a  gobiernos electos localm ente, y  solo la 
de aquellos cuya dem anda fu e ra  un ifo rm e se m an tuv iera  a  cargo 
del gobierno  m etropo litano  central, sería  una  so lución  m ás e fic ien­
te  que un  s istem a en el cual la  p rov isión  de todos los servicios 
fuese  centralizada. Este hallazgo fue form alizado posteriorm ente 
p o r O ates (1972) en el “teo rem a  de la  descen tra lizac ión” .
6 A dem ás, en  la  m ed ida  en  que se log rara  esta  adecuación  de la 
o rgan ización  te rrito ria l a  las dem andas diferenciadas, se reducirían  
las ex ternalidades, otro tem a  típ ico  de la  descentralización.

7 Este proceso  es claram ente  observable, po r ejem plo , en  las deci­
siones que adop tan  innum erables organizaciones sociales de la  re ­
gión, las que con  m ucha  frecuencia  contribuyen en  fo rm a  im por­
tan te  a  la  p rov is ión  de b ienes y  ex ternalidades públicas. Según 
venim os proponiendo  desde 1990 (F inot, 1990) estas con tribucio ­
nes deben ser consideradas com o “cuasi im puestos” .
8 H ay consenso  en  que los m ejores im puestos locales serían  aque­
llos que tienen  com o base la  p rop iedad  y  tam bién , cada vez m ás, en 
que la  m anera  de am pliar los ingresos subnacionales pod ría  ser la 
partic ipación  en  los im puestos sobre el ingreso, com o señala  B ird 
(2001). S in em bargo, com o este m ism o au tor advierte — citando a 
Shom e (2000)— , en  A m érica  L atina  pocos países cuen tan  con  sis­
tem as sólidos de tribu tac ión  sobre los ingresos.
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eficiente que la efectuada a través de procesos centra­
lizados.

El sistema electoral de representación proporcio­
nal —prevaleciente en la región para el nivel munici­
pal—9 no sería el más adecuado para expresar las pre­
ferencias ciudadanas en ámbitos locales, pues hace que 
los representantes deban responder a quien los colocó 
en su lista, antes que a sus representados. Y son tales 
representantes los que en última instancia deciden 
—en nombre de los ciudadanos— qué, cuánto y con 
qué aportes locales deberá proveerse públicamente, al 
aprobar el respectivo presupuesto.

Sin embargo, aunque se modificara el sistema elec­
toral —de uno de representación proporcional a otro de 
representación territorial—10 es obvio que tanto políti­
cos como funcionarios administrativos tienen sus pro­
pios intereses y por ello es importante equilibrarlos a 
través de otras formas de participación ciudadana. La 
participación política directa (referéndum, consultas 
ciudadanas, revocatorias de mandato) y la participación 
social, a través de organizaciones sociales, son formas 
que deben ser facilitadas, generando y transparentan­
do información —de base y sobre gestión— que sea 
fácil de comprender.11

No basta entonces con que los procesos de deci­
sión democrática sobre asignaciones correspondan lo 
más precisamente posible a la diferenciación de la 
demanda: para que la descentralización política propi­
cie asignaciones más eficientes es imprescindible que 
las decisiones sobre gasto local estén vinculadas con 
los aportes locales y que se cuente con sistemas ade­
cuados de representación y participación ciudadana a 
fin de que las preferencias de la ciudadanía sean efec­
tivamente expresadas.

9 L a  excepción  sería  Panam á, donde el C oncejo  M unicipal está  
integrado po r representantes de los corregim ientos que in tegran  cada 
m unicip io .
10 U ninom inal o, lo que sería  preferib le  (según lo vengo  p ropon ien ­
do desde 1990, apoyado en  D uverger, 1970), un  represen tan te  po r 
distrito  que corresponda a  realidades h istó rico-geográficas, m ás un 
núm ero adicional en func ión  de la  pob lac ión  de cada uno  de ellos.
11 L a  ex p erien c ia  de Po rto  A legre  en  m a te ria  de p resupuesto s  
partic ipativos dem uestra  las ventajas de la  partic ipación  socia l para  
u na  m ejo r reve lación  de preferencias y  el increm ento  de los aportes
ciudadanos. H arnecker (2003), que siguió el p roceso  desde sus in i­
cios, reg istra  la  “consternación” que inic ia lm ente  causó  en quienes 
se involucraban en  el “presupuesto  pa rtic ipa tivo” el consta tar que, 
p a ra  lograr lo que p roponían , ten ían  que pagar im puestos. A hora se 
puede com probar que el presupuesto  partic ipativo  no  solo h a  im p li­
cado una  asignac ión  m ás efic ien te  de recursos sino tam b ién  un  
constante aum ento  de las recaudaciones (P refe itu ra  M unicipal de 
Porto A legre, 2003).

iii) Economías de escala. Es posible que la pon­
deración de este factor haya disminuido: las caracte­
rísticas de flexibilidad de los procesos productivos 
actuales pueden contribuir a que las soluciones descen­
tralizadas sean más eficientes, pero para ello se nece­
sita acceso a nuevas tecnologías y, sobre todo, perso­
nal calificado. De todas maneras, el ámbito al que debe 
ser transferida la provisión de cada bien público 
descentralizable no debe dejar de corresponder, en cada 
caso, a un nivel donde los beneficios de la descentra­
lización sean superiores a sus costos, incluidos entre 
estos últimos los provenientes de una multiplicación 
de administraciones.

b) Descentralización operativa
La descentralización operativa se daría en los 

casos de provisión de bienes públicos donde no se 
descentraliza el poder de decisión sobre qué, cuánto 
y con qué aportes ciudadanos se les proveerá, sino so­
lamente sobre la operación de decisiones adoptadas 
al respecto por un gobierno central. Según Heymann 
(1988), los beneficios de esta forma de descentrali­
zación provendrían, en principio, de la mejor infor­
mación de que disponen los gobiernos locales, y los 
costos derivarían del riesgo de que el agente apro­
veche la situación en contra de los intereses del prin­
cipal.

En este caso también sería pertinente evaluar si 
los beneficios por tener a los gobiernos locales como 
agentes son superiores a los costos de contratarlos. Así 
como en el caso de la descentralización política el cri­
terio básico de eficiencia sería lograr la mayor corres­
pondencia posible entre demandas geográficamente di­
ferenciadas efectivamente expresadas y circunscripcio­
nes político-administrativas, en el de la descentraliza­
ción operativa dicho criterio sería lograr la mejor com­
binación posible entre los beneficios de aprovechar la 
capacidad de los gobiernos locales (solos o asocia­
dos) y los costos generados por pérdidas de econo­
mías de escala y por la instauración de mecanismos 
de control.

Dentro de cada política sectorial se debería eva­
luar qué es lo que conviene descentralizar políticamen­
te, y en qué casos sería más apropiado descentralizar 
solo operativamente. En educación escolar, por ejem­
plo, convendría descentralizar políticamente la defini­
ción de una parte de los programas mínimos obligato­
rios, pero solo operativam ente las políticas de 
redistribución del ingreso orientadas a garantizar igual­
dad de oportunidades a cada habitante del país, cual­
quiera sea su lugar de residencia.
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c) Responsabilidad (accountability)
Así como en la descentralización política los sis­

temas de información sobre gestión deben estar orien­
tados primordialmente a la comunidad local, en el caso 
de la descentralización operativa los gobiernos loca­
les deben responder en prim era instancia a su 
mandante: el respectivo gobierno central (Silverman, 
1992). Pero, además de las dificultades propias de la 
relación agente-principal, el problema práctico en este 
caso es que en la contabilidad de las administraciones 
locales no se suele diferenciar claramente entre las ta­
reas que realizan por decisión local y las que efectúan 
por decisión de gobiernos centrales, ni en el origen de 
los recursos con que esas tareas son ejecutadas; por lo 
tanto, no es posible distinguir con claridad a quién —si 
a la comunidad local o al gobierno central— se debe 
responder en primera instancia en cada caso.

En síntesis: en ambas situaciones sería imprescin­
dible contar con sistemas de información sobre gestión: 
en los casos de descentralización política, para rendir 
cuentas en primera instancia a la comunidad; en los de 
descentralización operativa, al gobierno central. En los 
dos casos sería muy conveniente que los ciudadanos 
estuvieran adecuadamente informados pero, para que 
haya responsabilidades que puedan hacerse efectivas, 
en la contabilidad se debería establecer claramente esa 
diferencia entre principales.

2. Transferencias: cómo conciliar eficiencia con 
equidad

Por lo general, la literatura especializada distingue dos 
tipos básicos de transferencias territoriales: las no con­
dicionadas y las condicionadas. Sin embargo, si se 
admite el requisito de eficiencia según el cual las de­
cisiones sobre gasto deben estar vinculadas con aque­
llas que se refieren a los respectivos aportes ciudada­
nos, lo primero que debería preguntarse sobre las trans­
ferencias territoriales es si ellas están orientadas o no 
a apoyar decisiones locales sobre gasto vinculado con 
aportes locales.12 Las transferencias no condicionadas 
en absoluto no inducirían a cumplir con esta condición 
de eficiencia y en cambio darían lugar a una descen­
tralización política solo del gasto. Es más: los gastos 
que no com prom etieran los aportes ciudadanos 
desestimularían la participación ciudadana (ya dificul­
tada por los sistemas electorales vigentes) y facilita­
rían el uso de los recursos para fines particulares.

12 Según el p lan team ien to  p ionero  de W iesner (1992 y  2002).

Diferente sería el caso de transferencias no con­
dicionadas a aportes locales pero sí al uso que se haga 
de ellas, ya que, en la medida en que se diesen tales 
condiciones, se podría introducir controles propios de 
la descentralización operativa. Finalmente, cuando las 
transferencias estuviesen condicionadas tanto por su 
uso como por aportes locales (típicamente, los fondos 
de cofinanciamiento), los elementos de descentraliza­
ción operativa superarían a los de descentralización 
política.

En el cuadro 1 se presenta una síntesis de este 
análisis. Sólo las transferencias de libre disponibilidad, 
pero proporcionales a los aportes locales (las de tipo 1) 
contribuirían a generar condiciones de eficiencia en la 
descentralización política.

Pero si las transferencias dependieran de los apor­
tes locales ¿cómo lograr el objetivo primordial de las 
mismas, que es compensar diferencias interterrito­
riales? La solución teórica —propuesta ya hace algu­
nos años (Finot, 1996; c e p a l /i l p e s , 1998)— sería que 
las transferencias territoriales fueran proporcionales a 
los respectivos aportes locales pero medidos, no en tér­
minos absolutos, sino como proporción de los niveles 
de ingreso de los habitantes de cada comunidad.13 El 
principio de gravar a los individuos en proporción a sus 
respectivas capacidades, esto es, en proporción a las 
rentas de que respectivamente disfrutan, planteado por 
Adam Smith (y citado por Musgrave, 1959), debería 
aplicarse también a las comunidades territoriales.

CUADRO 1
Condicionamientos en las transferencias y 
tipos de descentralización

Condicionamientos
¿Al aporte local?

No Sí

¿Según
uso?

No
2

Desc. política  
del gasto

1
D escentra lización

po lítica

Sí
3

Desc. po lítica  
=>  operativa

4
Desc. operativa  > 

po lítica

F uente: E laboración  propia.

13 U n a  a lte rna tiva  m ás equ ita tiva  que la  situación actual sería  sin
duda  que a  través de las transferencias se igualara  el gasto  m un ic i­
pal p o r habitante, según la  p ropuesta  p a ra  B rasil de Prado, Cuadros 
y  C avalcanti (2003); pero u n a  d ife renc ia  im portante  con  lo p ro ­
puesto  aquí sería  que no  se v incu larían  las transferencias con los 
esfuerzos locales.
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Este sistema de transferencias debería coincidir 
con una ampliación de las potestades tributarias de los 
niveles subnacionales, para que las distintas comuni­
dades territoriales puedan determinar a través de pro­
cesos democráticos el nivel de impuestos con que con­
tribuirán al financiamiento del gasto que decidan.14 De 
esta manera se harían compatibles los objetivos de 
equidad con los de eficiencia y de estímulo a la parti­
cipación ciudadana.

3. Redistribución territorial y redistribución social

Un sistema en el cual las transferencias territoriales 
fueran de libre disponibilidad pero proporcionales a los 
aportes locales relativos, permitiría profundizar la des­
centralización política bajo condiciones tanto de efi­
ciencia (incluso fiscal) como de equidad territorial, 
pero no garantizaría la equidad social. Lograr este úl­
timo objetivo es la razón de ser primordial de las trans­
ferencias condicionadas. Ello llevó a países como 
México a establecer una clara diferencia entre las trans­
ferencias de libre disponibilidad y las transferencias 
destinadas exclusivamente a fines tales como los ser­
vicios de salud y educación.

En general, los procesos de descentralización en 
América Latina se caracterizan tanto por una amplia­
ción de competencias para la provisión local de servi­

cios de infraestructura básica como —y particularmen­
te— por la transferencia de competencias en materia 
de servicios de educación y salud; inicialmente —sal­
vo el caso de México, ya mencionado— se dio un tra­
tamiento similar a ambos tipos de bienes.

Sin embargo, las características de los servicios 
sociales son muy distintas de las de los servicios de 
infraestructura básica: mientras en estos últimos la 
demanda está claramente diferenciada geográficamente 
(sobre todo por factores físicos), en los servicios so­
ciales posteriores al Estado del bienestar la demanda 
está diferenciada geográficamente en sus aspectos cua­
litativos, pero en términos cuantitativos todos tienen 
igual derecho a que el Estado les garantice un acceso 
similar, cualquiera sea su lugar de residencia.

Esta diferenciación, que postulamos desde 1996 
(Finot, 1996; c e p a l /i l p e s , 1998), debería llevar a dis­
tinguir claramente entre dos sistemas redistributivos: 
uno de transferencias propiamente territoriales, de li­
bre disponibilidad pero proporcionales a los esfuerzos 
locales relativos,15 cuya finalidad sería subsidiar las 
iniciativas y los esfuerzos locales para proveerse de ser­
vicios de infraestructura, y otro de transferencias so­
ciales, orientado a garantizar a todos los habitantes del 
país el acceso a una canasta mínima de servicios y 
bienes “sociales”, y que sería operado por las admi­
nistraciones de los gobiernos locales.16

III
Descentralización fiscal en América Latina

Inicialmente, los procesos de descentralización latino­
americanos podrían ser tipificados según tengan lugar 
en países federales o unitarios. En los países federales 
la descentralización se orientó —en una primera ins­
tancia— hacia los estados o las provincias constituyen­
tes. Así ocurrió también en Brasil, en 1941, pero tras 
la promulgación de la Constitución de 1988 el proce­
so brasileño ha apuntado tanto hacia los estados como 
hacia los municipios, incluso con un énfasis mayor en 
el nivel municipal. Se reconoce a los municipios el

mismo estatuto de autonomía que a los estados y se 
establece que entre ambos niveles sólo caben relacio­
nes de coordinación (República Federal de Brasil, 
1988).

En cambio, en los países unitarios predomina 
la descentralización hacia el nivel municipal. Sin 
embargo, también se observa descentralización ha­
cia el nivel intermedio en diversos grados: en Boli­
via y Chile, autoridades designadas comparten po­
deres con representantes electos por los concejales

14 Lo que perm itiría  igualar a  las com unidades el benefic io  m arg i­
n a l del gasto con su respectivo  costo  en  té rm inos de im puestos de 
u n a  m anera  sim ilar al caso (teó rico) en que todo  el gasto local fu e ­
ra  financ iado  con  im puestos locales, cond ición  de efic iencia  desta ­
cada  po r Tanzi (1995) y  O ates (1999).

15 E sfuerzos fiscales re la tivos: m edidos básicam ente  en  func ión  del 
n ivel de ingreso  te rrito ria l (o de pobreza) de cada  colectividad.
16 A cuyo financiam ien to , sin  em bargo, deberían  concurrir las c ir­
cunscripciones que perc iban  m ayores ingresos, según observación  
de José A. Ocam po.
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municipales;17 en Colombia, tanto el Gobernador 
como las Asambleas Departamentales son órganos 
conformados por elección directa.

A continuación, se aplica el marco que se ha defi­
nido tanto a los países considerados como a sus siste­
mas de transferencias básicas desde el nivel nacional.

1. Bases impositivas según niveles

En el cuadro 2 se muestra una síntesis de las bases 
impositivas que corresponden a cada nivel de gobier­

no en seis países latinoamericanos y se indica además 
cuáles impuestos son coparticipados (financian las 
trasferencias básicas) y con qué nivel de gobierno.

Las principales fuentes de ingresos tributarios en 
el nivel intermedio de Argentina y Brasil son los im­
puestos a las ventas; en México, un impuesto al ingre­
so personal y de las empresas (no cobrado en algunos 
estados), y ninguno relevante en Venezuela. En Boli­
via, los principales ingresos tributarios de este nivel 
están constituidos por regalías departamentales sobre 
los hidrocarburos (11% del valor en boca de pozo); en

CUADRO 2
América Latina (seis países): principales impuestos, especificando 
nivel de gobiernoa

Im puestos A rgentina Brasil México Colombia Bolivia Chile

Sobre ingresos 
(de empresas y/o 
de personas)

A las ganancias: N  
De las personas: N

Renta (IR): N1 
Adicional IR: 1I

De las empresas: N  
De las personas: N  

Ingresos personales: I

De las empresas: N1 
De las personas: N1

Utilidades: N  
De las personas: N1

De las empresas: N 
De las personas: N

Sobre patrimonio 
y activos

Patrimonio y activos: 

N1

Grandes fortunas: Nb 
Suces. y donac.: I

Activos de las 
empresas: N

Transferencias de 
activos: N1

Patrimonio neto: N

Sobre comercio 
exterior

Comercio y 
transacciones: N

Importación y 
exportación: N

Importación y 
exportación: N

Comercio exterior: N1 Importación: N Importación: N

Sobre ventas IVA:c N  
Ingresos brutos de las 

empresas: I

ICMS:d I 1 IVA: N 1 IVA: N1 IVA: N1 IVA: N

Otros indirectos Energía eléctrica: N 
Combustibles: N

IPI:e N 1 Producción y 
servicios: N  

Agricultura, industria 
y comercio: I

Gasolina: N 
Licores y cigarrillos: I 

Gasolina: I

Transacciones: N1 
Consumo específico: N1 

Especial sobre 
hidrocarburos N1

Transacciones: N 
Consumo 

específico: N

Sobre explotación 
de recursos naturales

Regalías: I 1 Regalías: N1 Regalías: N1 
Complementario a los 

Hidrocarburos: N  
Regalías: I

Regalías: I

Sobre vehículos Propiedad: I1 Propiedad: I Propiedad y uso: N Registro: I Propiedad: M Circulación: M2

Sobre bienes inmuebles Propiedad: I1 Propiedad rural: N1 
Propiedad urbana: M 

Transferencias: M

Transferencias: I 
Propiedad: M

Registro: I 
Propiedad: M

Propiedad: M Propiedad urbana: M2

Sobre funcionamiento Servicios: M Industria y comercio: M Patentes: M Patentes: M Patentes: M2

F u e n te : F ino t (2001), actualizado.

a N  = nacional o federal; I =  n ive l in term edio; M  = m unicipal; 1  =  contribuye al s istem a de com pensación  al (a  los) n ivel(es) inferior(es);
2  =  contribuye al s istem a de com pensación  en  el m ism o nivel. 

b P revisto  en  la  C onstitución  de 1988; aún  no  h a  sido instituido.
c IVA = Im puesto  al va lo r agregado.
d ICMS = Im puesto  sobre la  circu lación  de m ercaderías y  servicios.
e IPI = Im puesto  sobre productos industrializados.

17 E n  am bos países se p lan tea  ahora  con fu e rza  que éstos sean  de n ivel subnacional debe ser autónom o respecto  de los otros, como
elección  directa, lo que sería  coherente con  la  v isión  de que cada en Brasil.
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GRÁFICO 1
América Latina (cinco países): Participación en los ingresos fiscales, 
sin seguridad social, por niveles de gobierno, 1992-2001a

C hile 8,8% 1 91,2%

-

B o liv ia 4,1% 8,6% 87,2%

-

M éx ico 6,0% 19,9% 1 74,2%

-

B rasil 6,1% 1 32,1% 1 61,8%

-

A rgentina 35,7% 1 64,3%

0% 10% 20% 30% 40% 50% 60% 70% 80% 90% 100%

I I M u n ic ip a l In te rm ed io  N ac io n a l

F u e n te : E laboración  p ro p ia  con  datos del Fondo M onetario  In ternacional (FMI, 2001 y  2002). 

a P ara  B rasil se consideró  el período 1991-1998 y  pa ra  M éxico  el de 1991-2000.
b D el porcen taje  m ostrado  p a ra  el n ive l in term edio  de A rgentina, cinco puntos porcen tuales estarían  siendo generados en el n ive l m unicipal.

Chile no habría ninguno significativo y en Colombia 
son departamentales solamente los impuestos sobre 
registro de propiedad y sobre licores y cigarrillos.

En el nivel municipal, las principales bases impo­
sitivas serían la autorización de funcionamiento de 
actividades económicas (patentes), los ingresos de las 
empresas, la propiedad inmueble y, en menor medida, 
la propiedad y/o circulación de vehículos (en Brasil 
estas últimas corresponden a los estados). El hecho de 
que Argentina sea prácticamente el único país donde 
el nivel municipal no tiene ingresos tributarios direc­
tos demuestra que la descentralización en dicho país 
se orienta predominantemente hacia la provincia.18

En el gráfico 1 se muestra la importancia de los 
aportes de cada nivel a los ingresos públicos en los 
países para los que se cuenta con información compa­
rable.19 Lo que se observa en el cuadro 2 y en este 
gráfico demuestra la preponderancia del nivel nacio­
nal —y en menor medida de algunos niveles interme­

dios— en la generación de recursos, y la baja ponde­
ración del nivel municipal. Se debe tomar en cuenta, 
además, que la participación municipal corresponde en 
su mayor parte de una proporción minoritaria de mu­
nicipios donde se concentran las actividades económi­
cas y los inmuebles de mayor valor.

2. Financiamiento de las transferencias básicas

En el gráfico 2 se puede observar la participación de 
las decisiones autónomas de los distintos niveles en el 
gasto fiscal. Obviamente, la participación de los nive­
les subnacionales en este caso es superior, ya que se 
incluyen las transferencias.20 Llama la atención la 
importancia de los niveles intermedios en los países 
federales descentralizados y, nuevamente, la menor 
importancia del nivel municipal. Este hecho sería de­
mostrativo del amplio margen que aún restaría para 
profundizar la descentralización en América Latina.

18 E n  C hile los im puestos sobre la  p rop iedad  u rbana  tam poco  son 
prop iam ente  m un ic ipa les, pero su recaudación  se destina  casi en  su 
to ta lidad  a  este nivel.
19 Los cuadros que siguen han  sido elaborados utilizando la  b ase  de 
datos del Fondo M onetario  In ternacional (FMI). En esta  base  no se 
cuen ta  con datos correspondientes a  C olom bia , en  el caso de A r­
gen tina  no se desg losa  de las prov incias lo correspond ien te  a  m u ­
nic ip io s, y  las cuentas correspondien tes a  B rasil y  A rgen tina  se

preparan  siguiendo criterios de c lasificación  que no co inciden  con 
los de los países. En las cuentas fiscales de B rasil, po r ejem plo, por 
razones ju ríd icas se incluye en  “contribuciones socia les” ingresos 
que bajo  otro criterio  serían  im puestos destinados. S in  em bargo, 
p a ra  análisis com parativos, los datos del f m i  son los únicos d ispo­
nib les calculados sobre la  base de criterios com unes.
20 C om parar los gráficos 1 y  2 no perm itiría  apreciar el desequ ili­
brio  vertical en cada nivel, y a  que no  se re fie ren  a  cifras absolutas.
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GRÁFICO 2
América Latina (cinco países): Participación en el gasto público, 
sin seguridad social,a por niveles de gobierno,1992-2001b

C hile 8 ,1%  1 91,9%

-

B o liv ia 12,3%  1 18,0% 69,7%

-

M éx ico 7 ,4 %  1 27,7% 65,0%

-

B ra sil 15,7% 30,0% 1 54,2%

-

Argentinac 63,1% 1 36 ,9%

0% 10% 20% 30% 40% 50% 60% 70% 80% 90% 100%

I I M u n ic ip a l In te rm ed io  N ac io n a l

F uente: E laborado con  datos del Fondo M onetario  In ternacional (FMI, 2001 y  2002).

a Según A fonso (2004), la  d istribución  del gasto  pa ra  estos m ism os años, pero  incluyendo las contribuciones sociales, sería: m unicipios: 
16,1% , estados: 27,3% , n ivel nacional: 56,7% . 

b El período p a ra  B rasil es el de 1991-1998 y  p a ra  M éxico  el de 1991-2000.
c D el porcenta je  m ostrado  p a ra  el n ivel in term edio  de A rgentina, 10 puntos porcen tuales estarían  siendo generados en  el n ivel m unicipal.

A continuación el análisis se concentrará en las 
transferencias básicas, es decir, aquellas destinadas a 
apoyar decisiones subnacionales autónomas. Típica­
mente estas transferencias provienen de impuestos 
coparticipados. En el cuadro 3 se presenta una síntesis 
actualizada de las fuentes de financiamiento de los 
sistemas de transferencias básicas en cada uno de los 
países considerados.

En este cuadro se puede apreciar que, mientras 
en la mayoría de los casos las transferencias territo­
riales básicas provienen de la casi totalidad de los im­
puestos nacionales, en Brasil ellas se originan princi­
palmente en solo dos impuestos federales (el impues­
to sobre la renta y el impuesto sobre productos 
industrializados) y en Chile exclusivamente en los 
impuestos municipales. La ventaja del sistema brasi­
leño sería que, al provenir las transferencias de pocos 
impuestos, el gobierno federal tiene un amplio mar­
gen para llevar a cabo su política fiscal. La ventaja del 
sistema chileno, a su vez, sería que se estarían com­
partiendo fuentes de ingresos que suelen distribuirse 
muy desigualmente, en tanto que su evidente desven­
taja residiría en la poca magnitud de los recursos que 
genera esta fuente.

3. Criterios de distribución

Tanto en Argentina como en Brasil las transferencias 
básicas son determinadas conforme a coeficientes fi­
jos que fueron establecidos originalmente sobre crite­
rios de población y, en menor medida, de pobreza.21 
En Brasil, sin embargo, el Fondo de participación de 
los Estados se orienta primordialmente hacia los esta­
dos de menor desarrollo relativo (85%) y el Fondo de 
participación de los Municipios se distribuye toman­
do en cuenta el número de habitantes de cada munici­
pio. En Bolivia predomina el criterio demográfico. En 
cambio, en Colombia y Chile se tiende a compensar 
desigualdades sociales (cuadro 4).

Colombia ha decidido recientemente (Colombia, 
2003) una importante transformación de su sistema de 
transferencias: mediante la Ley 715, se reunieron to­
dos los sistemas anteriores (participación municipal, si­
tuado fiscal y fondos de desarrollo) en un solo Siste­
ma General de participaciones y se estableció una clara 
diferenciación entre un sistema de transferencias “de

21 p a ra  m ayores detalles sobre los sistem as de transferencias de 
B ra s il y  A rg e n tin a , v é a se  re s p e c tiv a m e n te  A fo n so  (2 0 0 4 ) y 
C etrángolo  y  Jim énez (2004).
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CUADRO 3
América Latina (seis países): Financiamiento de las transferencias territoriales 
básicas a

País Circunscripción Sistema Porcentaje de impuestos Impuestos

Argentina Provincias Régimen de Coparticipación 
Federal

Aprox. 30% 
Aprox. 30% 
Aprox. 47%

Imp. al valor agregado (IVA) 
Sobre ganancias 
Sobre consumo y otros

Brasilb

Estados Fondo de Participación de 
los Estados

21,5% Sobre la renta
Sobre productos industrializados

Municipios Fondo de Participación de 
los Municipios

22,5% Sobre la renta
Sobre productos industrializados

México Estados Sistema de Participaciones 20% Sobre la renta
Sobre producción y servicios 
Sobre el comercio exterior 
Sobre los vehículos

Bolivia Municipios

Coparticipación Tributaria 20% Todos los impuestos nacionales menos 
el impuesto especial sobre los hidrocarburos

Diálogo Nacional - Alivio a la deuda nacional (Transferencias 
del resto del mundo)

Colombia Departamentos
y municipios

Sistema General de 
Participaciones

Monto fijo, dependiente 
del crecimiento del PIB

Sobre el total de los ingresos corrientes

Chile Municipios Fondo Común Municipal Aprox. 50% Sobre inmuebles, vehículos y patentes

F uente: E laboración propia, a  partir de info rm ación  oficial de cada país.

a Este cuadro no  incluye las transferencias básicas del n ivel in term edio  al m unicipal, que en  B rasil alcanzan  al 25%  del im puesto sobre 
circu lación  de m ercaderías y  de serv icios (ICMS), y  que en un  75%  deben ser distribuidos po r cada estado en función  del PIB que genera 
cada m unicipio.

b O tros sistem as de copartic ipación  territo ria l en  B rasil son el Fondo de C om pensación  po r la  E xportación  de P roductos Industrializados 
(FPEX) — 10% del Im puesto  sobre productos industria lizados (IPI)— , y  el Im puesto  te rrito ria l rural (ITR).

propósito múltiple” (17%) —que ahora serían las trans­
ferencias básicas y que son utilizadas primordialmen­
te en la provisión de servicios de infraestructura bási­
ca— y otros dos, cuya cuantía es calculada en función 
de carencias y costos. Estos últimos están destinados 
a subsidiar los ingresos familiares para que todos los 
habitantes puedan tener acceso similar a un nivel mí­
nimo de servicios de educación y salud, conformando 
así un sistema de redistribución social operado por las 
administraciones de los gobiernos subnacionales (83% 
de las transferencias).22

En México se hizo desde el comienzo una nítida 
diferenciación entre transferencias de libre disponibi­

lidad a los estados (“participaciones” de las que un 
20% corresponde a los municipios) y aquellas orien­
tadas exclusivamente a financiar determinados progra­
mas sociales, principalmente infraestructura y servicios 
de educación y salud (“aportaciones” a los estados y 
los municipios). El Sistema de Participaciones de 
México es el único de la región donde el esfuerzo fis­
cal subnacional es preponderante (45,17%), seguido 
por Colombia, donde el 10% de los recursos de pro­
pósito general depende del esfuerzo fiscal local. Con 
un criterio estrictamente redistributivo, en Chile el 
monto de las transferencias se calcula en función in­
versa al ingreso municipal por habitante.

22 A  p a rtir  de la  e x p er ie n c ia  co lo m b ian a , S h ah  (2 0 0 2 ) p ro p o n e  
— p ara  A m érica  L a tin a—  u tiliza r m ás am pliam en te  las tran sfe ­
renc ias  “ co n d ic io n ad as” con  el ob je tivo  de que to d o s  los c iu d ad a­
nos ten g an  igual acceso  a  u n  m ín im o  de serv icios. Pero  en  este

caso  y a  no  se tra ta r ía  de tran sfe ren cias  te rrito ria le s  cond icionadas 
s in o  de tra n s fe re n c ia s  s o c ia le s  o p e ra d a s  p o r  lo s  g o b ie rn o s  
subnac iona les. D icho  au to r no  ac la ra  cóm o se e s tim u laría  la  au to ­
n o m ía  local.
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CUADRO 4
América Latina: C riterios de distribución de las 
transferencias territoriales básicas

Países / 
Criterios

Brasil
(estados)

Brasil
(municipios)

México
(estados)

Bolivia
(municipios)

Colombia 
(de propósito general)

Chile
(municipios)

Territorio 85% a regiones 
norte, noreste 
y centro oeste

10% a capitales 9% en partes 
iguales

Número de 
habitantes 86,4% a mayores 

de 156 000 hab. 
13,6% a menores 
de 156 000 hab.

45,17% 100% de recursos 
de coparticipación

40% 13,5%

Pobreza 100% proveniente 
de los recursos 

de alivio a la deuda 
nacional externa

40% según nivel 
de necesidades 

básicas 
insatisfechas

27% según 
propiedades 

exentas

Esfuerzo propio 
(directa o 
inversamente)

45,17% según 
incremento de 

ingresos propios 
9,66% inverso a recursos 

coparticipados 
por habitante

10% según 
incremento de 

ingresos propios

31,5% según 
menor ingreso 

fiscal por 
habitante

Eficiencia administrativa 10% 5%

Previsión de emergencias 5%

Fuente: E laboración  propia, a  partir de la  leg islación  de cada  país.

4. Condicionamientos al gasto

En el cuadro 5 se presenta una síntesis de los condi­
cionamientos al uso de las transferencias básicas en 
cada país analizado. Ni en Argentina ni en México 
existen condicionamientos al uso de transferencias 
básicas.

En Brasil, la Ley de Responsabilidad Fiscal 
aprobada en el año 2000 (República Federal de Bra­
sil, 2000) estableció que los estados y municipios 
deben gastar en personal como máximo un 50%, y 
el gobierno federal hasta un 60%. Por otro lado, 
según la Constitución de 1988 al menos un 25% del 
gasto de los estados y municipios debe destinarse a 
educación.

Brasil cuenta con una política persistente de re­
ducción de las diferencias territoriales en los niveles 
de prestación de los servicios sociales. Con esta fina­
lidad, desde 1988 los servicios de salud son financia­
dos compensatoriamente a través del Sistema Único de 
Salud y en el 2000, mediante una enmienda constitu­
cional, se decidió incrementar gradualmente las trans­

ferencias y los condicionamientos al gasto en benefi­
cio de este sector. Por otro lado, con el fin de reducir 
las diferencias territoriales en los servicios de educa­
ción escolar, en 1996 se conformó el Fondo de Man­
tenimiento y Desarrollo de la Enseñanza Fundamen­
tal y de Valorización del Magisterio (f u n d e f ), finan­
ciado principalmente por una coparticipación del 15% 
del Fondo de participación de los Estados, del Fon­
do de Participación de los Municipios, del ic m s  y de 
la Agencia de Promoción de Exportaciones (a p e x ), y 
destinado a garantizar un mínimo de gasto público por 
alumno.

En general, los países unitarios muestran mayor 
condicionalidad en sus transferencias básicas cuanto 
mayor sea la magnitud de ellas. En Colombia las trans­
ferencias “de propósito general” deben ser gastadas en 
un 51% en sectores definidos por el nivel central (41% 
en agua potable y alcantarillado). En Bolivia, si bien 
aparecen menos condicionamientos para las transferen­
cias básicas, en la mayoría de los municipios éstas son 
utilizadas como aportes locales para acceder a recur­
sos provenientes del Fondo de Desarrollo Regional
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América Latina (siete países): Condicionamientos al uso de 
las transferencias territoria les básicas

Argentina Brasil México Venezuela Bolivia Colombia Chile

Ninguno a) Máximo 50% 20% para 50% para inversión Recursos de la 41%: saneamiento Ninguno
para personal3 municipios 20% para municipios coparticipación: 7%: deporte

b) 25% para i) Máximo 25% para 3%: cultura
educación1 funcionamiento

c) 12% (estados) y ii) 7,5% para salud
15% (municipios) iii) Elaboración
para saluda participativa de

planes municipales

Recursos provenientes
del alivio a la deuda
nacional externa:
i) 10% para salud,

20% para
educación

ii) Cumplimiento de
metas

F u e n te : E laboración  propia, a  partir de leg islación  de cada país. 

a L ím ite  al gasto, no  sólo a  las transferencias.

CUADRO 5

(crédito) y el Fondo de Inversión Productiva y Social 
(transferencias), los cuales son asignados centralmente.23

En Chile, por último, las transferencias básicas 
(provenientes del propio nivel municipal) son de libre 
disponibilidad pero, por ser exiguas, en la mayoría de 
los casos son utilizadas casi exclusivamente en gastos 
de funcionamiento (incluidos los generados por la ope­
ración del sistema de transferencias sociales) y en la 
prestación de algunos servicios como el de recolección 
y disposición de basura; los municipios dependen para 
la inversión de diversas fuentes, siendo la más impor­
tante el Fondo de Desarrollo Regional, donde se suele 
requerir el aporte local y las transferencias son decidi­
das, proyecto por proyecto, en el nivel intermedio.24

23 A unque no  está  inclu ido  entre los países estudiados, se hace in ­
d ispensable  m encionar el caso  de G uatem ala , donde recientem ente  
se estableció  que los recursos p rovenientes del P rogram a de D esa­
rro llo  In tegral M unicipal serán  d istribuidos a  m unicip ios y  m anco ­
m unidades de m unicip ios “en  p roporción  d irec ta  de sus respectivos 
aportes locales re la tivos a  sus respectivos niveles de pob reza  y  a  su 
densidad  dem ográfica, y  en  los que se com patib ilizará  tan to  la  re ­
caudación  de los im puestos locales com o la  valo rización  de los 
aportes que los ciudadanos rea licen  en trabajo , especie o dinero 
p a ra  la  p rov isión  de bienes púb licos” (G uatem ala, 2002).
24 En la  a tención  p rim aria  de salud  y  educación  esco lar en C hile, y 
la  a tención  de salud  y  educación  esco lar en  B olivia, se ha  descen­
tra lizado  hacia  los m unicip ios — en princip io  po líticam ente—  la
p rovisión  de infraestructura, equipam iento y  personal de apoyo, pero

5. V is ión  de con jun to  sobre  los s is tem as de 
transferencias

Aplicando el marco analítico diseñado en la primera 
parte de esta sección (véase el cuadro 1), el gráfico 3 
clasifica los diferentes sistemas de transferencias ana­
lizados y muestra esquemáticamente sus característi­
cas y evolución. Este gráfico permite apreciar que 
—salvo el Sistema de Participaciones de México y en 
forma incipiente el de Colombia—25 en América La­
tina los sistemas de transferencias básicas adoptados 
no contribuyen a estimular que el gasto dependa de los 
aportes locales. Entonces, al no contar con este meca­
nismo automático de control, se está tendiendo a au­
mentar los mecanismos de control administrativo, 
como se hace regularmente en los programas financia­
dos con transferencias asignadas. Y en todo caso se

solo operativam ente  la  de personal especializado (tanto el régim en 
de este personal com o su financiam ien to  son decididos a  n ive l na ­
cional). Lo particu lar de C hile es que el financiam ien to  del perso ­
nal especia lizado se hace efectivo , en el caso  de la  educación , a 
través de subvenciones a  escuelas m unicipalizadas y  privadas se­
gún  el núm ero  de alum nos que asisten  y, en el de la  salud, m ed ian ­
te  subsid ios a  la  dem anda  asignados a  través de un  s istem a de eva­
luación  de benefic iarios a  cargo de las m unicipalidades. C olom bia 
h a  adoptado lo fundam ental de este sistem a, pero aplicado al costo 
to ta l de los servicios.
25 Y  el P rogram a de D esarro llo  In tegral M unicipal de Guatem ala.
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América Latina (seis países): Sistemas de transferencias

A utonom ía de 
gasto

+
A rgentina

Brasil
A rgentina

B olivia

M éxico 
(R am o 28)

F ondos de 
C ofinanciam iento

+
V inculación 

►  con esfuerzo 
local

A signadas

GRAFICO 3

2 1

3 4

F u e n te : E laboración  propia.

puede observar una clara tendencia a abandonar el 
cuadrante de descentralización política del gasto, in­
cluidos Chile y Bolivia bajo la modalidad menciona­
da en el párrafo precedente (situación esta última re­
presentada en el gráfico por las flechas gruesas).

El sistema mexicano, a su vez, si bien estimula 
la eficiencia fiscal, no estaría entregando resultados 
similares en términos de equidad: el hecho de que las 
transferencias sean proporcionales a los incrementos de 
las recaudaciones puede estar actuando como multipli­
cador de disparidades, ya que los gobiernos que dis­
ponen de menos recursos estarían en inferioridad de 
condiciones hasta para invertir en la mejora de sus 
procedimientos de recaudación.26 Además, el sistema 
mexicano está orientado hacia los estados y, solo a 
través de ellos, hacia los municipios. Finalmente, los 
montos de estas transferencias de libre disponibilidad 
son todavía notablemente inferiores a los de las trans­

26 E n  la  U n ión  E uropea  tam b ién  las transferencias te rrito ria les son 
subsidiarias respecto  a  decisiones que incluyen los respectivos apor­
tes locales (de n iveles in term edios y /o  m unicipales) y  nacionales. 
S in em bargo, a  d iferencia  del caso m exicano, ta les transferencias 
están  destinadas exclusivam ente  a  regiones y  localidades cuyo p ib  

p o r h ab itan te  es in ferio r a  la  m ed ia  europea, en  princip io  de m anera  
p roporcional a  esa  diferencia. A ctualm ente se destinan  en un  41%  
a  in fraestructu ra  y  en  un  34%  a  apoyo al desarro llo  productivo.

ferencias asignadas, lo que deja un amplio espacio para 
mejorar este sistema e incluso generar uno similar 
orientado a los municipios, manteniendo el mecanis­
mo fundamental de eficiencia en que se basa.

La explicación de fondo de esta situación sería 
—según ya se afirmó en otras oportunidades— que en 
el contexto político en que se iniciaron los procesos no 
se hizo la necesaria diferencia entre distribución terri­
torial y distribución social, dirigida esta última a ga­
rantizar a toda la población determinados niveles de 
acceso. Sin embargo, hacer dicha diferenciación, más 
difícil en el caso de los países federales, es precisamen­
te la tendencia actual en toda la región. Así se puede 
apreciar en el caso de Brasil y con mayor facilidad en 
el de Chile; pero donde la diferenciación ha sido más 
nítida es en Colombia, como ya se ha mencionado.

Hasta ahora los procesos de descentralización se 
han orientado principalmente a la implementación de 
políticas sociales. Incluso las condiciones impuestas a 
las transferencias de propósito múltiple en el nuevo 
sistema colombiano muestran este sesgo. Pero ¿qué 
hacer cuando incrementar la autonomía local es deci­
sivo para aumentar la competitividad económica e in­
corporar en este cometido a pequeños y medianos 
productores, para que así puedan aumentar sus ingre­
sos? Y ¿cómo hacer para brindar igualdad de oportuni­
dades a todas las localidades?
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IV
Algunos lineamientos

Los sistemas de transferencias adoptados en la mayo­
ría de los países de la región estarían induciendo com­
binaciones variables de descentralización política y de 
descentralización meramente operativa de las decisio­
nes de los gobiernos centrales. Ambos tipos de descen­
tralización son convenientes, según las características de 
las distintas demandas de bienes públicos cuya provi­
sión se descentraliza, pero por lo general los sistemas 
de transferencias estarían haciendo que, en la práctica, 
el límite entre ambos tipos de descentralización depen­
da, no de las características de la demanda de los bie­
nes, sino de la capacidad de cada circunscripción para 
generar sus propios recursos. Esto lleva a que el dere­
cho de todo ciudadano a proveerse de bienes públicos 
locales dependa de cuán rica sea la jurisdicción en la 
que habita: cuanto más pobre, menor la autonomía.

Salvo en Brasil, una gran mayoría de latinoame­
ricanos tiene muy poca autonomía para decidir, hacer 
ejecutar y controlar la ejecución de estrategias de de­
sarrollo local, y además tal autonomía tiende a dismi­
nuir. No solo la participación del gasto municipal en 
el gasto público es todavía relativamente reducida y por 
lo general depende ampliamente de transferencias te­
rritoriales, sino que tales transferencias tienden a estar 
cada vez más condicionadas. La autonomía local de­
pende cada vez más, en cada caso, de la capacidad para 
generar ingresos propios —específicamente, de perci­
bir impuestos—, capacidad que en América Latina se 
distribuye de manera extremadamente desigual, ya que 
la generación de valor agregado se concentra en un 
reducido número de localidades. Todo ello configura 
un panorama de creciente inequidad en el derecho ciu­
dadano a proveerse de bienes públicos locales.

Los sistemas de transferencias vigentes en la re­
gión son inadecuados no solamente en términos de 
equidad, sino también en lo que se refiere a eficien­
cia. Incluso dentro de los escasos márgenes de auto­
nomía que ellos determinan, tienden a divorciar las 
decisiones sobre gasto de aquellas sobre la generación 
de ingresos locales (y esto ocurre también en Brasil, 
siendo la única excepción el Sistema de participacio­
nes de México). Impiden así el proceso de revelación 
de las preferencias geográficamente diferenciadas, 
condición esencial para que la descentralización con­
tribuya a la eficiencia.

Los sistemas de transferencias no vinculadas con 
los esfuerzos fiscales locales son sin duda necesarios, 
particularmente en el caso de los servicios sociales. 
pero en América Latina el problema esencial de dise­
ño residiría en que, con el afán de “devolver” a los 
gobiernos locales las funciones que antes ejercían, con 
frecuencia se ha dado un tratamiento similar al finan- 
ciamiento de servicios como educación y salud —en 
los cuales el Estado debe garantizar a todas las perso­
nas, cualquiera sea su lugar de residencia) igual nivel 
de satisfacción—, y a la provisión de bienes estricta­
mente locales, como los servicios de infraestructura 
básica, cuya demanda está claramente diferenciada por 
factores físicos. En el primer caso, la autonomía de los 
gobiernos locales debería limitarse a la definición de 
aspectos cualitativos y, en lo que se refiere a financia- 
miento, estos gobiernos deberían comportarse primor­
dialmente como agentes de un sistema nacional de 
redistribución social. En el segundo caso —servicios de 
infraestructura básica— sí sería muy conveniente trans­
ferir todo el proceso de provisión, incluidas las deci­
siones sobre financiamiento, al nivel subnacional cuya 
jurisdicción territorial mejor corresponda a caracterís­
ticas comunes de la demanda de cada bien público.

Habría que diferenciar claramente, como se hizo 
en Colombia, entre transferencias sociales, orientadas 
a garantizar igualdad de oportunidades a los individuos, 
y transferencias propiamente territoriales, cuya finali­
dad sería garantizar igualdad de oportunidades a las 
colectividades subnacionales en términos de bienes de 
consumo común, entre los cuales, desde el punto de 
vista financiero, la mayor cuantía correspondería a 
servicios de infraestructura básica.27 Para conciliar 
equidad con eficiencia, en este segundo caso las trans­
ferencias deberían ser de libre disponibilidad, pero 
proporcionales a los esfuerzos fiscales relativos de cada 
colectividad territorial.

Esta transformación en el sistema de transferen­
cias territoriales podría estar acompañada de cambios

27 u n  determ inado consum o de agua potable  debería  fo rm ar parte 
de la  canasta  social. Según lo p ropusim os en  o tra  oportunidad , los 
subsid ios a  este consum o se sum arían  al flu jo  de ingresos con  que 
las com unidades locales pod rían  con tar p a ra  proveerse  de agua
potable  y  a lcantarillado  (F inot, 1999).
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en los procesos locales de decisión, orientados a incen­
tivar la revelación efectiva de preferencias, es decir, a 
propiciar una efectiva participación de los ciudadanos 
en decisiones no sólo sobre “de qué” y “cuánto” pro­
veerse, sino también sobre “con qué parte de su ingre­
so” contribuirán a esa provisión. Los sistemas de de­
cisión y los de representación y participación deberían 
adecuarse a este propósito.

El actual sistema de elección para conformar los 
cuerpos de representantes en el nivel municipal —de 
representación proporcional— no sería el más adecua­
do para una mejor expresión de las preferencias ciu­
dadanas locales: las preferencias representadas a tra­
vés de este sistema fácilmente pueden corresponder 
más a las de quienes ponen a los candidatos en su lis­
ta que a las de los ciudadanos supuestamente represen­
tados. Cabría esperar que ocurriría lo contrario si se 
adoptara un sistema de representación territorial, con 
la obligación de los representantes de recoger informa­
ción de sus representados y, a su vez, informar a su 
respectivo distrito electoral, bajo pena de revocatoria 
de mandato. Esta transformación debería ir acompaña­
da de la instauración de sistemas de información (de 
base y de gestión) fáciles de comprender, y de políti­
cas de participación y representación social orientadas 
a igualar la capacidad de influencia de los ciudadanos. 
Además, y a fin de establecer a quién competen las 
responsabilidades de control del gasto, tanto en los 
presupuestos como en la contabilidad se debería dis­
tinguir con claridad entre lo que corresponde a deci­
siones autónomas de las colectividades locales y lo que 
las administraciones ejecutan en calidad de agentes de 
los gobiernos centrales.

Para que los ciudadanos así representados pudie­
ran decidir sobre la parte de su ingreso que destinarán 
a proveerse de bienes públicos locales en función de 
los beneficios que distintas alternativas de provisión les 
generarían, sería imprescindible —según vengo propo­
niendo desde 1996— aumentar sus potestades para 
“autoimponerse”, específicamente, para decidir sobre 
alícuotas de los impuestos locales que gravan directa­
mente sus propiedades y sus ingresos,28 e incorporar a 
los aportes locales aquellos que los ciudadanos suelen 
efectuar, a través de sus organizaciones, en trabajo,

28 Lo que no  im plica  descen tra lizar el proceso  de cobranza de im ­
puestos. E n  m uchos casos resu lta  p referib le un  sistem a ún ico  de 
recaudac ión  de im puestos (al serv icio  de todos los niveles). T am ­
bién  parece conveniente, a  fin  de reducir riesgos m orales, externalizar 
el avalúo de las p ropiedades inm uebles que sirven  de base  para  
calcu lar los im puestos sobre la  propiedad.

especie o dinero para la generación de bienes públi- 
cos.29

Las transferencias territoriales, entonces, tendrían 
un carácter subsidiario respecto a estas decisiones lo­
cales. Pero, a fin de velar por la estabilidad, correspon­
dería a la autoridad nacional definir periódicamente los 
factores por los que los esfuerzos fiscales subnaciona- 
les serían multiplicados (a fin de determinar el monto 
de estas transferencias territoriales).

Dentro de este marco institucional, restaría por re­
solver un asunto crucial: ¿hacia qué nivel conviene 
descentralizar la provisión de cada bien público local? 
Es evidente que cuanta mayor correspondencia exista 
entre el ámbito de demanda de cada bien público lo­
cal y el de las respectivas decisiones políticas sobre 
asignación, más eficientes serán tales decisiones. Por 
un lado, habría que descentralizar las decisiones sobre 
provisión (y financiamiento) de bienes locales hasta los 
niveles más próximos al ciudadano (submunicipales) 
y, por otro, inducir, a través del nuevo sistema de trans­
ferencias, el asociativismo territorial en función de los 
distintos ámbitos de demanda (Finot, 2003).

En el caso de bienes públicos relacionados con el 
hábitat, muchas decisiones podrían ser adoptadas en 
niveles submunicipales. Para lo que se refiere a desa­
rrollo productivo, con frecuencia la circunscripción 
municipal resulta insuficiente. Entonces, a fin de esti­
mular el desarrollo económico local bajo condiciones 
de eficiencia y equidad, tanto en los países unitarios 
como en los federales se debería incentivar, a través 
de sistemas de transferencias territoriales como el pro­
puesto (de libre disponibilidad pero proporcionales a 
los respectivos aportes relativos), la formación de con­
sorcios municipales configurados en función de facto­
res físicos, biológicos, culturales y/o económicos co­
munes (pero diferentes al resto).

Esta forma de organización territorial -se espera- 
correspondería mejor a diferenciaciones geográficas de 
demandas de bienes públicos como la planificación del 
uso del suelo, la organización de la provisión de ser­
vicios y la provisión de servicios de infraestructura 
básica, y tendría la ventaja adicional de generar eco­
nomías de escala, no sólo para crear condiciones pro­
picias al desarrollo local/regional sino también para 
administrar mejor la provisión de servicios sociales y 
de subsidios. A fin de facilitar estas funciones, tales 
consorcios deberían ser de carácter público pero tem­

29 C om o actualm ente se con tem pla  en  el R eg lam ento  de la  Ley 
general de descen tra lización  de Guatem ala.
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poral, esto último para que las circunscripciones pue­
dan ir adecuándose según la evolución histórica de la 
configuración geográfica de la demanda.30

A través de un sistema de transferencias territo­
riales como el planteado podría inducirse que en cada 
una de estas regiones, a través de procesos de 
concertación público-social-privada y entre los distin­
tos niveles del Estado, fueran elaboradas estrategias de 
desarrollo local/regional en las cuales se comprome­
tiesen aportes locales. Estas estrategias servirían de 
base para definiciones sobre uso del suelo y para una 
programación presupuestaria plurianual de la provisión 
de servicios de infraestructura y de servicios avanza­
dos. Los niveles supralocales tendrían a su cargo com­
plementar estas decisiones con la provisión de tales ser­

vicios en sus respectivos ámbitos, y con políticas am­
bientales, de desarrollo productivo y de apoyo a la pe­
queña y mediana empresa.

Estos lineamientos responden primordialmente al 
propósito de brindar algunos elementos para avanzar 
con eficiencia hacia una igualdad de oportunidades para 
las colectividades locales, y crear condiciones para el de­
sarrollo local/regional en función de las necesidades 
actuales de desarrollo económico. Pero es evidente que, 
en la medida en que los ciudadanos estén mejor repre­
sentados y puedan participar efectivamente en las deci­
siones sobre sus aportes, el hecho de profundizar una 
descentralización como la que el desarrollo local re­
quiere contribuirá también a reducir la corrupción, 
desarrollar ciudadanía y ampliar la inclusión social.
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1  J ste artículo trata de responder a la pregunta  del título, tarea nada 

de fácil, com o es posib le  entrever. Será necesario, en prim er lugar, dejar 

en cla ro qué se entenderá por “g loba lizac ión ” en este contexto; en se­

g u nd o  lugar, hab rá  que de ve la r las re lac iones  entre el p roceso  de 

g loba lizac ión  y el territorio, asunto para algunos am biguo o resuelto fa l­

sam ente por la “m uerte” del territorio y de la geografía ; en tercer lugar, 

será necesario estab lecer si a lgo com o el “desarro llo loca l” pertenece a 

la lóg ica  g lobalizadora, acla rando de paso las diversas in terpretaciones 

del concep to  y, por último, se tendrá  que exam inar las contribuciones 

— si las hubiera—  de las un iversidades y del m ismo desarro llo local a la 

g lobalización, al funcionam iento de b loques supranaciona les (com o el 

M ercosur, por ejem plo), a la com petitiv idad y al desarro llo com o tal.
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I
Globalización: ¿una caja de Pandora?

La globalización es un tema importante en el debate 
sobre la naturaleza del orden internacional posterior a 
la guerra fría. No se trata de un concepto ligado a una 
teoría claramente articulada, pero se ha transformado 
de todos modos en una metáfora poderosa para des­
cribir numerosos procesos universales en curso. Des­
de nuestro punto de vista, una característica relevante 
de la globalización reside en las múltiples dialécticas 
que ella provoca: por ejemplo, en la geografía políti­
ca, al generar diacrónicamente fuerzas que apuntan a 
la creación de cuasi Estados supranacionales y cuasi 
Estados subnacionales, o en la modificación de la ubi­
cación geográfica de la industria manufacturera, po­
niendo frente a frente la creación de un único espacio 
de mercado global y un enorme abanico de lugares 
productivos discontinuos en la superficie terráquea. La 
primera y específica dialéctica macro produce una 
suerte de esquizofrenia micro en los individuos, al 
tensionarlos entre la necesidad de ser universal y la 
simultánea necesidad de ser local; la segunda, en tan­
to, da lugar a un modo de producción en red, a una 
geografía física y económica discontinua en el plano 
de la producción manufacturera.

Como es conocido, existen por lo menos dos 
maneras de referirse a la globalización: una metafórica 
y otra más científica; esto no niega el carácter cientí­
fico que puede tener toda metáfora, sólo que ella es 
siempre “circunloquial” y a veces hay que descubrir 
la verdad oculta o disimulada en el lenguaje. En la 
perspectiva metafórica, García Canclini (1999) se ha 
referido magistralmente a la globalización como “un 
objeto cultural no identificado”; Bauman (2000) lo 
hace apuntando a ella como “un fetiche, un conjuro 
mágico, una llave destinada a abrir todas las puertas a 
todos los misterios presentes y pasados”; Boisier, recor­
dando al cineasta Luis Buñuel, se ha referido a ella como 
“un oscuro objeto de deseo” y como “el discreto encanto 
de la burguesía” y, nuevamente, García Canclini (1999) 
ha sostenido que “todo lo que no es culpa de la Co­
rriente del Niño, es culpa de la globalización”, frase 
lapidaria y ciertamente bien humorada.

Se sabe que ya el mundo se encuentra dividido 
entre los antiglobalización y los pro globalización, más 
radicales los primeros y con líderes emblemáticos 
como Michel Bové o Ignacio Ramonet, y más con­
servadores los segundos, cuyos líderes son organiza­

ciones, principalmente el Banco Mundial, el Fondo 
Monetario Internacional (f m i), la Organización Mun­
dial del Comercio (o m c ). Los primeros quieren tapar 
el sol con una mano y los segundos quieren imponer 
un marco ideológico y político mal llamado Consenso 
de Washington. Hay mucho de folclor, mucho desco­
nocimiento y mucho autoritarismo en todo este espec­
tro. Desde un punto de vista estructural, propio de una 
visión más científica, y en el espacio disponible aho­
ra, sólo cabe aclarar —quizás si lo más importante— 
que el término “globalización” es un descriptor de la 
actual fase tecnocognitiva del desarrollo del capitalis­
mo, y como tal está incrustado en la lógica del siste­
ma capitalista, mucho más allá de cualquier presunción 
simplista sobre la “maldad” o “perversidad” de perso­
nas específicas: especuladores como Soros, intelectua­
les como Stiglitz, tecnoindustriales como Gates, polí­
ticos como Bush, Blair o Chirac, o, muy modestamen­
te, intelectuales de variado pelaje.

Como se sabe, el sistema de relaciones sociales 
de producción llamado “capitalismo”—que es eso pre­
cisamente y no una ideología— nace en el siglo XVI 
como “protocapitalismo” predominantemente comer­
cial, se desenvuelve sobre todo en Holanda (Maddison, 
1991) y será en la Inglaterra de mediados del siglo 
XVIII, vía revolución industrial, donde abrirá espacio 
a una modalidad “industrial”, la que a su vez dará 
cabida a una modalidad “financiera,” y ésta, finalmente 
—parafraseando a Francis Fukuyama— entrará al fin 
de la historia como una modalidad “tecnocognitiva”. 
Cada una de estas etapas o modalidades coexiste con 
las otras, pero mostrando la hegemonía de una de ellas. 
La característica central de la etapa tecnocognitiva del 
capitalismo está dada por la simultaneidad de dos fe­
nómenos, que pueden imaginarse como dos curvas en 
un cuadrante: primero, un ciclo de vida cada vez más 
corto para cada generación de productos y, segundo, 
un costo en investigación, desarrollo e innovación cada 
vez mayor para pasar del producto de generación n al 
de generación n+1. Una curva exponencialmente de­
creciente y otra exponencialmente creciente. Por cier­
to, la velocidad de generación de nuevo conocimiento 
se encuentra detrás.

El sistema capitalista, como cualquier sistema 
biológico o social, tiene un imperativo más que
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“kantianamente” categórico: su reproducción perma­
nente. Para ello debe recuperar a la mayor velocidad 
posible los recursos gastados en invención, diseño, 
fabricación y comercialización del producto de gene­
ración n+1 y frente a tal exigencia el sistema no tole­
ra ni tolerará fronteras, aduanas, aranceles, prohibicio­
nes ni mecanismos que entraben el comercio: el siste­
ma requiere un espacio único de comercialización.1 A 
la luz de este argumento se entiende la frenética ca­
rrera por firmar acuerdos de variada naturaleza entre 
países y se comprende qué es lo que quiere decir la 
c e p a l  cuando habla del “regionalismo abierto”, un jue­
go practicado con entusiasmo por Chile, por ejemplo, 
que en su calidad de economía pequeña debe hacer 
apuestas en todas las mesas de la sala de juego de esta 
suerte de casino mundial.

A manera de síntesis cabe señalar que la apertura 
externa, quizás si la manifestación más visible de la 
globalización, obliga a países y regiones a utilizar di­
cha apertura para colocar sus productos transables en dos 
nichos del comercio internacional: el nicho de la mo­
dernidad de lo transado y el nicho de la competitividad 
de lo transado.2 Obsérvese de paso que la “modernidad 
productiva” es algo intrínsecamente asociado a la “in­
novación”, que a su vez, lo mismo que la “competiti- 
vidad”, ahora se liga más y más al territorio.3

Globalización y territorio configuran un par so­
bre cuya interacción y existencia misma hay posicio­
nes encontradas entre quienes sostienen que la 
globalización devalúa el territorio y los que sostienen 
que, por el contrario, lleva a una revalorización terri­
torial. Según Simmies (1997), los especialistas en esta 
materia tienden a agruparse entre aquellos preocupa­
dos por los papeles cada vez más significativos que 
desempeñan las grandes empresas y aquellos interesa­
dos en las empresas más pequeñas, y ambos grupos en 
las causas de la aglomeración espacial de las activida­
des económicas innovadoras.

Un lado del argumento —que sostienen por ejem­
plo Froebel, Heinrichs y Kreye; Henderson y Castells; 
Amin y Robins— es que ha surgido una economía glo­
bal dominada por las grandes empresas transnacionales. 
Las decisiones de estas empresas sobre la ubicación de

1 Y  paradó jicam ente , com o se verá, m últip les espacios de p roduc­
ción. N aturalm ente  que la  lóg ica  del s istem a no coincide p len a ­
m ente  en  el corto  plazo  con la  lóg ica  de la  defensa  de las econo­
m ías nacionales, pero  es fác il ad iv inar cuál será  el con tendor que 
im pondrá su m odo de organ ización  del m undo.
2 V éase el excelente estudio  de S ilva  (2003).
3 Estas in terrelaciones fu e ro n  analizadas p o r el au tor en  B oisier 
(2003a).

actividades como las productivas o las de investigación 
y desarrollo (I+D) determinan en gran medida qué tipo 
de actividad económica se aglomera en qué lugar. Así, 
el territorio se transforma en una suerte de “variable 
dependiente” en la función de crecimiento innovador.

Otro lado del argumento, representado por auto­
res como Piore y Sabel; Porter, Scott y Storper; Stohr. 
Vázquez-Barquero, Garofoli, Cuadrado-Roura y mu­
chos especialistas latinoamericanos —este autor entre 
ellos— y del Tercer Mundo en general, es que los 
lugares y localidades están siendo más y no menos 
importantes en su contribución a la innovación y a la 
alta tecnología.

Los “globalizadores” se apoyan en el hecho evi­
dente de que una fracción importante del capital se está 
concentrando y centralizando a nivel de la economía 
internacional y hay abundantes datos que confirman 
este hecho. Se sigue de este tipo de línea argumental 
que las localidades, regiones e incluso países, están 
siendo rediseñados de acuerdo a la economía global y 
a sus principales actores: las empresas transnacionales. 
Los “localistas” se apoyan en una supuesta reacción del 
consumo frente a la homogeneización de los bienes y 
servicios transados y a la respuesta de una parte de las 
empresas a través de la “especialización flexible”, una 
estrategia de permanente innovación que trata de aco­
modarse al cambio incesante, en vez de intentar con­
trolarlo. Tal especialización flexible va de la mano con 
escalas pequeñas de producción y con la necesidad de 
“aprendizaje colectivo”, fuertemente facilitado por la 
cercanía geográfica; de aquí, en parte, la revalorización 
del territorio.

Es un hecho que ambos argumentos comparten la 
verdad. La globalización afecta el tamaño (e inevitable­
mente la localización) de las unidades productivas de dos 
maneras opuestas y simultáneas. Las economías de es­
cala respaldan el gran tamaño y la concentración terri­
torial en tanto que las economías de flexibilidad mos­
tradas por Storper (1997), y las de diferenciación, res­
paldan el pequeño tamaño y la dispersión; pero como 
el tamaño pequeño aislado tiene una alta probabilidad 
de fracaso, estas economías empujan también la confor­
mación de los llamados nuevos distritos industriales.

Desde otro punto de vista, cabe anotar por lo me­
nos tres argumentos que avalan la tesis de una revalo­
rización del territorio, precisamente en el contexto de 
la globalización.

Comencemos por un argumento sociológico. Como 
lo señalara alguna vez Edgar Morin, la modernidad 
generó en el hombre una metástasis del ego, que lo ha 
llevado a creer en una nueva ciudadanía para él, la de
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“ciudadano del mundo”, desprovisto de cualquier lazo 
atávico que lo identifique con su “terruño”, chico o 
grande. “I've Been M oved”, la conocida interpretación 
de la sigla IBM, es una expresión de esta vanidad (de 
no ser de aquí ni ser de allá ni tener edad ni color de 
identidad, como en la canción del cantautor argentino 
Facundo Cabral) porque, por el contrario, la mayoría 
de nosotros ni siquiera somos “ciudadanos nacionales” 
(salvo en la acepción jurídica del término). Somos, en 
la generalidad de los casos, “ciudadanos locales”, via­
jeros de la proximidad, habitantes de lo cotidiano.

Bastaría hacer una pequeña investigación empíri­
ca para mostrar que la abrumadora mayoría de la gente 
hace uso de su tiempo de vida en un espacio geográfico 
que, imaginariamente, no supera un radio de 500 kiló­
metros. Allí vive, forma familia, trabaja, obtiene edu­
cación y salud, allí se recrea, y generalmente termina 
por ser enterrado en ese mismo espacio, que es el te­
rritorio de la cotidianeidad. Es fácil inferir que para 
cualquier individuo, la realización de su propio proyec­
to de vida depende críticamente de lo que acontezca a 
lo largo del tiempo en su entorno cotidiano. Por lo 
tanto, para todos es de vital importancia que al entor­
no cotidiano “le vaya bien”, ya que así la probabili­
dad de tener éxito en el proyecto individual de vida 
aumenta in situ. Razón demás para involucrarse como 
ciudadano en la gestión de su propio territorio. Obsér­
vese que un argumento semejante es válido para las 
microempresas y las pequeñas y medianas empresas. 
Obsérvese tam bién el uso de la “recursividad” 
sistémica en este argumento, de tal manera que causas 
y efectos se trastocan en el tiempo.

Desde el punto de vista tecnoeconómico, la valo­
rización del territorio es clara e importantísima. Uno 
de los efectos más gravitantes de la revolución cientí­
fica y tecnológica es el de permitir, por la vía de la 
microelectrónica y otros mecanismos, la segmentación 
funcional y territorial de los procesos productivos sin 
pérdida de eficacia ni de rentabilidad. Esta es una cues­
tión clave, ya que al ser posible desagregar un proce­
so productivo en partes componentes, la empresa (aho­
ra casi un holding) que piensa localizar dichas partes 
en diferentes lugares discontinuos en el globo, debe 
examinar cuidadosamente las características de cada 
lugar para que su apuesta tenga un resultado positivo. 
¡El territorio puede hacer la diferencia entre el éxito y 
el fracaso en el modo de producción posfordista, en 
red, o como se llame! Por ello es que la globalización 
exige ahora finos análisis sociales —aparte de econó­
micos y tecnológicos— de los múltiples territorios de 
producción.

No hay que confundir entonces la inevitable 
desnacionalización industrial comentada por Reich 
(1993), ex Secretario del Trabajo de los Estados Uni­
dos, con una devaluación del territorio. Se trata de dos 
cuestiones distintas: industrias sin patria, pero con te­
rritorios.

Desde el punto de vista cultural y de identidad el 
territorio también se valoriza; eso sí, dentro de una dia­
léctica globalizadora producida por la confrontación 
entre las tendencias a la homogeneización tanto tecno­
lógicas como culturales y la defensa del ser individual 
y colectivo. ¿Quién se quedaría impávido ante una pér­
dida completa de la identidad, reemplazada por una alie­
nación total? ¿Quién vería con indiferencia la pérdida 
de la nacionalidad a favor de una imaginaria ciudada­
nía corporativa? ¿Quién preferiría ser “ciudadano de la 
Coca-Cola o de la Mitsubishi” en vez de ser chileno, o 
argentino, por ejemplo? Entre la alienación total y la 
marginación completa surgen el sincretismo y la cul­
tura “híbrida” de García Canclini. Al contrario de lo que 
sostiene Bauman, ser local en un mundo globalizado no 
es una señal de penuria y degradación social. La sínte­
sis se encuentra más bien en el neologismo de 
Robertson, el término “glocal”: piensa global y actúa 
local (para la empresa) y piensa local y actúa global 
(para el territorio). Si bien Aristóteles nos recuerda que 
el hombre es un “animal político”, no es menos cierto 
que es primariamente un “animal territorial” y tal ca­
racterística de la persona humana aflora con fuerza en 
la contemporaneidad. Por algo el exilio es considerado 
como una pena extrema. Si alguien todavía tiene du­
das acerca de nuestra irrenunciable naturaleza de “ani­
mal territorial”, puede preguntar a israelitas y palestinos 
si acaso el territorio “importa” o no.

Pero las vinculaciones entre globalización y te­
rritorio no se agotan en las cuestiones recién mencio­
nadas.

El conocimiento, bien se sabe, es quizá el eje 
central de la globalización o de la fase tecnocognitiva 
del capitalismo y de la paulatina conformación de una 
“sociedad del conocimiento”. Ahora sabemos que exis­
ten nuevas y complejas articulaciones entre conocimien­
to y territorio, que incluyen temas como innovación y 
territorio, aprendizaje colectivo, conocimiento tácito y 
codificado, surgimiento de regiones “cognitivas”, am­
plia categoría que incluye nociones tales como regio­
nes aprendedoras, regiones inteligentes, medios 
innovadores (Boisier, 2003b y 2002).

La conclusión de esta sección es doble: la 
globalización corresponde a una fase del desarrollo del 
capitalismo y como tal, tiene una conducta sistémica
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que opera por encima de las voluntades individuales o 
colectivas, pero tal característica no la hace ingober­
nable; el territorio desempeña en la globalización, o en 
esta etapa del capitalismo, un papel más importante que

en el pasado. No hay que confundir el territorio con la 
distancia, ni la geografía con el mapa. Con toda razón, 
Bateson (2002) decía: “el nombre no es la cosa nom­
brada ni el mapa es el territorio”.

II
Desarrollo local: ¿hay algo detrás 

de la tautología?

El vocablo “desarrollo” denota un concepto que tiene 
“completud”,4 no necesita nada más para su cabal en­
tendimiento. En este sentido habría que contradecir a 
Bateson diciendo: “el nombre es la cosa nombrada”, 
para agregar a continuación que todos los adjetivos que 
suelen acompañar al sustantivo no hacen sino crear 
redundancias. En efecto, como lo veremos enseguida, 
el desarrollo no puede ser sino local, de igual modo 
que no puede ser sino “humano”, o “sustentable”, o 
“endógeno”, o lo que se quiera, porque de otro modo 
¿qué entelequia sería?

No es del caso repetir acá largos argumentos que 
se han dado para avalar tales afirmaciones; estas tau­
tologías probablemente tienen su origen en la crecien­
te necesidad de separar aguas entre las nociones de 
“crecimiento” y de “desarrollo” (Boisier, 2003b), o a 
lo sumo, sirven para marcar un énfasis, pero no para 
hacer diferenciación.

Hay que hacer justicia retrospectivamente y reco­
nocer la enorme sagacidad de Perroux (1950) al seña­
lar en aquella frase famosa: El hecho, burdo pero só­
lido, es este: el crecimiento no aparece en todas par­
tes a la vez; se manifiesta en puntos o polos de creci­
miento, con intensidades variables; se esparce por 
diversos canales y  con efectos terminales variables 
para el conjunto de la economía (traducido del inglés 
por el autor, el subrayado es del original). Una obser­
vación como esta, viniendo de quien viene, debiera 
bastar para sostener inequívocamente que el desarro­
llo (y obsérvese que Perroux hablaba del crecimiento, 
una cuestión mucho más simple que el desarrollo) es 
claramente un fenómeno local en un sentido geográfi-

co y también sistémico, y no nacional en el mismo 
sentido, y que el concepto de desarrollo global es sólo 
una abstracción construida sobre promedios. Además, 
aquello que usualmente se denomina como “un país 
desarrollado” rara vez lo es en toda su superficie y bien 
se podría decir que un país desarrollado es aquel que 
tiene una elevada proporción de su superficie territo­
rial y de su población en tal condición.

Si el razonamiento puro no fuese suficiente, ha­
bría que preguntar a cualquier interlocutor si el desa­
rrollo —en su país— es un fenómeno presente de 
manera homogénea a lo largo y ancho del territorio. 
¿No? Entonces convengamos en que hablamos de un 
fenómeno local, es decir, localizado e incrustado en las 
características económicas, técnicas, sociales y cultu­
rales de ese lugar en particular. De aquí que pueda 
sostenerse que el desarrollo es un fenómeno dependien­
te de la trayectoria5 e históricamente evolutivo y que, 
como tal, se inicia siempre en un lugar (o en varios, 
pero nunca en todos), siempre como un proceso esen­
cialmente endógeno (aunque su base material puede ser 
considerablemente exógena), siempre descentralizado, 
y siempre con una dinámica de tipo capilar “de abajo 
hacia arriba y hacia los lados”, que terminará por pro­
ducir, en función de la dialéctica territorio/función 
propia de la modernidad, una geografía del desarrollo, 
rara vez uniforme, comúnmente con la forma de archi­
piélago o, en el extremo, con la forma de la dicotomía 
centro/periferia.

Un importante trabajo (p n u d /o i t /u n o p s /e u r , 2002) 
destaca algunos puntos relevantes sobre el desarrollo 
local: i) el desarrollo de un territorio está fuertemente

4 “C om ple tud” pareciera  ser un  sacrileg io  lingüístico. Si O ctavio 
Paz u sa  esta  pa lab ra  cuando dice: “som os seres incom pletos y  el 
deseo  am oroso  es p e rp e tu a  sed  d e  'c o m p le tu d '” (Paz, 1993, p. 41), 
todos los sim ples m ortales estam os autorizados a  usarla.

5 R l concepto  de p a th  dependence  com o se le conoce en  inglés, 
está  asociado a  la  irreversib ilidad  del tiem po , algo p rop io  de la  f í­
sica  no  new toniana.
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condicionado por la voluntad y capacidad de los acto­
res locales; ii) el desarrollo de un territorio gira alre­
dedor de la valorización de las potencialidades loca­
les; iii) en todas partes se ha comprobado la importan­
cia de la pequeña y mediana empresa; iv) el desarro­
llo depende de la capacidad de integrar las iniciativas 
empresariales; v) el territorio debe dotarse de instru­
mentos adecuados, y vi) el secreto del éxito reside en 
la capacidad de interacción activa entre lo local, lo 
nacional y lo internacional.

Admitido el carácter territorialmente local(izado) 
del desarrollo, habría entonces que preguntar: ¿qué se 
quiere decir al emplear la expresión “desarrollo local”, 
más allá de subrayar lo evidente y lo tautológico? ¿Hay 
algo sustantivamente rescatable en emplear tal expre­
sión? Sí, lo hay.

Un examen de la literatura sobre el tema muestra 
una considerable confusión en torno a este concepto. 
Quizás si en parte tendría razón Guimaraes (1997) al 
comentar que “desarrollo económico local” describe 
una práctica sin mucho basamento teórico (traducido 
del inglés por el autor). En una rápida búsqueda en 
dicha literatura resalta por su interés la definición de 
Buarque (1999): El desarrollo local es un proceso 
endógeno registrado en pequeñas unidades territoria­
les y  asentamientos humanos capaz de promover el 
dinamismo económico y  la mejoría en la calidad de 
vida de la población. A pesar de constituir un movi­
miento de fuerte contenido interno, el desarrollo lo­
cal está inserto en una realidad más amplia y  comple­
ja, con la cual interactúa y  de la cual recibe influen­
cias y  presiones positivas y  negativas. El concepto 
genérico de desarrollo local puede ser aplicado a di­
ferentes cortes territoriales y  asentamientos humanos 
de pequeña escala, desde la comunidad (...) al muni­
cipio e incluso a microrregiones de tamaño reducido. 
El desarrollo municipal es, por lo tanto, un caso par­
ticular de desarrollo local con una amplitud espacial 
delimitada por el corte administrativo del municipio”. 
Y agrega Buarque: El desarrollo local dentro de la 
globalización es una resultante directa de la capacidad 
de los actores y  de la sociedad local para estructurarse 
y  movilizarse con base en sus potencialidades y  en su 
matriz cultural, para definir, explorar sus prioridades 
y  especificidades en la búsqueda de competitividad en 
un contexto de rápidas y  profundas transformaciones 
(traducido del portugués por el autor).

Otras referencias importantes al tema se encuen­
tran en trabajos de Antonio Vázquez-Barquero, José 
Arocena, Augusto de Franco, Pierre Muller, Pierre 
Veltz y Michel Savy, Francisco Alburquerque y otros.

La globalización es una matriz tecno-socioeco- 
nómica de alta complejidad, tanto por el número de sus 
elementos como por el número de interacciones y 
dialécticas que ella contiene. Como se dijo, en parte 
es más una metáfora de la contemporaneidad que una 
teoría bien establecida. En el campo de las activida­
des que requieren economías de escala favorece las 
fusiones, el gigantismo, la concentración y la homo- 
geneización. En el campo de las actividades que requie­
ren economías de la diferenciación favorece la peque­
ña escala, la producción flexible y en red, la localiza­
ción múltiple y el anclaje territorial.

Es en este último sentido que se abre un espacio 
para el desarrollo local en la globalización. Surgen tres 
enfoques complementarios de ese desarrollo, que no 
son necesariamente independientes unos de otros y que 
cobijan modalidades diferentes y sustantivas de desa­
rrollo local, más allá de su indesmentible dimensión 
geográfica: el enfoque del desarrollo local como una 
matriz de estructuras industriales diversas, el enfoque 
del desarrollo local como un proceso endógeno de 
cambio estructural y el enfoque del desarrollo local 
como el “empoderamiento” de una sociedad local.

1. El desarrollo local como una matriz de estruc­
turas industriales

Krugman (1991) habla de la “resurrección de la geo­
grafía económica” debida al reconocimiento de la exis­
tencia de rendimientos crecientes, que lleva a replan­
tear las teorías de localización a partir del estudio de 
las ventajas económicas que traen consigo los proce­
sos de aglomeración espacial de los agentes económi- 
cos.6 Forma parte asimismo de esta resurrección la 
relectura de Alfred Marshall y el redescubrimiento de 
los “distritos industriales” y de la “atmósfera indus­
trial”, la importancia creciente de garantizar la “com- 
petitividad” global de las actividades industriales, tema 
claramente asociado a porter, así como las evidencias 
que respaldan la importancia de un “entorno” territo­
rial que facilite las innovaciones, a partir de pierre 
Aydalot.

El enfoque del desarrollo local centrado en la 
estructura industrial ha cristalizado en tres visiones 
para el análisis, la investigación y la diseminación, 
basadas respectivamente en i) el distrito industrial “a

6 L a rev is ta  españo la  Investigaciones R eg iona les  reproduce u n  n o ­
tab le  d iálogo, re la jado  e inform al, entre P. K rugm an y  M. Fujita  
que m erece u n a  a ten ta  lec tu ra  (véase K rugm an  y  Fujita, 2004).
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la italiana”; ii) el medio innovador “a la francesa”, y
iii) los clusters “a la americana”.

Supongo que todos ya estamos más o menos 
interiorizados en el contenido de estas visiones. En el 
distrito industrial, como se muestra empíricamente en 
el norte de Italia, el elemento central reside en la es- 
pecialización y en la “coopetencia”, neologismo inven­
tado para describir una modalidad de conducta empre­
sarial en la cual coexisten la cooperación en ciertos 
eslabones de la cadena de valor y la competencia en 
otros. Están suficientemente probadas tanto la fuerte 
base cultural de estas conductas colectivas como la 
importancia del capital social.7

Respecto del “medio innovador”, concepto inven­
tado por el grupo g r e m i  (Groupe de Recherche 
Européen sur les Milieux Innovateurs), se afirma que 
el “medio” es un operador colectivo que reduce los 
grados estáticos y dinámicos de incertidumbre que 
enfrentan las empresas mediante la operación tácita y 
explícita de la interdependencia funcional entre los 
jugadores (actores) locales, realizando funciones de 
investigación, transmisión, selección, decodificación, 
transformación y control de información. La noción de 
“medio innovador” o entorno local, tiene, según 
Vásquez-Barquero (1999), tres características: i) en 
primer lugar, hace referencia a un territorio sin fronte­
ras precisas pero que forma una unidad y que es el 
lugar en que los actores se organizan, utilizan los re­
cursos materiales e inmateriales y producen e intercam­
bian bienes, servicios y comunicaciones; ii) los actores 
locales forman, además, una red a través de relaciones 
y contactos, con lo que se establecen los vínculos de 
cooperación e interdependencia, y iii) el entorno local 
contiene procesos de aprendizaje colectivo que le per­
miten responder a los cambios del entorno a través de 
la movilidad del trabajo en el mercado local, los inter­
cambios de tecnología de producto, proceso, organi­
zación y comercialización, la provisión de servicios 
especializados, los flujos de información de todo tipo 
o las estrategias de los actores.

El concepto de clusters fue introducido en el aná­
lisis económico territorial por Michel Porter (1998), 
quien los definió como concentraciones geográficas 
de empresas e instituciones interconectadas en un 
campo (o sector) particular” (traducido del inglés por 
el autor). Conforme a lo sostenido en el artículo de

7 V éase un  enfoque crítico  acerca  de la  rep licab ilidad  de los d istri­
tos italianos, en  B ianch i y  M iller (1999).

Porter, tales concentraciones no tienen límites geográ­
ficos definidos en un sentido político (son “manchas” 
de actividad en el mapa y como tales se superponen a 
las fronteras nacionales o internacionales) y sus dos 
características principales son las siguientes: posibi­
litar el surgimiento de actitudes empresariales simul­
táneas de competencia y de cooperación, y permitir 
que cada integrante de la aglomeración se beneficie 
como si operase a una escala mayor o como si se 
hubiese asociado con otros sin sacrificar su flexibili­
dad. El mismo Porter cita a manera de ejemplo las 
concentraciones de empresas en torno al vino en 
California, el cuero en Italia o la industria química en 
Alemania y Suiza.

La fortaleza de las concentraciones de empresas 
especializadas pequeñas y medianas reside, según 
Helmsing (2000), en las economías externas de escala 
y alcance. Este mismo autor cita estudios recientes que 
muestran, primero, la gran variedad de aglomeracio­
nes existentes y, segundo, su heterogeneidad interna. 
De hecho, hay algunas ligadas a actividades que están 
bajo el control de empresas transnacionales a gran 
escala, como podría ser el caso de una potencial aglo­
meración cuprífera en Chile.

Ramos (1997), sostiene que la conformación de 
clusters, a los que llama complejos productivos, tiene 
mucho que ver con el hecho de que la competitividad 
de una empresa es potenciada por la competitividad del 
conjunto de empresas y actividades cercanas. Tal 
competitividad del conjunto deriva de importantes 
externalidades, economías de aglomeración, derrames 
tecnológicos e innovaciones que surgen de la fuerte 
interacción de empresas que se hallan en la misma lo­
calización. Así, el concepto de clusters forma parte del 
amplio campo de las teorías de localización industrial.

Un trabajo emanado de la CEPAL (Buitelaar, 2000), 
contiene una de las revisiones más claras y exhausti­
vas de ese concepto e introduce una interesante clasi­
ficación de los clusters, originada en un trabajo de los 
holandeses Roelandt y den Hertog (1999). Dicha cla­
sificación distingue los niveles nacional-macro, secto- 
rial-meso y empresarial-micro, y tres correspondientes 
conceptos de clusters: enlaces sectoriales en una estruc­
tura económ ica, enlaces in terindustriales e 
intraindustriales, y contactos empresariales, respectiva­
mente. Para Buitelaar, los clusters son, entonces, con­
centraciones geográficas de grupos de empresas e ins­
tituciones enlazadas que constituyen un sistema de 
valor y cuya posición en el mercado se explica por la 
capacidad de aprendizaje del conjunto.
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2. El desarrollo local como un proceso endógeno
de cambio estructural

El concepto de desarrollo endógeno es tan popular 
ahora como el de desarrollo local. No resulta fácil dis­
tinguirlos, pero es casi imprescindible hacerlo.

En primer lugar, hay que separar aguas nueva­
mente entre los conceptos de crecimiento y de desarro­
llo, puesto que en la corriente dominante en materia de 
teorías del crecimiento económico y a partir de los tra­
bajos de P. Romer, R. Lucas, X. Sala y Martin, y otros, 
se ha impuesto el concepto de “crecimiento endógeno” 
para describir un proceso global en el cual el gasto en 
investigación científica y tecnológica —principal fac­
tor de progreso a través del conocimiento— obedece 
a la racionalidad económica, es decir, se gasta en I + 
D porque resulta rentable, como tan expresivamente se 
muestra en relación al genoma humano. El factor resi­
dual de Solow se internaliza en la función de produc­
ción. Sin necesidad de suponer crecimientos exógenos 
de alguna variable, en los modelos de esta especie se 
generan tasas positivas de crecimiento de largo plazo 
de la economía.

Efectivamente, entonces, el crecimiento global es 
ahora considerado como un proceso endógeno; pero 
extrapolar tal situación global a una escala geográfica 
menor, como una localidad, resulta a todas luces con­
fuso ya que, a lo menos desde el punto de vista de las 
decisiones (y hay que concordar que un proceso de 
crecimiento económico es necesariamente el resulta­
do de una matriz de las decisiones que toman diversos 
agentes), el crecimiento local (cualquiera sea su esca­
la precisa) asume en la globalización, inexorablemen­
te, un cariz cada vez más exógeno, debido al carácter 
crecientemente alienígeno de quienes toman las deci­
siones. Esto es, los decisores, aun actuando con la ra­
cionalidad económica más pura, no son, en su gran y 
creciente mayoría, habitantes de ese lugar. En este 
sentido entonces es lícito hablar de un crecimiento 
exógeno subnacional.

Es verdadero, sin embargo, que todo proceso de 
desarrollo constituye, por definición, un proceso 
endógeno que solo compete, en su concepción, en su 
diseño y en su implementación, a una comunidad que 
habita determinada localidad. Esto no parece ser dis­
cutido por especialista alguno, pero hay que ser cui­
dadoso y preciso en el lenguaje y, desde luego, esca­
par de la sinonimia entre crecimiento y desarrollo.

Garofoli (1995), uno de los más notables expo­
nentes del “nuevo regionalismo” europeo, define el 
desarrollo endógeno de la manera siguiente: “Desarro­

llo endógeno significa, en efecto, la capacidad para 
transformar el sistema socio-económico; la habilidad 
para reaccionar a los desafíos externos; la promoción 
de aprendizaje social, y la habilidad para introducir 
formas específicas de regulación social a nivel local 
que favorecen el desarrollo de las características an­
teriores. Desarrollo endógeno es, en otras palabras, la 
habilidad para innovar a nivel local”.

Desde otro punto de vista también podría afir­
marse que la endogeneidad de los procesos de cambio 
territorial habría que entenderla como un fenómeno que 
se presenta en por lo menos cuatro planos que se cor­
tan, se cruzan entre sí.

En primer lugar, la endogeneidad se refiere o se 
manifiesta en el plano político, donde se la identifica 
como una creciente capacidad local para tomar las 
decisiones relevantes frente a diferentes opciones de 
desarrollo, a diferentes estilos de desarrollo, y al uso 
de los instrumentos correspondientes, o sea, la capaci­
dad de diseñar y ejecutar políticas de desarrollo, y 
sobre todo, la capacidad de negociar con los elemen­
tos que definen el entorno del territorio. Detrás de esta 
capacidad hay necesariamente un arreglo político des- 
centralizador.

En segundo lugar, la endogeneidad se manifiesta 
en el plano económico, y se refiere en este caso a la 
apropiación y reinversión local de parte del excedente 
a fin de diversificar la economía local, dándole al 
mismo tiempo una base permanente de sustentación en 
el largo plazo. En el plano económico, endogeneizar 
el crecimiento local significa en la práctica intentar 
conciliar la propuesta estratégica de largo plazo del 
territorio con las estrategias de largo plazo de los seg­
mentos de capital extralocal presentes en el territorio. 
La reinversión local dependerá —naturalmente— de 
las expectativas económicas del territorio y del pacto, 
acuerdo o proyecto político entre las fuerzas sociales 
que se interesan en el futuro y que actúan en función 
de ello.

En tercer lugar, la endogeneidad es también in­
terpretada en el plano científico y tecnológico como la 
capacidad interna de un sistema —en este caso, de un 
territorio organizado— para generar sus propios impul­
sos tecnológicos de cambio, capaces de provocar mo­
dificaciones cualitativas en el sistema mismo. La exis­
tencia de un sistema local de ciencia y tecnología —a 
la Sábato— es una condición de trasfondo.

En cuarto lugar, la endogeneidad se plantea en el 
plano de la cultura, como una suerte de matriz genera­
dora de la identidad socioterritorial, cuestión ahora con­
siderada como fundamental desde el punto de vista de
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un desarrollo bien entendido. La cultura local, recupe­
rada y simultáneamente construida, requiere de una 
retórica colectiva aristotélica: un ethos, unpathos y  un 
logos.

Así pues, el enfoque del desarrollo local como un 
proceso endógeno de cambio cabalga a horcajadas en 
el crecimiento y en el desarrollo. Por lo tanto, com­
parte elementos de exogeneidad propios del crecimien­
to local con otros de endogeneidad propios del desa­
rrollo, puesto que crecimiento y desarrollo, si bien 
estructuralmente diferentes, no son fenómenos inde­
pendientes, aunque su articulación sea compleja y no 
del todo conocida. Las instituciones, las organizacio­
nes y los actores, categorías todas que pertenecen al 
lugar, pasan a ser los elementos relevantes desde el 
punto de vista del diseño de políticas.

3. El desarrollo local como empoderamiento de
la sociedad local

Desde la Organización de Cooperación y Desarrollo 
Económicos (OCDE, 2001) ha surgido una nueva pro­
puesta de desarrollo local fundada en la devolución de 
competencias ejecutivas a los estamentos locales. Se 
sostiene que la globalización exige la devolución de 
capacidades hacia el ámbito local.

La gente suele ver la devolución y la globalización 
como dos fenómenos opuestos. Uno es un proceso de 
aumento de la localización de las decisiones; el otro 
es un proceso de incremento de la internacionalización 
de las interacciones económicas. Sin embargo, ambas 
tendencias son interdependientes, puesto que para com­
petir exitosamente en una economía globalizada, los 
territorios necesitan cada vez más políticas que ayu­
den a construir y a explotar las capacidades endógenas.

La globalización supone crecientes flujos interna­
cionales de capital y tecnología y una ampliación de 
los mercados internacionales y de la competencia. Esto 
está creando la necesidad de ajustes económicos más 
rápidos y más profundos que en el pasado. Al mismo 
tiempo, el desempeño de las regiones y ciudades apa­
rece como menos ligado a la suerte de la economía 
nacional y más afectado por los acontecimientos inter­
nacionales. La globalización está cambiando la racio­
nalidad de la intervención pública en términos de cómo 
regular la economía y cómo colocar las políticas pú­
blicas en su lugar es decir, cómo reconocer competen­
cias subnacionales.

Queda abierta la puerta para que las propias so­
ciedades territoriales asuman (o recuperen) competen­
cias que las capaciten para intervenir en sus propios

procesos de cambio social, ya sea el crecimiento o el 
desarrollo. Es interesante comprobar que la dinámica 
globalizadora hace que las hipotéticas curvas de de­
manda (social) de autonomía local y de oferta (esta­
tal) de autonomía local se crucen aquí y ahora y no casi 
en el infinito. Es clara la importancia que este fenó­
meno adquiere en los procesos de configuración de 
asociaciones supranacionales, como el Mercosur, por 
ejemplo. No obstante, nada es automático y todo re­
quiere de una “inteligencia” colectiva que ha de ser 
potenciada.

Puede concluirse que la globalización, en tanto 
proceso que busca simultáneamente formar un solo 
espacio de mercado y múltiples territorios de produc­
ción, contiene fuerzas que empujan la diseminación 
territorial de segmentos de variadas cadenas de valor, 
al tiempo que hace surgir fuerzas de descentramiento 
y de descentralización, así como de centralización y 
concentración. Dada esta combinación de efectos, pue­
de afirmarse que la globalización estimula el surgi­
miento de procesos de crecimiento local, lo que no 
significa que estimule también procesos de desarrollo 
local. La localización de segmentos de cadenas de valor 
en forma discontinua sobre el territorio mundial pue­
de potenciar estructuras latentes o puede crear estruc­
turas a partir de las cuales se configuren distritos in­
dustriales, medios innovadores o clusters, pero no 
parece haber nada de mecánico en ello. Potenciados o 
creados, fenómenos como los descritos pasan a ser 
condiciones del entorno para sostener procesos de 
desarrollo, los cuales requerirán —más que los proce­
sos de crecimiento— intervenciones sociales inteligen­
tes. Que la globalización estimule o no procesos de 
cambio social altamente endógenos en algunos terri­
torios, dependerá de las dialécticas que se pongan en 
juego y ello estará ligado a la devolución de capacida­
des y competencias que las exigencias de la competi- 
tividad harán recaer en el Estado. Lo que parece claro 
es la necesidad de contar con sociedades locales infor­
madas, motivadas, poseedoras del conocimiento míni­
mo para entender el propio proceso globalizador, y 
consensuadas para actuar proactivamente, o sea, social­
mente organizadas.

Haddad (s/f), basándose en Boisier (1991), seña­
la en un informe sobre el desarrollo humano en el 
Mercosur que esta capacidad de organización social de 
la región es el factor endógeno por excelencia para 
transformar el crecimiento en desarrollo, a través de 
una compleja malla de instituciones y  agentes del de­
sarrollo articulados por una cultura regional y  por un 
proyectopolítico (traducido del portugués por el autor).
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III
La conformación de espacios supranacionales 

en la globalización latinoamericana: 

efectos sobre los procesos locales de 

crecimiento y desarrollo

A partir de la década de 1980 la integración económi­
ca latinoamericana ha resurgido con un dinamismo 
notable. Este proceso ha tenido lugar en un contexto 
económico nacional e internacional radicalmente dis­
tinto del pasado. En efecto, mientras que antes se pri­
vilegió una estrategia sustitutiva de importaciones, en 
un entorno mundial donde el proteccionismo era un 
fenómeno de importancia relativa mayor, en la actua­
lidad los diferentes países profundizan la apertura, 
desregulación y privatización de sus economías, en un 
marco externo de creciente globalización. En este 
marco, a comienzos del decenio de 1990, Argentina, 
Brasil, Paraguay y Uruguay constituyeron el Mercosur 
con el objeto de formar un espacio económico a fines 
del año 1994, donde fuese libre la circulación de bie­
nes, servicios y factores productivos entre los países 
miembros y hubiese un sistema de aranceles externos 
comunes, con coordinación de las políticas 
macroeconómicas y sectoriales y con armonización de 
las legislaciones de los países miembros. En 1994 se 
firmó el Tratado de Ouro Preto, dando origen formal­
mente al MERCOSUR, una unión aduanera semicompleta 
(95% del comercio intrarregional circula sin derechos 
aduaneros) y también una unión aduanera imperfecta 
(los aranceles externos comunes cubren cerca del 85% 
de los productos comercializados por el bloque con 
terceros países). En 1996, el Mercosur y Chile firma­
ron un Acuerdo de Complementación Económica 
(ACE), que agregó al programa de liberación para el 
comercio de los bienes que cumpliesen con el requisi­
to de origen, un Protocolo de Integración Física desti­
nado a promover el desarrollo y la utilización de la 
infraestructura física, haciendo particular hincapié en 
el establecimiento de corredores bioceánicos.8

8 L a im plem entación  de corredores b ioceánicos tiene  de po r sí con­
siderables im pactos territo ria les, pero  en  este tem a  se avanza con 
len titud  debido a  restricciones financieras y  de o tra  índole.

Evidentemente, el resultado inmediato más bus­
cado mediante los diversos tipos de acuerdos surgidos 
al amparo de la globalización es el aumento de los 
flujos de comercio de bienes y servicios dentro de los 
nuevos espacios económicos. Al desaparecer las barre­
ras y al unificarse el mercado se modifican o pueden 
modificarse tres conjuntos de precios: el precio relati­
vo entre bienes transables y no transables, el de la 
divisa, y el del salario real. Unificado el mercado, el 
comercio de bienes y servicios homólogos dependerá 
estrictamente de las competitividades relativas, en parte 
basadas en ventajas comparativas estáticas y en parte 
en ventajas comparativas dinámicas. Por ejemplo, es 
difícil para el sector cárneo de la actividad pecuaria 
chilena y de sus regiones de base competir con la pro­
ducción de la pampa húmeda argentina, si tal compe­
tencia se basa solo en ventajas estáticas; es más fácil 
o más amplia la competencia cuando entran en juego 
algunas ventajas dinámicas, como por ejemplo, la 
tipificación o la capacidad para controlar la fiebre 
aftosa, como de hecho ocurre.

En todo caso, es claro que la emergencia de un 
nuevo patrón de comercio, que no sólo resulta de 
ampliar una relación comercial previa sino principal­
mente de introducir nuevos productos y de modificar 
las proporciones del intercambio, tiene un impacto 
definido sobre las “antiguas” regiones y sobre su pro­
ceso de reconfiguración, al generar nuevos espacios de 
comercio y obligar a muchas regiones a enfrentar pro­
cesos de reconversión productiva que no se encontra­
ban en su horizonte inmediato. Difícilmente, por ejem­
plo, las regiones o los territorios chilenos productores 
de arroz podrán soportar a largo plazo la competencia 
uruguaya.

Aquí el abanico se despliega en procesos simul­
táneos de aumento y reducción de producción. Nue­
vamente, y en forma similar al surgimiento de un nue­
vo ordenamiento territorial, ahora lo que se está pro­
duciendo, con el empuje del capital que compite en un 
espacio ampliado, es un proceso generalizado y
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exógeno de reconversión productiva. Esto replantea un 
interrogante: si los países aceptarán la reconversión 
generalizada de manera reactiva o proactiva.

Un aspecto de particular interés en relación a los 
efectos territoriales del Mercosur en algunos países es 
el hecho de que la eliminación de las barreras al co­
mercio tiende a integrar completamente las regiones 
fronterizas9 y a cambiar la magnitud y las fuerzas de 
aglomeración que operaban dentro de las fronteras na­
cionales. Regiones pequeñas o periféricas pueden pa­
sar a integrarse y conformar espacios mayores, que 
operen como centros de aglomeración. En este senti­
do, afirma Vaillant (1997), “la evolución en la espe- 
cialización productiva no tiene una trayectoria 
parsimoniosa. (...) por lo tanto empiezan a pesar otras 
consideraciones al momento de definir el lugar de lo­
calización”. Demás está recordar que en el peculiar 
caso chileno, todas las regiones son de frontera, algo 
poco internalizado en el difuso discurso oficial sobre 
regionalización y desarrollo.

De la globalización emergen cuestiones nuevas, 
como si fuera una caja de Pandora. Por ejemplo, 
emergen nuevos códigos, así como una nueva geogra­
fía (ya descrita), nuevos patrones de comercio, nuevos 
idiomas (mejor dicho, se consolida un megaidioma, el 
inglés), nuevas tecnologías de interconexión. Confor­
me a la lexicografía común, “código” es tanto un con­
junto de reglas y preceptos sobre cualquier materia, 
como un libro en el que se insertan las palabras más 
comunes en el comercio, poniendo junto a cada una 
un grupo arbitrario de letras o números. Sirve para 
comunicarse. en secreto. En cualquiera de estas acep­
ciones, parece claro que la globalización está introdu­
ciendo un nuevo código, que es precisamente el códi­
go de la globalización, sin cuyo entendimiento o 
decodificación no es posible beneficiarse de este pro­
ceso.

En la perspectiva de los nuevos códigos de la 
globalización hay que llamar la atención al papel de 
la pedagogía y de la educación, con el fin de capacitar 
a las personas para comprender las nuevas lógicas en 
juego, única forma de ser sujeto y no objeto de la 
globalización, única posibilidad de transformar en in­
cluyente un proceso globalizador que hasta ahora 
muestra de preferencia su naturaleza excluyente. La 
globalización produce más riqueza que pobreza, es 
cierto, pero también produce más pobres que ricos.

9 Sobre el tem a  de las regiones fronterizas puede verse B oisier (1987) 
y  T orrijos (2000).

Una consecuencia sutil y al mismo tiempo muy 
importante de la globalización es la incorporación de 
países, regiones, empresas y personas a una red mun­
dial que se configura como la función generatriz del 
crecimiento económico en el siglo XXI: si se está en 
la red, se crece; si no se está, no se crece. Pero tam­
bién puede agregarse una sutileza a una afirmación tan 
gruesa: hay que estar y hay que saber estar.

La Internet ilustra claramente el argumento ante­
rior: hay que estar conectado, qué duda cabe, pero hay 
que saber usar la conexión. Para un territorio organi­
zado bajo cualquier modalidad (comuna, provincia, 
región), estar acoplado institucionalmente a la Internet 
es vital, pero si no se tiene la capacidad de crear una 
página web, se está desaprovechando casi todo el po­
tencial de la globalización.

La conformación de nuevos espacios suprana- 
cionales al amparo de la globalización pone frente a 
frente dos tendencias opuestas de localización. Haddad 
(s/f) cita varios argumentos a favor de una reconcen­
tración espacial: i) las innovaciones más rápidas y los 
ciclos de productos más cortos estimulan una mayor 
proximidad espacial entre las actividades de I+D y de 
manufactura; ii) las economías de mano de obra en la 
producción flexible hace que los costos salariales sean 
un factor de interés menor para el traslado a áreas con 
mano de obra más barata; iii) la mano de obra poli­
valente y de alta calificación está concentrada en los 
centros más complejos, y iv) la necesidad de proxi­
m idad fís ica  entre productores y sectores 
subcontratados estimula la concentración. Pero el mis­
mo Haddad también presenta argumentos a favor del 
traslado hacia áreas periféricas: i) la fricción de la dis­
tancia se ha reducido, como subproducto de la revo­
lución científica y tecnológica; ii) la fuerza de traba­
jo en las áreas más complejas, por historia y cultura 
sindical, es más reacia a la flexibilización laboral; iii) 
hay mercados potenciales en las áreas menos desarro­
lladas; iv) las grandes empresas que se instalan en 
áreas periféricas ejercen fuerzas de atracción sobre los 
proveedores para su localización cercana; v) el eleva­
do nivel de competencia internacional fuerza la bús­
queda de costos cada vez menores, incluidos los de 
mano de obra.

En síntesis, es difícil hacer predicciones de me­
diano plazo sobre la geografía resultante de los acuer­
dos supranacionales. Hay, como se dijo, tendencias 
que podrían considerarse como de apoyo al surgimien­
to de procesos localizados de crecimiento que pudiesen 
ser asimilados a las formas analizadas de crecimiento 
local, que a su vez constituirían bases para un desarrollo
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local futuro; pero también hay tendencias que apoyan 
el aumento de la concentración allí donde ya existe, 
conforme al viejo principio que señala que “la concen­

tración es el momento generador de la concentración”, 
tanto más verdadero cuanto más evidentes sean los 
rendimientos crecientes.

IV
¿Qué pueden aportar las universidades 

a estos procesos?

Metafóricamente, se puede decir que la globalización 
es una “caja negra” y que para posicionarse adecua­
damente en ella es imprescindible conocer la clave. Esa 
clave es un marco cognitivo, en gran medida nuevo y 
que cambia a una velocidad asombrosa. Jacques 
Boudeville, el notable geógrafo francés, solía decir que 
la universidad es el cerebro de toda región, para apun­
tar tempranamente a la necesidad de todo territorio de 
recibir, adecuar y crear conocimiento. Probablemente 
hoy día, en que hablamos de conocimiento distribui­
do, habría que hacer compartir el protagonismo 
cognitivo de la universidad con todo un sistema 
cognitivo y de innovación territorial (Méndez, 1993). 
De todos modos, el papel de las universidades locales 
sigue siendo fundamental para apoyar el desarrollo de 
su propio entorno territorial.

La globalización está poniendo en jaque a muchas 
instituciones (normas, arreglos jurídicos, leyes, tradi­
ciones informales) y a muchas organizaciones. Peter 
Drucker ha dicho, quizás con exageración pero no 
equivocadamente, que las universidades no sobrevivi­
rán al paso del siglo XXI. Esto podría derivar de la 
enorme magnitud y crecimiento exponencial del cono­
cimiento en redes virtuales; del uso de entornos y pla­
taformas virtuales, así como de programas computa- 
cionales para el diseño de material educativo digital; 
del empleo de portafolios y equipos distribuidos que 
permiten estudiar a distancia, principalmente progra­
mas de posgrado, y, sobre todo —en mi opinión— de 
la bajísima velocidad de respuesta al cambio de estas 
instituciones que en el occidente datan del siglo XI.

Brunner (2002) escribe al respecto: “El gran 
riesgo es que realmente América Latina se quede ex­
cluida del orden global emergente de una economía 
basada en conocimientos, de la sociedad de la infor­
mación, simplemente porque no hemos tenido la ca­
pacidad en uno de los sectores claves para la incor­
poración a ese nuevo orden, no solamente de hacer los

cambios necesarios, sino de hacer los cambios con la 
velocidad necesaria. Porque en realidad hoy día ya no 
es un problema decir vamos a cambiar o no vamos a 
cambiar. Tal vez cambiar 10 años después de lo que 
era necesario ya no sirve; es una cosa muy dramáti­
ca, pero en realidad, por primera vez ahora el mundo 
está conectado de tal manera que la velocidad de los 
procesos de cambio tiene una importancia esencial. 
Eso al final tiene un solo test, y  es, si en las institu­
ciones de Educación Superior, en cada una de las 
universidades uno ve o no, que hay el predominio de 
una dinámica de cambio por sobre una dinámica de 
conservación o de cerrazón corporativa o de temor 
frente a la sociedad” (citado en Medina, 2002).

A esta preocupación de Brunner se sobrepone 
todavía lo que he denominado la ley universal de la 
descentralización: la eficacia y velocidad de decisión 
de todo organismo público es inversamente proporcio­
nal al cuadrado de la distancia al centro nacional de 
decisiones; esta es una forma irónica de referirse a la 
parsimonia fatal de las organizaciones —universidades 
en primer lugar— ubicadas en “la periferia de la peri­
feria”, es decir, en las lejanas provincias. No hay du­
das de que en el contexto de la globalización, cualquier 
organización ubicada en “la periferia de la periferia” 
está obligada —si quiere sobrevivir— a ser por lo 
menos el doble de eficaz y veloz que sus competido­
ras más centrales, que se benefician mucho más de su 
propio entorno.

Estando la globalización profundamente ligada al 
proceso de innovaciones y siendo este último el resul­
tado de la ampliación del conocimiento, parece claro 
que la condición básica para que una organización 
—sea ella funcional como una empresa o una univer­
sidad, sea territorial como una región o país— pueda 
acoplarse al “centro” de la globalización, es decir, a su 
núcleo dinámico cognitivo, reside en disponer del saber 
necesario y pertinente para ello. Se ha sostenido, por

¿HAY ESPACIO PARA EL DESARROLLO LO CAL EN LA G LO B ALIZAC IÓ N ? • SERGIO BOISIER



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 6 A G O S T O  2 0 0 5 59

ejemplo, que para los países latinoamericanos “la ven­
tana” de las manufacturas microelectrónicas ya se ce­
rró con un candado cuya llave está en manos de algu­
nos pocos países asiáticos y europeos y que, por lo 
tanto, acoplarse ahora al núcleo dinámico de la 
globalización presupone intentar abrir “ventanas” to­
davía más complejas, tal vez biogenéticas, de servicios, 
de nuevos materiales. ¿Cómo pretender hacerlo sin 
disponer del conocimiento necesario?

Como se dijo, suponer que la generación de ese 
conocimiento pudiese ser todavía responsabilidad única 
de la universidad sería un error fatal, en una época en 
que hablamos de conocimiento distribuido, comunida­
des de conocimiento, redes cognitivas, sinergia 
interorganizacional, y en general, de nuevos tipos de 
aprendizaje.

Admitiendo entonces que las universidades de los 
nuevos espacios (como la Unión Europea o el 
Mercosur) tienen hoy un papel importante, pero lejos 
de aquel propio del pasado, hay que exigirles que cum­
plan a cabalidad con sus funciones centrales —de in­
vestigación, docencia y extensión— pero en un nuevo 
entorno de gran exigencia, altamente competitivo y 
cooperativo al mismo tiempo, en el cual la velocidad es 
un elemento crucial. Para ello las universidades —so­
bre todo las subnacionales (regionales, departamentales, 
provinciales e incluso comunitarias, como en el sur de 
Brasil)— deben reafirmar su pertenencia y su pertinen­
cia (Boisier, 1994). La “pertenencia”, entendida como 
la incrustación en una comunidad local, es clave para 
afianzar la identidad de la universidad; en un mundo 
abierto y competitivo la “marca”, la “denominación de 
origen”, contribuye de manera crucial a que se la dis­
tinga entre miles de competidores10 y es clave para ob­
tener apoyo y respaldo económico de la comunidad, 
que “siente” como suya una universidad que ha sido 
capaz de poner de relieve su “pertenencia”. La “perti­
nencia”, entendida como la adecuación entre el que­
hacer universitario y las necesidades de corto y largo 
plazo de la localidad en la cual está inserta y a la cual 
pertenece socialmente, se relaciona con la “excelencia”, 
otra palabra clave en este ámbito. Difícilmente la Uni­
versidad del Comahue (Argentina) o la Universidad 
Austral (Chile) o la Universidad de Santa Cruz do Sul 
(Brasil) pueden ser centros de excelencia académica en 
todos los campos disciplinarios. Necesariamente la 
especialización será la vía para alcanzar el estatus de

10 N adie sabe m ás de esto que los p roductores de vino.

universidad nacional,11 importante a la hora de captar 
“clientes” y recursos.

Según Pérez (2004), los factores que refuerzan o 
debilitan  el aporte de las universidades a la 
competitividad de su entorno son:

Las características del entorno: nivel de desarro­
llo económico y tecnológico; entorno empresarial y 
organizativo; dotación y uso de capital humano; espe- 
cialización de la economía e intensidad tecnológica.
— Las características de las universidades: recursos 

humanos y financieros; especialización científica; 
cultura organizacional y valores predominantes; 
eficiencia, productividad y calidad docente y de 
investigación.

— El funcionamiento de los enlaces: sistema de in­
vestigación, desarrollo e innovación; difusión de los 
resultados; financiamiento de dichas actividades. 
La pregunta clave es, por cierto, en qué pueden

contribuir las universidades a que “su” territorio, so­
bre la base del conocimiento, se posicione mejor en la 
globalización. La respuesta es múltiple, como se verá 
a continuación.
i) En materia de formación

— Preparar a más ciudadanos para asimilar más 
conocimientos y para participar en un pro­
ceso de cambio permanente y rápido.

— Mejorar el capital humano, formando más 
científicos e ingenieros fuertemente imbuidos 
de valores.

— Mejorar la inserción laboral de los egresados, 
dándoles una formación que fomente la vo­
cación empresarial y que les prepare para 
contribuir al proceso de innovación.

ii) En investigación y  desarrollo (I+D)
— Reforzar la investigación: más investigación 

y de mejor calidad.
— Reforzar la conexión entre innovación y em­

presa.
iii) En relación con el cambio estructural de la eco­

nomía
— Apoyar la creación de empresas de base tec­

nológica mediante “incubadoras” y otros me­
canismos.

11 Por ejem plo, un  b rillan te egresado de la  educación m edia  en  C hile 
que quisiese estud iar M edicina V eterinaria, e leg iría  con  to d a  segu­
ridad  com o p rim era opc ión  la  U niversidad  A ustral de C hile en  la 
c iudad de V aldiv ia, porque es un  estab lecim ien to  que en  esa  carre ­
ra  p rofesional ostenta  el m ás alto rango académ ico del país y, por
lo tan to , se constituye en  ese cam po en  una  “un iversidad  nacional” .
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— Apoyar la mejora tecnológica de las empre­
sas y los sectores existentes mediante pro­
gramas sistemáticos de transferencia tecno­
lógica.

iv) En relación al desarrollo regional
— Contribuir a las estrategias locales y regio­

nales para el desarrollo del territorio en la con­
temporaneidad (conocimiento más valores).

Este últim o punto requiere am pliación y 
profundización. ¿Qué significa “contribuir a las estra­
te g ia s .”? ¿Cuál puede ser este aporte? Parece eviden­
te que no puede limitarse a contribuciones a nivel 
microeconómico, esto es, a nivel de empresas o acti­
vidades; el nivel mesoeconómico parecería ser el apro­
piado para concretar los aportes.

Si se admite que tanto el crecimiento económico 
de un territorio como su desarrollo son procesos co­
lectivos y sinérgicos, se sigue que el logro de ambos 
presupone una forma de coordinación de los diversos 
agentes involucrados (tomadores de decisiones), de 
manera que la matriz de decisión resultante muestre 
una elevada coherencia interna y una dirección 
preestablecida.

Esta coordinación es por definición horizontal y 
heterárquica, ya que de otra forma sería una imposición. 
¿Cómo llegar a ese resultado? La respuesta parece en­
contrarse en el campo de la lingüística, es decir en el 
uso de la palabra, el discurso y la conversación para 
crear un futuro y para generar consenso social.

Esto no puede sino ser el resultado de un com­
plejo proceso para introducir en el cuerpo colectivo una 
energía externa, una forma de “negentropía” que he­
mos denominado “sinergia cognitiva”, definida como 
un conocimiento científico compartido por la mayoría 
(aunque no necesariamente por la totalidad) de los 
agentes sociales, acerca de la naturaleza y dinámica de 
los procesos de cambio social que se dan en el territo­
rio: el crecimiento y el desarrollo, estructuralmente 
diferentes pero no del todo independientes (Boisier, 
2000). En síntesis, esto equivale a descubrir y a adop­
tar dos cuerpos cognitivos que “empoderan” al colec­
tivo para intervenir contemporáneamente en la promo­
ción tanto del crecimiento como del desarrollo.

Se trata en primer lugar de adoptar en la práctica 
diaria una visión territorial que permite entender el 
territorio, cualquiera sea su escala, como i) un siste­
ma; ii) un sistema abierto, y iii) un sistema abierto y 
complejo. No es muy sencillo, pero en definitiva no 
hay nada que inventar desde el punto de vista 
cognitivo, sólo adaptar conocimiento ya creado, ven­
ciendo por cierto toda clase de rigidez mental.

En segundo lugar, hay que abrir espacio mental 
para un segundo marco cognitivo, nuevo, que permite 
entender cuáles son hoy día los factores determinan­
tes tanto del crecimiento como del desarrollo y bajo 
qué modalidad de relación sistema/entorno ellos se 
producen.

Esto lleva, en apretada síntesis, a sostener que el 
crecimiento de un territorio depende ahora de seis fac­
tores: i) la acumulación de capital; ii) la acumulación 
de progreso técnico; iii) la acumulación de capital 
humano; iv) la demanda externa; v) los efectos territo­
rialmente diferenciados del cuadro de política macro- 
económica, y vi) el proyecto nacional o proyecto país 
y su desdoblamiento territorial. Como se anticipó más 
atrás, siendo los agentes decisores, en su mayoría, 
externos al territorio, es legítimo sostener que desde 
este punto de vista el crecimiento subnacional consti­
tuye esencialmente un proceso exógeno. Puede agre­
garse, desde el punto de vista sistémico, que el creci­
miento territorial es una función de la interacción del 
sistema y su entorno.

Por otro lado, y considerando el carácter estricta­
mente endógeno del desarrollo territorial, puede sos­
tenerse que este proceso depende de la sinapsis y de 
la sinergia que opera entre seis subsistemas pertene­
cientes al sistema territorial en cuestión y que definen 
su complejidad: i) el subsistema de acumulación; ii) el 
subsistema axiológico; iii) el subsistema de toma de 
decisiones; iv) el subsistema de procedimientos; v) el 
subsistema organizacional, y vi) el subsistema subli­
minal. El desarrollo es visto entonces como una emer­
gencia sistémica o como una propiedad evolutivamente 
emergente de un sistema territorial complejo.

En tercer lugar, como ha sido insinuado en varias 
oportunidades, ambos procesos territoriales de cambio 
están profundamente articulados con el nuevo entorno 
territorial, en un complejo de procesos que están cris­
talizando en la actualidad y que se asocian al surgi­
miento de tres nuevos escenarios para los territorios: 
un nuevo escenario contextual (apertura externa e in­
terna), un nuevo escenario estratégico (nueva geogra­
fía y nuevas modalidades de gestión) y un nuevo es­
cenario político (modernización del Estado y nuevas 
funciones de gobierno subnacional).

Parece evidente, admitida incluso a priori la va­
lidez de las hipótesis anteriores, que entender estos 
temas es un requisito indispensable para minimizar los 
errores de las intervenciones o, a la inversa, para 
maximizar las probabilidades de éxito de ellas.

En la práctica, todo esto se transforma en un 
verdadero imperativo docente, de investigación y de
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extensión para las universidades locales. Son ellas las 
instituciones privilegiadas, pero no las únicas, para de­
sarrollar permanentemente estos conceptos, para entre­
garlos en programas contemporáneos de formación de 
pregrado y posgrado —en este último caso, en progra­
mas dirigidos al tema del desarrollo territorial— y para 
difundirlos a un público más amplio. Después de todo,

Dror (1994) tiene mucha razón al sostener que se “re­
quieren elites de gobernación democráticas, y adecua­
damente cualificadas para representar el futuro y los in­
tereses de la humanidad, y para perfeccionar el eslabón 
entre conocimiento y poder. Al mismo tiempo deben ha­
cerse vigorosos esfuerzos para elevar el nivel de enten­
dimiento popular en relación con temas complejos”.

V
Conclusiones

El proceso de globalización produce importantes cam­
bios en la geografía de la producción, no sólo manufac­
turera, sino en su acepción más amplia, incluyendo ac­
tividades como la agricultura y el turismo. La libre cir­
culación del capital en nuevos espacios ampliados de 
comercio y los procesos de reconversión a los que se 
ven empujados los territorios, sumados a las innovacio­
nes tecnológicas, generan nuevos mapas productivos, 
con sus inevitables balances de pérdidas y ganancias.

Las nuevas actividades en nuevos espacios abren 
posibilidades ciertas de generar procesos de crecimien­
to local, los cuales pueden servir de base y entorno para 
procesos más complejos de desarrollo local endógeno. 
Que los procesos de crecimiento se asimilen o no a los 
modelos comentados —distritos industriales, concen-

tración geográfica de empresas, cambio endógeno— 
dependerá de la calidad de la respuesta local, 
influenciada a su vez por la catálisis que los sistemas 
locales de investigación y desarrollo, principalmente 
las universidades, puedan introducir en el medio local.

El papel de las universidades subnacionales, es­
pecialmente, resulta de la mayor importancia, no sólo 
en términos de la transferencia tecnológica a procesos 
fabriles y organizacionales. El aporte crucial de las 
universidades debe manifestarse en su contribución a 
la creación y difusión de marcos cognitivos nuevos, 
contemporáneos y pertinentes para dar respaldo cien­
tífico a las intervenciones de la propia sociedad sobre 
los dos procesos de cambio social más importantes para 
ella misma: el crecimiento y el desarrollo territorial.
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E
1  J ste artículo analiza la trascendenc ia  para la región la tinoam erica­

na del proced im iento  de solución de controversias que, en 1994, ap ro ­

ba ra  el A cuerdo  de M arrakech por el que se estab lece la O rgan ización 

M undial de Com ercio (o m c ). Su trascendenc ia  proviene del aum ento del 

volum en del com erc io  internacional de la región y el increm ento cons i­

gu iente de las controversias com ercia les en que partic ipa. El p ro ced i­

m iento se ap lica  a las controversias entre a lgunos de los 148 países 

m iem bros respecto de las m aterias que abarca  d icho A cuerdo  y los 29 

acuerdos m ultilaterales conexos que son su parte integrante. Destaca 

sus d ife rencias con las anteriores normas del g a t t  y los dem ás p ro ced i­

m ientos de so luc ió n  de co n tro ve rs ias  in te rna c ion a les . D e scribe  los 

a c u e rd o s  q u e  han g e n e ra d o  el m a yo r n ú m e ro  de  c o n tro v e rs ia s  

— antidumping, de subvenciones y m edidas com pensatorias, y de salva­

guard ias— , com enta la po lítica de Estados Unidos y detalla las con tro ­

versias en que han pa rtic ipado  los países la tinoam ericanos, con espe­

cial referencia a la experiencia  de Brasil.
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I
Introducción

De todos los organismos internacionales existentes, el 
más importante para América Latina, en nuestra opi­
nión, es la o m c . Según un autor, sería el organismo in­
ternacional de mayor gravitación económica en el 
mundo.1

Su importancia está asociada a las reformas 
macroeconómicas y de apertura comercial del decenio 
de 1980, que convirtieron al comercio internacional en 
el motor principal del desarrollo económico de la re­
gión latinoamericana, y cuyo volumen prácticamente 
se triplicó en diez años.2 En efecto, en 1994 las expor­
taciones e importaciones de la región sumaban 323.000 
millones de dólares y, en 2004, se elevaron a 860.000 
millones. Paralelamente, el aumento del volumen del 
comercio mundial en el mismo período estuvo acom­

pañado, como es lógico, del aumento consiguiente de 
las controversias o diferencias comerciales internacio­
nales. Estos distintos factores explican la importancia 
crítica para los países de la región del procedimiento que 
administra el Órgano de Solución de Diferencias (o s d ) 
de la o m c .3

Este artículo analiza la trascendencia para la región 
latinoamericana del mencionado procedimiento o Enten­
dimiento sobre solución de diferencias en la o m c  (al que 
en adelante llamaremos Entendimiento) y que abarca los 
temas siguientes: evolución histórica e institucionalidad; 
innovaciones y comparación con otros procedimientos; 
política de Estados Unidos; controversias más frecuen­
tes; experiencia de los países latinoamericanos y del Ca­
ribe; experiencia de Brasil, y conclusiones.

II
Evolución histórica e 

institucionalidad de la o m c

1. Antecedentes

En 1946 la Conferencia de Bretton Woods dio naci­
miento al Banco Mundial, al Fondo Monetario Inter­
nacional (f m i) y a la Organización Internacional del 
Comercio o, según su sigla en inglés, i t o  (International 
Trade Organization). Esta trilogía de instituciones tuvo 
por objeto promover las inversiones para el desarrollo 
y regular las balanzas de pagos y el comercio interna­
cional, respectivamente. La creación de la i t o  fue ne­
gociada por las Naciones Unidas y culminó en la Car­

□  El au to r h a  sido incluido a  p ropuesta  del G obierno  de C hile en 
la  lis ta  ind ica tiva  de expertos no gubernam entales de la  o m c . Fue 
p anelista  en  el reclam o de C anadá con tra  E stados U nidos po r los 
derechos com pensatorios provisionales ap licados a  las im portacio ­
nes de m adera  b landa, y  en  el reclam o de B rasil y  otros países 
con tra  las C om unidades Europeas po r sus subsid ios al azúcar.
1 Véase The W orld Trade Organization. Constitution a nd  Jurisprudence  
(Jackson, 1999, p.101).
2 El com ercio exterior representó en 2004 el 44%  del p ib  de la  región
( c e p a l , 2004, p. 8, y  c e p a l , 1994, p. 39).

ta de La Habana de 1948. Paralelamente, la liberación 
de los aranceles comerciales fue regulada por el Acuer­
do General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 
1947, más conocido como GATT, cuya aplicación y su­
pervisión fue asignada a la i t o . Sin embargo, el Con­
greso de los Estados Unidos rechazó establecer la i t o , 
con lo cual quedó vigente el G A TT pero sin esa 
institucionalidad. Esa vigencia, además, fue solo pro­
visional por cuanto el Acuerdo nunca obtuvo el número 
de ratificaciones exigido por su estatuto.4 Estos vacíos 
los llenaron la secretaría temporal que creara las Na­
ciones Unidas y que, con el tiempo, se convirtió en se­
cretaría permanente, y el artículo XXV que estableció

3 E l oSD fue  establecido  p o r el artícu lo  2 del E ntend im ien to  que se 
aprobó en  M arrakech  ju n to  con  la  creación  de la  o m c .

4 El artículo  X X V I del GATT exigió p a ra  la  en trada en v igencia  del 
A cuerdo  la  acep tación  de los gobiernos enum erados en el A nexo H  
cuyos territo rios represen taran  el 85%  del com ercio  ex terio r total 
de los te rrito rios de esos gobiernos. El plazo  fijado po r esta  d ispo­
sición  expiró sin  que se log rara  e sa  aceptación. V éase Petersm ann 
(1997, vol. II, p.46).
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un mecanismo de reuniones de las partes contratantes 
para asegurar la ejecución del Acuerdo, las que al ac­
tuar colectivamente se llamarían Partes Contratantes.

Además de exhibir esta débil institucionalidad, el 
g a t t  nació con dos grandes limitaciones. La primera fue 
la escasa presencia de países en desarrollo, ya que solo 
había siete de ellos entre los 23 miembros originales del 
g a t t . De América Latina, los miembros originales y 
suscriptores del Acuerdo fueron Brasil, Chile y Cuba.5

La segunda limitación fue que su actividad estu­
vo limitada exclusivamente a la regulación de los aran­
celes aduaneros del comercio de bienes entre los paí­
ses industrializados, sobre la base de los principios de 
trato nacional y de nación más favorecida. A pesar de 
estas limitaciones, el GATT logró subsistir y perdurar 
durante prácticamente 50 años. Además, a través de sus 
ocho rondas de negociaciones, pudo adoptar decisio­
nes, resoluciones y protocolos que le permitieron evo­
lucionar y ampliar su radio de acción, su represen- 
tatividad y, muy gradualmente, sus responsabilidades 
hacia los países en desarrollo.

2. Las controversias bajo el g a t t

Las controversias bajo el g a t t  en el período 1948-1994 
del g a t t  se rigieron por sus artículos XXII y XXIII, 
los que, como se explica más adelante, permanecen 
vigentes. Estos artículos establecieron el derecho de los 
Miembros a formular, en los términos allí indicados, 
consultas o reclamos relativos a la aplicación del Acuer­
do. Sin embargo, no establecieron un procedimiento para 
administrar las controversias; y entregaron a las Partes 
Contratantes —y no a órganos independientes— la au­
toridad para resolver esas controversias. Tampoco se 
contempló un procedimiento de apelación.

Durante las etapas iniciales, las disputas eran so­
metidas directamente a las Partes Contratantes; poste­
riormente, las resoluciones fueron entregadas a grupos 
de trabajo de hasta 20 delegados o representantes de 
los gobiernos —inclusive de las partes en disputa— 
cuyas recomendaciones se entregaban a las Partes 
Contratantes para su decisión final. En 1952 se esta­
blecieron paneles para resolver los reclamos fundados 
en el citado artículo XXIII y se acordó el principio 
según el cual se presume que una medida que infringe 
los acuerdos contraídos constituye un caso de nulidad

5 V éase el preám bulo  del g a t t  de 1947, en L o s  resu ltados de la 
R o n d a  U ruguay de negociaciones com ercia les m ultilaterales. L os  
textos ju r íd ico s  (g a t t , 1994, p. 504). Las p róx im as citas al A cuerdo 
so b re  la  o m c  y  a  los a cu e rd o s  co n ex o s , to d o s  a p ro b ad o s  en 
M arrakech, se re fie ren  a  d icha publicación.

o menoscabo de los beneficios conferidos por las nor­
mas del g a t t . En virtud de esta modificación, los 
miembros de los paneles ya no podían provenir de las 
partes en disputa, pero sus recomendaciones continua­
ban siendo entregadas a la decisión final de las Partes 
Contratantes. Las sucesivas resoluciones adoptadas a 
partir de 1952 suplieron la falta de un procedimiento 
definido y culminaron en 1989 con la aprobación de 
una nueva normativa, más elaborada y objetiva, que 
rigió hasta el término de la Ronda Uruguay.6

Sin embargo, el hecho de que las decisiones fina­
les exigieran el consenso de todas las Partes Contratan­
tes, inclusive de las partes en disputa, significó que, en 
definitiva, las controversias se resolvieran por la vía 
diplomática o política. Durante el período 1948-1994 se 
resolvieron 196 disputas, pero solo en un caso se auto­
rizó la suspensión de concesiones por incumplimiento 
de las obligaciones de un Miembro bajo el Acuerdo.7

3. Estructura institucional de la omc

Antes de la actual y aún no concluida Ronda Doha, la 
Ronda Uruguay fue la última ronda de negociación del 
g a t t  y la primera en un país en desarrollo. Culminó 
con la reunión de Marrakech, de 15 de abril de 1994, 
y la aprobación por los 124 países participantes y las 
Comunidades Europeas8 del Acuerdo de Marrakech por 
el que se establece la creación de la o m c  (al que en 
adelante llamaremos Acuerdo sobre la o m c ), y de 29 
acuerdos multilaterales conexos, 28 decisiones ministe­
riales y declaraciones, cuatro acuerdos plurilaterales9 y 
un entendimiento respecto de compromisos financieros.

Las negociaciones de la Ronda Uruguay se desa­
rrollaron a nivel político y de ministerios de comercio. 
Sin embargo, la solución de las controversias genera­
das por la aplicación de los acuerdos respectivos han 
sido y son materias fundamentalmente jurídicas, como 
lo explicamos más adelante.

En contraste con la fragmentación que imperó 
bajo el g a t t , en que no todas las partes ratificaron los 
mismos acuerdos (por ejemplo, dos tercios de los 
miembros no suscribieron los acuerdos de la Ronda

6 D ecisión  de las Partes C ontratantes del g a t t , de 12 de abril de 
1989, que aprobó no rm as y  p roced im ien tos pa ra  la  so lución  de 
d iferencias (o m c , 1995, p. 638).
7 V éase Petersm ann  (1997, vol. II, p. 46).
8 En la  nom enclatu ra  de la  o m c  se u tiliza  la  denom inación  “C om u­
n idades E uropeas” p a ra  referirse  a  la  U n ión  Europea, espec ia lm en­
te  en  re lación  con los procesos de so lución de controversias. Por 
ese m otivo  en  este artícu lo  aparecen  am bas denom inaciones.
9 Los cuatro  acuerdos com erciales p lu rilatera les solo obligan  a  los 
países que los ratificaron.
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Tokyo de 1979), el Acuerdo sobre la o m c  y los acuer­
dos conexos aprobados en Marrakech constituyen un 
acuerdo global integrado cuyos textos son igualmente 
obligatorios para la totalidad de los Miembros.10 La 
normativa de la OMC se extiende no solo al comercio 
de bienes y servicios sino también a los subsidios, 
salvaguardias, medidas antidumping, normas de origen 
y demás materias comprendidas en los 29 acuerdos 
mencionados. La o m c  es una organización con perso­
nalidad jurídica internacional —lo que no fue el caso 
del GATT— y tiene la responsabilidad de supervisar la 
aplicación del acuerdo principal y sus acuerdos co­
nexos, incluido por cierto el Entendimiento.11

Los 148 países miembros siempre forman parte 
de los tres principales órganos de la o m c  — la Confe­
rencia Ministerial, el Consejo General y el Órgano de 
Solución de Diferencias (o s d )—  y están representados 
en ellos. Esta original modalidad asegura el carácter 
multilateral y la representatividad de las decisiones de 
dichos órganos:
i) la Conferencia Ministerial está conformada por los 

representantes ministeriales de los Estados Miem­
bros. Se reúne cada dos años y tiene autoridad para 
resolver todos los asuntos comprendidos en los 
acuerdos multilaterales adoptados en Marrakech;

ii) el Consejo General está conformado por los re­
presentantes acreditados en Ginebra de los gobier­
nos de los mismos Estados Miembros. En los 
intervalos entre las reuniones de la Conferencia 
Ministerial desempeña las funciones de esta. Se 
reúne con la frecuencia que considera proceden­
te y administra y supervisa los distintos Consejos 
establecidos por el Acuerdo (comercio de servi­
cios, mercancías y aspectos comerciales relacio­

nados con la propiedad intelectual)12 y desempe­
ña además, cuando procede, las funciones de 
Órgano de Solución de Diferencias;

iii) el Órgano de Solución de Diferencias (OSD) está 
conformado por los mismos representantes del 
Consejo General. Administra las normas y proce­
dimientos del Entendimiento y la solución de las 
diferencias que surjan de la aplicación de los 
acuerdos multilaterales abarcados. Sus funciones, 
como se ha dicho, son desempeñadas por el Con­
sejo General. Se reúne mensualmente, puede te­
ner su propio presidente y aprobar las normas que 
sean necesarias para el cumplimiento de sus fun-
ciones;13 y

iv) una Secretaría a cargo de un Director General que 
es designado por la Conferencia Ministerial y que, 
a su vez, designa al personal, se desempeña como 
jefe del personal y establece sus deberes y condi­
ciones de servicio. Tanto el Director General como 
el personal de la Secretaría son funcionarios in­
ternacionales y no responden a las instrucciones 
de gobierno alguno.14

En las reuniones de la Conferencia Ministerial y 
del Consejo General, cada miembro tiene un voto. La 
práctica del GATT y de la OMC es que las decisiones se 
adoptan por consenso, el cual se produce cuando nin­
gún Miembro presente en las reuniones en que estas se 
adoptan se opone formalmente a ellas. Así, una ausen­
cia o abstención no impide el consenso. A falta de con­
senso y salvo disposición en contrario, las decisiones de 
la Conferencia Ministerial y del Consejo se adoptan por 
la mayoría de los votos emitidos.15 La disposición en 
contrario, o excepción a esta regla, son las decisiones 
del o s d , que solo pueden adoptarse por consenso.16

III
El procedimiento de la o m c  para 

la solución de diferencias

Algunas innovaciones de la OMC en el procedimiento 
de solución de diferencias, que lo distinguen de cual­
quier otro procedimiento internacional similar y que 
explican su eficiencia y eficacia, son entre otras las re­

10 A rtícu lo  II (2) y  (3) del A cuerdo sobre la  o m c .

11 V éase los artículos V III y  III del A cuerdo sobre la  OMC.

ferentes a la obligatoriedad y exclusividad de su juris­
dicción, el carácter multilateral, la automaticidad, el

12 V éase el artícu lo  IV (5) del A cuerdo sobre la  o m c .

13 V éase el artícu lo  IV (3) del A cuerdo sobre la  o m c .

14 V éase el artícu lo  V I del A cuerdo sobre la  o m c .

15 V éase el artícu lo  IX  (I) del A cuerdo sobre la  o m c .

16 V éase el A rtículo  2 (4) del Entendim iento.
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predominio de la ley en la resolución de las controver­
sias, la preferencia por soluciones no contenciosas, el 
bajo costo, la rapidez y las modalidades de cumpli­
miento y ejecución de las resoluciones.

1. Jurisdicción

La jurisdicción de la o m c  es obligatoria, exclusiva, 
excluyente y multilateral.

Todo país Miembro que considera que otro Miem­
bro ha infringido sus obligaciones bajo la o m c  o sus 
acuerdos conexos, o que sus beneficios han sido 
menoscabados o anulados, tiene el derecho de iniciar 
—mediante las consultas correspondientes— el proce­
dimiento de solución de diferencias.17 En ciertos casos, 
un Miembro con un interés comercial sustancial pue­
de —con la aceptación del Miembro solicitante— aso­
ciarse a las consultas18 y procedimientos posteriores.

El Miembro emplazado, a su vez, está obligado a 
responder y no puede —como en otros organismos— 
cuestionar con éxito esa jurisdicción, por cuanto esta 
ya fue aceptada cuando ratificó el Acuerdo sobre la 
o m c  y los acuerdos multilaterales conexos. Esta parti­
cularidad debe contrastarse con los procedimientos de 
otros tribunales internacionales donde los cuestiona- 
mientos a la jurisdicción y otras incidencias son fre­
cuentes y pueden retrasar u obstaculizar por años la 
resolución del fondo de una controversia.

La jurisdicción es también exclusiva y excluyen- 
te en el sentido de que cualquier infracción a los acuer­
dos de la o m c  solo puede ser juzgada o reparada con­
forme a sus normas y procedimientos.19 Un país Miem­
bro no puede demandar a otro o pretender reparacio­
nes por tales infracciones ante una jurisdicción o me­
diante procedimientos, nacionales o internacionales, 
distintos de aquellos establecidos por el sistema de la 
o m c  y el Entendimiento.

El procedimiento es también multilateral en un 
doble sentido. En primer lugar, porque una vez infrin­
gido o cuestionado un acuerdo, el afectado no puede, 
legítimamente, responder con acciones unilaterales sin 
incurrir, a su vez, en una infracción. Su única acción 
posible debe canalizarse a través del procedimiento 
multilateral de la o m c . En segundo lugar, porque cada 
etapa del procedimiento debe ser aprobada por el o s d  

que está integrado por los representantes del conjunto

17 E ntendim iento , artícu lo  4 (4).
18 Entendim iento , artícu lo  4 (11).
19 Entendim iento , artícu lo  23 (1) y  (2).

de los Miembros de la o m c . Así, por ejemplo, la ini­
ciación de consultas, la formación y fallo de un panel, 
el fallo del Órgano Permanente de Apelación (en ade­
lante Órgano de Apelación) o las resoluciones que 
aprueban la suspensión de concesiones u obligaciones, 
deben ser aprobadas por el o s d . Además, una vez ini­
ciado el procedimiento, cualquier solución acordada 
mutuamente entre las partes debe ser concordante con 
la o m c  y sus acuerdos conexos, y notificarse al o s d  y 
Comités correspondientes. Esto último permite que 
otros Miembros puedan cuestionar las consecuencias 
que esa solución bilateral pueda tener sobre los acuer­
dos multilaterales respectivos.20

2. Resolución de diferencias: predominio de la
ley. Descripción de los órganos pertinentes

Un cambio radical respecto del GATT ha sido el reem­
plazo de procedimientos en que prevalecían los acuer­
dos políticos y diplomáticos por uno en que las con­
troversias son resueltas por tribunales independientes 
conforme a los hechos y la ley pertinente.

La ley aplicable es el conjunto de acuerdos 
conexos al Acuerdo sobre la o m c  y del cual son una 
parte integrante. El g a t t  de 1994 es uno de estos acuer­
dos conexos que, a su vez, incluye al g a t t  de 1947 y 
las decisiones, los procedimientos y la práctica consue­
tudinaria de sus Partes Contratantes.21

Los paneles se forman a petición del país recla­
mante y deben ser aprobados por el o s d , a menos que 
por consenso este decida no hacerlo.22 Son integrados 
por tres personas independientes altamente calificadas, 
funcionarios gubernamentales o no, que no pueden ser 
nacionales de las partes en la diferencia o de los ter­
ceros países que, por tener un interés sustancial, parti­
cipan en la controversia, a menos que las partes acuer­
den lo contrario.23 Sus nombres son propuestos por la 
Secretaría y solo pueden ser rechazados por razones 
imperiosas.24 Si no hay acuerdo, son designados por el 
Director General, en consulta con el Presidente del
OSD.25

Los paneles tienen el derecho de recabar la infor­
mación que sea pertinente a la controversia planteada, 
de cualquier individuo u organización que esté dentro

20 E ntendim iento , artícu lo  3 (6).
21 A rtícu lo  X V I (1) del A cuerdo sobre la  o m c .

22 E ntendim iento , artícu lo  6.
23 E n tendim iento , artícu lo  8 (1) y  (3).
24 E n tendim iento , artícu lo  8 (6).
25 E n tendim iento , artícu lo  8.
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de la jurisdicción de un país Miembro, sin otro requi­
sito que el de informar previamente a sus autoridades. 
A su vez, los países Miembros están legalmente obli­
gados a proveerla y negarse a hacerlo justifica una 
inferencia negativa por parte del panel respecto de ese 
Miembro.26

El Órgano de Apelación está integrado por siete 
personas de prestigio reconocido y competencia acre­
ditada en derecho, comercio internacional y la temáti­
ca de los acuerdos abarcados en general. Ellas no pue­
den estar vinculadas a gobierno alguno y actúan solo 
tres, conforme a un turno ya determinado.27 Son de­
signadas por el OSD, duran en funciones un período de 
cuatro años, renovable una sola vez, y representan en 
general la composición de la OMC.28 Solo las partes 
pueden recurrir de apelación. Los terceros que hayan 
notificado al o s d  un interés esencial en el asunto pue­
den presentar comunicaciones por escrito y ser oídos.29

El Órgano de Apelación solo examina cuestiones 
de derecho o las interpretaciones legales que el panel 
efectúa de un caso.30 El análisis y evaluación de los 
hechos y de la prueba incumbe exclusivamente al pa­
nel. Sin embargo, se ha resuelto que la consideración 
de la prueba por un panel es una cuestión de derecho 
y, por lo tanto, revisable por el Órgano de Apelación. 
Además, se ha opinado que el GATT, el Acuerdo sobre 
la OMC y sus acuerdos conexos son parte integrante del 
derecho internacional público y, por lo tanto, están 
regidos por los principios generales del derecho inter- 
nacional.31 Conforme a ello, el Órgano de Apelación 
invoca regularmente las reglas de interpretación de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Trata­
dos y particularmente su artículo 31.32

Las resoluciones de los paneles y del Órgano de 
Apelación no aplican el principio stare decisis del 
derecho anglosajón, según el cual los tribunales están 
obligados a aplicar el derecho establecido en fallos

26 E ntendim iento , artícu lo  13.
27 E ntendim iento , artícu lo  17 (1) y  (3).
28 E ntendim iento , artícu lo  17 (2) y  (3).
29 E ntendim iento , artícu lo  17 (4).
30 E ntendim iento , artícu lo  17 (6).
31 D ebra  S teger c ita  la  op in ión  del Ó rgano de A pelación  en el caso 
de la  gaso lina  (docum ento  W T /D S2/A B /R , de 20 de m ayo  de 1996, 
p. 17), según la  cual las d isposic iones del A cuerdo sobre la  o m c  

que estab lec ieron  d icha  o rgan ización  no  p u ed en  ser consideradas 
“clín icam en te  a islad a s” del derecho  in te rnac ional púb lico  (S teger, 
2005).
32 El artícu lo  31 (1) de la  C onvención  de V iena  dice: “U n  tratado 
deberá  in terpretarse de buena  fe  conform e al sentido  corrien te  que
h aya  de atribuirse a  los té rm inos del tra tado  en  el contexto  de estos
y  ten iendo  en  cuen ta  su objeto  y  fin ” .

anteriores sobre unas mismas materias. Los paneles y 
el Órgano de Apelación de la OMC adoptan sus deci­
siones libremente, conforme al mérito de los hechos y 
del derecho aplicable en cada caso. Sin embargo, en 
la práctica, aunque no sean obligatorios, los fallos 
anteriores son siempre analizados y considerados 
prolijamente en cada resolución que se adopta. Cons­
tituyen, además, una fuente principal de información 
para aquellos países que proyectan presentar un recla­
mo ante la o m c .

Los países miembros deben asegurar que sus le­
yes, reglamentos y procedimientos administrativos sean 
concordantes con las obligaciones contraídas bajo el 
Acuerdo de la o m c  y acuerdos conexos.33 La existen­
cia de una legislación contraria a esos acuerdos —por 
ejemplo, que sea violatoria del trato nacional o del 
procedimiento de aplicación de derechos compensa­
torios—, justifica que un Miembro solicite su modifi­
cación o derogación. Ejemplo de ello ha sido el recla­
mo de varios países, entre ellos Brasil, México y Chi­
le contra Estados Unidos por la llamada Enmienda 
Byrd del 2000, que modificó la legislación de ese país 
y autorizó el pago directo de los derechos compensa­
torios a los denunciantes de importaciones supuesta­
mente subvencionadas o a precios de dumping. El fa­
llo, comentado más adelante, acogió el reclamo y es­
tableció que dicha enmienda era contraria a, e incom­
patible con, las disposiciones del Acuerdo antidumping 
(ADP), del Acuerdo sobre subvenciones y medidas 
compensatorias (s m c ) y del g a t t  de 1994.34

La jurisprudencia ha distinguido, sin embargo, en­
tre la legislación contraria e imperativa —que sí sería 
reclamable— de aquella que, aunque también contraria, 
es meramente facultativa o discrecional, que no lo sería.

3. Automaticidad o regla del consenso inverso o
negativo

En contraste con las resoluciones de los órganos del 
GATT —que para tener validez requerían del consenso 
de las Partes Contratantes, con lo cual un solo Miem­
bro podía impedir la formación de un panel o la adop­
ción o cumplimiento de un fallo—, en la o m c  rige la 
norma del consenso inverso. Esto significa que las 
resoluciones del o s d  tienen efecto automático a menos 
que exista consenso por parte de los Miembros en

33 A rtícu lo  X V I (4) del A cuerdo sobre la  o m c .

34 D ocum entos W T /D S217/A B /R  y  W T /D S234/A B / R  y  reso lu ­
ción  del o s d  de 27  de enero  de 2003.
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contra de su adopción. Como es obvio, el consenso de 
los Miembros para rechazar la formación de un panel, 
la aprobación de un fallo o la suspensión de concesio­
nes jamás se ha producido. En cambio, en el g a t t  

bastaba el rechazo de esas resoluciones por parte de 
un Miembro para impedir el consenso, lo que al final 
obligaba a las partes a negociar una solución política. 
Esta innovación, entre otras, explica la rapidez y ex­
pedición de los procedimientos de la o m c . Tenemos, 
así, que cuando un país solicita consultas o la forma­
ción de un panel arbitral, las resoluciones del o s d  a 
favor o en contra tienen efecto inmediato, a menos que 
exista consenso en contra. Lo mismo rige para las re­
soluciones del o s d  respecto de los fallos de los pane­
les arbitrales,35 los del Órgano de Apelación,36 o los que 
aprueban suspender concesiones u otras obligaciones 
cuando la parte reclamada no cumple lo resuelto por 
dicho Órgano.37 En todos estos casos, las resoluciones 
pertinentes solo pueden ser revocadas si existe consen­
so de los Miembros en contra de su adopción.

4. Preferencia por soluciones no contenciosas

El primer objetivo del procedimiento es lograr una 
solución mutuamente aceptable y positiva para las 
partes en la diferencia.38 Conforme a ello, el procedi­
miento no puede iniciarse por una vía directamente 
contenciosa sino que debe comenzar, imperativamente, 
con una mera consulta que se notifica al o s d  y el Miem­
bro al cual se dirige está obligado a responder. Esta 
consulta es confidencial y solo cuando fracasa puede 
solicitarse la formación de un panel. Sin perjuicio de 
esto, el procedimiento permite y facilita que las partes 
puedan, con sujeción a sus reglas —incluida la notifi­
cación al o s d —  solucionar sus diferencias bilateral­
mente en cualquiera de sus etapas posteriores.

5. Costos

En contraste con otros mecanismos, los procedimien­
tos ante la o m c  tienen un bajo costo. Las partes no 
pagan por administración, gastos de secretaría u hono­
rarios de árbitros. La totalidad de estos costos son asu­
midos por la Organización con cargo a su presupuesto 
general.39

35 E ntendim iento , artícu lo  6 (1).
36 Entendim iento , artícu lo  16 (4).
37 E ntendim iento , artícu lo  22 (6).
38 Entendim iento , artícu lo  3 (7).
39 Entendim iento , artícu lo  8 (11).

En las controversias internacionales, sin embar­
go, los mayores costos son los legales y en esto la o m c  

también difiere de otras entidades. Desde octubre de 
2001 opera el Centro de Asesoría Legal en Asuntos de 
la o m c . Este Centro es un organismo internacional 
público e independiente, con personalidad jurídica 
propia, que en enero de 2005 contaba con 37 países 
miembros (10 de países industrializados y 27 de paí­
ses en desarrollo). Está basado en Ginebra y su obje­
tivo es proporcionar asesoría legal, a precios razona­
bles, a los países en desarrollo en los temas de la o m c , 
especialmente en la solución de diferencias. Su actual 
presidente fue con anterioridad asesor legal de la o m c . 
Hasta enero de 2005, Honduras, Nicaragua, Ecuador, 
Perú, Colombia y Venezuela habían recibido la aseso­
ría legal del Centro en algunas de sus controversias 
ante la o m c . En ciertos casos, esta asesoría fue propor­
cionada directamente por el Centro; en otros, por un 
asesor legal externo.40

6. Rapidez

Una vez iniciada una consulta, el procedimiento tiene 
un cronograma preestablecido y muy estricto, cuyas 
eventuales prórrogas solo pueden ser autorizadas por 
el o s d . En la práctica, si se le compara con otros pro­
cedimientos internacionales, el de la o m c  es el más 
rápido y también el más flexible. Su flexibilidad pro­
viene, entre otros factores, de que se inicia con una 
gestión no contenciosa —la consulta— y que la ma­
yoría de las consultas terminan con el acuerdo mutuo 
de las partes o la mera expiración del plazo sin que 
alguna de las partes solicite la formación de un panel.41 
La excepción, por lo tanto, es la persistencia de los 
desacuerdos y su solución por un panel. Inclusive, en 
algunos casos las partes resuelven de mutuo acuerdo 
sus diferencias aun después de constituido un panel.

El cronograma es de 60 días para la consulta,42 y 
de seis meses, desde la fecha de la formación del pa­
nel, para que este emita su fallo, o informe cuando no 
hay apelación. Salvo una prórroga del o s d ,43 en ningún

40 w w w .acw l.ch .
41 D esde el 1 de enero  de 1996 al 22 de octubre de 2004 habían  
ingresado 317 consultas y  solo en 129 casos éstas llevaron a  la 
fo rm ación  de un  panel (véase o m c , 2004a, p. 48).
42 E ntendim iento , artícu lo  4 (7).
43 A instancias de la  parte  reclam ante , el traba jo  del panel puede 
suspenderse  h asta  p o r 12 m eses y, en  ta l caso, los plazos estab lec i­
dos en  el procedim iento  se prorrogarán por el período de esa suspen­
sión; pero si los trabajos se suspendieran po r m ás de 12 m eses cesa­
rán  las funciones del panel. V éase Entendim iento, artículo 12 (12).

EL PROCEDIMIENTO DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS DE LA OMC. LA EXPERIENCIA
DE AM ÉRICA LATIN A Y EL CARIBE • GONZALO BIGGS

http://www.acwl.ch


70 R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 6 A G O S T O  2 0 0 5

caso el período que transcurre entre el establecimien­
to del panel y la distribución del informe por el o s d  a 
los Miembros puede exceder de nueve meses, y de 
doce meses cuando hay apelación.44 Cuando hay ape­
lación, el fallo debe distribuirse dentro de los 60 días 
desde que se notifica formalmente la decisión de ape­
lar.45

Una vez adoptado el fallo por el panel o el Órga­
no de Apelación, el Miembro afectado deberá infor­
mar al o s d  su propósito de cumplir con las decisiones 
adoptadas. De no cumplirlas de inmediato, deberá 
hacerlo dentro de un término prudencial que normal­
mente no podrá exceder de 15 meses desde la fecha 
del fallo del panel o del Órgano de Apelación. Sin 
embargo, cuando el panel o el Órgano de Apelación 
haya prorrogado los plazos para la emisión de los fa­
llos respectivos, el plazo adicional se añadirá al perío­
do de 15 meses con la salvedad de que, a menos que 
las partes convengan en que concurren circunstancias 
excepcionales, el período total no podrá exceder de 18 
meses desde la mencionada fecha.46

7. Cumplim iento o ejecución

Si el panel o el Órgano de Apelación resuelve que la 
medida reclamada es incompatible con un acuerdo 
abarcado, recomendará que el Miembro afectado la 
ponga en conformidad con ese acuerdo, y podrá suge­
rir la forma de hacerlo.47

Si hay desacuerdo respecto de las medidas de 
cumplimiento o su compatibilidad con un acuerdo 
abarcado, esa diferencia se resolverá conforme al mis­
mo procedimiento y, de ser posible, por el panel que 
intervino originalmente y dentro de los 90 días tras 
serle sometido el asunto.48 Si el Miembro afectado o 
perjudicado por el fallo no cumple dentro del plazo 
prudencial con las medidas acordadas, ese Miembro, 
si así se lo pide la otra parte, deberá negociar una com­
pensación mutuamente aceptable. La compensación es, 
además, voluntaria, en el sentido de que el país puede 
negarse, en cuyo caso vale la suspensión indefinida de 
las concesiones hasta que el país cumpla, y en caso de 
otorgarse, debe ser compatible con los acuerdos perti­
nentes.49 Si dentro de 20 días de expirado el plazo

44 E ntendim iento , artícu lo  12 (8) y  (9) y  artícu lo  20.
45 E ntendim iento , artícu lo  17 (5).
46 E ntendim iento , artícu lo  21 (3).
47 E ntendim iento , artícu lo  19 (1).
48 E ntendim iento , artícu lo  21 (5).
49 E ntendim iento , artícu lo  22 (1).

prudencial acordado ello no ha ocurrido, cualquiera de 
las partes que haya recurrido al procedimiento de so­
lución de diferencias podrá pedir al o s d  que se suspen­
dan temporalmente al Miembro afectado las concesio­
nes u otras obligaciones resultantes de los acuerdos 
abarcados.50

Las suspensiones o represalias se autorizarán por 
el o s d  hasta que se haya suprimido la medida declara­
da incompatible con el acuerdo abarcado o hasta que 
el Miembro afectado ofrezca solucionar la anulación 
o menoscabo o llegar a una solución mutuamente sa­
tisfactoria.51 Sin embargo, el Miembro afectado puede 
impugnar el nivel de la suspensión propuesta o los 
procedimientos seguidos, en cuyo caso la diferencia se 
someterá al arbitraje del panel original si estuviera 
disponible o, de no estarlo, de un árbitro designado por 
el Director General.52 Por otra parte, el nivel de sus­
pensión de concesiones u otras obligaciones que auto­
rice el o s d  debe ser equivalente al nivel de anulación 
o menoscabo del acuerdo infringido.53

En los diez años de vigencia de la o m c  ha habido 
solo seis casos en que el cumplimiento de una resolu­
ción final del Órgano de Apelación ha sido cuestiona­
do y ha requerido que el o s d  autorice la suspensión de 
concesiones u otras obligaciones en contra del miem­
bro infractor. De estos seis casos, tres han involucrado, 
según se indica más adelante, a países latinoameri­
canos.

8. Algunas insuficiencias

Una de las insuficiencias del procedimiento es que este 
no contempla el otorgamiento de medidas precautorias 
o provisionales que aseguren a la parte reclamante los 
resultados de la controversia. Además, las decisiones 
finales de los paneles o del Órgano de Apelación solo 
rigen para el futuro y no desde la fecha en que se co­
metió la infracción recurrida.

Respecto a las compensaciones o suspensión de 
concesiones u otras obligaciones que podrán imponerse 
a un Miembro infractor para dar cumplimiento a las 
resoluciones del o s d , estas deben ser equivalentes al 
nivel de la anulación o menoscabo de los acuerdos 
infringidos.54 El problema con esta exigencia de pro­
porcionalidad es que tiene un impacto mínimo sobre

50 E ntendim iento , artícu lo  22 (2)
51 E ntendim iento , artícu lo  22 (8)
52 E ntendim iento , artícu lo  22 (6)
53 E ntendim iento , artícu lo  22 (4)
54 E ntendim iento , artícu lo  22 (4)
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un país industrializado cuando el reclamante es un país 
en desarrollo. Además, la suspensión de concesiones 
aumenta los aranceles aplicables al país sancionado y, 
por consiguiente, eleva el precio de las importaciones 
que deberán pagar los consumidores del país importa­
dor. Finalmente, quizás la limitación más seria es que 
el o s d  carece de imperio, esto es, de la facultad de 
aplicar medidas coercitivas para hacer cumplir sus 
decisiones. Esta limitación debe contrastarse con la 
norma del Centro Internacional de Arreglo de Diferen­
cias Relativas a Inversiones ( c i a d i ) ,  que otorga valor 
ejecutivo dentro de todos los Estados Miembros de esa 
entidad a los laudos arbitrales dictados conforme a las 
disposiciones del convenio constitutivo del c i a d i .  55

9. Comparación con otros mecanismos

En comparación con otros procedimientos de solución 
de controversias internacionales, el de la o m c  es el más 
eficiente. Es un procedimiento o código de reglas ob­
jetivo, rápido, predecible, de bajo costo y que —pese 
a las limitaciones ya mencionadas— responde de 
manera efectiva a las necesidades de los países en 
desarrollo. Con anterioridad, era difícil o improbable 
que un reclamo comercial de un país en desarrollo 
pudiera prosperar ante los tribunales de un país 
industrializado o, durante sus primeras décadas, ante 
los órganos del g a t t .  El cambio más fundamental ha 
sido el reemplazo de un sistema en que predominan 
consideraciones políticas, por uno administrado por 
órganos independientes que deben aplicar un estatuto 
jurídico que reconoce y protege la igualdad de dere­
chos de todos sus Miembros. Esto significa —como 
veremos— que actualmente cualquier país en desarro­
llo puede reclamar con éxito el incumplimiento por un 
país industrializado de sus obligaciones con la o m c .

Dos ejemplos, entre muchos, que no habrían sido 
posibles bajo el g a t t ,  son ilustrativos de los beneficios 
que la o m c  ha traído a los países latinoamericanos.

El primero fue el reclamo de Costa Rica contra 
Estados Unidos por sus restricciones y salvaguardias 
a las importaciones de productos textiles. El Panel 
acogió el reclamo y resolvió que Estados Unidos no 
demostró que las exportaciones de Costa Rica fueran 
un daño serio o amenaza real o actual a su industria 
interna y que, por lo tanto, sus restricciones infringie-

55 V éase el artícu lo  54 del C onvenio  sobre A rreglos de D iferencias 
R elativas a  Inversiones entre Estados y  N acionales de otros E sta ­
dos que dio o rigen  al c i a d i .

ron los artículos 6.2 y 6.4 del Acuerdo Textil. Además, 
al no otorgar trato preferente a las reexportaciones de 
Costa Rica, las medidas estadounidenses infringieron 
el artículo 6.6 d) del mismo Acuerdo.56

El segundo fue el reclamo del Perú contra las 
Comunidades Europeas, por impedirle utilizar la de­
signación “sardinas” en sus exportaciones de esta es­
pecie, aduciendo que no coincidía con la descripción 
europea; este reclamo fue acogido por el Órgano de 
Apelación. El fallo resolvió que las normas europeas 
infringían el artículo 2.4 del Acuerdo sobre Obstácu­
los Técnicos al Comercio y el artículo XVI(4) del 
Acuerdo sobre la o m c ,  que exige a los países asegurar 
que su legislación, reglamentación y procedimientos 
administrativos guarden conformidad con las obliga­
ciones impuestas por acuerdos conexos como el men­
cionado.57

El dinamismo y la amplia jurisdicción del proce­
dimiento de la o m c  contrastan con aquellos de la Cor­
te Internacional de Justicia ( c i j ) ;  del c i a d i ,  cuyo Con­
sejo de Administración está encabezado por el Presi­
dente del Banco Mundial, y de los que administró el 
GATT hasta 1995.

La c i j  administra exclusivamente controversias 
entre Estados y estos pueden formular reservas o re­
chazar su jurisdicción obligatoria. La o m c  también 
administra controversias entre Estados pero, en contras­
te con la c i j ,  no admite reservas58 ni que pueda 
cuestionarse la jurisdicción de sus órganos de solución 
de controversias. Distinta es la situación de la c i j ,  don­
de 58 de sus miembros, incluidos cuatro de los cinco 
miembros permanentes del Consejo de Seguridad de 
las Naciones Unidas han rechazado su jurisdicción 
obligatoria.59 Su desempeño tampoco ha sido trascen­
dente. En efecto, desde 1947 hasta 2004, esto es, en 
más de 57 años, la c i j  ha dictado solamente 61 fallos 
y 23 opiniones consultivas.

Respecto del c i a d i ,  su jurisdicción se limita a las 
controversias entre algunos de sus 148 Estados Miem­
bros y un nacional o inversionista de esos Estados. 
Desde su creación, en octubre de 1966, hasta el fin del 
año fiscal 2004, tenía registrados 159 casos y los jui­
cios concluidos o pendientes eran 86.60

56 D ocum ento  W T /D SB /M /29 y  reso lución  del o s d  de 25 de feb re ­
ro de 1997.
57 D ocum ento  D S /231/A B /R  y  reso lución  del o s d  de 26 de nov iem ­
bre de 2002.
58 A rtícu lo  X V I(5) del A cuerdo sobre la  o m c .

59 V éase Petersm ann  (1997, p .23.)
60 c i a d i  (2004, p.4).
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En cuanto al g a t t , en casi 50 años —desde 1948 
a 1994—, se resolvieron 196 reclamos.61 Las anterio­
res cifras deben compararse con las 317 consultas in­

gresadas y 129 paneles formados en la o m c  en ocho 
años, desde 1996 hasta el 22 de octubre de 2004, se­
gún se detalla más adelante.62

IV
La política estadounidense

La política estadounidense desde la época del GATT 

hasta la o m c  ha sido de consistente apoyo al libre co­
mercio y rechazo a las prácticas desleales.63 Esta polí­
tica ha estado fuertemente influenciada por la dramá­
tica experiencia de la crisis de l930 y las erradas polí­
ticas que la precipitaron y que incluyeron, entre otras, 
a la ley Smoot-Hawley, ejemplo histórico del protec­
cionismo comercial más primitivo.64

Sin perjuicio de lo anterior, fuertes grupos de 
presión, con gran influencia política, han perpetuado la 
protección de industrias —particularmente en el sector 
agrícola— que no podrían haber subsistido en un ver­
dadero régimen de libre comercio.65 Ejemplos de esto 
son, entre otros, la industria del azúcar66 y del algodón. 
Paralelamente, la contingencia política ha llevado a los 
gobiernos a adoptar, de tiempo en tiempo, medidas de 
protección en favor de determinadas industrias. Ejem­
plo de ello fue la reciente alza de los aranceles sobre 
las importaciones de acero, la cual motivó un reclamo 
ante la o m c  que comentamos más adelante.

61 o m c  (1995, pp. 771-787).
62 o m c  (2004a, p. 48).
63 D urante las negociaciones de la  R onda U ruguay, Estados U nidos 
aceptó derogar la  sección  301 de su ley de com ercio  de 1974 que 
lo au to rizaba p a ra  ap licar represalias  unila terales en con tra  de aque­
lla s  p r á c t ic a s  de  o tro s  p a ís e s  c o n s id e ra d a s  r e s t r i c t iv a s  o 
d iscrim inatorias para  el com ercio  de Estados U nidos. Bajo esta  ley 
fueron  aplicadas represalias a  países la tinoam ericanos en  no  m enos 
de once casos. B rasil fue  uno  de los países m ás afectados po r estas 
m edidas. (V éase H usted , 1995, p. 261).
64 L a ley Sm oot-H aw ley de 1930 elevó los aranceles com erciales de 
Estados U nidos a  los n iveles m ás altos de su historia. C om o conse­
cuencia hubo una drástica caída del com ercio exterior y  se aceleró la 
depresión. (V éase C olum bia Electronic Encyclopedia, 2003.)
65 El apoyo a  la  ag ricu ltu ra  en  los países de la  o rgan ización  de 
co o p erac ió n  y  D esa rro llo  E co n ó m ico s  (o C D E ) fue  e stim ad o  en 
350.000 m illones de dólares en 2003, de los cuales Estados U nidos, 
la  U n ió n  E u ro p ea  y  Japón  rep resen ta ro n  co lectivam en te  cuatro 
quintos. (V éase o c d e , 2004).
66 L a  p ro tección  a  la  industria  del azúcar sería  un  obstáculo  a  la
aprobación  de un  acuerdo de libre com ercio  entre Estados U nidos
y  los países de C entroam érica. (V éase B arrionuevo y  B ecker, 2005,
p. C1.)

Aunque el apoyo al libre comercio se mantiene 
en lo sustancial, los fallos adversos de los órganos de 
la o M C  han hecho surgir, como veremos, fuertes 
cuestionamientos de distintos sectores de Estados 
Unidos a sus procedimientos y resoluciones.

Sin perjuicio de lo mencionado, un informe del 
gobierno estadounidense de 1997 entregó su irrestricto 
apoyo al procedimiento de la oM C  y, concretamente, al 
trámite de las consultas, señalando: las nuevas reglas 
del procedimiento de disputas nos permiten obtener 
con frecuencia el cumplimiento de los acuerdos de la 
o m c  sin que jamás tengamos que acudir a la resolu­
ción de un panel. A continuación, el informe apoyó su 
conclusión con la cita de siete casos que fueron resuel­
tos de esta manera.67

Por otra parte, hasta hace poco, la opinión públi­
ca y sectores políticos estadounidenses no concebían 
que las decisiones de sus autoridades administrativas 
o judiciales en materias comerciales o de inversiones 
pudieran ser revocadas o modificadas por tribunales 
internacionales. Cuando esto sucede, surge un ambiente 
de rechazo hacia lo que se percibe como una intromi­
sión inaceptable en la soberanía del país. Este cambio 
se produce muy gradualmente. Primero, con motivo de 
algunas resoluciones de los tribunales arbitrales esta­
blecidos bajo el acuerdo bilateral de libre comercio de 
1987 con Canadá y, posteriormente, con algunos de los 
fallos de los tribunales establecidos bajo el Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte, del c i a d i  y, 
finalmente, de la o m c . Algunas de estas experiencias 
han provocado hostilidad hacia las jurisdicciones in­
ternacionales que son percibidas como contrarias a la 
soberanía nacional y se argumenta que la interpreta­
ción de la legislación de Estados Unidos solo corres­
ponde a sus propios tribunales y no a burócratas sin

67 o f ic in a  del R epresentante  de C om ercio  de E stados U nidos, In ­
form e sobre las p rioridades de expansión  del com ercio, c itado po r 
H orlick  (1998, p. 685.) C ita  en  cursiva traduc ida  del inglés po r el 
autor.
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rostro, escondidos en Ginebra. Estas reacciones y de­
fensas de la soberanía, curiosamente, coinciden con las 
antiguas experiencias —ya en parte superadas— que 
nuestra región ha tenido con el Fondo Monetario In­
ternacional, las condicionalidades de los organismos 
financieros internacionales y las políticas unilaterales 
de algunos países.

Las actuales críticas fueron enunciadas al discutir­
se el acuerdo de la o m c  con la afirmación de que las 
decisiones de las ciudadanías y  sus legítimos represen­
tantes quedarán seriamente restringidas por una buro­
cracia y  órganos de solución de disputas ubicados en 
Ginebra que trabajarán en secreto sin las garantías de 
debido proceso y  la participación ciudadana que esta­
blecen las legislaciones y  judicaturas nacionales6

En concordancia con estas reservas, una resolu­
ción del Senado de marzo de 2003, conocida como 
“propuesta Dole”, estableció una Comisión de cinco 
miembros que deberá revisar las resoluciones de los 
paneles y del Órgano de Apelación adversas a Esta­
dos Unidos e informar de ello al gobierno. Concreta­
mente, la Comisión deberá determinar si los mencio­
nados órganos de la o m c  han excedido su autoridad o 
mandato, han agregado obligaciones o reducido los 
derechos de Estados Unidos bajo los acuerdos de 
Marrakech, han actuado arbitraria o caprichosamente 
o se han desviado de la norma del artículo 17.6 del 
Acuerdo ADP (que hace prevalecer en las investigacio­
nes antidumping las resoluciones de las entidades na­
cionales sobre aquellas de los órganos de la o m c ).69

Una resolución posterior de la Cámara de Repre­
sentantes rechazó el fallo del Órgano de Apelación que 
estableció que las salvaguardias a las importaciones de 
acero no eran compatibles con los acuerdos de la o m c .70 

Sin embargo, con posterioridad, el gobierno estadouni­
dense ha dado cumplimiento a dicho fallo.

Una crítica más general provino de ambas ramas 
del Congreso respecto de la interpretación de los acuer­
dos antidumping (ADP), sobre subsidios y medidas 
compensatorias (s m c ) y sobre salvaguardias (s v g ). Se 
recomendó al Presidente que se asegurara de que en los 
procedimientos de la o m c  se observaran o aplicaran las 
diversas medidas que allí se mencionan, incluyendo, 
entre otras, que el artículo 17.6 del Acuerdo a d p  — que 
hace prevalecer las decisiones de las jurisdicciones na-

68 Testim onio  de R alph N ader ante el 104° C ongreso  de Estados 
U nidos, en 1994. L a c ita  en  cursiva  fue traduc ida  del inglés po r el 
autor.
69 R esolución del Senado N° 676 , de 20 de m arzo  de 2003.
70 R esolución  de la  C ám ara de R epresentantes N° 445, de 18 de 
nov iem bre de 2003.

cionales sobre las de los órganos de la o m c —  se apli­
que no solo a las investigaciones antidumping sino tam­
bién a las investigaciones sobre subvenciones y salva- 
guardias.71 Según un autor, con el cual concordamos, 
esta última interpretación no tendría base legal.72

Contradice las anteriores aprensiones el informe 
de 30 de julio de 2003 de la Oficina General de Con­
tabilidad estadounidense (General Accounting Office- 
g a o ) .  Según ese informe, la mayoría de los expertos 
consultados, tanto del sector público como del priva­
do, opina que la o m c  no habría excedido su autoridad 
en la aplicación del Acuerdo ADP, que todos sus Miem­
bros son tratados de la misma manera y que no se les 
habrían impuesto nuevas obligaciones o reducido sus 
derechos. Sin embargo, las reglas sobre causalidad y 
circunstancias imprevistas en materia de salvaguardias 
fueron consideradas confusas.73

Las críticas desde círculos académicos y profesio­
nales también han sido fuertes y persistentes. Una 
opinión muy difundida, pero no apoyada por la reali­
dad, es que los paneles han estado resolviendo casi 
universalmente en contra de los Estados Unidos du­
rante muchos años?4 Sin embargo, el citado informe 
de la g a o  afirma que 11 de 13 reclamos de países 
Miembros en contra de la compatibilidad de distintas 
leyes comerciales de Estados Unidos con la normati­
va de la o m c  fueron rechazadas y que en 21 determi­
naciones de autoridades locales en investigaciones 
antidumping o sobre subvenciones, el número de re­
chazos contra las determinaciones estadounidenses fue 
equivalente al número de rechazos contra las determi­
naciones de otros países.75

Un rechazo frecuente es el que despierta el lla­
mado “activismo judicial”, o adopción por los órganos 
de la o m c  de resoluciones sobre materias no legisla­
das, ambiguas, contradictorias o que no fueron acor­
dadas en Marrakech. Según los críticos, los paneles o 
el Órgano de Apelación deberían abstenerse de resol­
ver materias de esta naturaleza y entregar su resolu­
ción a los órganos políticos de la o m c .76

Los anteriores comentarios no han cambiado, sin 
embargo, el apoyo de sucesivos gobiernos estadouni­
denses a la o m c ,  que se ha manifestado, entre otras

71 R eso lución  concurrente  del Senado y  la  C ám ara  de R epresen tan­
tes N° 243, de 15 de ju lio  de 2003.
72 Jackson  (1999, p. 90).
73 GAO (2003, p. 30).
74 R agosta, Joneja  y  Z eldov ich  (2003, p. 750). C ita  traduc ida  del 
inglés po r el autor.
75 g a o  (2003, p. 12).
76 R agosta, Joneja  y  Z eldov ic  (2003, p. 751).
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conductas, en su cumplimiento —aunque con atrasos 
y cuestionamientos discutibles— de las resoluciones 
adversas. A ello se agrega que Estados Unidos ha sido 
el mayor usuario del sistema. Hasta mayo de 2005, 
había participado como reclamante, reclamado o ter­
cero, con una sola excepción, en todas las controver­
sias resueltas por el Órgano de Apelación.77 Este he­
cho por sí solo confirmaría, en nuestra opinión, el 
apoyo de Estados Unidos a la o m c .

Una perspectiva estadounidense bastante equili­
brada ha sido la del profesor John Jackson. Él cita dos 
opiniones que, según estima, resumirían el actual de­
bate. La primera sería del jefe demócrata Tip O’Neill, 
para quien “todo en política es local”. La segunda se­
ría del economista Peter F. Drucker, para quien “todo 
en economía es internacional”. Para Jackson, conciliar 
estas dos percepciones es el futuro gran desafío de las 
relaciones comerciales internacionales.78

V
Las controversias más frecuentes

Las controversias más frecuentes en que han par­
ticipado los países latinoamericanos, como demandan­
tes o como demandados, han sido generalmente sobre 
la aplicación de los acuerdos conexos sobre subven­
ciones y medidas compensatorias (s m c ), antidumping 
(a d p ), sobre salvaguardias (a s g ), así como de determi­
nadas secciones del g a t t  de 1994. Estos acuerdos son 
parte integrante del Acuerdo sobre la o m c  y vinculantes 
para todos sus Miembros.79 Coincidentemente, las crí­
ticas de algunos sectores estadounidenses a las resolu­
ciones de los órganos de la o m c  han estado dirigidas 
principalmente, como veremos, a la forma como se han 
aplicado e interpretado estos tres acuerdos conexos.

1. A cu e rd o  so b re  su b ve n c io n e s  y m edidas 
compensatorias (smc)

Existe subvención cuando hay una contribución finan­
ciera de un gobierno u organismo público en el terri­
torio de un Miembro o alguna forma de sostenimiento 
de los ingresos o de los precios y con ello se otorga 
un beneficio.80 Subvenciones prohibidas son las sub­
venciones supeditadas de jure o de facto a los resulta­
dos de exportación y las supeditadas al empleo de 
productos nacionales con preferencia a los importados, 
en ambos casos como condición única o entre otras 
varias condiciones.81 A los Miembros les está prohibi­
do originar, mediante algunas de las subvenciones 
mencionadas, efectos desfavorables que causen daño

77 Sm ith (2004), citado en Shaffer (2005).
78 Jackson  (1999, p. 104).
79 A rtícu lo  II (2) del A cuerdo sobre la  o m c .

80 A rtícu los 1.1 y  1.2 del A cuerdo s m c .

81 A rtícu lo  3.1 a) y  b ) del A cuerdo s m c .

a la producción nacional, o anulación o menoscabo de 
las ventajas resultantes directamente del g a t t  de 1994 
(en particular de las concesiones ya consolidadas) o 
perjuicio grave a los intereses de otro Miembro.82

Los Miembros solamente pueden aplicar derechos 
compensatorios después de iniciada y concluida una 
investigación que haya acreditado la existencia, grado 
y efectos de la supuesta subvención. Las investigacio­
nes deben iniciarse a solicitud escrita de una rama de 
la producción nacional o, excepcionalmente, por la 
autoridad, cuando esta tenga pruebas suficientes de la 
existencia de una subvención, del daño y de la rela­
ción causal entre las importaciones subvencionadas y 
el supuesto daño.83 Por derecho compensatorio se en­
tiende “un derecho especial percibido para neutralizar 
cualquier subvención concedida directa o indirectamen­
te a la fabricación, producción o exportación de un 
producto, de conformidad con lo dispuesto en el pá­
rrafo 3 del artículo VI del g a t t  de 1994”.84

2. Acuerdo antidumping (a d p )

El Acuerdo a d p  establece que las medidas antidumping 
se aplicarán en las circunstancias previstas en el artículo 
VI del g a t t  de 1994,85 y en virtud de investigaciones

82 A rtícu lo  5 del A cuerdo s m c .
83 A rtículos 10 y  11 del A cuerdo s m c .
84 N ota  36 al A rtículo 10 del A cuerdo s m c . El artículo VI del g a t t  

1994 se refiere a  los derechos antidumping  y  derechos compensatorios.
85 Las c ircunstancias que m enciona  el artícu lo  V I del g a t t  son que 
el producto  introducido  al m ercado de otro país a  un  precio inferior 
a  su valor norm al cause o am enace causar un  daño im portante a  una 
ram a de p roducción existente en una  parte contratante o retrase de 
m anera  im portante la  creación de una  ram a de producción  nacional.
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iniciadas y realizadas en conformidad con el mismo 
Acuerdo.86 Para tales efectos, considera que un produc­
to es objeto de dumping “si se introduce en el merca­
do de otro país a un precio inferior a su valor normal, 
cuando su precio de exportación al exportarse de un 
país a otro sea menor que el precio comparable, en el 
curso de operaciones normales, de un producto simi­
lar destinado al consumo en el país exportador”.87 En 
términos similares al Acuerdo SM C, el Acuerdo ADP 

exige, como requisito para la aplicación de derechos 
compensatorios, la realización de una investigación 
previa por una rama de la producción nacional o, por 
excepción y cuando las circunstancias así lo justifiquen, 
por la propia autoridad.88

Horas antes de que concluyera la Ronda Uru­
guay, Estados Unidos logró incorporar una disposi­
ción que ha generado bastante controversia.89 Se tra­
ta del artículo 17.6 que establece que los paneles, al 
evaluar los hechos en un reclamo ADP, deberán deter­
minar si las autoridades locales han establecido ade­
cuadamente los hechos y realizado una evaluación 
imparcial y objetiva de ellos. Si los paneles así lo es­
tablecen, esa evaluación no podrá invalidarse, aunque 
el panel hubiera llegado a una evaluación distinta. En 
otras palabras, prevalece la evaluación de los hechos 
realizada por las autoridades locales sobre aquella que 
hagan los tribunales de la o m c . Agrega el artículo 
mencionado que el panel deberá, además, interpretar 
las disposiciones pertinentes del Acuerdo a d p  confor­
me a las reglas consuetudinarias del derecho interna­
cional público. Sin embargo, si concluye que esas dis­
posiciones se prestan a diversas interpretaciones admi­

86 A rtícu lo  1 del A cuerdo a d p .

87 A rtícu lo  2.1 del A cuerdo a d p .

88 A rtículos 1 y  5 del A cuerdo a d p .

89 Petersm ann  (1997, p. 54, n o ta  98).
90 A rtícu lo  17.6 ii) del A cuerdo a d p .

91U n a  de las m edidas de salvaguard ia  que m enciona  el artícu lo  X IX
es la  siguiente: cuando, com o consecuencia  de la  evolución  im pre­
v is ta  de las circunstancias y  p o r efecto de las obligaciones, inc lu i­
das las concesiones arancelarias, contraídas po r una  parte  con tra­
tan te , las im portaciones de un  producto  en el territo rio  de esa  parte

sibles, deberá preferir aquella interpretación que favo­
rezca la medida adoptada por las autoridades locales.90

3. Acuerdo sobre salvaguardias (a s g )

El ASG reglamenta la aplicación de las medidas de sal­
vaguardia previstas en el artículo XIX del GATT de 
199491 y establece que un Miembro solo podrá aplicar 
tales medidas si dicho Miembro ha determinado, con 
arreglo al ASG, que las importaciones de un producto 
en su territorio han aumentado en tal cantidad, en tér­
minos absolutos o en relación con la producción na­
cional, y se realizan en condiciones tales que causan o 
amenazan causar un daño grave a la rama de la pro­
ducción nacional que entrega productos similares o di­
rectamente competidores. El a s g , sin embargo, no men­
ciona “las circunstancias imprevistas” que podrían ha­
ber causado las importaciones excesivas conforme al 
artículo XIX del GATT, lo cual ha generado controver­
sias respecto de cuál disposición o acuerdo prevalece.

Las medidas solo pueden adoptarse después de 
una investigación por las autoridades competentes de 
ese Miembro y con arreglo a un procedimiento públi­
co preestablecido.92 Su aplicación, además, será sola­
mente en tanto sean necesarias para prevenir o reparar 
el daño grave y facilitar el reajuste93 y no pueden du­
rar más de cuatro años, salvo que haya prórroga.94 El 
Acuerdo estableció un Comité de Salvaguardias bajo 
la autoridad del Consejo de Comercio de Mercancías 
que vigila y supervisa su aplicación.95

contra tante  han  aum entado en  ta l cantidad  y  se realizan  en  cond i­
ciones ta les  que causan  daño o am enazan causar daño grave a  los 
producto res nacionales de productos sim ilares o d irectam ente  com ­
petidores en ese territorio, dicha parte contratante podrá, en  la  m edida 
y  durante  el tiem po  que sean  necesarios p a ra  p reven ir o reparar ese 
daño, suspender to ta l o parcia lm ente  la  obligación  con tra ída con 
respecto  a  dicho producto  o re tirar o m od ificar la  concesión.
92 A rtícu lo  3 del a s g .

93 A rtícu lo  5 (1) del a s g .

94 A rtícu lo  7 (1) del a s g .

95 A rtícu lo  13 (1) del a s g .
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V I
La experiencia de América Latina 

y el Caribe96

Desde el 1 de enero de 1996 hasta el 22 de octubre de 
2004, habían ingresado 317 consultas a la o m c  que lle­
varon a la formación de 129 paneles para 159 dispu­
tas.97 Estos paneles emitieron 90 fallos de los cuales 
59 fueron apelados y, por lo tanto, en 31 casos las 
partes aceptaron lo resuelto por el panel.98 Respecto de 
las consultas, 188 terminaron por acuerdo mutuo de las 
partes o, las diferencias, por distintas razones, fueron 
resueltas y no fue necesaria la formación de un panel.

De estas consultas, la mayoría fueron hechas por 
los países industrializados, 204 como reclamantes y 191 
como reclamados. Los países en desarrollo, en cambio, 
formularon 136 consultas y fueron objeto de 122.99

Las consultas más frecuentes han sido en materia 
de antidumping, de subvenciones y medidas compensa­
torias, y de salvaguardias.

Respecto de antidumping, desde 1995 los países 
que han aplicado el mayor número de medidas han sido 
India (279), Estados Unidos (211), la Unión Europea 
(193) y Argentina (139); y han sido objeto del mayor 
número de estas medidas China (272), la Unión Euro­
pea y sus países miembros (213) y la República de 
Corea (110).100

Respecto de subvenciones y medidas compensato­
rias, durante el período 1995- 2003, fueron notificadas 
168 investigaciones y las principales fueron aplicadas 
por Estados Unidos (69) y la Unión Europea (42).101 
Por otra parte, los países que han aplicado el mayor 
número de salvaguardias han sido India (8), Estados 
Unidos (6) y Chile, la República Checa y Filipinas, con 
5 cada uno.

En cuanto al cumplimiento de los fallos de los 
paneles o del Órgano de Apelación, en general, la gran 
mayoría se ha cumplido dentro del plazo razonable 
establecido por el artículo 21.3 del Entendimiento.102

96 Las cifras de e sta  sección  tienen  ligeras discrepancias con las 
dadas en  otras partes de este docum ento  debido a  que las fuen tes 
p rov ienen  de períodos distintos.
97 o m c  (2004a, p. 48, n o ta  93).
98 o m c  (2004a, p .49, n o ta  96).
99 o m c  (2004a, p. 49, n o ta  95).
100 o m c  (2004a, pp. 38 y  39, n o ta  67).
101 o m c  (2004a, p. 39, n o ta  68).
102 o m c  (2004a, p. 49, n o ta  97), y  E ntendim iento , artícu lo  21(3).

La excepción han sido los casos en que las partes no 
estuvieron de acuerdo y la parte favorecida debió so­
licitar la autorización del o s d  para suspender concesio­
nes u otras obligaciones respecto del infractor. Desde 
1995, estos casos han sido seis y los siguientes tres han 
involucrado a países latinoamericanos:103
— Demandas de Estados Unidos, Ecuador, Guatema­

la, Honduras, México y otros países contra las 
restricciones a las importaciones de bananos de las 
Comunidades Europeas.

— Demandas de Canadá contra Brasil por las sub­
venciones al financiamiento de las exportaciones 
de su aviación civil.

— Demandas de Brasil contra Canadá por las sub­
venciones a los créditos de exportación y garan­
tías de préstamos a su aviación civil.104

1. Las consultas

Una consecuencia de la estructura gradual del proce­
dimiento y la preferencia por soluciones no contencio­
sas es que una gran proporción de las consultas del 
período 1995-marzo 2005 terminaron con el acuerdo 
de las partes, sin que fuera necesaria la formación de 
un panel. Este resultado ha sido destacado por Esta­
dos Unidos y la Unión Europea como uno de los gran­
des éxitos del procedimiento.

Brasil y Argentina han sido los mayores usuarios 
latinoamericanos del procedimiento de consultas. Bra­
sil ha sido solicitante de 22 y solicitado de 12 consul­
tas, y Argentina ha sido solicitante de 9 y solicitado 
de 15 consultas.105

2. Las controversias resueltas por el Órgano de 
Apelación

Desde el 20 de mayo de 1996 al 19 de mayo de 2005 
fueron 68 las controversias resueltas mediante fallos o

103 V éase m ás atrás en  el presente  artícu lo  el ú ltim o párrafo  de la 
sección  III, apartado 7.
104 o m c  (2004a, p. 49, n o ta  97).
105 o m c  (2004a, p. 48).
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informes definitivos del Órgano de Apelación de la
OMC.106

Aproximadamente un tercio (22) de estos 68 fa­
llos recayeron en controversias en que los países lati­
noamericanos fueron demandantes o demandados,107 y 
en tres de estos 22 casos las controversias fueron en­
tre países latinoamericanos exclusivamente. Por lo tan­
to, las restantes 19 se produjeron entre países latinoa­
mericanos y países no latinoamericanos.

De las 19 controversias mencionadas, hubo ocho 
en las que los países latinoamericanos interpusieron sus 
demandas individualmente y cinco en las que sus de­
mandas fueron interpuestas junto con otros países.

Por otra parte, hubo seis controversias en que los 
países latinoamericanos fueron los demandados.

El detalle de estas controversias se expone a con­
tinuación.

a) Demandas individuales de países latinoamerica­
nos y  del Caribe
Estas demandas fueron las ocho siguientes y los 

fallos favorecieron a los demandantes en todos los 
casos, excepto dos:108

i) Costa Rica contra Estados Unidos por sus restric­
ciones a las importaciones de productos textiles; 
el fallo favoreció a Costa Rica.109

ii) Brasil contra las Comunidades Europeas por las 
restricciones a las importaciones de productos 
avícolas; el fallo favoreció a las Comunidades 
Europeas.110

iii) Brasil contra Canadá por los subsidios a la expor­
tación de su aviación civil; el fallo favoreció a 
Brasil.111

iv) Perú contra las Comunidades Europeas por el 
impedimento de utilizar la denominación “sardi­
nas” en sus exportaciones a esa región; el fallo 
favoreció a Perú.112

106 w w w .w to .o rg /eng lish /tra top /_e /d ispu_e/ab_  reports_e.h tm l.
107 D entro  de estos 22 fallos se incluye el del 20 de abril de 2005 
que reso lv ió  la  con troversia  de A ntigua  y  B arbuda con  Estados 
U nidos sobre sum in istro  transfron terizo  de servicios de apuestas y 
ju eg o  ( docum ento  del Ó rgano de A pelación  W T/D S267/A B /R .).
108 Las excepciones fueron  la  dem anda  de B rasil en con tra  de las 
C om unidades Europeas po r sus restricciones a  las im portaciones de 
productos avícolas, y  de A ntigua y  B arbuda con tra  E stados U nidos 
po r sus restricciones transfron terizas a  los serv icios de apuestas y 
juegos. Los fallos favorec ie ron  a  las C om unidades E uropeas y  E s­
tados U nidos, respectivam ente.
109 D ocum ento  W T /D S 24 /A B /R  de 20 de m arzo  de 1997. Este 
docum ento  y  otros con  signaturas sim ilares que se c itan  en  adelante 
correponden  al Ó rgano de Apelación.
110 D ocum ento  W T /D S 69/A B /R  de 23 de ju lio  de 1998.
111 D ocum ento  W T /D S 70/A B /R  de 20 de agosto de 1999.
112 D ocum ento  W T /D S 231/A B /R  de 23 de octubre de 2002.

v) Brasil contra las Comunidades Europeas por la 
aplicación de medidas antidumping a las expor­
taciones de tubos de acero; el fallo favoreció a 
Brasil.113

vi) Argentina contra Estados Unidos por la aplicación
de medidas antidumping a las importaciones de 
tubos de acero argentinas para la industria petro­
lífera; el fallo favoreció a Argentina.114

vii) Brasil contra Estados Unidos por los subsidios a la 
industria del algodón; el fallo favoreció a Brasil.115

viii) Antigua y Barbuda contra Estados Unidos por 
restricciones al suministro transfronterizo de ser­
vicios de apuestas y juegos; el fallo favoreció a 
Estados Unidos.116

b) Demandas de países latinoamericanos junto con 
otros países
Estas demandas fueron cinco y todos los fallos 

favorecieron a los demandantes:
i) Brasil y Venezuela contra Estados Unidos por sus

restricciones a las importaciones de gasolina.117
ii) Ecuador, Guatemala, Honduras, México y Esta­

dos Unidos contra las Comunidades Europeas por 
sus restricciones a las importaciones de bana- 
nos.118

iii) Brasil, Chile, México, las Comunidades Europeas 
y otros países contra Estados Unidos por la lla­
mada Enmienda Byrd.119

iv) Brasil, las Comunidades Europeas y otros países 
contra las salvaguardias de Estados Unidos a las 
importaciones de acero.120

v) Brasil, Australia y Tailandia contra las Comuni­
dades Europeas por sus subsidios al azúcar.121

c) Controversias en que los países latinoamericanos 
han sido los demandados
Estas controversias han sido seis y, con una sola 

excepción, los fallos han sido todos desfavorables a los 
demandados:
i) Filipinas contra Brasil por la aplicación de medi­

das compensatorias a las importaciones de coco 
desecado de Filipinas; el fallo favoreció a Brasil.122

113 D ocum ento
114 D ocum ento
115 D ocum ento
116 D ocum ento
117 D ocum ento
118 D ocum ento
119 D ocum ento
120 D ocum ento
121 D ocum ento
122 D ocum ento

W T /D S219/A B /R  de 18 de agosto  de 2003. 
W T /D S 268/A B /R  de 17 de dic iem bre de 2004. 
W T /D S /267/A B /R  de 21 de m arzo  de 2005. 
W T D S 285/A B /R  de 20 de abril de 2005. 
W T /D S2/A B /R , de 20 de m ayo de 1996. 
W T /D S27/A B /R , de 25 de septiem bre de 1997. 
W T /D S217/A B /R , de 27  de enero  de 2003. 
W T /D S 248/A B //R  de 10 de d ic iem bre de 2003. 
W T /D S 265/A B /R  de 19 de m ayo de 2005. 
W T /D S 22/A B /R  de 20 de m arzo  de 1997.
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ii) Estados Unidos contra Argentina por la aplicación 
de derechos no contemplados en las listas de con­
cesiones a las importaciones de calzado y prendas 
de vestir; el fallo favoreció a Estados Unidos.123

iii) Canadá contra Brasil por los subsidios de expor­
tación a su industria aeronáutica civil; el fallo 
favoreció a Canadá.124

iv) comunidades Europeas contra chile por los im­
puestos aplicados por Chile a las importaciones 
de bebidas alcohólicas; el fallo favoreció a las 
Comunidades.125

v) Comunidades Europeas contra Argentina por sal­
vaguardias a las importaciones de calzado; el fa­
llo favoreció a las Comunidades.126

vi) Estados Unidos contra México por la aplicación 
de derechos antidumping a las importaciones es­
tadounidenses de jarabe de fructosa; el fallo fa­
voreció a Estados Unidos.127

d) Controversias entre países latinoamericanos 
Estas controversias fueron las tres siguientes:

i) México contra Guatemala por la aplicación de me­
didas provisionales a las importaciones mexicanas 
de cemento; el fallo favoreció a Guatemala.128

ii) Argentina contra Chile por el sistema de bandas 
de precios aplicados a las importaciones de pro­
ductos agrícolas; el fallo favoreció a Argentina.129

iii) Honduras contra la República Dominicana por la 
aplicación dominicana de un impuesto de estam­
pillas a la importación y venta de cigarrillos; el 
fallo favoreció a Honduras.130

e) La demanda de Antigua y  Barbuda contra Esta­
dos Unidos131
Nos referimos a esta controversia porque su tema 

es bastante novedoso —la aplicación del Acuerdo 
General sobre el Comercio de Servicios— y fue una 
de las últimas resueltas por el Órgano de Apelación. 
Se trata, además, de la demanda de un país muy pe­
queño en contra del más poderoso del planeta.

Antigua y Barbuda reclamó en contra de las res­
tricciones aplicadas por Estados Unidos al suministro,

123 D ocum ento  W T /D S 56/A B /R  de 22 de abril de 1998.
124 D ocum ento  W T /D S 46/A B /R  de 20 de agosto de 1999.
125 D ocum ento  W T /D S /A B /R  de 12 de enero de 2000.
126 D ocum ento  W T /D S121/A B /R  de 12 de enero de 2000
127 D ocum ento  W T /D S132/A B /R W  de 21 de nov iem bre de 2001.
128 D ocum ento  W T /D S 60/A B /R  de 25 de nov iem bre de 1998.
129 D ocum ento  W T /D S 207/A B //R  de 23 de octubre de 2002.
130 D ocum ento  W T /D S 302/A B //R  de 19 de m ayo de 2005.
131 D ocum ento  W T /D S285/A B /R  de 20 de abril de 2005.

en general, de servicios de apuestas y juegos de azar 
por Internet, y, en particular, de carreras de caballos. 
Según la demandante, en la lista de concesiones de 
acceso a su mercado, aprobada por Estados Unidos,132 
se mencionaron “otros servicios recreacionales” y que 
esta referencia debía entenderse que incluía los servi­
cios de apuestas y juegos de azar. Estados Unidos re­
chazó esa interpretación y señaló que jamás había sido 
esa su intención por cuanto existían tres leyes federales 
vigentes que prohibían los juegos de azar entre estados 
y aun dentro de ciertos estados. Sin embargo, el Panel 
acogió el reclamo por cuanto estimó que la menciona­
da lista no había prohibido de manera explícita esos 
servicios y, además, Estados Unidos no había logrado 
justificar que las leyes federales invocadas calificaran 
dentro de la excepción del artículo XIV a) del Acuer­
do General sobre el Comercio de Servicios, esto es, que 
fueran “necesarias para proteger la moral o mantener 
el orden público”. Aceptó, además, el reclamo de la 
parte demandante en contra de la Ley interestatal so­
bre carreras de caballos, por cuanto concluyó que dis­
criminaba en contra de los proveedores de servicios de 
apuestas por medios electrónicos remotos.

El Órgano de Apelación revocó parcialmente la 
resolución del Panel. Por una parte, aceptó la defensa 
de Estados Unidos y la legitimidad de las restricciones 
establecidas por las tres leyes federales y resolvió que 
estaban justificadas por ser “necesarias para proteger la 
moral o mantener el orden público”. En cambio, con­
firmó la resolución del Panel y el reclamo de Antigua y 
Barbuda de que la Ley interestatal sobre carreras de 
caballos discriminaba en contra de los servicios 
transfronterizos que entregaba por Internet. Su conclu­
sión fue que Estados Unidos no logró demostrar que las 
restricciones de la ley mencionada a los proveedores 
extranjeros de esas apuestas se aplicaran de la misma 
manera a los proveedores nacionales. Esto último infrin­
gía la regla del trato nacional y el propio artículo XIV 
del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios.

f) Balance
Según la información expuesta —excluyendo las 

tres controversias entre países latinoamericanos— du­
rante el período que va de mayo de 1996 a mayo del 
2005, el balance es el siguiente:
— de un total de 19 controversias, los países latino­

americanos han sido demandantes individuales o

132 L a lis ta  de concesiones de acceso a  su m ercado fue  aprobada 
po r Estados U nidos conform e al artícu lo  II del g a t t , que constituye 
uno de los acuerdos conexos del A cuerdo sobre la  o m c .
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junto con otros países en 13 casos, y demanda­
dos en 6 casos;

— de un total de 13 demandas, los países latinoame­
ricanos han prevalecido en 11 controversias y han 
perdido 2;

— de un total de 6 demandas en contra de países 
latinoamericanos, estos últimos, con una sola 
excepción, las han perdido todas;

— de un total de 19 controversias en que los países 
latinoamericanos fueron demandantes o demanda­
dos, los países latinoamericanos prevalecieron en 
12, esto es, en dos tercios del total, y perdieron 
en 7 casos;

V II
La experiencia

1. Resumen

Desde 1996, Brasil ha recurrido de manera consisten­
te y con singular éxito a la o m c  para resolver sus dis­
putas comerciales. Junto con Venezuela, fue el recla­
mante del primer caso planteado ante la o m c  — el jui­
cio de la gasolina— y también, junto con otros países, 
ha sido el reclamante de uno de los últimos casos —el 
juicio contra las Comunidades Europeas por las sub­
venciones al azúcar.

Brasil ha participado en 10 controversias ante la 
o m c . Ha sido demandante en 8 casos y perdido solo 
uno y, de los 2 en que ha sido demandado, ha perdido 
uno. En total, 8 victorias y 2 derrotas.

Las dos derrotas de Brasil han sido: en su deman­
da contra las Comunidades Europeas por las restriccio­
nes a las importaciones de productos avícolas; y en la 
demanda en su contra de Canadá por las subvencio­
nes a la industria aeronáutica que se mencionan más 
adelante.

Las 10 controversias en que ha participado Bra­
sil aparecen en el cuadro 1.

2. Descripción de las controversias en que ha 
participado Brasil

A continuación hacemos una breve referencia a los 
principales juicios en que ha participado Brasil, por 
considerar que tienen relevancia y utilidad.

— de las 12 victorias latinoamericanas, 8 correspon­
dieron a juicios ganados por Brasil. Por lo tanto, 
si se excluye a Brasil, el resto de los países tuvo 
4 victorias;

— de las 7 derrotas latinoamericanas, 2 fueron de 
Brasil. Por lo tanto, si se excluye a Brasil, los 
demás países tuvieron 5 derrotas.
En las cifras anteriores se ha incluido, entre las 

derrotas, la demanda de Antigua y Barbuda en contra 
de Estados Unidos, a pesar de que en algunos aspec­
tos fue favorable a la parte demandante, como se ex­
plicó antes.

de Brasil

a) Brasil y  Venezuela contra Estados Unidos por sus 
restricciones a las importaciones de gasolina 
Brasil reclamó el 12 de abril de 1995, junto con

Venezuela, contra la normativa aprobada por Estados 
Unidos para las importaciones de gasolina extranjera. 
En las modificaciones a la Ley de aire limpio de 1990, 
de este último país, se estableció que en los centros 
metropolitanos más contaminados debía venderse so­
lamente gasolina limpia o “reformulada”. Los recla­
mantes sostuvieron que la metodología utilizada por 
esa ley era discriminatoria y sujetaba a la gasolina 
importada a un trato menos favorable que el dado a la 
gasolina nacional. El Órgano de Apelación acogió el 
reclamo y resolvió que la mencionada normativa era 
una “discriminación injustificable” y una “restricción 
encubierta al comercio internacional” prohibida por el 
artículo XX del g a t t  de 1994 y ordenó a Estados 
Unidos modificarla y hacerla consistente con las reglas 
pertinentes del g a t t  de 1994.133

b) Filipinas contra Brasil por las medidas compen­
satorias aplicadas a las importaciones de coco 
desecado
Brasil aplicó medidas compensatorias provisiona­

les y definitivas a las importaciones de coco desecado

133 D ocum ento  W T /D S/2 /R  y  reso lución  del o s d  del 20 de m ayo  de 
1996.
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CUADRO 1
Resoluciones del Órgano de Apelación en que ha sido parte Brasil

D em andante M ateria D em andado R esultado

B rasil y  V enezuela R estricciones a  las im portaciones de 
gasolina

Estados U nidos Favorable  a  B rasil y 
V enezuela

F ilipinas M edidas com pensatorias a  las im portaciones 
de coco desecado

B rasil Favorable  a  B rasil

B rasil R estricciones a  las im portaciones de productos 
avícolas

C om unidades
Europeas

Favorable  a  las 
C om unidades

Brasil Subvenciones a  la  exportación  de aeronaves C anadá Favorable  a  B rasil

C anadá Subvenciones a  la  exportación  de aeronaves B rasil Favorable  a  C anadá

Brasil, C hile, M éxico 
y  otros países

E nm ienda B yrd  (acuerdos antidum ping , 
subsid ios y  m edidas com pensatorias)

Estados U nidos Favorable  a  B rasil y  otros

Brasil D erechos a n tidum ping  a  las im portaciones 
de tubos de fundición

C om unidades
Europeas

Favorable  a  B rasil

Brasil, C om unidades 
Europeas y  otros

Subvenciones a  las im portaciones de acero Estados U nidos Favorable  a  B rasil y  otros

B rasil Subvenciones a  la  industria  del a lgodón Estados U nidos Favorable  a  B rasil

B rasil y  otros Subvenciones a  la  industria  del azúcar Estados U nidos Favorable  a  B rasil

F uente: E laboración  propia.

de Filipinas. Sin embargo, el Órgano de Apelación 
rehusó considerar el reclamo de Filipinas, por razones 
formales. Estimó que su justificación legal fue equi­
vocada y no estuvo especificada en el mandato perti­
nente.134

c) Brasil contra las Comunidades Europeas por las 
restricciones a las importaciones brasileñas de 
productos avícolas
La resolución final de esta demanda de Brasil ante 

la o m c  le fue desfavorable.
Brasil afirmó que las Comunidades Europeas no 

habrían cumplido adecuadamente sus obligaciones de 
aplicar los aranceles y cuotas de importación de pro­
ductos avícolas establecidas en un acuerdo bilateral 
entre ambos países y, por consiguiente, habrían infrin­
gido el artículo XXVIII del g a t t , que regula las mo­
dificaciones a las listas de concesiones. Afirmó, tam­
bién, que se habría infringido el artículo XIII del g a t t , 
referente a la aplicación no discriminatoria de restric­

ciones cuantitativas, el artículo X del g a t t  sobre trans­
parencia, diversas disposiciones del contrato de licen­
cia entre ambas partes, las normas sobre trato nacio­
nal del GATT y sobre disposiciones de salvaguardia 
especial del artículo 5 del Acuerdo sobre la Agricul­
tura.

El Panel, entre otras consideraciones, resolvió que 
Brasil no había logrado demostrar que las Comunida­
des Europeas hubieran faltado a sus obligaciones de 
administrar adecuadamente las normas sobre arance­
les y cuotas de importación de productos avícolas. 
Apelada la resolución del Panel, el Órgano de Apela­
ción confirmó sus conclusiones con algunas modifica­
ciones. Ambas resoluciones fueron refrendadas por el 
OSD el 23 de julio de 1998.135

d) Brasil contra Canadá por subvenciones a la ex­
portación de aeronaves civiles136
Brasil y Canadá han tenido un largo diferendo res­

pecto de los subsidios de ambos países a sus respecti-

134 D ocum ento  W T /D S /22 /A B /R  y  reso lución  del o s d  de 20 de 135 D ocum ento  W T /D S69/A B /R  de 23 de ju lio  de 1998.
m arzo  de 1997. 136 D ocum ento  W T /D S/70 de 20 de agosto  de 1999.
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vas industrias aeronáuticas civiles, el que con posterio­
ridad se ha resuelto por mutuo acuerdo de las partes.

Se trata de dos controversias principales y dos 
controversias subsidiarias surgidas, estas últimas, al no 
producirse acuerdo respecto del cumplimiento de los 
fallos respectivos del Órgano de Apelación.

A continuación describimos la demanda interpues­
ta por Brasil, cuyo fallo favoreció a este país.

Brasil reclamó contra las subvenciones de Cana­
dá y algunas de sus provincias a su industria aeronáu­
tica, debido a que estarían prohibidas por los artículos 
3.1 a) y 3.2 del Acuerdo s m c . El panel resolvió el 14 
de abril de 1999 que dos de las medidas reclamadas 
constituían “subvenciones supeditadas de facto a los 
resultados de exportación” y, por lo tanto, prohibidas 
por los artículos mencionados.

El Órgano de Apelación acogió el reclamo de 
Brasil y ordenó la eliminación de las medidas cuestio­
nadas. Sin embargo, no hubo acuerdo respecto del 
cumplimiento del fallo, por lo cual Brasil solicitó auto­
rización para suspender concesiones y otras obligacio­
nes mediante contramedidas conforme a los artículos 
22.2 del Entendimiento, 4.10 del Acuerdo s m c  y 
VI(6)(a) del g a t t  por el equivalente a 3.360 millones 
de dólares. Esta petición fue rechazada por Canadá y 
el asunto fue sometido a arbitraje conforme al artículo 
22.6 del Entendimiento. La resolución arbitral aprobó 
la suspensión de concesiones y la adopción de 
“contramedidas apropiadas” pero resolvió que, confor­
me al artículo 4.10 del Acuerdo s m c , la suma apropia­
da era de 247.797.000 dólares, monto por el cual Bra­
sil fue autorizado a efectuar suspensiones. Sin perjui­
cio de esto último, el árbitro señaló que, conforme al 
artículo 22.8 del Entendimiento, la suspensión de con­
cesiones u otras obligaciones sería temporal y solo se 
aplicaría hasta que se hubiera suprimido la medida 
prohibida. Agregó, también, que sabía que las partes 
realizaban consultas para llegar a una solución mutua­
mente satisfactoria y que, dadas las circunstancias del 
caso y en un contexto más amplio, esa parecía ser la 
solución más apropiada.137

e) Canadá contra Brasil por subvenciones a la ex­
portación de aeronaves civiles138
Esta demanda de Canadá fue contra el financia- 

miento subsidiado de Brasil al Programa de incentivos 
a las exportaciones (p r o e x ), que fomentaba la expor­

137 V éanse los artículos V III y  III del A cuerdo sobre la  o m c .

138 D ocum ento  W T /D S 46/A B /R  de 20 de agosto de 1999.

tación de aeronaves civiles, y el panel correspondien­
te fue establecido el 23 de julio de 1998.

El Órgano de Apelación acogió el reclamo de que 
los intereses pagados bajo el p r o e x  constituían una 
subvención conforme al artículo 1° del Acuerdo s m c . 
Resolvió que Brasil no había cumplido con sus obli­
gaciones, bajo el artículo 27.4 de dicho Acuerdo, de 
no aumentar “el nivel de sus subvenciones a la expor­
tación”. Además, por ser subvenciones “supeditadas a 
los resultados de exportación” le eran aplicables las 
prohibiciones del artículo 3.1a) del mismo Acuerdo. 
Enseguida, confirmó la conclusión del panel de que 
Brasil no había demostrado que las subvenciones a 
p r o e x  no hubieran sido utilizadas “para lograr una 
ventaja importante en las condiciones de los créditos 
a la exportación”.139 En base a estas consideraciones 
se resolvió que Brasil debía retirar las subvenciones a 
la exportación de sus aeronaves bajo el p r o e x , lo que 
fue confirmado por el o s d  el 20 de agosto de 1999.

Al no haber acuerdo respecto del cumplimiento 
del fallo por parte de Brasil, Canadá solicitó la forma­
ción de un panel conforme al artículo 21.5 del Enten­
dimiento, el cual se estableció el 9 de diciembre de
1999. En su informe, el Panel concluyó que Brasil no 
había puesto su p r o e x  en conformidad con el Acuerdo 
s m c . Brasil apeló y, además, solicitó arbitraje140 para 
que se determinara la justificación de las contramedidas 
solicitadas por Canadá. El Órgano de Apelación con­
firmó la resolución del Panel de que Brasil no había 
puesto en conformidad el p r o e x  con el Acuerdo s m c , 
lo que fue aprobado por el o s d  el 4 de agosto de 2000.

Por otra parte, los árbitros resolvieron que Cana­
dá podía justificar contramedidas hasta por 344 millo­
nes de dólares canadienses por año durante seis años 
y suspender concesiones por ese monto. Esto fue apro­
bado por el o s d  el 12 de diciembre de 2000. En esa 
misma fecha, Brasil informó al o s d  de los cambios 
efectuados en el p r o e x  y de la conformidad de este 
último con el Acuerdo SMC. Sin embargo, Canadá no 
estuvo de acuerdo y solicitó, por segunda vez, la for­
mación de un panel en virtud del artículo 21.5 del 
Entendimiento. El Panel, esta vez, concluyó que las 
revisiones efectuadas por Brasil al p r o e x  III no eran 
inconsistentes con el Acuerdo s m c , lo que fue aproba­
do por el o s d  el 23 de agosto de 2001.

139 V éase el A nexo I del A cuerdo s m c .

140 R especto  del concepto  de arbitraje, véase  m ás atrás la  sección 
III, apartado 7.
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f) Brasil, Chile, México, las Comunidades Europeas
y  otros países contra Estados Unidos por la En­
mienda Byrd141
La legislación estadounidense del 2000 conocida 

como Enmienda Byrd, modificó una Ley de aranceles 
de 1930 y permitió que los derechos de importación 
recaudados por el Tesoro bajo la legislación anti­
dumping y sobre derechos compensatorios fueran trans­
feridos a las empresas que hubieran denunciado infrac­
ciones a la mencionada legislación.

El Órgano de Apelación resolvió que la Enmien­
da mencionada sería una medida específica contra el 
dumping o las subvenciones no permitida y contraria 
a los Acuerdos a d p  y s m c . Resolvió que Estados Uni­
dos habría infringido esos Acuerdos y el artículo 
XVI(4) del Acuerdo sobre la o m c  que obliga a los paí­
ses miembros a asegurar la conformidad de sus leyes, 
reglamentos y procedimientos administrativos con las 
obligaciones que les imponen los acuerdos multilaterales 
conexos. Al incurrir en estas infracciones, Estados Uni­
dos habría anulado o menoscabado los beneficios con­
feridos a los reclamantes por esos acuerdos.

Al discrepar las partes respecto de las medidas 
adoptadas por Estados Unidos para dar cumplimiento 
al fallo, Brasil solicitó suspender concesiones arance­
larias y obligaciones conexas al g a t t  de 1994, lo que 
fue sometido a una decisión arbitral. La resolución 
adoptada estableció que Brasil podía suspender con­
cesiones mediante la imposición de derechos de impor­
tación adicionales a una lista definitiva de productos 
originarios de Estados Unidos. Esta lista abarcaría, 
anualmente, un valor total de comercio no superior al 
importe de una determinada ecuación. Esta considera­
ría la cuantía de los desembolsos bajo la Enmienda 
Byrd durante el último año del cual se dispusiera de 
datos sobre los derechos antidumping o compensatorios 
pagados por Brasil en ese año, multiplicado por un 
coeficiente que debería asegurar que el nivel de sus­
pensión sería equivalente al de la anulación o menos­
cabo de los beneficios que los acuerdos infringidos 
confirieron a Brasil.142 Estados Unidos informó que el 
3 de marzo de 2005 fue presentada a la Cámara de 
Representantes una ley que derogaría la Enmienda 
Byrd.143

141 B rasil fue uno de varios reclam antes. E sta  re ferenc ia  es solo al 
reclam o de Brasil.
142 D ocum ento  W T /D S217/A B B /B R  de 31 de agosto de 2004.
143 Inform ación  sobre el o s d  de 21 de m arzo  de 2005, con ten ida  en 
o m c  (2005).

g) Brasil contra las Comunidades Europeas por 
derechos antidumping a las importaciones brasi­
leñas de tubos de fundición maleable
Brasil reclamó contra las Comunidades Europeas 

por haber infringido el Acuerdo ADP en su aplicación 
de derechos antidumping a las mencionadas importa­
ciones. Chile participó como tercero interesado y for­
muló observaciones al fallo.

El Órgano de Apelación resolvió que las Comu­
nidades habrían infringido los artículos 6.2 y 6.4 del 
Acuerdo ADP al no entregar a los exportadores brasile­
ños, durante el proceso de investigación de la denun­
cia de dumping, la información disponible acerca de 
los factores enumerados en el artículo 3.4 de ese Acuer­
do, que afectarían la producción nacional respectiva. 
Como estos factores e indicadores económicos influían 
en el estado de la rama de la producción nacional afec­
tada por el dumping, los exportadores brasileños no ha­
brían tenido acceso a una adecuada defensa durante esa 
investigación. El Órgano de Apelación falló a favor de 
Brasil por estimar que la entrega oportuna de tal in­
formación por parte de las Comunidades Europeas era 
un componente esencial del proceso y que su omisión 
no podía sanearse retroactivamente.

h) Brasil, las Comunidades Europeas y  otros países 
contra Estados Unidos por las salvaguardias a las 
importaciones de acero
Las Comunidades Europeas, Brasil y otros paí­

ses reclamaron en contra de las salvaguardias aplica­
das por Estados Unidos a las importaciones de acero 
por estimar que habrían infringido los artículos XIX 
1) a) del GATT de 1994 y 3.1 del Acuerdo SVG. La 
petición se basó en que Estados Unidos no habría 
entregado una explicación adecuada y razonada de las 
“circunstancias imprevistas” que habrían provocado un 
aumento de las importaciones en cantidad tal que 
habría causado un daño grave a los productores na­
cionales pertinentes.

El Órgano de Apelación acogió los reclamos y 
agregó que la aplicación de salvaguardias a ciertos pro­
ductos de acero era inconsistente con los requisitos de 
los artículos 2.1 y 3.1 del Acuerdo s v g , por cuanto Es­
tados Unidos no fundamentó los hechos que apoyaron 
su determinación respecto del aumento de las importa­
ciones. También, estimó que era inconsistente con los 
artículos 2.1 y 4.2 del Acuerdo s v g , por cuanto Estados 
Unidos no cumplió con el requisito de “paralelismo” 
entre los productos respecto de los cuales las salvaguar­
dias fueron establecidas y los productos a los cuales
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fueron aplicadas las medidas.144 El Órgano de Apela­
ción recomendó, y el oSD acordó que las medidas cues­
tionadas fueran puestas en conformidad con las dispo­
siciones del Acuerdo SVG y el 4 de diciembre de 2003 
la Casa Blanca anunció el término de estas medidas.145

i) Brasil contra Estados Unidos por sus subvencio­
nes a la industria del algodón 
El reclamo de Brasil contra los subvenciones de 

Estados Unidos a su industria del algodón fue acogi­
do por el Órgano de Apelación y aprobado por el oSD 

el 21 de marzo de 2005. Se resolvió que los pagos y 
apoyo de Estados Unidos a esta industria, estimados 
en más de 3.000 millones de dólares anuales, infrin­
gieron el Acuerdo sobre la Agricultura, el Acuerdo SMC 

y el g a t t  de 1994. Constituyeron una “ayuda a un 
producto básico específico” prohibido por el Acuerdo 
sobre la Agricultura, y los efectuados durante los años 
1999, 2000, 2001 y 2002 excedieron los otorgados en 
1992 y quedaron afectos a las acciones de los artícu­
los 5 y 6 del s m c  y XVI (1) del g a t t  de 1994. Ade­
más, subvaloraron los precios internos y perjudicaron 
así al producto importado con infracción del artículo 
6(2) ii), y fueron subvenciones prohibidas por los ar­
tículos 3.1(b) y 3.2 del Acuerdo s m c , respectivamen­
te. Los créditos y garantías fueron calificados como 
subvenciones supeditadas a la exportación y, por lo 
tanto, igualmente prohibidas por el Acuerdo s m c . Se 
concluyó que las mencionadas medidas no eran com­
patibles con el Acuerdo sobre la Agricultura y el 
Acuerdo SMC y que debían ser puestas en conformidad 
con las disposiciones de estos últimos acuerdos.

j) Brasil, Australia y  Tailandia contra las Comuni­
dades Europeas, por sus subvenciones a la indus­
tria del azúcar (2005)
Una particularidad de esta controversia fue que, 

además de las partes directamente involucradas, parti­

ciparon como terceros interesados un total de 22 paí­
ses, entre ellos China, Canadá, Estados Unidos, India, 
y también países productores de azúcar de África, el 
Caribe y el Pacífico. Estos últimos, llamados “países 
ACP”, reciben apoyo financiero de las Comunidades 
Europeas.

Los reclamantes afirmaron que los subsidios otor­
gados por las Comunidades Europeas a la industria del 
azúcar eran superiores a los límites especificados en 
sus respectivas listas de concesiones, lo cual infringía 
el Acuerdo sobre la Agricultura y el Acuerdo s m c . De 
manera especial, los reclamantes sostuvieron que las 
Comunidades Europeas garantizaban un alto precio al 
azúcar incluido dentro de las respectivas cuotas de pro­
ducción, pero que el azúcar que excedía esas cuotas, 
llamada azúcar C, no podía ser vendida internamente 
sino que debía ser exportada. Los altos precios paga­
dos a los productores y procesadores permitían finan­
ciar la producción y exportación del azúcar C a pre­
cios inferiores a sus costos de producción. Además, se 
afirmó que las Comunidades otorgaban subsidios de 
exportación a aproximadamente 1,6 millones de tone­
ladas, cuyo valor sería equivalente al de las importa­
ciones recibidas de los países a c p . Al exceder los va­
lores y volúmenes de estas exportaciones los límites 
comprometidos y acordados, los subsidios de las Co­
munidades Europeas habrían infringido las disposicio­
nes pertinentes del Acuerdo sobre la Agricultura y del 
Acuerdo s m c .146

La resolución del Panel acogió los reclamos de 
los demandantes y fue confirmada por el Órgano de 
Apelación. Se resolvió que las infracciones de las Co­
munidades Europeas anulaban o menoscababan los 
beneficios que el Acuerdo sobre la Agricultura con­
ferían a los demandantes y se recomendó a las Co­
munidades enmendar su reglamentación sobre el azú­
car y conformarla a las disposiciones del menciona­
do Acuerdo.

144 D ocum ento  W T S251/A B /R  y  reso lución  del o s d  de 10 de d i­
c iem bre de 2003.
145 w w w .w hitehouse.gov .new srelease .

146 A rtícu lo  3.3, artícu lo  8 y  artícu lo  9.1 a) y  c) o, en  la  alternativa, 
artícu lo  10.1 del A cuerdo sobre la  A gricultura, y  artícu lo  I, acápite 
1.1, incisos a)1) i) y  a)1) iv), e incisos a )2) b) del A cuerdo s m c .
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V III
Conclusiones

Sin perjuicio de que los gobiernos deben siempre 
priorizar la vía diplomática para resolver sus conflic­
tos comerciales con otros países,147 el procedimiento 
de la o m c  presenta la ventaja de que, a través de la 
consulta, pueden lograrse soluciones bastante simila­
res. La información analizada muestra que cuando la 
consulta fracasa y las controversias son entregadas a 
la decisión de un panel, en general los resultados han 
favorecido a los países latinoamericanos. Esto debe 
atribuirse al hecho de que el procedim iento es 
predecible y es administrado por tribunales indepen­
dientes que aplican e interpretan de manera objetiva 
reglas acordadas multilateralmente.

Dado que las controversias son exclusivamente 
entre Estados, pero interesan y afectan a intereses pri­
vados, es fundamental que los gobiernos mantengan 
una estrecha coordinación con los exportadores e 
importadores nacionales. Esta coordinación debería ser 
constante y no surgir solamente ante una determinada 
controversia. Su objetivo debe ser la prevención, de 
manera de anticipar los problemas y así poder adoptar 
las medidas o conductas que sean pertinentes. Por lo 
general son los ministerios de relaciones exteriores o 
de comercio, o ambos, los que representan los intere­
ses de los Estados en estas materias frente a la o m c . 
Sin perjuicio de ello, la complejidad y naturaleza téc­
nica de estos asuntos exigen que, para su debida aten­
ción, los gobiernos dispongan del apoyo de profesio­
nales especializados, particularmente en el área legal. 
Una opción que muchos países —particularmente los 
más débiles— deberían considerar antes de iniciar o 
responder un reclamo es la de solicitar la asesoría del 
ya mencionado Centro de Asesoría Legal en Asuntos 
de la o m c , de Ginebra, cuyos costos son inmensamente 
inferiores a los de cualquier bufete internacional.

La jurisprudencia reiterada de los últimos diez 
años permite, en determinadas materias, anticipar los

resultados de una controversia y obliga a los países a 
examinarla cuidadosamente antes de presentar un re­
clamo. Sin embargo, factores de política interna gene­
ran a veces reacciones precipitadas, destinadas sola­
mente a satisfacer la opinión pública local, o presio­
nes a veces inconsultas del sector privado perjudica­
do. Estas reacciones, además de resultar generalmente 
infructuosas, terminan invariablemente por afectar la 
credibilidad de los gobiernos y deben ser siempre re­
sistidas.

Hay dos opciones que los gobiernos latinoameri­
canos deberían considerar.

La primera es participar con alguna frecuencia 
como terceros interesados en aquellas controversias 
que comprometan sus intereses, aunque sea indirecta­
mente. Esta participación no reviste mayores costos y 
permite a los gobiernos familiarizarse con los proce­
dimientos y funcionamiento del sistema y adquirir así 
la experiencia necesaria para enfrentar con éxito futu­
ras controversias ante la o m c .

La otra opción es que los gobiernos consideren 
asociarse con otros países —particularmente de la 
o c d e —  en controversias de gran magnitud. Las veces 
que lo han hecho, los resultados han sido generalmen­
te favorables. Casos ilustrativos han sido los reclamos: 
de Ecuador junto con Estados Unidos y otros países 
contra las Comunidades Europeas por las restricciones 
a las importaciones de bananos; de Brasil junto con las 
Comunidades Europeas y con otros países contra Es­
tados Unidos por los aranceles impuestos a las impor­
taciones de acero; y de Brasil, Chile, México y las 
Comunidades Europeas contra la Enmienda Byrd. Los 
resultados de todos estos reclamos han favorecido 
siempre a los reclamantes y, posiblemente, esto no 
habría ocurrido si los países latinoamericanos hubie­
ran actuado de manera aislada.

147 U n  b uen  ejem plo  de la  u tilizac ión  ex itosa  de la  v ía  d ip lom ática  C hile para  im pedir la  ap licación  po r las C om unidades E uropeas de
p ara  re so lver o p reven ir controversias fue la  gestión  rea lizada  p o r salvaguardias a  las im portaciones de salm ón.
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E
1  Jn  este artículo se analiza la experiencia  de c inco program as de 

transferencias m onetarias cond ic ionadas en A m érica  Latina que apun­

tan a reducir la pobreza y fom entar el cap ita l hum ano en educación, 

salud y nutrición. Estos program as innovadores pueden con tribu ir al lo­

gro de los O bje tivos de Desarrollo del Milenio, y a lgunos han llegado a 

ser com ponentes fundam enta les de las po líticas an tipobreza de sus res­

pectivos países. En este artículo se presentan en prim er lugar algunos 

concep tos  que fundam entan la im p lem entación de los p rogram as de 

transferencias cond ic ionadas. A  continuación, se exam inan las experien­

cias siguientes: P rogram a Bolsa Escola y Program a para la Erradicación 

del Trabajo Infantil (Brasil); Familias en A cc ión  (Colom bia); Red de Pro­

tección Social (N icaragua), y Program a O portun idades (M éxico), ana li­

zando sus objetivos, com ponentes, m ecanism os de foca lización, im p ac­

tos y efic iencia . Finalmente, se plantean recom endaciones de política y 

se identifican elem entos de diseño que podrían constitu irse en buenas 

prácticas al mom ento de ap lica r este tipo  de program as.
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I
Introducción

En la Cumbre del Milenio se establecieron como me­
tas de desarrollo para el 2015, entre otras, la reducción 
a la mitad de la pobreza y el hambre, la universaliza­
ción de la educación primaria, el acceso equitativo a 
todos los niveles de educación y la reducción de la 
mortalidad materno-infantil. Para cumplir con estas 
metas se requiere el compromiso del sector público en 
la implementación de estrategias multisectoriales que 
contribuyan simultáneamente al logro de los objetivos 
propuestos (Naciones Unidas, 2001).

Este artículo analiza las experiencias de cinco 
programas de transferencias monetarias condicionadas 
en América Latina que apuntan a reducir la pobreza y 
fomentar el capital humano en educación, salud y nu­
trición, y que pueden constituirse en instrumentos re­
levantes para el logro de las metas de desarrollo de las 
Naciones Unidas. Estas experiencias fueron selecciona­

das por razones de disponibilidad de bibliografía y no 
necesariamente porque representen las mejores prácti­
cas en este tipo de programas.

Después de esta sección introductoria, en la sec­
ción II se presentan los conceptos que sustentan la 
implementación de los programas de transferencias 
condicionadas. En la sección III se analizan las expe­
riencias del Programa Bolsa Escola (de becas escola­
res) y el Programa de Erradicación del Trabajo Infan­
til, ambos de Brasil; el programa Familias en Acción, 
de Colombia; la Red de Protección Social, de Nicara­
gua, y el Programa Oportunidades, de México, en lo 
que se refiere a sus objetivos, componentes, mecanis­
mos de focalización, impactos y costo-efectividad. Fi­
nalmente, en la sección IV se formulan algunas reco­
mendaciones de política y se identifican elementos de 
diseño que podrían ser útiles al momento de 
implementar este tipo de programas.

II
Conceptos preliminares

Los programas que condicionan las transferencias mo­
netarias a la inversión en capital humano deben ser en­
tendidos en el contexto de un nuevo enfoque de la pro­
tección social. En rigor, las consecuencias sociales de 
las crisis económicas y de los programas de ajuste es­
tructural han generado un debate en torno a la raciona­
lidad de esa protección (Ravallion, 2003). Del debate se 
desprende que el sistema de protección ha evoluciona­
do desde una perspectiva centrada en la reducción de la 
pobreza en el corto plazo, hacia un enfoque de manejo 
de riesgos, que tiene como objetivo acrecentar el capi­
tal humano y superar la pobreza en el largo plazo.

Según el enfoque de manejo de riesgos sociales 
(Holzmann y Jorgensen, 2000), las personas, hogares 
y comunidades están expuestos a múltiples riesgos. La 
pobreza implica una mayor vulnerabilidad, ya que los 
pobres tienen poco acceso a instrumentos adecuados 
para manejar riesgos y se encuentran en peores condi­
ciones para afrontar situaciones de crisis. Los meca­
nismos más utilizados por las familias pobres para

enfrentar las perturbaciones económicas son las estra­
tegias informales (por ejemplo, sacar a los niños de la 
escuela), cuya ineficiencia puede reducir de manera 
irreversible el capital humano y perpetuar el ciclo 
intergeneracional de la pobreza.

El modelo de manejo de riesgos asigna tres fun­
ciones a la política pública: prevención, mitigación y 
enfrentamiento. El sistema de protección social desa­
rrolla estrategias de mitigación, orientadas a reducir el 
impacto de un riesgo futuro, y de enfrentamiento, que 
buscan atenuar el impacto del riesgo una vez que este 
se ha generado (Banco Mundial, 2001c; Hicks y 
Wodon, 2001). Desde esta lógica, las acciones de pro­
tección social constituyen inversiones en capital huma­
no que fomentan el acceso a servicios básicos y evi­
tan estrategias con consecuencias adversas en el largo 
plazo, y que benefician a: i) las personas que viven en 
pobreza estructural, ii) a las que se encuentran leve­
mente por sobre la línea de pobreza, y iii) a los gru­
pos con necesidades especiales.
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Los programas de transferencias condicionadas se 
enmarcan en el concepto de protección social como 
inversión en capital humano. Tienen como premisa que 
la reproducción intergeneracional de la pobreza se debe 
a la falta de inversión en capital humano, y buscan, 
mediante el condicionamiento de las transferencias, 
generar incentivos para esa inversión (c e p a l , 2000). 
Las transferencias condicionadas podrían ser más efi­
caces que las intervenciones tradicionales porque el 
condicionamiento reduciría el costo de oportunidad de 
la escolarización; esto a su vez reforzaría el efecto- 
ingreso de la transferencia, dado que la asistencia a la 
escuela y el trabajo infantil son sustitutos entre sí 
(Skoufias y Parker, 2001).

Skoufias y Parker (2001) proponen un modelo 
económico para comprender en qué forma las transfe­
rencias condicionadas interactúan con las preferencias 
y restricciones de ingresos de las familias. Este mode­
lo señala que las condiciones que plantea el programa 
afectarán de diversa manera la asignación de tiempos 
en la familia, lo que dependerá de las preferencias del 
hogar y de su posición presupuestaria anterior a la 
implementación del programa. En los hogares para los 
cuales las condiciones del programa sean vinculantes 
(los niños deben ir a la escuela), el programa tendría 
efectos de agregación y sustitución del ingreso que 
reforzarían su impacto. Entre los hogares que no estén 
en esa situación, la intervención sólo tendría efectos 
en los ingresos monetarios.

Si un niño destina más tiempo al trabajo y menos 
a la escuela, la familia podrá consumir bienes adicio­
nales, cuyo valor monetario será igual al salario de 
mercado que se paga por el trabajo infantil. En cam­
bio, si un niño deja de usar su tiempo en actividades 
laborales y asiste a la escuela, serán menos los bienes 
adicionales que podrá consumir el grupo familiar. Si 
se relacionan estas asignaciones presupuestarias con el 
supuesto de maximización de la utilidad, se puede 
concluir que habrá un monto mínimo de transferencia 
que resultará en incentivos >0 para enviar los niños a 
la escuela. Para Skoufias y Parker (2001), las transfe­
rencias condicionadas de montos superiores a este 
mínimo tendrían una alta probabilidad de lograr efec­
tos positivos en la escolarización de los niños.

Entre las principales limitaciones que podrían 
tener las transferencias condicionadas, se ha señalado 
la no consideración del eslabón empleo en la cadena 
de reproducción intergeneracional de la pobreza. La 
c e p a l  (2002) y Britto (2005) han advertido que no se 
puede garantizar la conversión de mayores logros edu­
cativos en un incremento de los ingresos monetarios

en el largo plazo, debido a que esta relación está me­
diada por variables como la calidad de la oferta edu­
cativa, la rentabilidad de la educación y el desempleo.

También se ha planteado que estos modelos no 
incorporan los factores culturales y psicosociales que 
podrían incidir en las elecciones y preferencias de los 
sujetos, y que no toman en cuenta las imperfecciones 
de los mercados. Como indica la c e p a l  (2000), cons­
tituyen obstáculos a las intervenciones de subsidio a 
la demanda: i) que los padres de familia no siempre 
actúan como consumidores racionales; ii) que la ofer­
ta en el mercado educacional no es transparente, y iii) 
que la educación no puede ser considerada exclusiva­
mente como un bien de consumo.

Desde una perspectiva más empírica, una mayor 
asistencia del niño a la escuela no siempre implicaría 
una reducción en la incidencia e intensidad de todas 
las clases de trabajo infantil. Por ejemplo, al evaluar el 
impacto del programa de transferencias condicionadas 
de Bangladesh se encontró que el aumento de la asis­
tencia escolar tuvo lugar a expensas de la disminución 
del tiempo libre de los niños (Ravallion y Wodon, 1999). 
También es importante saber si los programas provocan 
cambios en las actitudes de las familias ante la educa­
ción y el trabajo infantil, ya que si no hay modifica­
ciones en este ámbito los efectos de las intervencio­
nes podrían no ser sostenibles en el largo plazo.

Al mismo tiempo, el incremento de la demanda 
de educación podría generar externalidades negativas 
si la oferta se mantuviera constante, lo que indica la 
necesidad de establecer subsidios compensatorios a la 
oferta. Algunos autores han señalado asimismo la im­
portancia de analizar cómo reciben los actores 
institucionales del sistema escolar la nueva demanda 
generada por las transferencias, y de establecer si los 
subsidios a la demanda contribuyen a mejorar el apren­
dizaje de los niños más pobres, y también se han pre­
guntado si la expansión de la oferta educacional podría 
ser una vía más costo-efectiva que las transferencias 
condicionadas para mejorar el acceso a la educación e 
incrementar el capital humano de las familias pobres 
(Coady y Parker, 2002; Skoufias y Parker, 2001).

En cuanto a los ingresos monetarios, se ha soste­
nido que los efectos de las transferencias condiciona­
das podrían ser limitados, debido a la situación de 
extrema vulnerabilidad de las familias que reciben los 
beneficios (por ejemplo, las intervenciones podrían 
ser eficaces para disminuir la brecha de pobreza, 
pero no para superarla), y que las transferencias mo­
netarias no siempre ayudarían a mejorar la calidad 
de la alimentación de los más pobres. La literatura
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muestra elasticidades calorías-ingreso que oscilan en­
tre valores bastante altos, de 0,54, y muy bajos, de 0,01 
(Hoddinot y Skoufias, 2003); esto sugiere que se debe 
analizar la varianza adicional a las transferencias que 
podrían aportar intervenciones de carácter psicosocial 
y cultural encaminadas a fomentar actitudes favorables 
a un consumo alimentario de mejor calidad.

También resulta de interés analizar los datos so­
bre la eficiencia y eficacia de las diferentes modalida­
des de implementación de los programas de transferen­
cias condicionadas, en lo que se refiere a la incorpora­
ción de distintos componentes (intervenciones unidi­
mensionales o multidimensionales), al tipo de gestión

(centralizada o descentralizada) y a los mecanismos de 
focalización. Es igualmente importante conocer la par­
ticipación de la sociedad civil en los espacios de toma 
de decisiones y de prestación de servicios, y estudiar 
de qué manera se aborda la atención a poblaciones más 
complejas, como los niños trabajadores de la calle.

El análisis de las cinco experiencias de transfe­
rencias monetarias condicionadas que se hace en la 
sección siguiente considera los elementos conceptua­
les planteados en los párrafos anteriores, recoge y 
sistematiza la evidencia disponible, e intenta entregar 
herramientas para el debate como aporte a las prácti­
cas de implementación de este tipo de programas.

III
Experiencias de transferencias monetarias 

condicionadas en América Latina

1. El Programa Nacional de Bolsa Escola (Brasil)

Este programa de becas escolares fue implementado 
inicialmente por el gobierno estadual de Campinhas en 
1995. Ese mismo año se comenzó a aplicar una nueva 
versión en el Distrito Federal de Brasilia. En los años 
siguientes, el programa se expandió con rapidez: en el 
2001 eran siete los estados y más de 200 los munici­
pios que llevaban a cabo intervenciones tipo Bolsa 
Escola (Godoy, 2004). Posteriormente, estos progra­
mas pasaron a depender del Ministerio de Educación, 
y en el 2003, en el contexto de la nueva estrategia na­
cional antipobreza Fome Zero, fueron incluidos en el 
programa federal Bolsa Familia, que centralizó la ad­
ministración de todos los dispositivos de transferencias 
condicionadas.

El Programa Bolsa Escola fue creado para exten­
der la permanencia en la educación primaria y secun­
daria de niños de 6 a 15 años de edad, matriculados 
en algún establecimiento de educación primaria o se­
cundaria, y pertenecientes a familias con ingresos 
mensuales per cápita de hasta 90 reales; mediante las 
transferencias, el programa fomenta la asistencia a la 
escuela y procura disminuir el trabajo infantil (Secre­
taria do Programa Nacional de Bolsa Escola, 2002). Se 
espera que el incremento del capital humano educacio­
nal de los niños permita reducir la pobreza en el largo 
plazo (Banco Mundial, 2001a).

Dicho programa tiene un componente, de educa­
ción, mediante el cual se hacen transferencias moneta­
rias a familias pobres con niños en edad escolar. Las 
transferencias se entregan con la condición de que los 
niños asistan a la escuela como mínimo el 85% de la 
jornada escolar en el mes (Secretaria do Programa Na­
cional de Bolsa Escola, 2002). Los montos de las trans­
ferencias no dependen del número, la edad o el géne­
ro de los niños de las familias beneficiarias, y varían 
mucho de un municipio a otro (Banco Mundial, 2001a).

Se ha sugerido que un ajuste de los montos de las 
transferencias conforme a las características de las 
familias atendidas podría mejorar la eficiencia y efi­
cacia del programa (Banco Mundial, 2001a). Por ejem­
plo, el costo de oportunidad de la asistencia a la es­
cuela de los niños adolescentes podría ser superior al 
de los niños de edades más bajas, lo que reduciría el 
incentivo para enviar a los adolescentes a la escuela 
(Skoufias y Parker, 2001). Según el Banco Mundial 
(2001a), el monto de la transferencia debería determi­
narse atendiendo a la jerarquización de los objetivos 
del programa (paliación o superación de la pobreza).

Los procesos de selección de beneficiarios del Pro­
grama Bolsa Escola se hallaban inicialmente en manos 
de las municipalidades. Dentro de estas, el programa 
elegía primero a las localidades más pobres y luego 
seleccionaba a sus familias más vulnerables, mediante 
un sistem a de puntaje que integraba distintos
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indicadores de los estándares de vida familiar. El pro­
grama no disponía en sus comienzos de un sistema de 
focalización nacional, que permitiera optimizar la se­
lección de las áreas geográficas más pobres y eliminar 
ineficiencias administrativas (Banco Mundial, 2001a).

Posteriormente, el gobierno brasileño estableció 
un catastro nacional de familias beneficiarías de pro­
gramas federales, con el propósito de mejorar la focali- 
zación. En el 2002, el proceso de selección de benefi­
ciarios abarcaba el levantamiento de datos por los 
municipios, la selección de familias elegibles por una 
instancia del gobierno federal, y la elección definitiva 
de las familias beneficiarias desde el ámbito local con 
la participación de Consejos de Control Social, que 
incluyen a representantes de organizaciones de la so­
ciedad civil (Secretaria do Programa Nacional de Bol­
sa Escola, 2002).

La evidencia sugiere que el programa ha sido exi­
toso en la focalización, debido a que las tasas de fuga 
han sido más bien bajas. Sin embargo, los indicadores 
de subcobertura (la población objetivo que no es alcan­
zada por el programa) han sido altos, lo que se atribu­
ye a los escasos recursos financieros de las municipa­
lidades más pobres (Banco Mundial, 2001a). Además, 
se detecta la exclusión de las familias con niños pre- 
escolares y adolescentes. Se han sugerido dos alterna­
tivas para la incorporación de estos grupos: la 
implementación de programas paralelos, o bien la in­
tegración de estos segmentos al Programa Bolsa 
Escola, lo que implicaría un componente nutricional 
y de salud adicional (Banco Mundial, 2001a).

Uno de los principales problemas para la incor­
poración de las poblaciones no cubiertas es el finan- 
ciamiento: como los programas son financiados prin­
cipalmente con recursos locales, los municipios más 
pobres no pueden implantarlos. Específicamente, se ha 
sugerido la entrega de recursos adicionales a los mu­
nicipios que cuentan con menos recursos, dado que los 
recortes en los montos de las transferencias podrían 
comprometer la eficacia del Programa Bolsa Escola 
(Banco Mundial, 2001a). Sin embargo, en los últimos 
años se ha tendido a incrementar la cobertura median­
te la reducción de los montos transferidos (Godoy, 
2004).

También se han planteado objeciones en torno a los 
límites de permanencia definidos por dicho programa 
(entre 1 y 2 años), los que reflejarían una falta de ga­
rantías en términos de la continuidad del beneficio. La 
imposición de estos umbrales de permanencia se atri­
buye a que la mayor parte de la legislación de progra­
mas de beca escolar no tiene como propósito “que los

niños concluyan la enseñanza fundamental, sino sacar­
los de las calles, lo que refuerza un carácter 
asistencialista del programa en detrimento de su impacto 
redistributivo” (Godoy, 2004, p. 22).

Con relación a los impactos del Programa Bolsa 
Escola en la acumulación de capital humano, la eviden­
cia muestra resultados positivos en la asistencia escolar 
y en la reducción de la brecha edad/año escolar. Algu­
nos estudios han mostrado que la asistencia a la escue­
la es más alta y la deserción es más baja en los benefi­
ciarios del programa que en grupos no atendidos, y que 
más niños beneficiarios ingresan a la escuela a la edad 
adecuada con relación a los sujetos de grupos de com­
paración (Banco Mundial, 2001a). Se ha señalado que 
el Programa Bolsa Escola ha contribuido a desmontar 
los mecanismos usados por las escuelas para excluir a 
los estudiantes más pobres, debido a que en circuns­
tancias normales, las escuelas —con el pretexto de cri­
terios académicos— tienden a excluir a los estudian­
tes más vulnerables (Banco Mundial, 2001a).

Una pregunta que ha recibido poca atención es si 
los programas de transferencias condicionadas a la 
inversión en capital humano educativo tienen inciden­
cia en los resultados de aprendizaje. Igualmente es 
importante disponer de información sobre los proce­
sos de recepción en las escuelas de la demanda adi­
cional creada por el programa. Para responder a estas 
preguntas, se efectuó un estudio cuasi experimental con 
dos mediciones (antes del ingreso al programa y un año 
después) sobre una muestra de niños de familias be- 
neficiarias de Bolsa Escola y un grupo de comparación, 
integrado por niños de familias no incluidas en el pro­
grama (Banco Mundial, 2001a).

La investigación mostró que las percepciones de 
los profesores y directores de las escuelas sobre el 
programa eran favorables. Estos actores consideraron 
que la intervención del Programa Bolsa Escola refor­
zaba su acción educativa, y que proporcionaba opor­
tunidades para mejorar su trabajo con los niños más 
pobres y elevar sus niveles de aprendizaje. Sin embar­
go, el estudio no mostró diferencias en los niveles de 
aprendizaje entre los sujetos del programa y los del 
grupo de comparación (Banco Mundial, 2001a). Estos 
datos indican que es necesario desarrollar acciones 
adicionales para mejorar la calidad de la oferta.

Al mismo tiempo, no existe evidencia concluyente 
que permita afirmar que el Programa Bolsa Escola 
reduce el trabajo infantil (Banco Mundial, 2001a). En 
todo caso, si se supone que el programa ha incremen­
tado la asistencia a la escuela, se puede sostener que 
ha disminuido las horas disponibles para el trabajo de
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los niños. En este campo existe un doble desafío: evi­
tar el trabajo infantil en las horas no cubiertas por la 
escuela, y analizar la capacidad de diferentes montos 
de transferencias condicionadas para incentivar la re­
ducción del trabajo infantil.

Por otra parte, en estudios seccionales se ha ob­
servado que el programa aminora la brecha de pobre­
za que afecta a las familias beneficiarias (Banco Mun­
dial, 2001a), pero la evidencia sobre la reducción de 
la pobreza no es consistente. Por ejemplo, según el 
Banco Mundial (2001a), el Programa Bolsa Escola 
disminuye la prevalencia de la pobreza. Sin embargo, 
para Godoy (2004), las becas escolares han tenido poco 
impacto en la reducción de la pobreza, lo que se ex­
plica por el bajo monto de las transferencias y la pre­
caria situación de las familias beneficiarías.

Godoy (2004) también señala que el Programa 
Bolsa Escola no ha contribuido a mejorar las capaci­
dades de generación de ingresos autónomos de las 
familias. En una encuesta a familias beneficiarías de 
Campinhas, se observó que apenas el 1% de los suje­
tos que se desvincularon del programa lo hicieron por 
haber obtenido autonomía económica, y que entre to­
das las familias que dejaron el programa, ninguna re­
solvió sus problemas económicos. Según Godoy, esta 
situación es atribuible a la escasa articulación de las 
intervenciones del Programa Bolsa Escola con las ini­
ciativas de capacitación e inserción laboral.

2. El Programa para la Erradicación del Trabajo
Infantil (p e ti), de Brasil

Este programa fue creado por el gobierno de Brasil 
con el propósito de erradicar las peores formas de 
trabajo infantil en las zonas rurales. A inicios de 1999, 
el p e t i  comenzó a expandirse a áreas urbanas para 
enfrentar el trabajo de los niños de la calle, teniendo 
como población objetivo 266 mil niños de 10 a 14 
años de edad que desarrollan actividades como la 
prostitución, el tráfico de drogas, la recolección de 
basura y la venta callejera. En los últimos años, el 
gobierno brasileño unificó el p e t i  con el Fondo de 
Garantía de la Renta Mínima, creando el programa 
Alborada, para mejorar la complementariedad, efi­
ciencia y eficacia de las intervenciones.

El p e t i  tiene objetivos similares a los del Progra­
ma Bolsa Escola, ya que apunta a elevar el logro edu­
cacional y acrecentar la reducción de la pobreza, pero 
su principal propósito es erradicar el trabajo infantil. 
Para lograr esta meta, hace transferencias a familias 
con niños en edad escolar (7 a 14 años) de zonas rura­

les y urbanas, con la condición de que ellas garanti­
cen que los niños asistirán a un 80% de las horas de 
escuela y que participarán en el subprograma Jornada 
Ampliada, en el que se desarrollan actividades después 
de la escuela. Los montos de las transferencias son más 
altos en las zonas urbanas que en las rurales, difieren 
de un estado a otro y en algunas ocasiones dependen 
del número de niños por familia. Las transferencias son 
entregadas mayoritariamente a la madre.

El programa también tiene un componente psico­
social, orientado a promover cambios en las creencias 
y actitudes prevalecientes en muchas familias pobres, 
cuya precaria situación lleva a que perciban como bajos 
los beneficios de la educación y tengan una alta valo­
ración del trabajo infantil. Al mismo tiempo, el p e t i  

entrega recursos a los municipios para el financia- 
miento del subprograma Jornada Ampliada, con el fin 
de evitar que los niños asistan a la escuela y a la vez 
trabajen. Por lo tanto, este subsidio a la oferta busca 
limitar el tiempo disponible para el trabajo infantil.

En el proceso de focalización que emplea el p e t i ,  

primero se seleccionan las zonas que evidencian las 
incidencias más altas de trabajo infantil, y luego, den­
tro de las localidades, se recolecta información sobre 
los hogares. Estos datos son remitidos al nivel fede­
ral, ámbito en el que se realiza una preselección de 
familias elegibles. Finalmente, la población beneficia­
ria es seleccionada en el nivel local, con la participa­
ción de representantes de la sociedad civil. Este pro­
cedimiento tiene dos ventajas: i) minimiza el error de 
exclusión y ii) permite implementar el programa en 
zonas que no cuentan con medios suficientes.

Existe alguna evidencia que indica que el progra­
ma en zonas rurales está correctamente focalizado. Por 
ejemplo, se ha observado que las familias beneficiarias 
tienden a ser bastante grandes (hasta siete integrantes), 
y que un tercio de las madres nunca asistió a la escuela. 
En un estudio cualitativo realizado en Pernambuco, la 
mayor parte de los beneficiarios afirmó que gastaba las 
transferencias en bienes de primera necesidad, como 
ropa y alimentos (Banco Mundial, 2001b).

El p e t i  comenzó en 1999 a trabajar para la erra­
dicación de las peores modalidades de trabajo infantil 
en zonas urbanas. Con esto han aparecido dificultades 
vinculadas al diseño del programa, sus mecanismos de 
focalización, la determinación de los montos de sus 
transferencias y la selección de sus componentes. Pri­
mero, los datos sobre los niños trabajadores de la ca­
lle en zonas urbanas son poco confiables o 
inexistentes, lo que hace más compleja la focalización. 
Segundo, por la heterogeneidad del trabajo infantil
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urbano la especificación del monto de las transferen­
cias es más compleja que en las zonas rurales. Terce­
ro, los problemas del trabajo infantil callejero están 
vinculados al abandono familiar, la violencia, las dro­
gas y las vulnerabilidades de salud, por lo cual es in­
dispensable incorporar en el programa componentes 
psicocomunitarios y de salud.

Hasta ahora, las intervenciones psicosociales del 
p e t i  ante la prostitución infantil han sido preventivas 
y de asistencia, y se han focalizado en niños y niñas 
de 7 a 14 años provenientes de familias con ingresos 
per cápita menores a la mitad del salario mínimo. Entre 
las acciones preventivas, cabe mencionar una campa­
ña nacional para generar conciencia social sobre el 
problema y la realización de seminarios y talleres. Las 
medidas tendientes a mejorar la asistencia a la escuela 
incluyeron intervenciones para facilitar el acceso de los 
niños y niñas a las redes institucionales de apoyo y para 
fomentar la interrelación entre las familias, las escue­
las y la comunidad. El p e t i  no ha llevado a cabo ac­
ciones destinadas a reducir el trabajo doméstico infantil 
en zonas urbanas.

Se ha propuesto que el p e t i  incorpore experien­
cias de organizaciones no gubernamentales (o n g ), por­
que el modelo p e t i  es consistente con las metodologías 
utilizadas por esas organizaciones (Banco Mundial, 
2001b). En particular, se ha sugerido la conveniencia 
de que tome medidas encaminadas a mejorar la 
autoestima y las habilidades sociales de los niños, y 
que implemente acciones educativas en salud y dere­
chos humanos. Una alternativa a la incorporación de 
nuevos componentes al p e t i  podría ser la de condicio­
nar las transferencias a la participación de los niños en 
programas preventivos y de asistencia llevados a cabo 
por o n g . De esta manera se evitarían los costos de agre­
gar un nuevo componente, y se utilizaría la experien­
cia de estas organizaciones.

Con relación a los efectos del p e t i , solamente se 
dispone de datos sobre el programa rural. En rigor, se 
efectuó una evaluación del impacto del PETI mediante 
una encuesta que incluyó a tres municipalidades parti­
cipantes en el programa y tres no participantes (Ban­
co Mundial, 2001b). Esta encuesta recopiló informa­
ción sobre los efectos del programa en el número de 
horas escolares, los años de educación alcanzados, la 
relación edad/años de escolaridad, el trabajo infantil y 
la participación de los niños en actividades laborales 
de riesgo.

Los resultados de la evaluación muestran que el 
PETI duplicó las horas dedicadas a la escuela y redujo 
significativamente el trabajo infantil. Según Sedlacek,

Yap y Orazem (2002), lo que explicó la menor parti­
cipación de los niños en la fuerza de trabajo fue el 
programa Jornada Ampliada. Sin embargo, estos au­
tores señalan que el p e t i  tuvo menos éxito en dismi­
nuir el número de horas de trabajo infantil. En los 
estados de Bahía y Sergipe se apreció un “efecto de­
rrame” que se tradujo en un incremento de la probabi­
lidad de trabajo infantil en niños no incluidos en el 
programa.

También se han realizado estudios para estable­
cer los efectos del componente psicosocial del p e t i  en 
las actitudes de los adultos hacia la educación y el tra­
bajo infantil de los niños. En general, una minoría de 
los adultos beneficiarios opina que es necesario que los 
niños vayan a la escuela (18% en Bahía y 11% en Per­
nambuco), y más de la mitad no cree que el trabajo 
infantil sea negativo para el desarrollo de los niños. Estas 
cifras se ven corroboradas con lo sucedido en algunos 
municipios que se han atrasado en la entrega de las 
transferencias: ante este evento, algunos beneficiarios 
amenazan con sacar a sus niños de la escuela, lo que 
revela la dificultad de cambiar las creencias sobre la 
educación y el trabajo infantil (Banco Mundial, 2001b).

En cuanto a los efectos en la situación de la mu­
jer, algunos estudios han mostrado que el hecho de que 
el programa entregue la transferencia a la madre per­
mite que las mujeres adquieran mayor responsabilidad, 
independencia y protagonismo en la familia. Las mu­
jeres encuestadas señalaron mayoritariamente que sus 
vidas cambiaron después de comenzar a recibir las 
transferencias, porque pudieron destinar más tiempo al 
trabajo como resultado de la asistencia a la escuela de 
sus hijos (Banco Mundial, 2001b).

3. El programa Familias en Acción, de Colombia

Este programa fue aplicado en el marco de la creación 
en 1999 de la Red de Apoyo Social (r a s ), una red tem­
poral de seguridad social desarrollada por el gobierno 
colombiano para paliar las consecuencias de la rece­
sión económica y de los ajustes de política fiscal en el 
bienestar de las poblaciones más vulnerables. Junto a 
Familias en Acción, fueron puestos en marcha otros 
dos programas sociales: Jóvenes en Acción y Empleo 
en Acción.

Familias en Acción es un dispositivo de transfe­
rencias monetarias condicionadas, destinado inicial­
mente a aminorar el impacto de la recesión en los 
hogares pobres. El objetivo específico del programa 
es proteger y promover la formación de capital hu­
mano en niños de 0 a 17 años de edad pertenecientes
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a hogares en situación de pobreza, mediante el apoyo 
y fomento de las inversiones de las familias pobres en 
salud, nutrición y educación.

Al igual que el Programa Bolsa Escola y el p e t i ,  

Familias en Acción presta asistencia mediante un com­
ponente de educación, pero a este agrega servicios de 
salud y nutrición. El componente educación entrega 
una transferencia que equivale al costo directo que 
supone para las familias más pobres el hecho de man­
dar a sus niños de 7 a 18 años a la escuela. Este mon­
to alcanzaba a 6 dólares mensuales per cápita en los 
establecimientos de educación primaria, y a 12 dóla­
res en las escuelas secundarias (Rawlings, 2002). El 
monto de la transferencia no está determinado por el 
costo de oportunidad del trabajo infantil, lo que podría 
deberse tanto a que el programa no tiene metas explí­
citas en ese ámbito como a los objetivos de enfrenta­
miento de la crisis.

El segundo componente —salud y nutrición— 
transfiere recursos a familias pobres con niños de 0 a 
6 años de edad. Las ayudas monetarias se entregan a 
la madre de familia, para garantizar que sea invertida 
en el niño, y también para dar más autonomía a las 
mujeres.

En cuanto a las condiciones que impone el pro­
grama, en el componente de salud y nutrición la fami­
lia mantendrá los beneficios siempre y cuando lleve a 
los niños a los servicios de salud primaria para los 
controles del crecimiento y las inmunizaciones corres­
pondientes. En el componente educación, las transfe­
rencias se suspenderán si los niños presentan una tasa 
de inasistencias injustificadas superior al 20% y/o si 
repiten más de un año escolar.

Desde el punto de vista de los mecanismos de 
focalización, Familias en Acción atiende zonas rura­
les y urbanas no cubiertas por el programa Empleo en 
Acción. Estas áreas deben cumplir con criterios bási­
cos de elegibilidad, como la presencia de un banco y 
la existencia de una oferta adecuada en materia de 
educación y salud. Dentro de las localidades que cum­
plen con las condiciones de elegibilidad, el programa 
selecciona a familias clasificadas como s i s b e n  1, que 
corresponden a los grupos más vulnerables. No se da 
apoyo en salud y nutrición a las familias s i s b e n  1 que 
tengan a sus hijos de 0 a 6 años de edad en Hogares 
Comunitarios de Bienestar.

Familias en Acción ha mostrado un buen desem­
peño en lo que se refiere a minimizar los errores de 
inclusión. Un 71% de las familias que ingresó al pro­
grama estaba en situación de indigencia al momento 
de iniciarse la intervención (Attanasio, Meghir y otros,

2004). Sin embargo, ha habido problemas para cubrir 
áreas rurales aisladas que carecen de servicios socia­
les y financieros, lo que configura una probabilidad 
importante de error de exclusión.

El programa cuenta con un sistema de evaluación 
de impacto que comenzó a aplicarse en el 2002. En ese 
año se empezó a recoger información sobre tres gru­
pos de población: i) familias con tres meses de inter­
vención; ii) familias por intervenir y, iii) familias para 
las cuales no hay una intervención planificada. El di­
seño de la evaluación considera la realización de me­
diciones repetidas de seguimiento a los tres grupos se­
leccionados (Departamento Nacional de Planeación, 
2003).

Los primeros informes de evaluación muestran 
efectos favorables del programa en las áreas de edu­
cación, salud y nutrición. Tuvo impactos positivos en 
la asistencia a la escuela entre los niños rurales y ur­
banos de 12 a 17 años, pero no entre los de 8 a 11 años. 
Según Attanasio, Battistin y otros (2005), esta situa­
ción se explica porque los niños de menor edad tenían 
tasas de asistencia a la escuela muy altas antes de in­
gresar al programa.

En salud, Familias en Acción incrementó signifi­
cativamente el porcentaje de niños menores de 48 
meses con controles preventivos al día y redujo la 
proporción de niños rurales con diarrea. En la dimen­
sión nutricional, el programa aumentó considerable­
mente el consumo de alimentos, principalmente en 
zonas rurales. La mayor parte del incremento se debió 
al consumo de una mayor variedad de alimentos, es­
pecialmente de aquellos ricos en proteínas (Attanasio, 
Battistin y otros, 2005).

4. La Red de Protección Social (rp s ), de Nicaragua

Este programa promueve el desarrollo del capital hu­
mano educacional, nutricional y de salud en familias 
rurales extremadamente pobres. El diseño de la r p s  

contempla una fase piloto, que considera dos etapas. 
En la primera etapa, el programa ha beneficiado a 6.000 
familias de 21 áreas censales, seleccionadas mediante 
criterios de focalización geográfica y de hogares. En 
la segunda etapa, la r p s  beneficiará a 4.000 familias.

El programa tiene dos componentes: i) salud/se­
guridad alimentaria y ii) educación. Interviene median­
te transferencias monetarias y otros servicios destina­
dos a incentivar la demanda y a mejorar la oferta en 
educación y en salud. En el componente salud/seguri­
dad alimentaria, la transferencia se hace para garanti­
zar la compra de alimentos por familias pobres con
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niños menores de 5 años, beneficio que está condicio­
nado a la asistencia de la madre a talleres de salud y a 
la concurrencia de los niños a controles médicos.

Los talleres para las madres se abocan a capaci­
tarlas en habilidades básicas en materia de nutrición y 
salud reproductiva. Por medio de controles médicos, 
se entregan servicios de vigilancia del crecimiento y 
de vacunación y se proporcionan vitam inas y 
antiparasitarios a los niños. También se realizan visi­
tas preventivas mensuales a los niños menores de 2 
años. Al mismo tiempo, se capacita a prestadores de 
atención en salud de organizaciones no gubernamen­
tales, para asegurar la entrega de servicios médicos de 
calidad a las comunidades beneficiarías.

En el componente educación, el programa entre­
ga a familias pobres con niños de 7 a 13 años de edad 
una transferencia monetaria condicionada a que los 
niños se matriculen y cumplan con un 85% de la asis­
tencia a la escuela. Este beneficio consiste en un monto 
fijo por hogar, que no varía según el número de niños 
en la familia. A esto se agrega una transferencia para 
la compra de bienes necesarios para la escuela (ropa, 
útiles escolares), cuyo monto sí se determina confor­
me al número de niños en la familia.

El componente educación también considera un 
subsidio a la oferta, el que se expresa en una pequeña 
transferencia a los profesores. En ocasiones, las organi­
zaciones de apoderados solicitan apoyo monetario para 
afianzar el trabajo de los profesores. También es frecuen­
te que se entregue esta ayuda económica a las familias, 
las cuales hacen llegar los montos correspondientes a 
los profesores. Estos últimos pueden emplear los re­
cursos para la compra de artículos escolares y guardar 
una parte de la transferencia para uso posterior.

La transferencia para alimentos alcanza a un 13% 
del gasto total anual de las familias beneficiarias an­
tes de su ingreso al programa, y el apoyo monetario 
para la educación representa un 8% del gasto anual 
familiar. La transferencia total equivale nominalmen­
te a un incremento de 21% del consumo de las fami­
lias, cifra comparable a la asistencia proporcionada por 
el Programa Oportunidades en México y el Programa 
de Asignación Familiar (praf) en Honduras. Pero a 
diferencia de esos dos programas, el aporte de la rps 
no se ajusta según las tasas de inflación, de manera que 
ha experimentado caídas de aproximadamente 7% en 
el valor real de las transferencias (ifpri, 2002).

Para poner en marcha la rps hubo esfuerzos de 
coordinación en los niveles nacional, regional y local. 
En el ámbito local, la planificación fue efectuada por 
comités en los que participaron funcionarios ministe­

riales, representantes de la sociedad civil y personal del 
rps. Esta colaboración resultó importante para adecuar 
la oferta, en un escenario de incremento de la deman­
da de atención en salud y educación.

En la fase piloto de la RPS, las transferencias se han 
entregado generalmente a la madre de familia, debido 
a que la administración de los recursos por las muje­
res lleva a mejores resultados en la seguridad alimen­
taria de la familia y en la calidad de vida de los niños 
(ifpri, 2002). En ocasiones se hizo una transferencia 
adicional a las familias que cumplieron con todos los 
compromisos y metas educacionales y de salud.

En la fase piloto de la RPS se realizó una evalua­
ción de impacto que contempló un diseño cuasi expe­
rimental, con grupos de intervención y control, medi­
ciones de la línea de base y seguimiento. El estudio 
permitió estimar los principales efecto del programa en 
los ingresos, la alimentación, la nutrición y la educa­
ción (ifpri, 2002).

La RPS tuvo un impacto de 20% en el gasto per 
cápita de los hogares beneficiarios, lo que se explica 
principalmente por una contracción de los ingresos en 
el grupo de control. En efecto, los datos no evidencian 
un aumento en los ingresos del grupo beneficiario, pero 
sí muestran una caída significativa en los ingresos de 
las familias ajenas al programa, lo que sería atribuible 
a la crisis económica que afectó a las zonas donde se 
implementó la rps. Todo esto indica que el programa 
está operando como un mitigador de las consecuencias 
adversas de una recesión. Al mismo tiempo, el porcen­
taje de gastos en alimentos de las familias del grupo 
de intervención se mantuvo en niveles altos (70% del 
gasto total), lo que implica que las transferencias no 
han tenido efectos sustantivos en los indicadores de po­
breza.

También se observó que la participación en el 
programa promueve el consumo de una alimentación 
más diversa, tanto en la cantidad como en la calidad 
de los alimentos. Por ejemplo, las familias del grupo 
de intervención compran cuatro tipos más de alimen­
tos que el grupo de comparación y tienden a gastar más 
recursos monetarios en alimentos de mayor calidad 
nutricional. Por otra parte, no hay evidencia de que el 
programa haya llevado a realizar inversiones para 
mejorar la vivienda o adquirir bienes durables, y tam­
poco se aprecia que la transferencia haya operado como 
un desincentivo al trabajo de los adultos.

En el ámbito de salud se observan efectos positi­
vos del programa en el acceso a servicios de atención 
primaria. Aumentó el número de niños que pasó por 
controles del crecimiento y el de aquellos a los que se
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les administró sulfato ferroso. Sin embargo, tanto el 
grupo incluido en la r p s  como el de comparación su­
bieron de manera importante los niveles de vacunación, 
lo que sugiere que hubo un “efecto derrame” en la 
distribución de vacunas a las localidades y centros de 
salud del grupo de control.

Finalmente, la r p s  tuvo un impacto significativo 
en la matrícula escolar. Estos efectos fueron más im­
portantes en el grupo de 7 a 9 años y menos entre los 
niños de 12 a 13 años. Las diferencias de efectos fue­
ron tres veces más relevantes para familias en situa­
ción de extrema pobreza y dos veces en el caso de las 
familias pobres, si se comparan con las familias no 
pobres. La diferencia en la retención escolar fue me­
nor, aunque siguió siendo favorable a la r p s  (8%). 
Adicionalmente, se observó que la distancia hasta los 
centros escolares (costo de la escolarización) constituye 
un factor importante de la permanencia de los niños 
en la escuela, lo que subraya la necesidad de mejorar 
el acceso a la oferta.

5. El Programa Oportunidades (ex p r o g r e s a ), de
México

El p r o g r e s a  fue creado por el gobierno federal mexi­
cano en 1997, como una estrategia para apoyar a fa­
milias rurales extremadamente pobres. En el 2001, 
durante la administración del Presidente Fox, pasó a 
llamarse Programa oportunidades y amplió sus servi­
cios a poblaciones urbanas. El Programa Oportunida­
des constituye uno de los casos más analizados y mejor 
evaluados en el ámbito de las transferencias moneta­
rias condicionadas en América Latina, y su diseño 
marca cambios significativos en la provisión de servi­
cios sociales en México. Esos cambios se expresan en 
los siguientes principios orientadores de la acción del 
programa: i) focalización, ii) intersectorialidad, iii) 
empoderamiento de las mujeres y iv) corresponsabi­
lidad (Skoufias y Parker, 2001).

El propósito del Programa oportunidades es in­
crementar las capacidades de familias en situación de 
extrema pobreza, a través de la inversión en capital 
humano. El programa tiene tres componentes: educa­
ción, salud y nutrición. En el componente educación, 
se entregan transferencias a familias con niños meno­
res de 18 años de edad, matriculados entre el primer 
año de enseñanza primaria y el tercer año de educación 
secundaria. Con el objeto de generar incentivos para que 
las familias inviertan en capital humano, las transferen­
cias se condicionan a la asistencia de los niños a la 
escuela. Si se registra una tasa mensual de inasistencia

injustificada superior al 15%, la familia no recibe la 
ayuda. El programa entrega recursos adicionales a las 
escuelas emplazadas en comunidades donde está en 
marcha, para compensar las externalidades negativas 
que podría generar el aumento de la demanda.

Los montos de las transferencias se determinan 
atendiendo a los ingresos adicionales que los niños 
habrían aportado a sus familias si hubieran estado tra­
bajando. Los apoyos monetarios se incrementan a 
medida que aumenta la edad de los niños, y en la ense­
ñanza secundaria, las transferencias son mayores para 
las niñas. Los montos se ajustan cada seis meses se­
gún la inflación, lo que evita el deterioro del valor real 
de la transferencia.

Por medio del componente salud, el Programa 
oportunidades proporciona atención en salud prima­
ria a todos los miembros de la familia. Estas presta­
ciones son entregadas por centros de la Secretaría de 
Salud y del Instituto Mexicano del Seguro Social. El 
componente nutrición contempla un apoyo monetario 
fijo para mejorar el consumo de alimentos, y la entre­
ga de suplementos alimenticios destinados a niños de 
4 meses a 2 años de edad, a lactantes y a mujeres que 
amamantan. Estos suplementos también se entregan a 
niños de 2 a 5 años que se encuentran en riesgo de 
desnutrición o mal nutridos. Para mantener los bene­
ficios, las familias deben efectuar visitas periódicas a 
los centros de salud.

Los beneficios monetarios se entregan a la madre 
de familia. Se ha estimado que, en promedio, las trans­
ferencias monetarias entregadas representan el 22% de 
los ingresos mensuales de las familias participantes. 
Después de tres años de permanencia, las familias 
pueden solicitar la renovación de su condición de be- 
neficiarias.

El procedimiento de focalización empleado por el 
Programa oportunidades implica una selección geográ­
fica a través de un índice de marginalidad construido 
con datos censales. Dentro de las comunidades selec­
cionadas, las familias elegibles se determinan mediante 
a un censo de todos los hogares de la comunidad. Fi­
nalmente, se selecciona a las familias beneficiarias en 
un proceso que involucra a la comunidad mediante la 
realización de asambleas.

Al respecto, se ha señalado que la aproximación 
del Programa oportunidades a la selección de benefi­
ciarios es eficiente en la identificación de áreas geo­
gráficas y familias extremadamente pobres, pero que es 
menos efectiva para diferenciar entre “localidades u 
hogares ubicados en la parte media de la escala”. Por 
tal razón los programas de este tipo “pueden tener

PROGRAMAS DE TRANSFERENCIAS M ONETARIAS CONDICIONADAS: EXPERIENCIAS EN AM ÉRICA LATIN A • PABLO VILLATORO



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 6 A G O S T O  2 0 0 5 97

éxito en la reducción de la brecha de pobreza o en la 
severidad de la misma, pero es posible que su impac­
to en la proporción de hogares pobres sea mínimo” 
(Skoufias, Davis y De la Vega, 1999, p. 19).

Además, se ha planteado que “los costos no eco­
nómicos asociados a la focalización ameritan conside­
rarse a fondo para decidir si se debe emplear una es­
trategia de focalización a nivel de hogares. Las encues­
tas cualitativas de la evaluación de p r o g r e s a  muestran 
que es probable que estos costos de focalización en las 
comunidades rurales, con frecuencia indígenas, no sean 
nada insignificantes” (Skoufias, Davis y De la Vega, 
1999, p. 19). En ese sentido, González de la Rocha 
(2003) ha puesto de relieve la importancia de conside­
rar qué efectos tienen los mecanismos de focalización 
utilizados en el capital social de las comunidades y 
familias beneficiarías.

González de la Rocha (2003) plantea que la se­
lección errada de familias es una de las principales 
dificultades que enfrenta el Programa Oportunidades, 
por la insatisfacción que se genera entre las familias 
pobres que no fueron elegidas. Se podrían gestar “di­
visiones sociales al interior de las comunidades debi­
do a que las percepciones sobre las condiciones pro­
pias y de las demás familias no corresponden con los 
identificadores técnicos del programa” (González de la 
Rocha, 2003, p. 12). Sin embargo, también se obser­
van “relaciones de ayuda mutua e intercambio social, 
a pesar de la división entre familias beneficiarías y no 
beneficiarías” (González de la Rocha, 2003, p. 18).

Además, se han detectado dificultades en la se­
lección de las familias mediante asambleas comunita­
rias, dado que en un número importante de comunida­
des estas asambleas no han funcionado en forma ade­
cuada, porque los participantes no se atreven a mani­
festar sus opiniones abiertamente (González de la 
Rocha, 2003).

Uno de los aspectos distintivos del Programa 
oportunidades ha sido su sistema de evaluación de 
impacto, que ha permitido contrastar hipótesis básicas 
para el diseño de los programas de transferencias con­
dicionadas, como su costo-efectividad en comparación 
con otras modalidades de fomento del capital humano 
educacional (como el subsidio a la oferta), su inciden­
cia en la distribución del tiempo de los niños (entre 
escuela, trabajo y tiempo libre) y sus efectos en la si­
tuación nutricional de los menores. Este sistema de 
evaluación considera métodos cuantitativos y cuali­
tativos, que han permitido detectar los efectos del 
programa e identificar problemas y situaciones no 
previstas.

El diseño de la evaluación del Programa Oportu­
nidades consideró la asignación aleatoria de 506 co­
munidades elegibles de siete estados a grupos de in­
tervención y de control. Los 24.077 hogares existen­
tes en las localidades de control e intervención fueron 
censados con anterioridad al inicio del programa, me­
dición que constituyó la línea basal. Posteriormente, se 
comenzó a efectuar encuestas de seguimiento cada seis 
meses.

Skoufias y Parker (2001) encontraron que el pro­
grama ha tenido efectos positivos en el incremento de 
la matrícula escolar y en la disminución del trabajo de 
los niños, resultados que son mejores entre los adoles­
centes. Sin embargo, también observaron que los efec­
tos en la reducción de la participación de los niños en 
actividades laborales fueron menores que los benefi­
cios obtenidos en la escolarización. En el caso de las 
niñas, la mayor parte del éxito del Programa oportu­
nidades se dio respecto de adolescentes que combina­
ban la escuela con el trabajo doméstico, lo que podría 
indicar una disminución de su tiempo libre.

En el estudio cualitativo de González de la Ro­
cha y Escobar (2002), se observó que una parte de las 
familias se manifestaba renuente a la permanencia de 
los niños en la escuela, actitud cruzada por distincio­
nes de género. Estos autores indican que “había múlti­
ples casos en los cuales los padres parecían buscar dis­
minuir su propia carga doméstica con el trabajo de sus 
hijas” (González de la Rocha y Escobar, 2002, p. 27). 
También se detectó que un obstáculo importante eran 
las percepciones que tenían las familias pobres sobre 
el trabajo infantil. Algunos beneficiarios del Programa 
oportunidades tendían a creer que el trabajo infantil:
i) permite a los niños insertarse mejor en el mundo 
adulto; ii) evita la drogadicción, la participación en 
pandillas y el alcoholismo y, iii) supone un ahorro para 
la familia.

Al mismo tiempo, la participación en el progra­
ma ha generado algunos conflictos dentro de la fami­
lia. Ha habido separaciones y abandonos por parte de 
los hombres, así como bajas en el aporte de estos úl­
timos a la economía familiar. Sin embargo, también 
hay solidaridad entre las mujeres para contrarrestar los 
efectos de las reacciones masculinas ante la pérdida de 
poder (González de la Rocha y Escobar, 2002).

otro tema es el costo-efectividad de los subsidios 
condicionados a la demanda, en comparación con el 
incremento de la oferta (mejoramiento de la calidad 
de los servicios educacionales y/o construcción de 
más escuelas). Sobre la base del análisis de los datos 
del Programa oportunidades, Coady y Parker (2002)
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concluyen que las intervenciones orientadas a la de­
manda tendrían un costo-efectividad de 9.730 pesos 
mexicanos por cada año extra de escolaridad genera­
do, mientras que la expansión de la oferta alcanzaría 
un costo-efectividad de 113.500 pesos mexicanos por 
cada año adicional de escuela.

Por ultimo, Hoddinot y Skoufias (2003) analiza­
ron los efectos en el consumo de calorías derivados de 
la participación en un subcomponente del Programa 
Oportunidades —las pláticas, que son actividades de

IV
Conclusiones

Los programas de transferencias condicionadas pro­
mueven la acumulación de capital humano entre los 
niños, niñas y jóvenes, con miras a quebrar el ciclo 
intergeneracional de la pobreza, y lo hacen creando 
incentivos para que las familias inviertan en capital 
humano educacional, nutricional y de salud. Estos pro­
gramas surgen de un enfoque que privilegia la acción 
sobre las causas de la pobreza para lograr su superación 
en el largo plazo, a diferencia de los programas tradi­
cionales de asistencia que se centran en la redistribución 
y la reducción de la pobreza en el corto plazo.

Dichos programas de transferencias atienden pri­
mordialmente a poblaciones en situación de pobreza 
estructural, entregando asistencia y procurando redu­
cir riesgos futuros por la vía de la promoción del ca­
pital humano. En su mayoría, no fueron diseñados 
como redes de protección ante las conmociones eco­
nómicas (Hicks y Wodon, 2001). Sin embargo, algu­
nas iniciativas buscan explícitamente paliar las conse­
cuencias de una crisis económica para los más pobres 
(Familias en Acción) y otras mitigaron los efectos de 
una recesión (la r p s  de Nicaragua), lo que indica que 
las transferencias condicionadas pueden cumplir ese 
papel (Sedlacek, Hahi y Gustafsson-Wright, 2000; 
Rawlings, 2004). En todo caso, otros instrumentos, 
como los programas de empleos temporales, parecen 
ser más adecuados para enfrentar los peores efectos de 
las crisis (Morley y Coady, 2003)

La evidencia muestra que los programas de trans­
ferencias condicionadas son efectivos para incremen­
tar la matrícula y la asistencia escolar en el corto pla­
zo. Sin embargo, sus efectos en la reducción del tra­
bajo infantil no son tan claros. El Programa Oportuni-

educación nutricional— . Estos autores indican que, a 
pesar de que el grupo beneficiario de dicho programa 
incrementó la adquisición de alimentos ricos en calo­
rías, este cambio es atribuible al aumento de ingresos 
generado por las transferencias. Sin embargo, las plá­
ticas sí tienen efectos en la diversificación de la dieta 
y la obtención de calorías de productos animales, fru­
tas y vegetales. Estos datos grafican la importancia que 
pueden tener las intervenciones psicosociales y educa­
tivas en los patrones de consumo de alimentos.

dades y el p e t i  logran disminuir de la participación de 
los niños en actividades laborales, pero en el caso del 
Programa Bolsa Escola la evidencia no es concluyen­
te. Los elementos que marcan la diferencia podrían ser 
el componente específico del p e t i  que es la Jornada 
Ampliada, y el método utilizado por el Programa Opor­
tunidades para establecer el monto de la transferencia.

Según Skoufias y Parker (2001), los datos del 
Programa Oportunidades muestran una relación inversa 
entre el trabajo infantil y la asistencia a la escuela, lo 
que indica que estas dos actividades son mutuamente 
sustitutivas. Sin embargo, la información sobre el Pro­
grama Bolsa Escola y y el Programa Oportunidades 
indica que es preciso hacer el seguimiento de la distri­
bución del tiempo entre la escuela, el trabajo remune­
rado y no remunerado y el tiempo libre, para evitar que 
el logro de los objetivos escolares se obtenga a expen­
sas del tiempo libre de los niños, o bien en coexisten­
cia con el trabajo doméstico.

Un aspecto crucial para el diseño de los progra­
mas de transferencias condicionadas en educación es 
el de determinar el monto de la ayuda monetaria. Como 
se ha podido apreciar, los métodos difieren bastante de 
un programa a otro. Quizás la modalidad óptima para 
establecer un monto que permita fomentar la asisten­
cia a la escuela y la eliminación del trabajo infantil, es 
estimarlo sobre la base del costo de oportunidad de 
enviar los niños a la escuela. Si se considera que este 
costo podría incrementarse con las edades de los ni­
ños y también podría resultar más alto para las niñas, 
lo razonable sería establecer transferencias mayores 
para los adolescentes y las niñas, tal como se hace en 
el Programa Oportunidades.
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Al definir el monto de la transferencia también 
debería considerarse el costo de la escolarización, es 
decir, todos los gastos asociados al envío del niño a la 
escuela. Este método es el empleado por Familias en 
Acción. Las transferencias educativas tendrían que ser 
entregadas en función del número de niños en la fa­
milia, para evitar la una posible pérdida de incentivos 
en los hogares más numerosos, y deberían ser reajus­
tadas según la inflación, para evitar la caída de sus 
valores reales.

Un aspecto que debe tenerse en cuenta es el de 
las percepciones de los beneficiarios sobre el trabajo 
infantil y la educación. Los estudios efectuados en el 
PETI y el Programa oportunidades encontraron que las 
familias atribuyen un valor limitado a la educación y 
no creen que el trabajo infantil sea perjudicial para el 
futuro de sus hijos. Esto muestra la importancia de 
efectuar intervenciones psicosociales encaminadas a 
cambiar estas representaciones. En caso contrario, al 
finalizar los programas, la probabilidad de que el niño 
retorne al trabajo y abandone la escuela podría ser alta, 
lo que amenazaría la sostenibilidad de los cambios.

La entrega prioritaria de las transferencias a las 
mujeres parece constituir una buena aproximación: la 
evidencia muestra que las mujeres administran las 
ayudas económicas de manera más eficiente que los 
hombres (i f p r i , 2002). Al mismo tiempo, esto les per­
mite ganar sentimientos de autonomía e independen­
cia, los cuales constituyen indicadores de empodera- 
miento (Zimmerman, 1990 y 1995). Sin embargo, es 
preciso evitar tanto las consecuencias adversas que 
podrían generarse por reacciones de los hombres ante 
la autonomía que adquieren las mujeres, como los 
conflictos derivados de una menor participación de las 
niñas en el trabajo doméstico.

Una buena práctica es la implementación de un 
componente de oferta que compense las mayores exi­
gencias sobre el sistema escolar derivadas del aumen­
to de la demanda. La información disponible indica que 
los subsidios a la demanda son bien recibidos por las 
escuelas, pero que los aprendizajes no mejoran a par­
tir de la participación de los niños en los programas. 
Esto plantea la necesidad de aplicar medidas para 
mejorar la calidad de la educación que vayan más allá 
de una mera compensación ante el crecimiento de la 
demanda.

Hay indicios de que las transferencias condicio­
nadas en apoyo de la demanda son más eficaces y efi­
cientes que la expansión de la oferta para elevar los 
niveles educativos de los niños de familias pobres. 
Estos datos constituyen insumos para la toma de deci­

siones, pero habrá que esperar los resultados de otras 
investigaciones. La información que proporcione el 
sistema de evaluación del Programa de Asignación 
Familiar en Honduras ayudará a tener un juicio más 
claro en la materia (Alvarez, 2001).

Los programas de transferencias condicionadas 
logran, en algunos casos, reducir la brecha de pobreza 
que afecta a las familias pobres, y en otros, mitigar las 
consecuencias de una crisis económica. Sin embargo, 
no está clara su potencia para lograr que los benefi­
ciarios superen la línea de la pobreza, aunque se pue­
de hacer presente que la probabilidad de que los suje­
tos se empinen por sobre esa línea dependerá del monto 
de la transferencia, de la focalización del programa y 
de la ausencia de contracciones económicas.

En el largo plazo, la superación de la pobreza 
dependerá del incremento de la capacidad de generar 
ingresos de las familias. Aunque las simulaciones in­
dican ganancias salariales derivadas de más años de 
escolaridad equivalentes a un 8% para los niños del 
Programa oportunidades y a un 9% para los niños de 
la r p s  en Nicaragua (Morley y Coady, 2003: Skoufias 
y McClafferty, 2001), esta conversión no puede ser 
automática, debido a la incidencia de mediadores como 
la calidad del aprendizaje y las tasas de desempleo. En 
este sentido, resultan cruciales tanto el mejoramiento 
de la calidad de la educación como los vínculos con 
los programas orientados a la inserción laboral.

En cuanto a la salud y nutrición, el programa 
Familias en Acción tuvo efectos positivos en el acce­
so y uso de los servicios de la red de salud primaria. 
A su vez, la evidencia respecto del Programa Oportu­
nidades indica que este tiene efectos positivos en la 
alimentación y también muestra que la incorporación 
de componentes psicoeducativos permite que las fami­
lias diversifiquen y mejoren la calidad de su dieta.

Por otra parte, los programas difieren en sus com­
ponentes, modalidades de administración y mecanis­
mos de focalización, lo que fue más marcado en sus 
inicios. En los últimos años se ha tendido a la conso­
lidación de programas con múltiples componentes 
(educación, salud y alimentación), administrados a 
nivel nacional y con mecanismos de focalización en 
varias etapas, siguiendo el modelo del Programa opor­
tunidades

Según la literatura sobre el tema, los programas 
de este tipo permiten una intervención más integral 
(debido a que atienden simultáneamente a las distin­
tas dimensiones del capital humano), son más eficien­
tes en sus procesos de planificación y gestión, y más 
eficaces en su focalización. Al mismo tiempo, sus
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intervenciones abarcan a la familia completa, por lo 
cual tienen el potencial para generar sinergias y am­
pliar el impacto.

La inclusión/exclusión de familias pobres dentro 
de las comunidades es un tema que deberá examinar­
se, atendiendo a los costos sociales y comunitarios que 
podrían derivar de tales prácticas. En este sentido, es 
importante considerar la experiencia del Programa 
oportunidades en lo que se refiere a los sentimientos 
de insatisfacción apreciados en las familias que no 
fueron seleccionadas por el programa, situación que 
podría generar conflictos dentro de la comunidad y 
erosionar su capital social (González de la Rocha, 
2003). Para atenuar los costos no económicos de la 
focalización habrá que perfeccionar los espacios comu­
nitarios de participación, como las asambleas comuni­
tarias del Programa oportunidades o los consejos de 
control social del Programa Bolsa Escola.

Los organismos de la sociedad civil se han 
involucrado en alguna medida en la prestación de ser­
vicios, la planificación y la selección de los beneficia­
rios, tal como lo ilustra la experiencia de los consejos 
de control social del Programa Bolsa Escola. Una al­
ternativa es la de subcontratar los servicios de organi­
zaciones no gubernamentales experimentadas en el

trabajo con poblaciones complejas, como los niños de 
la calle. Una condición para efectuar las transferencias 
podría ser la asistencia a programas ofrecidos por esas 
o n g , lo que permitiría maximizar la eficiencia de las 
intervenciones, al disminuir los costos asociados a la 
expansión de la oferta y utilizarse la experiencia de 
dichas instituciones.

Finalmente, lo que en definitiva marca una di­
ferencia de estos programas de transferencias condi­
cionadas con otras experiencias desarrolladas en 
América Latina, es la implementación de sistemas de 
evaluación de impacto como parte del diseño de los 
programas. Algunas de las evaluaciones han contem­
plado la asignación aleatoria de comunidades a gru­
pos experimentales y de control, y mediciones repe­
tidas. Los sistemas de evaluación han permitido es­
tablecer los efectos de las intervenciones y han faci­
litado la comparación de las hipótesis que se encuen­
tran en la base de este tipo de programas. Particular­
mente rescatables son las experiencias del Programa 
oportunidades (México), de la Red de Protección 
Social (Nicaragua) y del programa Familias en Ac­
ción (Colombia). También cabe mencionar el diseño 
del sistema de evaluación del Programa de Asigna­
ción Familiar (Honduras).
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A_unque los traba jos teóricos y em píricos que em plean el co n ce p ­

to de cap ita l hum ano son muy numerosos, no hay una defin ic ión gene­

ralm ente acep tada  de él, y en m uchos casos se le identifica con ed u ca ­

ción formal. En estas páginas se prec isa rá  el concep to  de cap ita l hum a­

no, a tendiendo a sus vías de adqu is ic ión . Adem ás, en ellas se elabora 

un ind icado r internacional que recoge todos los m atices que contem pla 

la de fin ic ión p lan teada y que, habitualm ente, son de jados de lado por 

los in d ica d o re s  trad ic io n a le s . Así, el in d ica d o r p ro pu esto  ten d rá  en 

cuenta la salud, la educac ión de tipo  form al e informal y la experiencia. 

El análisis de las dotaciones de capita l hum ano de los países de A m é­

rica Latina y el Caribe pone de m anifiesto una situación de atraso con 

respecto a otras regiones. Sin em bargo, cabe  precisar que existen g ran­

des d ife rencias entre países, que se han reducido en las últimas d é ca ­

das gracias a un proceso de convergenc ia  regional.
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I
Introducción

Desde muy diversas disciplinas —como la ciencia 
política, la filosofía o la sociología—, siempre se ha 
concedido gran importancia a la educación de los in­
dividuos, destacando el modo en que esta condiciona­
ba el funcionamiento general de las sociedades. El 
impacto que tenía la educación fue resaltado también 
por la ciencia económica a partir del momento mismo 
de su nacimiento. Pese a todo, el interés por el estudio 
del capital humano encontró escaso eco entre los eco­
nomistas hasta la década de 1960. Es en esa época 
cuando se empieza a publicar varios trabajos cruciales 
sobre el concepto de capital humano, como los de 
Becker (1962 y 1964), Schultz (1960, 1961 y 1962) o 
Denison (1962 y 1964).

De todas maneras, no será hasta la aparición de 
los nuevos modelos de crecimiento endógeno cuando 
empiece a darse en la literatura económica un creciente 
interés por el capital humano, al ver en él uno de los 
factores artífices del crecimiento. Algunos de los mode­
los más relevantes aparecen en Lucas (1988), Romer
(1990), King y Rebelo (1990), Rebelo (1991), Stokey
(1991), Young (1991), Lucas (1993) y Acemoglu 
(1997). En ellos, el capital humano permite aumentar 
la productividad del trabajo o actúa a través de la 
estimulación del cambio tecnológico. En cuanto a la 
evidencia empírica, entre los muchos trabajos recien­
tes que constatan la conexión entre capital humano y 
crecimiento económico se encuentran los de Azariadis 
y Drazen (1990), Barro (1991), Levine y Renelt (1992), 
Mankiw, Romer, y Weil (1992), Kyriacou (1992), Ba­
rro y Lee (1994), Benhabib y Spiegel (1994 y 1997), 
de la Fuente y da Rocha (1996), Mingat y Tan (1996), 
Krueger y Lindahl (1999) o de la Fuente y Doménech 
(2001).

Además de constituir un destacado factor de cre­
cimiento, el capital humano también tiene una extraor­
dinaria importancia en otros muchos ámbitos. Así, 
como expresa la Organización para la Cooperación y

el Desarrollo Económicos (o c d e , 1999), contribuye al 
desarrollo cultural e institucional, aumenta la cohesión 
social, posibilita la reducción de la delincuencia, favo­
rece el interés por el cuidado del medioambiente, per­
mite mejorar las condiciones de salubridad y refuerza 
la participación en la vida política, entre otras impor­
tantes contribuciones.

De la importancia que tiene el capital humano se 
desprende por qué será necesario que, tanto la defini­
ción del concepto como los indicadores construidos con 
el fin de cuantificarlo, recojan con la mayor precisión 
los elementos subyacentes. Precisamente, uno de los 
objetivos de estas páginas es ofrecer una definición de 
capital humano más elaborada que la que suele incor­
porar la mayoría de los trabajos que se encuentran en 
la literatura económica. Además, a partir de la defini­
ción propuesta, se construirán diferentes indicadores 
que nos aproximen a la medición de todos los matices 
que ella recoge, aglutinando posteriormente esta infor­
mación en un único indicador. Sobre esta base, se pro­
cederá a realizar un análisis de la dotación de capital 
humano de América Latina y el Caribe, resaltando las 
diferencias intrarregionales e interregionales pero cons­
tatando un proceso de convergencia.

Así, el trabajo se estructura de la siguiente ma­
nera: después de esta introducción, en la sección II se 
profundiza en el concepto de capital humano y se 
ofrece una propuesta amplia de definición; en la sec­
ción III se construyen diversos indicadores basados en 
los diferentes elementos que entran en la definición 
planteada; en la sección IV se elabora un indicador 
global de capital humano y se evalúan sus propieda­
des con respecto al indicador tradicional de años 
medios de estudio; en la sección V se hace un diag­
nóstico de la situación en América Latina y el Caribe 
a partir del indicador de capital humano desarrollado, 
y finalmente, en la sección VI se ofrecen las conclu­
siones del trabajo.
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II
El concepto de

En esta sección se examina el concepto de capital hu­
mano en la literatura económica y se hace una propues­
ta amplia de definición, realizando una labor de síntesis 
y atendiendo a varios aspectos que se suele soslayar.

1. Sobre el concepto de capital humano

Las diferencias que nos separan a unos individuos de 
otros son observables en muchos terrenos, incluyendo 
el económico. Como consecuencia, la fuerza de traba­
jo no será homogénea. Esto es, las personas desarro­
llarán diferentes actividades con distinto grado de efi­
ciencia, de forma que los trabajadores se distinguirán 
por las diferencias de productividad en la realización 
de tareas similares. La adecuación de cada trabajador 
para adaptarse a las necesidades del mercado de tra­
bajo dependerá de las habilidades que posea. El capi­
tal humano determinará, pues, la capacidad que un 
individuo tiene para realizar un trabajo. Obsérvese que 
se adopta una perspectiva marcadamente económica, 
distinguiéndose el concepto de capital humano del 
concepto tradicional de educación, que tiene un matiz 
más social.

La idea subyacente en el concepto de capital hu­
mano no es nueva. Hace más de 200 años, en 1776, 
Adam Smith reconoció la importancia de las habilida­
des personales en la determinación de la riqueza de los 
individuos y las naciones (Smith, 1904). Sin embargo, 
el concepto formal de capital humano no fue desarro­
llado hasta la década de 1960. Así, en torno a dicho 
concepto pueden destacarse los trabajos de Schultz 
(1961) y Becker (1964). En ellos el capital humano se 
relaciona con la productividad y es definido como la 
suma de las inversiones en educación, formación en el 
trabajo, emigración o salud que tienen como conse­
cuencia un aumento en la productividad de los traba­
jadores. El objeto de dichos trabajos es concebir la 
formación de los individuos como un proceso de in­
versión en el que la mayor capacitación se traducirá 
en mayor productividad y, en consecuencia, en mayo­
res salarios. Así, la denominación de capital humano 
se explica por el hecho de tratarse de una modalidad 
de capital incorporado a las propias personas. El he­
cho de asociar el concepto de capital a los seres hu­
manos creó una gran polémica entre los economistas

capital humano

de la época, pero pese a las críticas surgidas inicial­
mente, el capital humano pronto se perfiló como uno 
de los conceptos económicos más importantes de la 
segunda mitad del siglo XX.

Más recientemente, se ha ampliado el concepto 
primigenio con el fin de incluir tanto el trabajo remu­
nerado como el realizado fuera del mercado, conside­
rando el trabajo voluntario, el comunitario y el domés­
tico: así, se hace referencia a todas las actividades que 
directa o indirectamente crean renta o riqueza. Aun así, 
los economistas han empezado a reconocer que estas 
definiciones de capital humano son demasiado simples 
y dejan de lado aspectos cruciales, por lo que contri­
buyen poco al diseño de una adecuada política 
formativa. Laroche, Merette y Ruggeri (1999) sugie­
ren que la definición tradicional de capital humano de­
bería ampliarse para poder incluir el potencial de cap­
tación de capital humano, así como el capital poseído. 
En dicho trabajo, se define el capital humano como la 
suma de habilidades innatas y  del conocimiento y  
destrezas que los individuos adquieren y  desarrollan 
a lo largo de su vida (p.89, traducción del autor).

En esta misma línea, Ruggeri y Yu (2000) argu­
mentan que el capital humano es un concepto dinámi­
co y multifacético. Consideran que su análisis debería 
hacerse desde una perspectiva dinámica que cubra una 
amplia variedad de propósitos. De este modo, sugie­
ren que el concepto de capital humano debería ampliar­
se para abarcar cuatro dimensiones: i) el potencial de 
capital humano, ii) la adquisición de capital humano,
iii) la disponibilidad de dicho capital y iv) el uso efec­
tivo del mismo. Así el concepto incorporaría la utili­
zación y el rendimiento obtenido, reflejando, de algún 
modo, el lado de la demanda de capital humano.

En síntesis, tal y como señala Yu (2001), existen 
diferentes definiciones de capital humano en la litera­
tura, aunque no hay una de general aceptación, y ello 
a pesar de que el capital humano es considerado uno 
de los factores productivos clave. El término capital 
humano ha sido tradicionalmente aplicado a la educa­
ción académica y solo recientemente se ha ampliado 
para incluir otra serie de aspectos. Las nuevas defini­
ciones planteadas responden a las necesidades actua­
les de la economía y, al mismo tiempo, presentan nue­
vos retos para poder cuantificar el capital humano.
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2. La definición de capital humano

Sobre la base planteada, en este trabajo se elabora una 
definición de capital humano que incluye diversos ele­
mentos —algunos de ellos ya recogidos en la literatu­
ra anteriormente— y que se sustenta en las vías de ad­
quisición y acumulación de capital humano. Para ex­
plicar la definición propuesta, se seguirá el esquema 
contenido en el gráfico 1.

De esta forma, se considera que el capital huma­
no puede tener un origen innato o adquirido. El capi­
tal humano innato comprende aptitudes de tipo físi­
co e intelectual, que pueden verse modificadas debido 
a las condiciones de alimentación y salud. El capital 
humano adquirido se irá constituyendo a lo largo de 
la vida de los sujetos, a través de la educación formal, 
de la educación informal y de la experiencia acumula­
da. Estos tres tipos de formación adquirida van a con­
dicionar la instrucción laboral y el sistema de valores 
de los sujetos, que determinarán, junto a las aptitudes 
innatas, su rendimiento en el trabajo.

La instrucción laboral vendrá dada por los cono­
cimientos obtenidos para desarrollar una determinada

tarea. En muchos casos, un mismo tipo de formación 
podrá aplicarse a diversos trabajos. Por ejemplo, el 
aprendizaje del manejo de un ordenador personal cons­
tituirá una clase de conocimiento, adquirido en la es­
cuela, el hogar o el entorno de trabajo, aprovechable 
para muy diferentes puestos laborales. Otras veces, un 
determinado tipo de instrucción laboral solo será útil 
para el desempeño de una función concreta, como, por 
ejemplo, la recibida para pilotar un avión. En este úl­
timo caso, los empleados que poseen una formación 
específica son difícilmente sustituibles por otros, siendo 
necesario, en muchas ocasiones, incurrir en elevadas 
inversiones para dotar a los nuevos trabajadores de 
dichos conocimientos.

El sistema de valores de los individuos también 
tiene un origen adquirido. Estos valores van a ser un 
elemento clave de la capacidad laboral de los sujetos. 
Los empresarios les conceden una gran importancia, 
ya que de los valores poseídos dependerán la motiva­
ción, la fidelidad, la integridad, la diligencia o la cons­
tancia del trabajador a la hora de realizar su trabajo.

Una vez efectuada una primera aproximación a los 
elementos que conforman el capital humano, se va a

El concepto de capital humano

Capital
humano

GRAFICO 1

Innato V Adquirido w

A ptitudes A p titudes E ducación E ducación E xperienc ia
fís ica s in te lectuales fo rm a l inform al V

ón E ducac ión  E xp
' inform al

\  1/
F uente: E laboración  propia.
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proceder a estudiarlos con más detenimiento a lo lar­
go de las páginas siguientes.

a) Capital humano innato
Ya desde el nacimiento, los seres humanos se 

distinguen por condicionantes genéticos, que van a 
provocar que posean diferentes aptitudes físicas e inte­
lectuales y que determinarán la eficiencia en el desem­
peño de los trabajos que realizarán. Como aptitudes fí­
sicas se tendrán, entre otras, la fuerza, el sentido del 
equilibrio o la destreza manual; como aptitudes inte­
lectuales la inteligencia, la atención o la concentración. 
Estas cualidades podrán ser cultivadas a lo largo de la 
vida a través del capital humano adquirido.

Aunque cada individuo posea características dis­
tintas, será lógico suponer que la media de individuos 
de un país va a tener las mismas cualidades de partida 
que la media de individuos de cualquier otro. Esto es, 
se considera que no existen diferencias de orden geo­
gráfico o racial. Ahora bien, aunque estas cualidades 
sean originariamente similares, su aprovechamiento 
estará supeditado a circunstancias relativas a las con­
diciones de salubridad del entorno donde habitan los 
sujetos. Así, la malnutrición o las inadecuadas condi­
ciones de salud que afecten a un individuo podrán 
mermar las posibilidades que tiene de sacar partido a 
sus aptitudes innatas.1 Obsérvese que este modo de 
enfocar la influencia de la salud sobre la adquisición 
de capital humano difiere de los enfoques tradicional­
mente adoptados. Así, en la mayoría de los trabajos se 
argumenta que una mejora en las condiciones de sa­
lud, medida a través de un aumento en la esperanza de 
vida, afectará al capital humano debido al aumento del 
período de vida activa de los individuos, que conlle­
vará un incremento de la rentabilidad del capital hu­
mano. Este hecho se traducirá en un mayor crecimiento 
de las economías. La línea argumental explicada es la 
seguida por Meltzer (1995), Kalemli-Ozcan, Ryder y 
Weil (2000) —que, además, ofrecen un estudio empí­
rico para el caso del Reino Unido—, y por Rodríguez 
y Sachs (1999)— que obtienen también resultados 
empíricos para el caso de Venezuela.

Sin embargo, hay que tomar con precaución el 
razonamiento expuesto. Esto porque, como se argu-

1 C uando apareció  el concepto  de capital hum ano, Schultz (1961) y 
M ushkin  (1962) ya  consideraron  que las m ejoras en las cond icio ­
nes de salud  pod ían  aum entar las dotaciones de capital hum ano. 
A un así, la  salud  h a  sido dejada de lado po r la  gran  m ayoría  de los 
traba jos teóricos y  em píricos que consideraban  el em pleo de capital 
hum ano. Sobre salud  y  capital hum ano  se hace un  in teresante aná­
lisis en  B andrés y  G arcía  D elgado (2000).

menta en Echevarría (2004), los modelos planteados 
suponen un horizonte temporal infinito, sin tener en 
cuenta el período de jubilación. Sin embargo, resulta­
rá necesario considerar este factor para lograr una 
explicación correcta del proceso de inversión en capi­
tal humano. Los incrementos de la esperanza de vida 
no irán acompañados necesariamente de cambios en las 
decisiones de inversión en capital humano si no se 
producen cambios en el período de jubilación. Así, en 
la gran mayoría de países, la esperanza de vida supera 
actualmente la edad de jubilación. En el trabajo de 
Echevarría se ofrecen resultados empíricos para el caso 
de los Estados Unidos, que avalan este planteamiento. 
A todo esto hay que añadir que, en los países más po­
bres y con menor esperanza de vida, la inversión en 
capital humano está condicionada por otros factores 
mucho más importantes que el planteamiento del hori­
zonte temporal de dicha inversión. Sirvan de ejemplo 
la necesidad de trabajar desde edades muy tempranas o 
la lejanía de los centros de formación. Los motivos 
expuestos avalarían el cambio de enfoque propuesto.

b) Capital humano adquirido
El capital humano adquirido comprende la edu­

cación formal e informal recibidas y la experiencia 
acumulada.

i) Educación formal. La educación formal inclu­
ye la educación infantil, primaria, secundaria y supe­
rior, constituyendo estos niveles académicos la base 
conceptual que se utiliza tradicionalmente para cuan- 
tificar el capital humano, bien a través de los años 
medios de estudio, del porcentaje de personas que han 
completado un determinado nivel de estudios o de los 
índices de matriculación en cada nivel de enseñanza.2 
Parte de estos niveles académicos serán de realización 
obligatoria y parte voluntaria.

Además de la enseñanza académica reglada, la 
educación de tipo formal también incluirá la formación 
brindada a desempleados por parte de organismos pú­
blicos y los cursos de formación destinados a trabaja­
dores que realizan las empresas y organismos públicos.

ii) Educación informal. El concepto de educación 
informal empezó a ser utilizado en pedagogía al final 
de la década de 1960 y principios de la de 1970 y abar­
ca toda la formación recibida fuera de los ámbitos edu­
cativos institucionalizados. Así, la educación informal

2 V éase en  B arro y  Lee (1993, 1996 y  2001) un  análisis de los
indicadores de educación  académ ica  fo rm al y  calidad  de la  educa­
ción.

LA DOTACIÓN DE CAPITAL HUMANO DE AM ÉRICA LATIN A Y EL CARIBE • GREGORIO GIMÉNEZ



108 R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 6 A G O S T O  2 0 0 5

estará constituida por la instrucción que los sujetos re­
ciban de la familia y su entorno social más próximo y 
por los conceptos asimilados a través del autoapren- 
dizaje.3

Por un lado, la familia y el círculo de relaciones 
siempre han constituido un pilar fundamental en la 
educación de los seres humanos. Por otro, cada vez 
adquiere más importancia la formación recibida por los 
sujetos a través de diversos medios de transmisión de 
información, y asimilada de manera individual. Entre 
estos vehículos de educación informal los libros han 
desempeñado, desde hace tiempo, un papel fundamen­
tal. Otros medios importantes de educación informal

de aparición más reciente serían la prensa escrita, la 
televisión, la radio o Internet.4

iii) La experiencia. La experiencia está constitui­
da por todas las vivencias acumuladas por un sujeto, 
que le permiten reaccionar ante las circunstancias ba­
sando su respuesta en los conocimientos previamente 
adquiridos. Dentro de la experiencia se puede distin­
guir la experiencia laboral, constituida por todos los 
conocimientos acumulados a través de la realización 
de una determinada tarea. La experiencia laboral es la 
más relevante desde una perspectiva económica, ya que 
constituye un factor determinante de la productividad 
de los trabajadores.5

III
La medición del capital humano: 

una nueva propuesta

A lo largo de esta sección, se construirán diversos 
indicadores con el objeto de aproximarse a los diferen­
tes aspectos incluidos en la definición planteada y que 
suelen ser dejados de lado por otros indicadores. Se 
concluirá con la elaboración de un único indicador que 
recoge los diferentes matices de la definición.

A partir del concepto de capital humano elabora­
do en la sección II, se plantearán aquí diversos 
indicadores que recogen todos los matices de la defi­
nición, esto es, que tienen en cuenta el capital huma­
no innato, la educación formal, la educación infor­
mal y la experiencia acumulada. Sobre la base de estos

3 C oom bs, P rosser y  A hm ed (1973, p. 23) definen  la  educación 
info rm al com o el p ro ceso  rea lizado  a  lo la rgo  d e l c ic lo  v ita l m e­
d ian te  e l cua l los ind ividuos adqu ieren  aptitudes, va lores y  conoci­
m ientos de la  experiencia  d iaria y  de los recursos e influencias  
educa tivas de su en torno m ás próxim o, esto  es, de la fa m ilia  y  de 
los vecinos, d e l traba jo  y  de  los ju eg o s, del m ercado, de  la  b iblio­
teca  y  de los m edios de com unicación  (traducc ión  del autor). T ight 
(1996, p. 68) concede gran im portanc ia  a  la  educación  recib ida  a 
través d e l aprend iza je  y  fo rm a c ió n  que tiene  lugar fu e r a  de  insti­
tuciones fo rm a les  (traducción  del autor), d is tingu iéndo la  exp líc ita­
m ente  de otros tipos de educación. L a re levancia  que este tipo  de 
educación  tiene  en  la  fo rm ación  de los individuos ha  sido destaca­
da  po r num erosos estudiosos de la  educación; po r ejem plo, Torres
(1990) analiza  su im portancia  en  la  p o lítica  educativa  im plem entada 
en  países la tinoam ericanos, F o ley  (1999) se cen tra  en  el caso de 
experiencias desarro lladas en  A ustralia , B rasil, Z im babw e y  los 
Estados U nidos y, p o r o tra  parte, Y oungm an (2000) destaca su tra s ­
cendencia  en  la  fo rm ación  de adultos.

indicadores, se ha confeccionado un índice amplio de 
capital humano que se corresponde con el concepto 
barajado. Los diversos indicadores abarcan un perío­
do que va desde 1960 hasta la actualidad y compren­
den la muestra de países más amplia posible en fun­
ción de la información estadística disponible. A conti­
nuación se presentan los indicadores que recogen cada 
aspecto de la definición.6

4 En el libro  de L eadbeater (2000) se argum enta  sobre la  im portan ­
c ia  que las nuevas tecno log ías tienen  en la  adqu isición  de conoci­
m ientos.
5 Sobre el aprendizaje m ediante  la  p rác tica  (learning  by do ing ) y 
sus im plicaciones sobre la  p roductiv idad, véase A rrow  (1962). En 
d icho traba jo  se in troduce esta  noción, que im plica  que la  experien­
c ia  derivada del uso de nuevas tecno log ías durante el p roceso  p ro ­
ductivo  lleva  aparejado un  aum ento  de la  eficiencia. D e este m odo, 
se p roduciría  un  increm ento  en la  p roductiv idad  de los trabajadores 
d erivada de la  experiencia, al m enos h asta  que en traran  en juego  
los rend im ien tos decrecientes. D iversos m odelos basados en el ca­
p ita l hum ano  han  resaltado  el peso  que el proceso  de aprendizaje 
m edian te  la  p rác tica  tiene  en el crecim iento , entre otros factores, 
debido al uso  cada vez m ayor de nuevas tecnologías. A lgunos de 
estos m odelos son  los de R om er (1986), Stokey (1991), Y oung
(1991), Parente (1994) y  G reenw ood  y  Y orukoglu  (1997).
6 Los datos referen tes a  educación  fo rm al prov ienen  de B arro  y  Lee
(2001). Las cifras sobre consum o de papel de uso  cultural em anan 
del Institu to  de Estadísticas de la  o rg a n iz a c ió n  de las N aciones 
U nidas p a ra  la  E ducación, la  C iencia  y  la  C u ltu ra  (u n e s c o ). El resto 
de los datos utilizados en  la  e laboración  de los indicadores p rov ie­
nen  de Ind icadores del D esa rro llo  M u n d ia l (B anco M undial, v a ­
rios años). Las estadísticas sobre uso  de periódicos, radios, te lev i­
sores y  libros fueron com pletadas utilizando datos del C ross N ational
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1. El capital humano innato

Como ya se ha señalado, será lógico suponer que la 
media de individuos de un país va a tener las mismas 
cualidades innatas que la media de individuos de cual­
quier otro país. Ahora bien, el aprovechamiento de 
estas cualidades estará condicionado por circunstancias 
relativas a la situación de salubridad del entorno don­
de se desarrolla la vida de los sujetos. Así, partiendo 
de que las dotaciones de capital humano innato son las 
mismas para todos los países, se tratará de medir las 
consecuencias que las disparidades en las condiciones 
de salud tienen sobre el capital humano de origen in­
nato. Esto se hace a través del indicador de esperanza 
de vida, que recoge información sobre la salud de todo 
el espectro poblacional y hace acopio de las consecuen­
cias del conjunto de las condiciones de salubridad 
experimentadas por los individuos. Además, este in­
dicador cuenta con un amplio número de observacio­
nes temporales para un nutrido grupo de países.

2. El capital humano adquirido

El capital humano adquirido es el resultado de la edu­
cación formal e informal recibida y de la experiencia 
acumulada.

a) Educación formal
El mayor esfuerzo en la medición del capital 

humano a escala internacional se ha realizado recopi­
lando información sobre educación formal. De entre 
todos los indicadores confeccionados, se va a optar por 
emplear la información acerca de los años medios de 
estudio elaborada por Barro y Lee (2001), ya que se 
ha construido utilizando el procedimiento más riguro­
so de cuantos estudios internacionales han sido reali­
zados y proporciona información sobre el acervo de 
capital humano, frente a otros indicadores que captan 
flujos educativos. La fuente ofrece datos quinquenales 
desde 1960 hasta el 2000.

Hay que señalar que, desgraciadamente, la infor­
mación internacional disponible sobre otros ámbitos de 
educación formal, como la formación brindada a

Tim e-Series D a ta  A rch iv e  de A rthur S. Banks, ex tra ído  de la  base 
de datos Socia l Ind ica tors a nd  F ixe d  F actors, del B anco M undial. 
Todas las fuentes utilizadas presentan  datos anuales desde 1960 hasta 
la  actualidad  pa ra  u n a  m uestra  am plia  de países. E n  los datos de 
B arro y  Lee, la  period ic idad  es quinquenal. En las bases señaladas 
se puede ob tener in fo rm ación  m ás exhaustiva  sobre las de fin ic io ­
nes de las variables em pleadas, así com o sobre la  d ispon ib ilidad  de 
datos.

desempleados y la formación a cargo de las empresas, 
es tan escasa que hace inviable su inclusión en un in­
dicador internacional de capital humano.

b) Educación informal
La familia cumple un papel fundamental en la 

educación de los individuos,7 si bien no todas las fa­
milias van a ser capaces de brindar la misma atención 
a sus vástagos, ni van a disponer de los mismos recur­
sos para educarlos. Esta circunstancia condicionará la 
formación que los hijos reciben en el seno de la uni­
dad familiar. Por tal motivo, será necesario encontrar 
un indicador que permita cuantificar la atención y re­
cursos que se dedican a la educación de los hijos, por 
término medio, en cada país. En este estudio se ha 
optado por utilizar la tasa de fecundidad como aproxi­
mación a la educación que los hijos pueden recibir de 
los padres. Así, esta tasa constituirá, en primer lugar, 
un indicador de la atención que los padres dedican a 
cada uno de los hijos. La atención disminuirá al au­
mentar el tamaño de la familia. En segundo lugar, el 
número de hijos limitará los recursos que se pueden 
dedicar a cada uno, puesto que habrá que repartir aque­
llos disponibles entre todos. A esto hay que añadir que 
la fecundidad está fuertemente correlacionada, de for­
ma negativa, con el ingreso per cápita, lo que repre­
senta otra razón por la cual la tasa de fecundidad cons­
tituirá una aproximación a los recursos que cada familia 
puede dedicar a la formación de sus hijos.8

7 C oom bs y  A hm ed  (1974) argum entan  que los e jem plos y  actitu ­
des que se observan  dentro del entorno fam ilia r van  a  constitu ir una 
parte esencial del p roceso  educativo.
8 L a  d isyun tiva  estab lec ida  entre cantidad  de hijos y  calidad  en  su 
educac ión  h a  sido observada  p o r R osenzw eig  y  W olp in  (1980), 
B ehrm an  y  T aubm an (1986), y  H anushek  (1992). D ichos trabajos 
apun tan  a  que el tam año  de la  un idad  fam ilia r v a  a  cond icionar la 
inversión  en la  educación de los hijos, y a  que cada hijo  p o d rá  rec i­
b ir m enos recursos. E sta  idea ha  sido recog ida  p o r diferentes m o ­
delos y  traba jos em píricos. Así, B ecker, M urphy  y  T am ura (1990) 
desarro llan  un  m odelo  que genera  diferentes estados estacionarios 
de acuerdo  a  las re laciones que se estab lecen  entre fecundidad , 
educación y  crecim iento, apuntando a  que los individuos deben elegir 
entre la  cantidad  y  calidad  de hijos que desean  tener. L am  y  D uryea 
(1999) encuentran  un  fuerte  efecto negativo  de la  esco laridad  fem e­
n in a  sobre la  fecund idad  y  u n  fuerte  efecto positivo  de la  esco lari­
dad  de los padres sobre la  esco laridad  de los hijos, argum entando 
que los efectos de la  educación  sobre la  fecund idad  se traducen, 
sobre todo, en  una  m ayor inversión  en  la  educación  de los hijos y 
la  m ejo ra  en  la  calidad  de esa  educación. En M oav (2005) se desa­
rro lla  un  m odelo  basado  en la  fecund idad  y  la  calidad  de la  educa­
ción, que o frece u n a  exp licación  de la  persistenc ia  en  la  s ituación 
de pob reza  que experim entan  algunos países; en  dicho artícu lo  se 
apun ta  a  que la  calidad  de la  educación  que reciben  los h ijos está 
cond ic ionada  p o r la  cantidad de hijos, suponiendo que la  p roducti­
v idad  de los progen ito res en  m ateria  educa tiva  se increm enta  con
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Otro elemento importante de adquisición de edu­
cación informal es el autoaprendizaje a través de di­
ferentes medios de transmisión de información.9
Con el fin de poder captar este factor determinante del 
capital humano adquirido, se ha elaborado para este tra­
bajo un indicador de medios que posibilitan la adqui­
sición de educación informal. A través de este indica­
dor, tendremos una aproximación a diversas posibili­
dades de autoaprendizaje con las que cuentan los ciu­
dadanos de cada país. Se pasa, seguidamente, a expli­
car cómo se ha confeccionado el índice de medios.

Se han examinado dos períodos de tiempo: uno 
está comprendido entre 1960 y 1989, el otro abarca la 
década de 1990. La metodología empleada en cada 
período es ligeramente distinta. El motivo ha sido la 
disponibilidad de datos existente en cada caso y la 
aparición de nuevos medios.

El índice de medios para 1960-1989 se ha con­
feccionado teniendo en cuenta el acceso de la pobla­
ción de cada país a libros, periódicos, radios y televi­
sores. Es el siguiente:

librosit ■ Nt periódi cosit ■ Nt radiosit ■ Nt televisoresit ■ N t
~ t ' ' '

£  librosit

+  -N t 1 N t 1 N t
£  periódi cosit £  radiosit £  televisoresi
i=1 i=l i=l

it (1)

Me it

siendo:
IMit = índice de medios del país i en el año t.
i = 1, 2, ...., Nt Siendo Nt el número de países

de la muestra en el año t. 
t = 1960, 1961, ...., 1989
librosit = número de títulos de libros per cápita pu­

blicados en el país i en el año t. Se incluyen 
todas las ediciones y los libros para niños y 
de texto. El dato hace referencia a títulos, no 
a volúmenes impresos.

periódicosit = número de periódicos per cápita en cir­
culación en el país i en el año t. Solo 
se incluyen los periódicos diarios. 

radiosit = número de aparatos de radio per cápita
en el país i en el año t. 

televisoresit = número de aparatos de televisión per 
cápita en el país i en el año t.

Meit = medios analizados en el país i en el
año t.

En el índice de medios 1990-2000 se sustituye 
el número de títulos publicados por el consumo de 
papel para fines culturales, lo que ofrece una informa­
ción más rica. Además, se incluye la utilización de

ordenadores personales, que han revolucionado el ac­
ceso a la información en la última década a través de 
diversos programas y de Internet. El índice elaborado 
quedará como:

papelit • Nt periódi cosit • Nt radiost
+ Ä7 +Nt

£  p ap elü
I M i t  =  —

N t
£  periódi cosit
i=1_______________

N t
£  radios\

_____

it - Nt televisoresit ■ Nt ordenadoresit ■ Nt
+ Ä7 +N t

£  televisoresit
i=1______________

N t
£  ordenadoresit
i=1_________________

Meit

(2)

su p ropio  grado de fo rm ación ; com o consecuencia, los países p o ­
bres tienen  altas tasas de fecundidad  y  b a ja  inversión  en  educación 
y, po r ende, sus generaciones fu turas tam b ién  serán  pobres. Del 
m ism o m odo, T am ura y  Sadler (2001) construyen un  m odelo  de 
generaciones traslapadas donde la  fecundidad  aparece com o v a ria ­
b le endógena  que cond iciona la  educación  que rec iben  los hijos. 
H ay que señalar, sin  em bargo, que la  re lac ión  entre fecund idad  y 
capital hum ano  no solo se m an ifiesta  en  el sentido  apuntado. Así, 
el capital hum ano  tam b ién  puede ser uno de los determ inantes de la 
ta sa  de fecundidad, com o indican  B ecker, M urphy  y  T am ura (1990) 
o L am  y  D uryea (1999), si b ien  ex isten  otros facto res que influyen 
sobre la  reducción  de d icha  tasa , com o la  d ism inución  de la  m orta ­
lidad, la  expansión  de los m étodos an ticoncep tivos, el coste de 
oportunidad  en té rm inos salariales que rep resen ta  cu idar a  los hijos, 
o la  m enor dependencia  de las personas ancianas.

9 Los ya  com entados traba jos de C oom bs, P rosser y  A hm ed  (1973) 
y  de L eadbeater (2000) señalan  la  im portanc ia  de esta  v ía  para  
adqu irir educación  inform al. U n  hecho que da cuen ta  de la  t ra scen ­
dencia  de estos m edios de aprendizaje  es que el C entro  de Investi­
gación  e Innovación  en la  E nseñanza, organism o dependiente de la 
O rganización de C ooperación  y  D esarrollo  Económ icos (o c d e ), está 
desarro llando u n  am plio  p rogram a que pretende estud iar el im pacto 
que las tecno log ías de la  info rm ación  y  la  com unicación  ejercen 
sobre la  calidad  de la  educación. Y a han  sido publicados varios 
estudios sobre el aprendizaje  a  través de In ternet, las consecuencias 
de la  b recha  tecno lóg ica  entre países y  el im pacto  dram ático  que 
las nuevas oportunidades tienen  sobre el aprendizaje.
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donde:
es el índice de medios del país i  en el 
año t.

1, 2 , . . . . ,  N t Siendo N t el número
de países de la muestra en el año t. 
1990, 1991, ...., 2000 
kilogramos de papel de uso cultural 
consumidos por cada mil habitantes 
en el país i  en el año t. 
número de periódicos en circulación 
por cada mil habitantes en el país i  en 
el año t. Solo se incluyen los periódi­
cos diarios.
número de aparatos de radio por cada 
mil habitantes en el país i  en el año t. 
número de aparatos de televisión por 
cada mil habitantes en el país i  en el 
año t.
número de ordenadores personales 
por cada mil habitantes en el país i  en 
el año t.
medios analizados en el país i  en el 
año t.

Ahora bien, no todos los sujetos podrán aprove­
char de la misma manera los medios de que se dispo­
ne. Para poder aproximarnos a la rentabilización de 
estos instrumentos, se considerará que solamente los 
habitantes alfabetizados podrán sacarles pleno partido, 
mientras que los analfabetos no obtendrán provecho 
alguno. Aunque esta medida puede resultar arbitraria, 
el índice de alfabetización de cada país constituye un 
buen indicador del grado de aprovechamiento de los 
medios educativos disponibles, con lo que, introducien­
do esta corrección, nos aproximaremos más a la situa­
ción real. Así, el índice de utilización de medios que­
dará, finalmente, como:

I U M U =  I M it ■ A L F i t (3)

siendo:
I U M it = índice de utilización de medios del país i  en 

el año t.
I M it = índice de medios del país i  en el año t. 
A L F it = tasa de alfabetización del país i  en el año t.

c) E x p e r i e n c i a

Hay pocas tentativas de aproximación a la medi­
ción de la experiencia, debido a las dificultades que 
entraña captar mediante un indicador el conocimiento 
acumulado a través de las vivencias o la actividad la­
boral. Para la realización de este trabajo se ha optado

por calcular el número de años que el ciudadano me­
dio de cada país ha estado inserto en el mercado de 
trabajo. Sin embargo, habrá que tener cautela a la hora 
de interpretar los resultados obtenidos. El inconvenien­
te estriba en que las funciones profesionales que rea­
liza un individuo suelen cambiar a lo largo de su vida 
laboral. Además, los trabajos no son homogéneos, hay 
empleos para los cuales la experiencia es más impor­
tante que para otros y tarda más en adquirirse.

Los años medios de experiencia laboral, esto es, 
los años que un individuo ha estado dentro del merca­
do de trabajo, se han calculado a partir de la edad 
media de la población del país, y de aquí se ha sus­
traído la edad en la que el individuo medio empezó a 
trabajar.10 Se ha considerado que la edad mínima de 
inserción en el mercado laboral son los 16 años, de 
acuerdo con los convenios internacionales, aunque en 
algunos casos, por desgracia, esta edad puede ser con­
siderablemente menor. Con el fin de recoger esta cir­
cunstancia, se han empleado también datos sobre el 
trabajo realizado por niños de entre 10 y 14 años. Por 
último, habrá que tener presente también la situación 
opuesta. Así, en varios países la edad de inserción en 
el mercado de trabajo es superior a los 16 años, ya que 
el individuo medio ha prolongado su etapa formativa 
más allá de la edad mínima para trabajar. Se ha proce­
dido, pues, a realizar tal corrección en los países que 
estaban en esta situación en algún momento del perío­
do contemplado de 1960-2000; estos países son Aus­
tralia, Canadá, los Estados Unidos, Noruega, Nueva 
Zelandia, la República de Corea, Suecia y Suiza.

De este modo, se tendrá:

E X P . t =  E M P .. -  E I M T . .  +  A M T I.. (4)it it it it

siendo:
E X P it = indicador de experiencia laboral de un país

i  en el año t.
i  =  1, 2 , . . . . ,  N t Siendo N t el número de paí­

ses de la muestra en el año t. 
t  = 1960, 1961, ...., 2000
E M P it = edad media de la población del país i  en el

año t.
E I M T it = edad media de incorporación al mercado de 

trabajo en el país i  en el año t.

A M T I it = años medios que un habitante del país i  en el 
año t  ha estado realizando trabajo infantil.

10 T am bién  sería  deseable a tender al período m edio  durante el cual 
un  traba jado r arquetíp ico  se h a  encontrado en  situación  de desem ­
pleo; este dato no h a  sido incorporado po r no  disponerse de su fi­
ciente info rm ación  a  esca la  internacional.

I M . .  =it

i  =

t  =

p a p e l i t  =

p e r i ó d i c o s it =  

r a d i o s . .  =it

t e l e v i s o r e s it =  

o r d e n a d o r e s . .  =it

M e  =it

LA DOTACIÓN DE CAPITAL HUMANO DE AM ÉRICA LATIN A Y EL CARIBE • GREGORIO GIMÉNEZ



112 R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 6 A G O S T O  2 0 0 5

Con todo, el indicador elaborado, aunque relati­
vo al mercado de trabajo, no se debe relacionar única­
mente con la experiencia laboral, sino que recogerá 
también la experiencia vital acumulada, que constitu­
ye una de las bases más importantes de conocimiento. 
Esto es debido a que la experiencia vital crecerá con­
forme aumenta la edad media de los individuos, que 
es el elemento clave en la elaboración del indicador.

En síntesis, siguiendo al concepto desarrollado 
inicialmente, el capital humano innato —que se con­
sidera, en promedio, igual para todos los individuos— 
podrá verse alterado por las condiciones de salud,

medidas a través de la esperanza de vida; la educación 
formal se plasmará mediante un indicador de años 
medios de estudio; la educación informal se recogerá 
a través de la tasa de fecundidad, que condensa las 
posibilidades de dedicar recursos y atención a la edu­
cación de los hijos, y la elaboración de un indicador de 
uso de medios de transmisión de información; por últi­
mo, la experiencia acumulada se intentará aproximar 
mediante la confección de otro indicador, los años me­
dios de inserción en el mercado de trabajo. Las tablas 
con los valores de los índices confeccionados se encuen­
tran, bajo solicitud, a disposición de los interesados.

IV
Elaboración de un indicador global 

de capital humano

Una vez que se dispone de indicadores de los diferen­
tes elementos que conforman el capital humano, se 
puede construir un indicador global que recoja todos 
los aspectos contemplados. El indicador se va a cons­
truir con una periodicidad quinquenal entre 1960 y
2000. El motivo de no ofrecer una periodicidad anual 
es que, para su elaboración, se utilizan datos sobre 
educación formal obtenidos de Barro y Lee (2001), que 
tienen una periodicidad quinquenal, condicionando el 
período temporal analizado.

Con el propósito de evitar los efectos de escala, 
consecuencia de las diferentes definiciones y unidades 
que adoptan las variables, se ha procedido a tipificar 
éstas, restándole a cada dato la media muestral y divi­
diéndolo por su desviación típica. El procedimiento 
estadístico utilizado para construir el indicador es el 
análisis factorial. Concretamente, el método emplea­
do será el de las componentes principales. Una cues­
tión importante es que, en todos los casos, una sola 
componente principal logra explicar más del 80% de 
la variación de las variables. Así pues, se podrá cons­
truir un indicador conjunto de capital humano que reco­
ja  el efecto de cada uno de los factores contemplados, 
condensándolo en un solo dato para cada país y año.11 
Esto hará mucho más cómodo e intuitivo trabajar con 
los resultados obtenidos. Los indicadores de capital 
humano para cada uno de los años se encuentran en el 
apéndice al final del trabajo. La muestra total abarca 
106 países para los que se dispone, en la gran mayoría

de los casos, de información sobre un número muy ele­
vado de períodos.

El indicador elaborado presenta la ventaja de re­
coger el efecto de los numerosos factores incluidos en 
la definición de capital humano, esto es, la salud, la 
educación formal e informal y la experiencia. Otros 
indicadores tradicionalmente utilizados se basaban en 
uno solo de estos aspectos. Por tanto, desde un punto 
de vista teórico, tendrá más sentido utilizarlo cuando 
se considere un concepto amplio de capital humano, 
frente al concepto más restrictivo de educación de tipo 
formal. Además, el período temporal que abarca es 
amplio y el índice se ha construido para una gran va­
riedad de países, lo que facilita su uso en estudios de 
carácter empírico.

11 Las ecuaciones obtenidas p a ra  cada período m edian te  el m étodo 
de com ponentes principales son:

H60 = 0,92*ESV60 + 0,93*AME60 -  0,93*FEC60+ 0,85*IUM60 + 0,92*EXP60 
H ,. = 0,90*ESV„ + 0,94*AME,. -  0,94*FEC,.+ 0,90*IUM6. + 0,91*EXP6.65 5 65 5 65 5 65 5 65 5 65
H70 = 0,90*ESV70 + 0,94*AME70 -  0,95*FEC70+ 0,91*IUM70 + 0,91*EXP70 
H75 = 0,90*ESV75 + 0,95*AME75 -  0,96*FEC75+ 0,91*IUM75 + 0,92*EXP75 
HS0 = 0,88*ESV8(| + 0,94*AME8(1 -  0,94*FEC8(1+ 0,91*IUM8(1 + 0,94*EXP80 
H85 = 0,91*ESV85 + 0,95*AME85 -  0,95*FEC85+ 0,92*IUM85 + 0,94*EXP85 
H ,0 = 0,91*ESV9(| + 0,94*AME,0 -  0,94*FEC,0+ 0,87*IUM9(1 + 0,94*EXP90 
H ,5 = 0,91*ESV95 + 0,92*AME,5 -  0,93*FEC,5+ 0,86*IUM95 + 0,93*EXP95 
H0(1 = 0,89*ESV0(| + 0,91*AME0(1 -  0,93*FEC0(1+ 0,85*IUM0(1 + 0,92*EXP00 

donde H  es el ind icador de capital hum ano  constru ido , E S V  la  es­
p eranza  de v ida, A M E  los años m edios de estudio , F E C  el índice de 
fecundidad, IU M  el índice de u tilizac ión  de m edios y  E X P  el ind i­
cador de experiencia.
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CUADRO 1
Conjunto de países de la muestra: Variaciones medias en los puestos 
que ocupan los países según los indicadores de capital humano

V ariación  m ed ia  en  puestos (a) 5 6 7 7 8 7 8 9 8 7
N úm ero de países de la  m uestra  (b) 71 84 92 101 100 101 102 100 93 94
C ociente entre (a) y  (b) 8% 8% 8% 7% 8% 7% 8% 9% 9% 8%

F u e n te : E laboración  propia.

CUADRO 2
Conjunto de países de la muestra: Coeficientes de correlación entre 
los indicadores de capital humano y diversas variables, 2000a

V ariable  A ños m edios Ind icador de N úm ero  de
de estudio capital hum ano  observaciones

PIB po r habitante  en dólares, a  paridad  de poder adquisitivo 0,43 0,48 81
Población  que v ive con m enos de un  dó lar diario -0 ,5 1 -0 ,61 43
P robabilidad  de v iv ir m ás de 65 años (hom bres) 0,57 0,54 82
P robabilidad  de v iv ir m ás de 65 años (m ujeres) 0,59 0,76 82
A ños v iv idos con m a la  salud  (hom bres) -0 ,2 9 -0 ,3 1 82
A ños v iv idos con  m a la  salud  (m ujeres) -0 ,4 8 -0 ,6 3 82
T asa de m ortalidad  infantil (po r cada 1.000 nacidos vivos) 
T asa de m ortalidad  in fan til de los n iños m enores de 5 años

-0 ,3 5 -0 ,8 5 84

(por cada 1.000 nacidos vivos) -0 ,4 0 -0 ,9 1 84
M ortalidad  en el parto -0 ,3 3 -0 ,4 7 82
T asa de fecund idad  enre los 15 y  19 años de edad -0 ,6 1 -0 ,4 2 82
U so de anticonceptivos 0,59 0,93 49
C ientíficos e ingenieros dedicados al I+D  po r cada m illón  de habitantes 0,99 0,65 55
T écnicos dedicados a  I+D b po r cada m illón  de habitantes 0,65 0,98 51
G asto en I+D  com o %  del PIB 0,31 0,80 52
A rtículos en  revistas científicas y  técn icas po r 100.000 habitantes 0,77 0,98 84
Solicitud  de patentes de residentes po r 100.000 habitantes 0,89 0,82 66
M ujeres en puestos de decisión  a  n ivel m in isteria l (% ) 0,29 0,31 78
R iesgo país: In s titu tiona l Investo r  C red it R a tin g  (Institu tional Investo r Inc.) 0,34 0,57 80
R iego país: E u ro m o n ey  C ountry  C redit-w orth iness R a tin g  (E urom oney  Publications) 0,26 0,50 82

F uente: E laboración  p rop ia  a  partir de datos de Ind icadores del desarro llo  m undia l (B anco M undial, varios años). Para  u n a  defin ic ión  de ­
ta llad a  de las variables puede consultarse  d icha fuente. En los casos en los que no se d ispone de datos p a ra  el 2000 se to m a  el año más 
cercano. Los indicadores de riesgo-país son  m ás elevados cuando el riesgo  es m enor.

a M uestras de países hom ogéneas. 
b I+D  = investigación  y  desarrollo.

No obstante, siendo evidente su justificación teó­
rica —en virtud de su mejor correspondencia con el 
concepto—, se deberá constatar también que la medi­
ción del capital humano realizada a través del nuevo 
indicador difiere de la obtenida a través de otros 
indicadores tradicionales. Con este propósito, se ha 
procedido a comparar el indicador confeccionado con 
el que tradicionalmente se suele utilizar en los traba­
jos empíricos, esto es, los años medios de estudio de 
la población (a m e ).12 Dicha comparación revela dife­

12 D ato tom ado  de las series e laboradas p o r B arro  y  Lee (2001).

rencias apreciables en los períodos analizados. De esta 
forma, aunque ambos ofrecen resultados homogéneos, 
si ordenamos los países en función de los valores al­
canzados por los respectivos indicadores, se observa 
que existen cambios de posición estimables según el 
índice que se utilice. Estos cambios obedecen a la in­
clusión de medios para adquirir capital humano distin­
tos de los vehículos de educación académica habitua­
les, que constituyen solamente una vía más de forma­
ción. El cuadro 1 ofrece los valores absolutos de las 
diferencias entre el puesto que ocupa un país en mate­
ria de capital humano, atendiendo al indicador cons­
truido, y el puesto que ocupa atendiendo al indicador 
basado en los años medios de educación (a m e ).
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Así, la utilización del índice de capital humano re­
vela un desplazamiento medio de siete puestos —varia­
ción de 8% en la lista—, en términos absolutos, con 
respecto a la posición del mismo país al usar los años 
medios de estudio. Si se consideran los grupos de paí­
ses con alta dotación de capital humano y los de baja 
dotación, dichas variaciones no implican movimientos 
de países entre esos grupos, pero sí ponen de manifiesto 
un cambio en la posición relativa entre países con 
dotaciones semejantes.

Además de constatar las diferencias existentes en 
la cuantificación del capital humano en función de cada 
indicador, será también importante tener en cuenta las 
diferencias en su desempeño estadístico. Con este pro­
pósito, se atenderá a la relación estadística entre los 
índices y una serie de variables, indicativas de desa­
rrollo económico y social, correlacionadas a priori con 
el capital humano. Para determinar las diferencias exis­
tentes entre los dos indicadores, en el cuadro 2 se

muestran los coeficientes de correlación que existen 
entre éstos y las variables analizadas.

Aunque el sentido de la relación con las variables 
es el mismo, hay contrastes considerables en la mag­
nitud del coeficiente de correlación según el indicador 
de que se trate. La diferencia media entre los coeficien­
tes obtenidos con ambos indicadores para cada caso es 
de 22 puntos porcentuales. Esto constata las diferen­
cias en el desempeño estadístico entre ambas medidas 
de capital humano. Cabe señalar que en 15 de los 19 
casos el nuevo indicador presenta mayor correlación 
con las variables analizadas.

Por lo tanto, el indicador elaborado recoge un 
concepto más amplio de capital humano y difiere del 
indicador tradicional de a m e  en su desempeño estadís­
tico. A continuación se utilizarán estas propiedades 
para analizar, bajo un nuevo prisma, las dotaciones de 
capital humano de los países de América Latina y el 
Caribe.

V
Análisis espacial y temporal de las dotaciones 

de capital humano de América Latina y el Caribe

El objetivo de esta sección es profundizar en el análi­
sis espacial y dinámico de las dotaciones de capital 
humano sobre la base del indicador elaborado, lo que 
se hará en las dos subsecciones siguientes.

1. Análisis espacial de las dotaciones de capital
humano

Con el fin de ofrecer un análisis comparativo de los 
distintos indicadores de capital humano de América 
Latina y el Caribe con respecto a otras regiones del 
planeta, se ha elaborado el cuadro 3.

Este pone de manifiesto que las diferencias entre 
zonas geográficas son significativas y obedecen a 
disparidades, en conjunto, en los cinco indicadores 
básicos utilizados, aunque los contrastes adquieren 
especial relevancia en el caso de la educación formal 
e informal y son menores si se atiende a las diferen­
cias en salud y experiencia.

América Latina y el Caribe posee dotaciones de 
capital humano superiores, en conjunto, a las del África 
subsahariana, las del sudeste de Asia, y las del orien­

te medio y norte de África. De hecho, se encuentra en 
una situación muy similar a esta última región, con 
unos índices de utilización de medios y de salud lige­
ramente inferiores —52% y 106% del promedio mun­
dial— pero con mejores dotaciones en educación for­
mal recibida —99% del promedio— y, sobre todo, una 
mayor experiencia —94% del promedio— y mejores 
posibilidades de adquirir educación informal de origen 
familiar —de nuevo 94% del promedio— . Por otro 
lado, las regiones del este de Asia y el Pacífico, de 
Europa del este y Asia central, de Europa occidental, 
y de América del Norte poseen, en conjunto, dotacio­
nes superiores a las de América Latina y el Caribe en 
todos los aspectos barajados.

Ahora bien, a pesar del atraso relativo de la re­
gión de América Latina y el Caribe, un análisis por­
menorizado de los países que la integran revela que 
entre ellos existen grandes diferencias. Así, del cuadro 
4 se desprende que los países que poseen una mayor 
dotación de capital humano son, en este orden, Barba­
dos, Uruguay, Chile, Trinidad y Tabago y Argentina. 
Estos países presentan valores del indicador global de
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CUADRO 3
Varias regiones: Análisis espacial de las dotaciones 
de capital humano, 2000

Años 
medios de 

estudio

Años 
medios de 

estudio/ 
promedio 
mundial

Índice de 
utilización 
de medios

Índice de 
utilización 
de medios/ 
promedio 
mundial

Salud Salud/
promedio
mundial

Expe­
riencia

Experiencia/
promedio
mundial

Fecun­
didad

Fecundidad/
promedio
mundial

Indicador 
de capital 
humano

África subsahariana 3,29 0,53 0,16 0,15 47,91 0,72 10,97 0,71 4,92 1,60 -4,57
Sudeste de Asia 3,38 0,54 0,08 0,08 61,21 0,92 12,99 0,85 3,99 1,29 -2,65
Oriente medio y norte de África 6,01 0,97 0,56 0,56 72,21 1,08 13,42 0,87 3,09 1,00 -0,04
América Latina y el Caribe 6,13 0,99 0,52 0,52 70,81 1,06 14,52 0,94 2,89 0,94 0,19
Este de Asia y el Pacífico 7,25 1,17 1,34 1,33 71,59 1,07 16,43 1,07 2,35 0,76 1,89
Europa del este y Asia central 7,84 1,26 0,93 0,93 71,09 1,06 19,61 1,28 1,71 0,56 2,74
Europa occidental 9,02 1,45 2,53 2,52 77,74 1,16 21,95 1,43 1,59 0,52 5,33
América del Norte 11,84 1,91 3,71 3,70 77,97 1,17 18,57 1,21 1,80 0,58 6,30

Promedio de los países 6,21 1,00 1,00 1,00 66,77 1,00 15,37 1,00 3,08 1,00 0,33

F u e n te : E laboración  propia.

CUADRO 4
América Latina y el Caribe: Análisis espacial de las 
dotaciones de capital humano, 2000

Años 
medios de 

estudio

Años 
medios de 

estudio/ 
promedio 
mundial

Índice de 
utilización 
de medios

Índice de 
utilización 

de medios/ 
promedio 
mundial

Salud Salud/
promedio
mundial

Expe­
riencia

Experiencia/
promedio
mundial

Fecun­
didad

Fecundidad/
promedio
mundial

Indicador 
de capital 
humano

A rgentina 8,49 1,38 0,76 1,47 73,57 1,04 17,31 1,19 2,55 0,88 2,07
Barbados 9,11 1,49 0,82 1,58 75,66 1,07 20,72 1,43 1,75 0,61 3,61
B olivia 5,54 0,90 0,20 0,39 62,06 0,88 11,79 0,81 4,02 1,39 -2,08
Brasil 4,56 0,74 0,66 1,28 67,15 0,95 15,62 1,08 2,24 0,78 0,12
C olom bia 5,01 0,82 0,01 0,02 70,35 0,99 14,07 0,97 2,67 0,92 -0,53
C osta  R ica 6,01 0,98 0,48 0,93 76,84 1,09 14,59 1,01 2,53 0,87 0,81
Chile 7,89 1,29 1,68 3,24 75,51 1,07 16,35 1,13 2,19 0,76 2,72
Ecuador 6,52 1,06 0,18 0,35 69,23 0,98 13,60 0,94 3,14 1,09 -0,38
El Salvador 4,50 0,73 0,42 0,81 69,53 0,98 13,66 0,94 3,20 1,11 -0 ,84
G uatem ala 3,12 0,51 0,07 0,13 64,89 0,92 10,72 0,74 4,72 1,63 -3 ,34
G uyana 6,05 0,99 0,25 0,49 63,70 0,90 14,95 1,03 2,30 0,79 -0 ,14
H onduras 4,08 0,67 0,18 0,35 69,82 0,99 10,88 0,75 4,04 1,40 -2,16
Jam aica 5,22 0,85 0,45 0,87 75,16 1,06 15,29 1,05 2,54 0,88 0,54
M éxico 6,73 1,10 0,65 1,25 72,14 1,02 14,23 0,98 2,78 0,96 0,58
N icaragua 4,42 0,72 0,12 0,23 68,63 0,97 10,94 0,75 3,61 1,25 -1,93
Panam á 7,90 1,29 0,47 0,91 73,88 1,04 14,77 1,02 2,47 0,86 1,23
Paraguay 5,74 0,94 0,40 0,77 69,95 0,99 11,50 0,79 4,03 1,39 -1,33
Perú 7,33 1,20 0,40 0,78 68,74 0,97 13,71 0,94 3,05 1,06 0,08
T rin idad  y  Tabago 7,62 1,24 0,85 1,64 72,63 1,03 17,48 1,20 1,75 0,61 2,28
U ruguay 7,25 1,18 1,41 2,73 74,30 1,05 19,16 1,32 2,26 0,78 2,75
V enezuela (República 
B olivariana de) 5,61 0,92 0,41 0,79 73,16 1,03 13,53 0,93 2,88 0,99 -0,06

P rom ed io  de los
pa íses 6,13 1,00 0,52 1,00 70,81 1,00 14,52 1,00 2,89 1,00 0,19

F uente:  E laboración  propia.
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capital humano considerablemente superiores al pro­
medio mundial, próximos a los de los grupos de paí­
ses con una dotación de capital humano media alta.

Sin embargo, también nos encontramos con va­
rios países que poseen una muy baja dotación de capi­
tal humano, con valores muy inferiores al promedio 
mundial, próximos a niveles de otras zonas del plane­
ta con menor grado de desarrollo. La situación más 
grave dentro de la muestra de veintiún países corres­
ponde a Guatemala, seguida de Honduras, Bolivia y 
Nicaragua. Los países con menores dotaciones de ca­
pital humano presentan deficiencias en todos los 
indicadores barajados, si bien estas son más acuciantes 
en el caso de la educación informal, medida a través 
del indicador de fecundidad y el índice de utilización 
de medios. Los países que se encuentran en peor si­
tuación atendiendo al primer indicador son Guatema­
la, Honduras y Bolivia. Estos mismos países también 
arrastran graves deficiencias reveladas por el índice de 
medios, llamando la atención, además, los casos de 
Colombia, Nicaragua y Ecuador, con cifras muy bajas 
en dicho índice.

Los indicadores de experiencia, salud y educación 
formal también revelan deficiencias, en general, en los 
países ya apuntados. Cabe destacar el déficit en edu­
cación formal que exhiben los países centroamerica­
nos más atrasados. También es necesario resaltar este 
déficit formativo en el caso de Brasil, que si bien ha

realizado un gran esfuerzo en este campo en los últi­
mos años, todavía presenta cifras muy inferiores al 
promedio de países de la región.

En síntesis, América Latina y el Caribe experi­
menta un atraso relativo a nivel mundial y muestra im­
portantes disparidades entre países. Algunos de estos 
presentan un déficit grave en el conjunto de indicadores 
analizados, lo que merma las posibilidades de conver­
gencia con otras naciones más desarrolladas de la re­
gión, así como el despegue global de la región misma.

2. Evolución de las dotaciones de capital humano

Para observar la evolución de las dotaciones de capi­
tal humano en los países de América Latina y el Cari­
be se ha confeccionado el cuadro 5. En él aparecen los 
17 países para los que se dispone de indicador de ca­
pital humano en todos los períodos quinquenales en­
tre 1960 y 2000. El balance que arrojan los datos es 
positivo, puesto que un total de 12 países —Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, 
Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Perú y Vene­
zuela (República Bolivariana de)— han mejorado apre- 
ciablemente su situación relativa. En el caso de Chile, 
Costa Rica, El Salvador, México y Perú el esfuerzo 
realizado se ha traducido en avances notables. Merece 
también un inciso el caso de la República Bolivariana 
de Venezuela, que si bien ha experimentado una im­

CUADRO 5
América Latina: Evolución del indicador de capital humano, 1960-2000

I960 1965 1970 1975 1980 1885 1990 1995 2000

A rgentina 3,77 3,92 4,07 3,16 2,78 2,71 2,42 2,29 2,07
B olivia -2 ,0 2 -2 ,2 5 -2 ,6 4 -2 ,6 1 -2 ,4 9 -2 ,3 1 -2 ,0 2 -2 ,0 7 -2 ,0 8
Brasil -1 ,3 1 -1 ,1 7 -0 ,8 4 -0 ,7 0 -0 ,6 1 -0 ,2 8 -0 ,1 8 -0 ,0 5 0,12
C olom bia -1 ,7 1 -l,6 8 -1 ,2 7 -0 ,4 6 -0 ,3 3 0,17 -0 ,3 0 -0 ,3 8 -0 ,5 3
C osta  R ica -1 ,3 5 -0 ,9 5 -0 ,0 9 0,77 0,83 1,16 0,80 0,91 0,81
Chile 0,67 0,79 1,40 1,69 2,15 2,33 2,24 2,32 2,72
Ecuador -1 ,7 3 -1 ,7 7 -1 ,7 4 -1 ,3 6 -0 ,7 9 -0 ,3 6 -0 ,2 6 -0 ,3 0 -0 ,3 8
El Salvador -2 ,7 8 -2 ,7 0 -2 ,3 0 -2 ,3 3 -2 ,1 0 -1 ,6 4 -1 ,3 2 -1 ,0 4 -0 ,8 4
G uatem ala -3 ,3 5 -3 ,2 6 -3 ,1 8 -3 ,2 7 -3 ,3 4 -3 ,6 0 -3 ,4 5 -3 ,4 6 -3 ,3 4
H onduras -3 ,5 6 -3 ,6 0 -3 ,5 8 -3 ,3 1 -3 ,2 5 -2 ,3 4 -2 ,2 6 -2 ,2 4 -2 ,1 6
M éxico -1 ,7 6 -1 ,6 5 -1 ,3 4 -1 ,0 6 -0 ,6 6 -0 ,3 1 0,37 0,55 0,58
N icaragua -3 ,3 8 -3 ,2 7 -2 ,9 7 -2 ,9 4 -3 ,1 2 -2 ,9 9 -2 ,5 2 -2 ,0 5 -1 ,9 3
Panam á 0,06 0,35 0,28 0,55 0,97 1,35 1,47 1,31 1,23
Paraguay -0 ,4 7 -0 ,7 7 -0 ,5 9 -0 ,6 0 -0 ,7 9 -1 ,1 0 -1 ,0 2 -1 ,2 8 -1 ,3 3
Perú -2 ,3 4 -2 ,1 8 -1 ,7 1 -1 ,3 9 -0 ,8 0 -0 ,5 3 -0 ,4 7 -0 ,1 8 0,08
U ruguay 4,79 4,73 4,69 3,86 3,46 3,54 3,25 2,77 2,75
V enezuela  (R epública 
B olivariana de) -1 ,4 0 -1 ,1 3 -0 ,7 3 -0 ,2 2 0,60 0,70 0,11 0,27 -0 ,0 6

P rom ed io  de los pa íses -1 ,0 5 -0 ,9 8 -0 ,7 4 -0 ,6 0 -0 ,4 4 -0 ,2 1 -0 ,1 8 -0 ,1 5 -0 ,1 3

F u e n te : E laboración  del autor.
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portante mejoría, que fue muy efectiva hasta la segun­
da mitad de la década de 1980, a partir de ahí comen­
zó un declive.

Dos países que se han estancado en la situación 
relativa de su capital humano con respecto al resto son 
Bolivia y Guatemala. Este hecho ha podido contribuir 
a ampliar la brecha en términos de desarrollo que se­
para a estas naciones del resto de países de la región.

Por último, existen tres naciones que han experi­
mentado un deterioro paulatino en su situación relati­
va: Argentina, Paraguay y Uruguay, lo que ha llevado 
a una pérdida de competitividad del cono sur. Esto 
afecta negativamente al conjunto de la región, si bien 
de esta situación han podido sacar ventaja otros paí­
ses de la zona, especialmente sus vecinos Brasil y 
Chile.

En todo caso, a pesar, del atraso relativo experi­
mentado por Argentina, Paraguay y Uruguay, la región 
en su conjunto ha experimentado una mejora relativa 
en su posición mundial, tal y como se desprende de la 
evolución de la media del indicador para el conjunto 
de países. Esto se debe a que se han registrado valo­
res crecientes en las dotaciones de capital humano re­
veladas por cada indicador. Cabe preguntarse ahora 
si este proceso de convergencia a escala mundial ha 
ido acompañado de una convergencia real a nivel re­
gional. Con el fin de responder a esta pregunta, se han 
elaborado las funciones de densidad Kernel para 1960 
y 2000, las que se presentan en el gráfico 2. Este pro­
cedimiento permite mostrar que hay convergencia en­
tre las distintas naciones, sobre la base del índice de 
capital humano.

En 1960 existía una polarización más acentuada 
entre países con mayor y menor dotación de capital 
humano, que se refleja en el gráfico 2, donde se apre­
cian dos puntos máximos en la distribución. De esta 
manera, los países se dividían en dos grupos: uno, más 
numeroso, reunía a las naciones con una dotación más 
escasa, el otro, a las que poseían más capital humano. 
Esta polarización se fue reduciendo con el paso de los 
años, hasta llegar a una distribución más uniforme y

más concentrada en el año 2000. Así, se puede con­
cluir que la región ha experimentado un proceso de 
convergencia en dotaciones de capital humano.

GRAFICO 2
América Latina y el Caribe: Función de 
densidad Kernela del indicador de capital 
humano, 1960 y 2000

F uente: E laboración  propia.

a L a función  de densidad  K erne l perm ite  a lisar el h istogram a de la 
d istribución  estad ística  y  lo transfo rm a  en  un  gráfico  continuo, 
concediendo m enos peso  a  las observaciones m ás a lejadas del 
punto  que está  siendo evaluado. L a  densidad  K ernel de una  serie 
X  en un determ inado punto  x se estim a m edian te  la  función:

donde N  es el núm ero de observaciones, h  el parám etro  de a lisa­
do e legido y  K (x) la  función  K ernel em pleada, de tipo  gaussiano:

exp\ 1 2 u
2

donde u es el argum ento  de d icha función  Kernel.
E l parám etro de alisado h  con el que se trabajará  adoptará un  valor 
de 0,65. Este parám etro  se h a  obtenido a  partir de la  ap licación  
del m étodo propuesto  po r S ilverm an (1986, ecuación  3 .31) a  la 
serie de períodos con  la  que se trabaja.

1
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V I
Conclusiones

El capital humano tiene efectos trascendentales sobre 
la economía y la vida en sociedad, como lo han com­
probado numerosos trabajos empíricos. Por lo tanto, es 
necesario que la definición de capital humano y los 
indicadores construidos para cuantificarlo recojan con 
la mayor precisión posible todos los elementos que in­
cluye el concepto.

Así, en este trabajo se ha propuesto una defini­
ción amplia de capital humano, que distingue entre 
capital humano innato y adquirido. El capital humano 
innato comprende aptitudes de tipo físico e intelectual, 
que pueden verse modificadas debido a las condicio­
nes de alimentación y salud. Dentro del capital huma­
no adquirido se distingue entre la educación de tipo 
formal, la educación informal y la experiencia. La 
educación formal comprende la educación académica 
reglada, la formación impartida dentro de las empre­
sas y los cursos a desempleados. La educación infor­
mal se transmitirá, fundamentalmente, en el círculo 
familiar, pero también podrá adquirirse mediante el 
autoaprendizaje realizado a través del uso de diferen­
tes medios de transmisión de información, como los 
libros, los medios de comunicación o los ordenadores. 
La experiencia está constituida por todas las vivencias 
acumuladas por un sujeto, que le permiten reaccionar 
ante las circunstancias, basando su respuesta en los 
conocimientos adquiridos. Todos estos elementos con­
dicionarán la instrucción laboral y el sistema de valo­
res que poseen las personas, determinando de esta for­
ma su productividad.

Una vez planteada la definición, se ha procedido 
a proponer diferentes indicadores que recojan cada 
elemento contemplado en ella.
— El capital humano innato, que se considera, en 

promedio, igual para todos los individuos, podrá 
verse alterado por las condiciones de salud, me­
didas a través de la esperanza de vida.

— La educación formal aparece plasmada mediante 
un indicador de años medios de estudio. No se

dispone de información internacional consistente 
sobre otros tipos de educación formal.

— La educación informal se recoge mediante la tasa 
de fecundidad, que condensa las posibilidades de 
dedicar recursos y atención a la educación de los 
hijos, y un indicador de uso de medios de trans­
misión de información, a partir del uso de libros, 
periódicos, radios, televisores y ordenadores per­
sonales.

— Por último, la experiencia acumulada se aborda 
mediante la elaboración de otro indicador: los años 
medios de inserción en el mercado de trabajo. 
Sobre la base de los indicadores anteriores y

empleando el método de análisis de componentes prin­
cipales, que permite la reducción de los datos, se ha 
elaborado un indicador global de capital humano para 
el período comprendido entre 1960 y 2000, ofreciendo 
datos quinquenales. La muestra de países recogida para 
cada período ronda la centena. Este indicador recoge 
más matices que los indicadores internacionales de ca­
pital humano con los que se trabaja habitualmente, 
fundamentados en la educación académica recibida.

El análisis de los países que integran la región de 
América Latina y el Caribe, a partir del indicador ela­
borado, pone de manifiesto que ésta se encuentra en 
una situación de atraso relativo respecto a las regio­
nes del este de Asia y el Pacífico, Europa del este y 
Asia central, Europa occidental y América del Norte, 
si bien existen grandes diferencias en dotaciones de 
capital humano dentro del conjunto de los países lati­
noamericanos y caribeños.

Asimismo, a pesar del declive experimentado por 
Argentina, Paraguay y Uruguay en las cuatro últimas 
décadas, se constata que la región ha experimentado 
una mejoría relativa en su situación, así como un pro­
ceso de convergencia interna. Esto, sin duda, consti­
tuye una condición sine qua non para que se produzca 
una efectiva convergencia real a nivel intrarregional e 
interregional.
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APÉNDICE
Valores del indicador de capital humano

1960 1965 1970 1975 1980 1985 1990 1995 2000

A fganistán -4 ,2 -4 ,3 -4 ,8 -5 ,2 -5 ,5 -6 ,0 -6 ,4 -6 ,4 -6 ,5
A rgelia -3 ,9 -4 ,1 -3 ,9 -3 ,7 -3 ,0 -2 ,1 -1 ,5 -1 ,0
A rgentina 3,8 3,9 4,1 3,2 2,8 2,7 2,4 2,3 2,1
A ustra lia 7,1 7,4 7,3 7,1 7,1 6,9 6,7 6,3 6,2
A ustria 6,8 6,8 6,6 6,5 6,8 6,9 6,6 5,5 5,7
B ahrein -1 ,6 -0 ,5 0,6 0,5 0,3 0,5
B angladesh -4 ,3 -4 ,2 -4 ,1 -3 ,4 -3 ,0 -2 ,7
B arbados 4,3 5,2 0,8 5,1 4,3 3,9 3,6
B élgica 7,4 7,4 7,2 6,8 6,3 6,4 6,5 5,8 5,4
B enín -4 ,6 -4 ,9 -5 ,4 -5 ,5 -5 ,4 -5 ,3
B oliv ia -2 ,0 -2 ,2 -2 ,6 -2 ,6 -2 ,5 -2 ,3 -2 ,0 -2 ,1 -2 ,1
B otsw ana -3 ,7 -3 ,6 -3 ,4 -3 ,3 -3 ,2 -3 ,7 -4 ,3
B rasil -1 ,3 -1 ,2 -0 ,8 -0 ,7 -0 ,6 -0 ,3 -0 ,2 -0 ,1 0,1
B urundi -6 ,2
C am erún -2 ,6 -3 ,0 -3 ,4 -3 ,7 -4 ,0 -4 ,4 -4 ,4 -4 ,3 -4 ,6
C anadá 7,0 6,5 7,0 7,5 8,1 8,1 6,9 6,7 6,3
C olom bia -1 ,7 -1 ,7 -1 ,3 -0 ,5 -0 ,3 0,2 -0 ,3 -0 ,4 -0 ,5
C ongo, Rep. Dem. -3 ,3 -3 ,4 -3 ,7 -4 ,0 -4 ,5 -5 ,0 -4 ,9 -5 ,3 -5 ,6
C ongo, Rep. -4 ,4 -4 ,8 -4 ,9
C osta  R ica -1 ,4 -1 ,0 -0 ,1 0,8 0,8 1,2 0,8 0,9 0,8
C hipre 2,8 3,3 3,8 4,8 5,0 4,4 3,7 3,2 3,4
Chile 0,7 0,8 1,4 1,7 2,2 2,3 2,2 2,3 2,7
C hina 0,3 0,6 0,9 2,9 2,0 1,6
D inam arca 8,6 8,8 8,3 8,0 7,8 7,8 7,2 6,4 5,8
R epública  D om in icana -2 ,7 -2 ,5 -1 ,9 -1 ,4 -1 ,0 -0 ,6 -0 ,4 -0 ,4
E cuador -1 ,7 -1 ,8 -1 ,7 -1 ,4 -0 ,8 -0 ,4 -0 ,3 -0 ,3 -0 ,4
Egipto, Rep. Á rabe de -2 ,5 -2 ,5 -2 ,2 -1 ,7 -1 ,4 -1 ,1
El Salvador -2 ,8 -2 ,7 -2 ,3 -2 ,3 -2 ,1 -1 ,6 -1 ,3 -1 ,0 -0 ,8
Fiji 0,5 1,1 1,3 1,4 0,9 0,8 1,4
F in land ia 5,2 6,6 7,1 7,1 7,3 7,5 7,6 7,7 5,9
Francia 6,1 6,2 6,1 6,0 5,8 6,0 5,8 5,6 5,0
G am bia -4 ,7 -5 ,1 -5 ,4 -5 ,0 -5 ,0 -5 ,0
A lem ania 8,2 8,2 7,7 7,2 7,2 7,1 7,0 6,5 5,9
G hana -3 ,7 -3 ,7 -3 ,4 -3 ,5 -3 ,7 -4 ,0 -3 ,7 -3 ,3 -3 ,2
G recia 4,7 4,7 4,5 4,7 4,7 5,0 4,8 4,8 4,7
G uatem ala -3 ,3 -3 ,3 -3 ,2 -3 ,3 -3 ,3 -3 ,6 -3 ,4 -3 ,5 -3 ,3
G uyana -1 ,2 -0 ,2 -0 ,1 0,0 0,1 0,0 -0 ,1
Haití -2 ,8 -2 ,8 -3 ,0 -3 ,2 -3 ,6 -3 ,9 -4 ,0 -4 ,0
H onduras -3 ,6 -3 ,6 -3 ,6 -3 ,3 -3 ,2 -2 ,3 -2 ,3 -2 ,2 -2 ,2
H ong K ong, C hina 6,0 6,3 5,5
H ungría 6,2 6,7 6,8 6,3 5,8 5,6 4,4 4,0 3,9
Islandia 6,2 7,3 7,6 7,7 7,7 5,6 4,7 4,8 4,7
India -2 ,7 -2 ,6 -2 ,4 -2 ,3 -2 ,3 -2 ,2 -1 ,8 -1 ,5 -1 ,4
Indonesia -2 ,5 -2 ,7 -2 ,5 -2 ,4 -2 ,1 -1 ,5 -1 ,3 -0 ,9 -0 ,6
Irán, Rep. Is lám ica del -3 ,4 -3 ,4 -3 ,2 -3 ,1 -3 ,3 -3 ,2 -2 ,3 -1 ,3 -0 ,5
Iraq -3 ,8 -3 ,8 -3 ,6 -3 ,3 -3 ,2 -3 ,3 -3 ,5 -3 ,5
Irlanda 4,8 4,7 4,3 4,1 3,9 4,3 4,4 4,5 4,7
Israel 4,1 4,1 4,3 4,0 4,0 3,8 3,7 3,4 3,1
Italia 5,3 5,2 5,1 4,6 4,4 4,5 5,3 5,0 4,8
Jam aica -0 ,3 -0 ,1 0,2 0,5 0,8 0,8 0,6 0,5
Japón 6,0 7,0 6,9 6,6 6,8 6,7 7,4 7,2 6,4
Jordania -2 ,5 -1 ,9 -1 ,1 -0 ,8
K enya -4 ,1 -4 ,2 -4 ,4 -4 ,4 -4 ,4 -4 ,0 -4 ,0 -4 ,2
C orea, Rep. de -1 ,0 -0 ,2 0,3 1,7 2,6 3,7

C ontinúa  en  p á g in a  siguiente
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A p én d ice  (continuación)

1960 1965 1970 1975 1980 1985 1990 1995 2000

K uw ait -1 ,0 -1 ,4 -1 ,1 -0 ,2 0,6 0,9 0,8 0,9
L esotho -2 ,1 -2 ,3 -2 ,5 -2 ,8 -2 ,8 -3 ,5 -4 ,2
Liberia -3 ,3 -3 ,5 -3 ,8 -4 ,0 -4 ,3 -4 ,8 -6 ,0 -6 ,1
M alaw i -3 ,9 -4 ,5 -4 ,7 -5 ,1 -5 ,5 -5 ,8 -6 ,1 -6 ,6
M alasia -2 ,2 -1 ,8 -1 ,2 -0 ,4 0,0 0,4 0,2 0,8 0,6
M alí -4 ,2 -4 ,6 -4 ,9 -5 ,2 -5 ,5 -6 ,0 -6 ,7 -6 ,8
M alta 4,7 5,0 4,9 4,7 5,0
M auritan ia -4 ,9
M auricio 0,0 0,4 0,9 1,2 1,2 1,1 1,2
M éxico -1 ,8 -1 ,7 -1 ,3 -1 ,1 -0 ,7 -0 ,3 0,4 0,5 0,6
M ozam bique -4 ,5 -4 ,9 -5 ,7 -6 ,1 -6 ,1 -6 ,0
M yanm ar -2 ,7 -2 ,8 -2 ,9 -3 ,0 -3 ,0 -2 ,9 -2 ,4 -2 ,1 -2 ,0
N epal -2 ,9 -3 ,2 -3 ,7 -4 ,1 -4 ,2 -4 ,6 -4 ,3 -3 ,9 -3 ,8
Países Bajos 5,9 6,2 6,7 7,0 6,7 6,7 6,5 5,9 5,6
N ueva  Z elandia 5,9 6,9 6,8 7,4 7,2 7,2 5,8 5,3 5,0
N icaragua -3 ,4 -3 ,3 -3 ,0 -2 ,9 -3 ,1 -3 ,0 -2 ,5 -2 ,0 -1 ,9
N íger -4 ,5 -4 ,8 -5 ,0 -5 ,3 -5 ,8 -6 ,5 -6 ,7 -7 ,1 -7 ,3
N oruega 6,7 7,1 7,5 7,4 7,0 7,2 6,9 6,8 6,5
Pakistán -3 ,6 -3 ,8 -3 ,7 -3 ,8 -4 ,0 -4 ,1 -3 ,8 -3 ,8 -3 ,7
Panam á 0,1 0,3 0,3 0,5 1,0 1,3 1,5 1,3 1,2
Papua  N ueva  G uinea -3 ,4 -3 ,9 -4 ,2 -4 ,1 -3 ,7 -3 ,5
Paraguay -0 ,5 -0 ,8 -0 ,6 -0 ,6 -0 ,8 -1 ,1 -1 ,0 -1 ,3 -1 ,3
Perú -2 ,3 -2 ,2 -1 ,7 -1 ,4 -0 ,8 -0 ,5 -0 ,5 -0 ,2 0,1
Filipinas -1 ,7 -1 ,4 -1 ,2 -0 ,8 -0 ,8 -0 ,7 -0 ,3 -0 ,2 -0 ,2
Polonia 4,3 5,0 5,5 5,4 4,9 4,2 3,8 3,9 4,0
Portugal 2,7 2,7 2,6 2,5 2,6 3,4 3,2 3,3 3,2
R w anda -5 ,0 -5 ,5 -5 ,8 -5 ,9 -6 ,5 -6 ,8
Senegal -3 ,5 -3 ,9 -4 ,2 -4 ,3 -4 ,6 -5 ,1 -5 ,1 -5 ,1 -5 ,1
Sierra  Leona -4 ,3 -4 ,7 -5 ,2 -5 ,6 -6 ,3 -6 ,8 -7 ,1
S ingapur -0 ,4 0,9 1,9 2,2 2,3 2,7 2,8 3,0
Sudáfrica -1 ,5 -1 ,5 -1 ,3 -1 ,3 -1 ,1 -0 ,7 -0 ,8 -0 ,3 -1 ,3
España 3,9 4,2 4,4 3,9 4,0 4,5 4,6 4,6 4,7
Sri Lanka 0,0 0,2 0,3 0,2 0,7 0,9 0,8 0,9 1,0
Sudán -4 ,0 -4 ,1 -4 ,3 -4 ,5 -4 ,6 -4 ,6 -4 ,5 -4 ,2 -4 ,0
Sw azilandia -3 ,6 -3 ,4 -3 ,5 -3 ,4 -3 ,2 -2 ,8
Suecia 9,4 9,3 8,8 8,7 8,2 8,2 7,2 7,1 7,8
Suiza 7,5 7,4 7,7 8,0 8,1 8,0 7,4 6,9 6,5
R epública  Á rabe Siria -3 ,6 -3 ,5 -3 ,4 -3 ,5 -3 ,3 -2 ,6 -1 ,8 -1 ,5
T ailandia -1 ,5 -1 ,6 -1 ,3 -1 ,0 -0 ,3 0,5 1,0 1,2 1,2
T ogo -3 ,7 -3 ,8 -4 ,0 -4 ,2 -4 ,3 -4 ,8 -5 ,1 -5 ,0 -5 ,0
T rin idad y  Tabago 1,1 1,5 1,5 2,5 2,5 2,1 2,0 2,3
T únez -3 ,4 -3 ,6 -3 ,3 -2 ,7 -2 ,2 -1 ,8 -1 ,1 -0 ,4 0,0
T urqu ía -1 ,8 -1 ,6 -1 ,4 -1 ,2 -1 ,1 -0 ,8 -0 ,3 0,1 0,4
U ganda -3 ,6 -3 ,8 -4 ,2 -4 ,8 -5 ,5 -5 ,7 -6 ,2 -6 ,4
Em iratos Á rabes U nidos -0 ,5
R eino U nido 8,9 7,8 7,5 7,6 7,1 7,2 6,6 6,2 5,5
Estados U nidos 8,9 8,8 8,7 9,2 9,4 9,5 8,0 7,0 6,3
U ruguay
V enezuela  (R epública

4,8 4,7 4,7 3,9 3,5 3,5 3,2 2,8 2,8

B olivariana  de) 
Y ugoslavia, RF

-1 ,4 -1 ,1 -0 ,7 -0 ,2 0,6 0,7 0,1 0,3 -0 ,1

(S erbia/M ontenegro) 3,7 4,0 4,2 4,1 3,7 3,4 3,0
Z am bia -3 ,5 -3 ,7 -4 ,1 -4 ,3 -4 ,6 -4 ,9 -4 ,8 -5 ,2
Z im babw e -3 ,7 -3 ,7 -3 ,6 -3 ,5 -3 ,5 -3 ,0 -3 ,5 -3 ,7

F u e n te : E laboración  propia.
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Reproducción en la 
adolescencia:
el caso de Chile y sus 
implicaciones de política

Jorge Rodríguez V.

i  i  fecund idad  y la m atern idad entre las adolescen tes preocupan 

en la región, porque im plican adversidades, no han d ism inu ido com o en 

otros grupos etarios y son más frecuentes entre las m uchachas pobres. 

El anális is de los m icrodatos de los tres últimos censos de Chile muestra 

adem ás: i) la genera lización de un contexto no m atrim onial para esta 

m atern idad; ii) el efecto pro tector de la perm anencia en la escuela, que 

se activa pasado un umbral educa tivo que se eleva con el tiem po; iii) el 

protagonism o de los progenitores de las m uchachas en cuyos hogares 

reside la mayor parte de las m adres adolescentes, y iv) la necesidad de 

p rogram as espec íficos  y de in tervenciones in tegra les para reduc ir la 

m atern idad adolescente, ya que si bien el acceso  a inform ación y serv i­

c ios de sa lud sexual y rep rod uc tiva  evita  em barazos, es insufic iente 

cuando faltan oportun idades alternativas a la m atern idad o hay co rtap i­

sas c u ltu ra le s  y s ic o ló g ic a s  pa ra  usar a d e c u a d a m e n te  los m ed ios 

anticonceptivos.
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I
Introducción

Estudios recientes (Rodríguez, 2004; Flórez y Núñez, 
2003; c e p a l /c e l a d e , 2002) y datos de encuestas espe­
cializadas — como las de Dem ografía y Salud 
(www.measuredhs.com)— sugieren que en varios paí­
ses de América Latina y el Caribe la fecundidad ado­
lescente, es decir la que acontece antes de los 20 años 
de edad, ha aumentado en las últimas dos décadas, lo 
que la distingue de la fecundidad de las otras edades y 
de la fecundidad total, que han estado descendiendo 
sistemática y marcadamente (cuadro 1). Si a lo anterior 
se le suma que esta fecundidad genera adversidades, por 
lo menos para padres y prole (c e p a l /o ij , 2004 y 2003; 
c e p a l /c e l a d e , 2002 y 2004; Flórez y Núñez, 2003; 
Menkes y Suárez, 2003; Molina, Sandoval y González, 
2003; Silber y Castells, 2003 ; IPAS, 2001; Lete, de Pa­
blo y otros, 2001; Gage, 1995), puede concluirse que se 
trata de un asunto que amerita exámenes e interven­
ciones específicos, sistemáticos y urgentes.

Ahora bien, intervenir sobre esta fecundidad re­
quiere un conocimiento en detalle y actualizado de su 
naturaleza, de sus determinantes y, sobre todo, de quie­
nes la experimentan. Este conocimiento apremia, por 
cuanto estudios recientes sobre el tema han destacado 
que una parte de la reproducción durante la adolescen­
cia contemporánea ya no se ajusta al modelo que pre­
valecía hasta hace unas décadas (c e p a l /o i j , 2004). 
Hasta el decenio de 1970 los países con tasas de fe­
cundidad adolescente elevadas tendían a tener una fe­
cundidad total alta. En la misma línea, las mujeres que 
iniciaban tempranamente su trayectoria reproductiva, 
es decir, que eran madres adolescentes, tendían a te­
ner un número elevado de hijos hacia el final de dicha 
trayectoria. Esta vinculación forma parte de un síndro­
me que podríamos denominar de “comportamiento 
reproductivo tradicional”, que persiste en países pobres 
y entre pueblos indígenas. Sus antecedentes suelen ser 
pautas de iniciación nupcial temprana y escaso uso de 
anticonceptivos.

Adicional a este patrón tradicional, el que ha 
emergido desde mediados del decenio de 1980 podría 
denominarse de modernidad1 reproductiva (o sexual) 
truncada, pues una trayectoria reproductiva final mo­

1 El uso del vocablo  “m odern idad” no  tiene  connotaciones éticas ni 
im plica  u n a  apreciación  positiva. Se u tiliza  porque en  las socieda­
des m odernas (in d u stria lizad as, desa rro lladas) e stá  ex tend ido  e

derada (dos a tres hijos, como resultado del control de­
liberado de la fecundidad) es antecedida por una ma­
ternidad temprana. Se trata de muchachas que tienen 
su primer hijo durante la adolescencia y que luego es­
tán más motivadas a controlar la fecundidad o por su 
misma condición de madres pueden acceder con más 
facilidad a los programas de planificación familiar, lo 
que les permite materializar su deseo de una prole re­
ducida.

El cuadro 2 ilustra a escala agregada esta creciente 
desvinculación entre iniciación e intensidad de la fe­
cundidad, usando para ello la correlación simple entre 
las tasas específicas de fecundidad por edad y la tasa 
global de fecundidad de los países. Dado que esta úl­
tima es la suma de las anteriores, cabe esperar una 
correlación alta. A escala mundial esto se verifica para 
todas las edades, salvo el grupo de 15 a 19 años, que 
se “desliga”, siendo el caso de América Latina y el 
caribe el de mayor desconexión. Esto se debe a que 
países con fecundidad total baja presentan una fecun­
didad adolescente moderada (Brasil, colombia) y alta 
(República Dominicana), mientras países con una fe­
cundidad total elevada (Haití y Bolivia) registran una 
fecundidad adolescente relativamente baja o modera­
da. con  todo, los países con fecundidad adolescente 
alta tienden a tener mayor fecundidad total (Guatema­
la, Nicaragua, Honduras).

Se ha subrayado, también, que la actual reproduc­
ción durante la adolescencia se distingue de la de an­
taño porque es más propensa a ocurrir al margen de 
una unión estable; por lo mismo, suele tener implica­
ciones intergeneracionales, pues la familia de las ma­
dres adolescentes aparece como pilar de apoyo ante la 
ausencia o debilidad de la relación de pareja (c e p a l / 
o i j , 2004).

considerando los antecedentes regionales, las 
discusiones conceptuales y los imperativos prácticos 
antes descritos, este trabajo procura aportar conoci­
miento e información actualizados para mejorar la

institucionalizado el reconocim ien to  de la  capacidad  de las perso ­
nas y  las parejas de con tro lar su fecund idad  y  hay  m étodos d ispo ­
nibles para  ejercer dicho contro l, de m anera  que la  sexualidad  pu e­
de efectivam ente  desligarse de la  reproducción. E n  estas socieda­
des (en  particu lar E uropa  occidental y  jap ó n ,) tam b ién  se observa 
de m anera  sistem ática  que la  b a ja  de la  fecundidad  se acom paña de 
un  re traso  de su iniciación.
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CUADRO 1
América Latina (ocho países): Evolución tanto de las tasas específicas 
de fecundidad (por mil), según grupos quinquenales de edad, como de 
la tasa global de fecundidad, en años que se indican

País y  año G rupos de edad T asa global de 
fecundidad15-19 20-24 25-29 30-34 35-39 40-44 45-49

B olivia, 1989 98,5 234,5 245,1 198,7 141,5 67,4 21,6 5,0
B olivia, 2003 84,0 183,0 179,0 145,0 114,0 51,0 12,0 3,8

Brasil, 1986 74,2 186,1 169,4 128,0 80,2 36,8 - 3,4
B rasil 1996 86,3 152,3 122,7 80,9 46,5 15,6 2,9 2,5

C olom bia, 1986 73,4 176,8 159,9 118,0 77,1 28,0 7,5 3,2
C olom bia, 2000 84,8 142,0 129,3 98,9 48,9 15,4 2,2 2,6

G uatem ala, 1995 133,8 267,6 262,7 206,3 148,0 81,8 5,5
G uatem ala, 2002 114,0 233,0 218,0 150,0 119,0 38,0 4,0 4,4

Haití, 1994/95 75,7 178,7 233,0 205,7 165,6 78,0 19,1 4,8
Haití, 2000 86,3 182,8 198,1 219,0 161,2 74,1 17,2 4,7

Perú  1986 78,9 183,9 198,7 161,3 122,2 63,7 14,4 4,1
Perú  2000 66,2 139,7 134,4 112,2 79,0 32,0 6,1 2,8

N icaragua, 1997/98 130,1 192,3 161,8 122,2 78,4 32,2 9,5 3,6
N icaragua 2001 119,0 178,0 145,0 108,0 64,0 26,0 6,0 3,2

R epública  D om in icana 1986 99,7 202,4 195,3 127,0 70,9 32,4 8,4 3,7
R epública  D om in icana 2002 116,0 190,0 145,0 97,0 41,0 8,0 1,0 3,0

F u e n te : w w w .m easuredhs.com  (procesam ientos en  línea  con STATcompiler e inform es nacionales en  línea  en  los casos de B oliv ia, 2003; 
G uatem ala, 2002; N icaragua, 2001, y  R epública  D om inicana, 2002).

CUADRO 2
Mundo y América Latina y el Caribe: Correlaciones simples entre las tasas 
específicas de fecundidad y la tasa global de fecundidad por países, 1995-2000
(T otal m undia l y  dos m uestras de A m ér ica  L a tin a  y  el Caribe)

T asa espec ífica  del grupo de edad Total m und ia l3 A m érica  L atina  y  el C aribeb A m érica  L atina  y

15-19 0,700 0,330 0,480
20-24 0,837 0,837 0,960
25-29 0,959 0,980 0,992
30-34 0,953 0,928 0,952
35-39 0,934 0,900 0,892
40-44 0,907 0,889 0,863
45-49 0,863 0,688 0,571

Fuente: C álculos basados en  inform ación  ob ten ida en  w w w .m easu redhs.com .

a 51 países, incluyendo ocho de A m érica  L atina  y  el C aribe, con datos de encuestas levantadas con  posterio ridad  a  1995. 
b Bolivia, 1998; Brasil, 1996; Colombia, 2000; Guatem ala, 1998/99; Haití, 2000; Nicaragua, 1997/98; Perú, 2000; República Dominicana, 2002. 
c Sin Haití.

comprensión de la reproducción durante la adolescen­
cia, sus tendencias y algunas de sus connotaciones 
para las muchachas y sus familias en Chile. Se eligió 
este país porque en él hay pocos estudios sociode- 
mográficos recientes sobre esta materia, el tema está 
presente en la agenda pública, y la disponibilidad de 
microdatos de tres censos levantados en 20 años ofre­
ce una oportunidad excepcional en materia de dispo­
nibilidad de información. Un primer objetivo es, en­
tonces, verificar si Chile se incluye entre los países

de la región donde la reproducción durante la adoles­
cencia está aumentando, en contraposición con lo que 
ocurre en el resto de las edades. Adicionalmente, se 
apunta a evaluar las hipótesis sobre modalidades 
emergentes de reproducción durante la adolescencia, 
ya que por el avanzado estadio de Chile en la transi­
ción demográfica y porque sus índices socioeco­
nómicos están muy por encima del promedio regio­
nal, resulta altamente improbable que esta reproduc­
ción se deba a patrones tradicionales. Ahora bien,
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aunque se hace referencia a las tasas específicas de 
fecundidad, el aporte novedoso de este estudio estri­
ba en el examen de la maternidad adolescente.2 En 
efecto, la identificación de las madres menores de 20 
años permite calcular indicadores de los patrones de

II
La 

en

Chile no cuenta con encuestas de fecundidad. Hay tres 
encuestas sobre adolescentes y jóvenes (www.inj.cl), 
cuyos módulos sobre conducta sexual, nupcial y 
reproductiva son insuficientes y han sido poco explo­
tados; también hay una encuesta de comportamiento 
sexual efectuada por la Comisión Nacional del s id a  

(CONASIDA, 2000), y un par de encuestas sobre salud 
realizadas recientemente por el Instituto Nacional de 
Estadísticas (INE) y el Ministerio de Salud, pero aún 
escasamente difundidas y utilizadas. En cambio, Chi­
le sí tiene estadísticas vitales de calidad aceptable y 
bases de microdatos censales en formato r e d a t a m 3

2 En dem ografía el concepto de fecundidad se refiere a  la  cantidad de 
hijos que tienen  las m ujeres durante su trayecto ria  reproductiva y 
puede ser calculada com o el prom edio de hijos de una  cohorte real 
(paridez m edia, o final si la  cohorte term inó su v ida  reproductiva) o 
com o sum a de las tasas específicas de fecundidad p or edad (tasa global 
de fecundidad, cuya interpretación requiere algunos supuestos). La 
m aternidad, en cam bio, clasifica a  las m ujeres en  una dicotom ía: entre 
m adres y  no m adres (nulíparas). A unque norm alm ente los dem ógrafos 
se concentran en  la fecundidad, por razones operativas y  de política 
la  m aternidad adolescente h a  adquirido creciente relevancia y  v isib i­
lidad. En el plano operativo, por acontecer al inicio de la  trayectoria 
reproductiva, el porcentaje de m adres entre las m enores de 20 años 
está estrecham ente asociado con la  fecundidad a  esa  edad; evidente­
m ente, esa asociación tiende a  diluirse con la  edad, pues un a  m ater­
nidad relativam ente universal puede darse en  países de alta fecundi­
dad to ta l o de ba ja  fecundidad total (esto últim o, si todas las m ujeres 
son m adres de u n  único hijo durante su vida). En el plano de políti­
cas, a  e sa  edad m ás que el prom edio de hijos lo im portante es la 
distinción entre haber o no  haber ten ido  hijos. En este tex to  la  expre­
sión fecundidad adolescente se usará  tanto para  referirse de m anera  
genérica a  la  reproducción  bio lógica antes de los 20 años de edad 
com o para  referirse de m anera  particular a  la  intensidad de la repro­
ducción en  ese período, sea en  térm inos de tasas específicas o de 
núm ero m edio de hijos. En cam bio, la  expresión  m aternidad adoles­
cente aludirá de m anera genérica a  la  adquisición de la  condición de 
m adre antes de los 20 años de edad y  de m anera  específica a  la 
proporción  de m adres entre las adolescentes.
3 r e d a t a m : R e c u p e ra c ió n  de d a to s  p a ra  á re as  p e q u eñ a s  p o r
m icrocom putador, del c e l a d e .

reproducción durante la adolescencia y además hace 
posible caracterizarlas (a ellas y sus hogares) y con 
eso aportar insumos para diseñar políticas y arrojar 
luces sobre la naturaleza y los factores determinan­
tes de este comportamiento.

(para 1982, 1992 y 2002). Haciendo uso de estas dos 
últimas fuentes se acumula evidencia incontrarrestable 
sobre la resistencia al descenso de la fecundidad ado­
lescente (gráficos 1 y 2), ya que la única tasa especí­
fica de fecundidad que no cayó abruptamente entre 
1960 y 2001 fue la tasa del grupo de 15 a 19 años, que 
tendió a permanecer constante, con algunas oscilacio­
nes; de hecho, su nivel en 2001 fue un 90% del regis­
trado en 1960, mientras que en el período 1960-2001 
la fecundidad total y del resto de los grupos etarios se 
contrajo por lo menos en un 50%.

Los datos censales tradicionalmente se han usa­
do para estimaciones indirectas de la fecundidad me­
diante procedimientos desarrollados por demógrafos 
(Naciones Unidas, 1983) que hacen uso de las pregun­
tas por el total de hijos nacidos vivos y de hijos teni­
dos el último año (captados en algunos censos con la 
consulta sobre fecha de nacimiento del último hijo). 
Tales estimaciones históricamente han sido efectuadas 
con los datos publicados y la experiencia sugiere que 
tienden a subestimar la fecundidad adolescente por la 
muy frecuente falta de respuesta a estas preguntas entre 
las muchachas menores de 20 años. Con todo, el de­
sarrollo de procedimientos de corrección de este pro­
blema con datos agregados permite llegar a estimacio­
nes relativamente confiables. Cálculos realizados me­
diante el método p / f 4 propuesto por Brass (Naciones 
Unidas, 1983) —cuya aplicación se hizo con un mó­
dulo especial de r e d a t a m  que incluye algunos criterios 
de tratamiento y depuración de los datos—, sugieren

4 El p rocedim iento  P/F de B rass es denom inado  así porque sus es­
tim aciones se basan  en  un  cociente entre la  paridez acum ulada  (P) 
que se obtiene con la  pregun ta  p o r hijos nacidos vivos, y  la  fecundi­
dad de m om ento (F) que se calcula con la  pregunta po r hijos nacidos 
vivos el ú ltim o año. Los resultados del procedim iento son tasas espe­
cíficas de fecundidad y  ta sa  global de fecundidad ajustadas.

fecundidad y la maternidad adolescentes 

Chile: trayectoria en los últimos 40 años
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Chile: Tasas específicas de fecundidad y tasa global 
de fecundidad (t g f ), 1960-2000

Años

-15-19
35-39

-30-34
■TGF

6,0

5.5

5.0

4.5

4.0

3.5

3.0

2.5
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1,0 

0,5 

0,0

F uente: C álculos según estadísticas v itales p roporcionadas p o r el A nuario  de D em ografía  del Institu to  N acional de Estadísticas (INE, varios 
años). P ara  correg ir el p rob lem a de oportunidad  se usaron  los datos de la  pub licación  m ás actualizada.
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Chile: Tasas específicas de fecundidad y tasa global 
de fecundidad (t g f ), 1960-2000
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Fuente: C álculos según estadísticas v itales p roporcionadas po r el Institu to  N acional de Estadísticas en  su A n u a rio  de dem ogra fía  (INE, varios 
años). P ara  correg ir el p rob lem a de oportunidad  se usaron  los datos de la  pub licación  m ás actualizada.

que la tasa específica de fecundidad adolescente (15­
19 años de edad) se mantuvo casi constante, entre 65 
y 70 por mil, en el período 1982-2002 (resultados dis­
ponibles mediante solicitud al autor).

También se han usado los datos censales publi­
cados para estimar la cantidad absoluta y relativa de 
madres adolescentes. Así, en el cuadro 3, utilizando los 
datos publicados sobre la pregunta por hijos nacidos

GRAFICO 1
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vivos en los censos de Chile de 1982, 1992 y 2002, se 
verifica que la maternidad adolescente ha tenido un 
ligero aumento en las dos últimas décadas. El cuadro 
también muestra la alta frecuencia de falta de respuesta 
a la pregunta por hijos nacidos vivos. Sin embargo, la 
experiencia de investigación en este tema sugiere que 
la gran mayoría de las muchachas que no responden 
son nulíparas (Rodríguez, 2004) y que ante la ausen­
cia de información adicional o procedimientos de ajuste 
recomendables, puede considerárselas como tales: el 
error de medición que podría cometerse de este modo 
sería mucho menor que si se calculara la proporción 
de madres teniendo en cuenta solo las mujeres que 
respondieron la pregunta. De hecho, procediendo de 
esta última manera los niveles de maternidad adoles­
cente en Chile se elevarían a 15,34% en 2002.5

Ahora bien, el cuadro 3 refleja la forma como se 
indagaba la maternidad adolescente antes de tener ac­
ceso fácil a las bases de microdatos censales. En la 
actualidad este acceso es posible y muchas interro­
gantes sobre la fecundidad adolescente pueden comen­
zar a responderse. Asimismo, algunos de sus proble­
mas de medición pueden encararse con nuevos proce­
dimientos. Los cuadros 4 y 5 son el resultado de 
procesamientos especiales de las bases de microdatos 
censales, usando r e d a t a m , los que permiten avanzar en 
dos temas de importancia crucial: i) el contraste em-

CUADRO 3
Chile, mujeres de 15 a 19 años:
Cifras absolutas y relativas de su 
distribución según condición de 
maternidad, 1982, 1992 y 2002
(C an tidad  y  porcenta je)

Sin hijos C on hijos N o sabe o 
no responde

Total

1982
429 402 71 541 151 609 652 552
65,80 10,96 23,23 100,00

1992
414 158 69 890 116 515 600 563
68,96 11,64 19,40 100,00

2002
426 580 77 291 124 505 628 376
67,89 12,30 19,81 100,00

F u e n te : Publicaciones oficiales de los censos nacionales de pob la­
ción.

(  77 291 f

5 C uadro 3: (  628 376 - 1 2 4  5 0 5 ,  * 100'

pírico de la hipótesis sobre la creciente precocidad de 
la maternidad adolescente (INE, 2000), y ii) la evalua­
ción de la tendencia según edad simple de la materni­
dad adolescente, imputándoles condición de materni­
dad a las muchachas sobre las cuales no se obtiene 
información en esa pregunta, y corrigiendo respuestas 
“inadmisibles”.6 El cuadro 4 —que por estimar el por­
centaje de maternidad sobre todas las mujeres estaría 
correcto si aquellas sin información fuesen nulíparas 
(hipótesis que pareciera cumplirse en la gran mayoría 
de las muchachas pero no en todas)—, ratifica los datos 
agregados de un aumento de la maternidad adolescen­
te para todo el grupo de 15-19 años y que este aumen­
to fue más marcado entre las muchachas de menos 
edad, sobre todo en el período 1992-2002, destacando 
un alza significativa de las madres a la edad de 15 
años.7 Más llamativo aún, el cuadro 4 permite concluir 
que en todas las edades, salvo la mayor (19 años), 
aumentó la probabilidad de haber sido madre, lo que 
abona incuestionablemente las preocupantes hipótesis 
de una creciente precocidad de la maternidad adoles­
cente. Estos resultados coinciden con los presentados 
por el INE (2000), aunque el indicador usado en esa 
publicación fue la tasa específica de fecundidad por 
edad simple y los datos provinieron de las estadísticas 
vitales para el período 1980-1998 (i n e , 2000, p. 3).

El cuadro 5 ofrece cálculos que usan el procedi­
miento de imputación antes mencionado. Los resulta­
dos modifican levemente la imagen descrita en el cua­
dro 4, pues si bien ratifican un aumento de la materni­
dad adolescente entre 1982 y 2002, sobre todo en las 
edades menores, en el período 1992-2002 se detecta 
una estabilidad en la cual solo sobresale la edad de 15 
años, que aumenta con fuerza su nivel de maternidad 
(aunque la información sobre dicha edad tiene proble­
mas en 2002, como ya se indicó). Por cierto, estos 
resultados deben examinarse a la luz de los criterios

6 Se im putó un  v a lo r 1 o 0 a  las adolescentes que no respondieron  
a  la  p regun ta  al m om ento  de ser censadas, usando  un  algoritm o 
sim ple según  el cual: i) si su estado civil e ra  soltera, fue  c lasificada 
con 0 h ijo s ; ii) si su estado civil e ra  casada, conviviente, separada 
o anu lada  fue c lasificada  con 1 hijo. A dem ás, po r los errores que 
p resen ta  el censo, se proced ió  a  dar valores m áxim os de h ijos que 
una  adolescente  puede b io lóg icam ente  tener. P ara  ello se recodificó 
de la  siguiente m anera: i) adolescentes entre 15 y  17 años: pueden 
declarar un  núm ero  m áxim o de tres h ijo s ; ii) adolescentes entre 18 
y  19 años: pueden  declarar un  núm ero m áxim o de cuatro  hijos.
7 6 ,3%  en 2002, es decir, tre s  veces el po rcen taje  de 1992. Estas 
cifras serán  rev isadas m ás adelante, considerando antecedentes ad i­
cionales, porque parecen  estar afectadas po r errores sistem áticos de 
m ed ic ión  que ta l vez podrían  exp licar la  gran m agnitud  del a lza 
(aunque no la  tendencia  al alza).
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CUADRO 4
Chile, mujeres de 15 a 19 años: Cifras absolutas y relativas
(sin corrección ni imputación) de la condición de maternidad,
según edad simple, 1982, 1992 y 2002a

Edad 1982 1992 2002
Total Madres NS/NR % de madres Total Madres NS/NR % de madres Total Madres NS/NR % de mad

15 132 898 2 077 40 744 1,56 112 098 2 317 25 553 2,07 140 646 8 902 34 764 6,33
16 128 085 5 315 30 866 4,15 116 439 5 609 24 499 4,82 123 619 6 327 26 870 5,12
17 131254 11 686 27 952 8,90 122 678 12 078 23 828 9,85 120 195 12 204 23 946 10,15
18 131 725 20 555 24 308 15,60 127 211 20 443 23 356 16,07 120 763 20198 20 368 16,73
19 128 590 31 908 20 303 24,81 122 137 30 288 18 434 24,80 123 153 29 660 18 557 24,08

Total 652 552 71 541 144173 10,96 600 563 70 735 115 670 11,78 628 376 77 291 124 505 12,30

F u e n te : P rocesam iento  especial de las bases de m icrodatos censales.

a Los p rocesam ien tos de los m icrodatos p roporcionan  un a  inform ación  que no  coincide exactam ente con los datos pub licados po r el INE en 
1992 y  1982 (cuadro  3). Indagando las razones pa ra  esta  d iscrepancia  se descubrió  que en 1992 el INE asignó a  la  categoría  no sabe/no 
responde todas las respuestas “anóm alas po r ser dem asiado altas” : 15 años con  m ás de tres hijos; 16 años con  m ás de cuatro  hijos; 17 años 
con m ás de cinco hijos; 18 años con m ás de seis hijos;19  años con  m ás de siete hijos. En el cuadro 4 estos casos (pocos en 1992) form an 
parte de las m adres porque su  perfil de estado civ il y  activ idad  educativa  es m ucho m ás parecido  al de las m uchachas con  hijos; es decir, 
declararon  m al su  núm ero  de hijos pero  casi con  seguridad  hab ían  ten ido  hijos. R especto de la diferencia  con  1982, esta se debe a que 
la  pub licación  del INE usó la  p regun ta  filtro  sobre haber o no  haber ten ido  h ijos p a ra  iden tificar la  “fecundidad  no declarada” , y  no la 
p regun ta  d irec ta  sobre núm ero  de hijos nacidos v ivos ten idos que fue la  u sada  para  ob tener los datos del cuadro  4. Y  un  núm ero  m enor 
de casos (justam ente  la  d iscrepancia  entre el tabu lado  oficial y  el p rocesam ien to  de los m icrodatos) s in  respuesta  en la  p regun ta  filtro  fue 
clasificado en la categoría  de nulíparas en la p regun ta  sobre  núm ero  de hijos nacidos vivos ten idos, s in  que se explique po r qué se hizo. 
En todo  caso, su  efecto es irrelevante, pues atañe a las m uchachas con “fecund idad  desconocida” y  no  a las m adres, respecto  a las cuales 
las cifras co inciden  entre la pub licación  y  el procesam iento .

CUADRO 5
Chile, mujeres de 15 a 19 años: Cifras absolutas y relativas 
(con imputación de condición de maternidad a las muchachas 
que no responden o con respuesta anómala) de la condición 
de maternidad según edad simple, 1982, 1992 y 2002

Edad 1982 1992 2002
Total M adres %  de m adres Total M adres %  de m adres Total M adres %  de m adres

15 132 898 3 058 2,30 112 098 5 012 4,47 140 646 11 331 8,05
16 128 085 5 761 4,50 116 439 7 959 6,84 123 619 7 392 5,97
17 131 254 12 465 9,50 122 678 14 320 11,67 120 195 13 316 11,07
18 131 725 21 554 16,36 127 211 23 332 18,34 120 763 21 472 17,78
19 128 590 33 322 25,91 122 137 32 636 26,73 123 153 31 271 25,39

Total 652 552 7 6 1 6 0 11,67 600 563 83 259 13,86 628 3 76 84  782 13,49

F u e n te : P rocesam iento  especial de las bases de m icrodatos censales.

que se utilizaron para obtenerlos, pero ratifican el ha­
llazgo central de que en los últimos 20 años la ma­
ternidad adolescente aumentó en Chile y que ese in­
cremento ha sido más marcado entre las muchachas 
menores. Tanto o más importante que la frecuencia 
relativa de madres entre las adolescentes del orden de 
un 13% en el censo (cuadros 4 y 5) —dato que pue­
de conducir a lecturas apresuradas que resten impor­

tancia a la reproducción temprana como asunto de po­
lítica pública porque atañe a una minoría de las mu­
chachas— es el valor obtenido para la edad de 19 
años, que es el que más se aproxima a la probabili­
dad de ser madre en la adolescencia. Y según ese dato 
al menos una de cada cuatro mujeres chilenas ha sido 
madre durante su adolescencia en las últimas dos dé­
cadas.
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III
¿En qué contexto nupcial tienen sus hijos 

las madres adolescentes?

Históricamente, la maternidad temprana ha estado aso­
ciada con una mayor probabilidad de ocurrir en un con­
texto informal (convivencia) o de soltería (Guzmán, 
Hakkert y otros, 2001; Buvinic, 1998). Recientemente 
el in e  reconstruyó series de fecundidad y maternidad 
según estado civil de la madre que llegan a cifras de 
soltería de 90% entre las madres de 15 años (i n e , 2000, 
p. 4). Sin embargo, por basarse en registros adminis­
trativos (estadísticas vitales) estas cifras abultan la pro­
porción de madres solteras porque no reconocen el 
estatus de conviviente, que sí capta el censo. En 1982 
la mayor parte de las madres adolescentes estaba casa- 
da,8 pero las madres solteras constituían un 40% del

total; la convivencia, por su parte, era poco usual. En 
1992 las madres adolescentes solteras ya eran mayo­
ría, aunque por un margen ligero. En 2002 el cambio 
se había consolidado totalmente, pues el 55% de las 
madres declaró ser soltera9 y las que convivían supera­
ron a las casadas; de hecho, solo un 17% de las ma­
dres de 15 a 19 años de edad estaba casado (gráfico 3).

El gráfico 4 muestra cómo evolucionó la propor­
ción de solteras según condición de maternidad entre 
1982 y 2002. En todas las edades (salvo el caso anó­
malo de la edad de 15 años en 2002) se verifica un 
aumento de la proporción de solteras entre las madres 
adolescentes, lo que descarta que la evolución de las

GRAFICO 3
Chile, mujeres de 15 a 19 años de edad: D istribución relativa según 
estado civil, por condición de maternidad,a 1982, 1992 y 2002
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F u e n te : p rocesam iento  especial de las bases de m icrodatos censales. 

a NS/NR = no sabe/ no  responde.

8 A unque no  fo rzosam ente  con  el padre de la  criatura.

9 D eclaración  que s ign ifica  que no  se hab ían  casado y  que no esta ­
ban  conviviendo a  la  fecha  del censo. P o r cierto , pud ieron  haber 
“conviv ido” con  una  pare ja  en  algún m om ento  de su vida, pero  el 
censo no recoge ese antecedente.
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Chile, mujeres de 15 a 19 años de edad: Proporción de solteras según
condición de maternidada y edad simple, 1992 y 2002
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F u e n te : P rocesam iento  especial de las bases de m icrodatos censales. 

a NS/NR = no  sabe/no  responde.

cifras agregadas del gráfico 3 respondan a algún efecto 
de la composición etaria. Además, se verifica que mien­

tras más precoz es la maternidad más probabilidad hay 
de que se dé en contextos de soltería10 (gráficos 3 y 4).

IV
Dónde viven y qué hacen las madres adolescentes: 

¿emancipación o enclaustramiento?

La maternidad entraña un cambio de estatus para las 
adolescentes. Cuando predomina un patrón tradicional, 
este cambio se asocia con la nupcialidad o es resulta­
do de ella y por ese motivo lleva a la constitución de 
un nuevo hogar, a veces en una vivienda independien­
te de la de los padres y, otras, en la misma de alguno 
de ellos. La modalidad de maternidad adolescente que 
emerge, descrita en la sección anterior, genera un es­
cenario nuevo para las muchachas que tienen hijos. 
Esto porque la falta de una pareja hace difícil pensar 
que el embarazo las conduzca a la formación de fami­
lia y/o a la independencia del hogar de origen. Por lo 
mismo ellas deben buscar fuentes de apoyo en otras 
instancias que, siguiendo la clásica distinción de

Esping-Andersen (1999), pueden ser: i) la familia que 
cobija, cuida, destina tiempo a la crianza y proporcio­
na recursos; ii) el Estado que impide la discriminación, 
provee escuelas, guarderías y servicios de consejería, 
proporciona subsidios y define garantías, y iii) el mer­
cado que ofrece empleo.

El gráfico 5 presenta evidencia bastante contunden­
te sobre el apoyo que reciben las madres adolescentes:

10 C abe advertir que la cond ición  de so ltería  no  es s inónim o de 
ausencia  de padre, pues para  a lgunas parejas de adolescentes la 
m atern idad /patern idad  se v ive al m argen  del casam iento  o la con­
vivencia, s in  que esto s ign ifique ausencia  de lazo sen tim enta l y/o 
de in teracción  regu lar (B uvinic, 1998, p. 5).

GRAFICO 4
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como cabía esperar, madres y no madres se diferencian, 
pues estas últimas viven con sus padres u otros parien­
tes casi sin excepción, mientras que entre las primeras 
hay una proporción que ha formado un hogar (aunque 
no forzosamente una vivienda) independiente. Con todo, 
la conclusión que emerge de estos datos es que la fami­
lia de las madres adolescentes es el principal soporte de 
la crianza. En efecto, la mayoría de ellas vive con su 
familia o la de su pareja, como lo demuestra el hecho 
de que la relación predominante con el jefe de hogar sea 
la de hija/nuera, siendo la situación más frecuente la re­
sidencia con la familia de la muchacha. La formación 
de un hogar independiente parece difícil, ya que en 2002 
eran más las madres adolescentes que vivían en el ho­
gar de algún pariente secundario o de un no pariente (su­
mados) que aquellas que vivían en un hogar encabeza­
do por su cónyuge (gráfico 5). Como podía anticiparse, 
mientras más precoz es la maternidad más importante 
es el papel de la familia de origen; incluso así, las ma­
dres de 19 años viven en su mayoría con sus padres o 
suegros (gráfico 6).

Los datos de tendencia (2002-1992) revelan que 
el papel de la familia como instancia de acogida de las 
madres adolescentes es cada vez mayor, lo que se vin­
cula con el ya mostrado incremento de la maternidad 
adolescente en condiciones de soltería (gráficos 5 y 6). 
Es decir, la familia de origen pareciera llenar, al me­
nos en parte, el espacio que deja la ausencia de pareja 
para las muchachas. Esta constatación estadística no

permite especificar el apoyo efectivo que la familia 
brinda a la madre adolescente y su prole; los datos 
censales sólo acreditan que proporciona techo y ali­
mento, pero no captan información sobre otras moda­
lidades de apoyo como: tiempo destinado a atender los 
niños/as, transferencias de recursos, cariños, afectos y 
cuidados. Se necesitan investigaciones focalizadas, 
algunas de ellas más bien cualitativas, para precisar el 
papel de la familia en el desenvolvimiento del binomio 
madre adolescente-hijo/a.

El importante apoyo que presta la familia, sin 
embargo, no parece ser suficiente para que las mucha­
chas compatibilicen la crianza con la escuela o el tra­
bajo. El gráfico 7 es elocuente, pues según el censo de 
2002 la probabilidad de dedicarse solo a estudiar pasa 
de 80% para las mujeres de 15 a 19 años que no han 
tenido hijos a apenas un 20% para las que sí han teni­
do. Pero la salida del sistema escolar de las madres 
adolescentes no las hace más proclives a participar en 
el mercado de trabajo; en efecto, su actividad diaria 
corresponde mayoritariamente a los quehaceres del 
hogar, lo que refuerza la hipótesis de que la materni­
dad precoz obstruye simultáneamente las trayectorias 
escolares y las laborales. Así, esta evidencia apunta a 
que la reproducción temprana se asocia con deserción 
escolar —en una relación compleja, como se explica­
rá más adelante— pero no con el ingreso de las mu­
chachas al mercado de trabajo (c e p a l /o i j , 2004 y 2003; 
Rodríguez, 2004; s e r n a m , 2004).

Chile, mujeres de 15 a 19 años: D istribución relativa de la posición 
en el hogar según condición de maternidad,a 1992 y 2002
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GRAFICO 5
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Fuente: Procesam iento  especial de las bases de m icrodatos censales. 

a NS/NR = no sabe/no responde.
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Chile, mujeres de 15 a 19 años: D istribución relativa de posición en
el hogar, según edad simple y condición de maternidad,a 1992 y 2002
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a NS/NR = no  sabe/no  responde.
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Chile, mujeres de 15 a 19 años: D istribución relativa de la actividad 
económica según condición de maternidad,a 1992 y 2002
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F u e n te : P rocesam iento  especial de las bases de m icrodatos censales. 

a NS/NR = no  sabe/no  responde.

GRAFICO 6
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El examen por edades simples permite refinar el 
análisis porque la trayectoria escolar universal sólo 
llega hasta la educación media, es decir, hasta los 17 
a 18 años de edad. Por lo tanto, en el grupo de 15 a 19 
años se mezclan situaciones diferentes en materia de 
trayectoria escolar. El gráfico 8 presenta esta informa­
ción y arroja hallazgos importantes. Se ratifica el pa­
trón que distingue entre madres y no madres adoles­
centes: las primeras tienen una probabilidad mucho 
mayor de estar fuera del sistema escolar y dedicadas a 
actividades domésticas.11 Según el censo de 2002, el 
85% de las muchachas de 17 años de edad que no han 
tenido hijos es estudiante, mientras que entre las ma­
dres de esa edad sólo lo es el 30%. Cabe subrayar que

la brecha entre ambos grupos se debe a que las ma­
dres de 17 años tienen 10 veces más probabilidad de 
dedicarse a “quehaceres del hogar” que las no madres 
y sólo dos veces más probabilidad de ser activas. De­
finitivamente, la maternidad adolescente conduce a 
enfrentar la crianza mediante la dedicación doméstica 
y no a través de la inserción laboral, pese a que el apo­
yo familiar permitiría, en principio, una redistribución 
de responsabilidades que liberaría tiempo para que las 
madres adolescentes trabajasen. Incluso más, cuando 
se comparan madres y no madres de 19 años —edad a 
la cual la mayor parte de las muchachas no estudia— 
las primeras tienen una menor probabilidad de ser 
activas (gráfico 8).

GRAFICO 8
Chile, mujeres de 15 a 19 años: D istribución relativa de condición económica 
según edad simple y condición de maternidad,a 1992 y 2002
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F u e n te : p rocesam ien to  especial de las bases de m icrodatos censales. 

a NS/NR = no sabe/no responde.

11 Sobre la  condición de estudiante, las com paraciones d irectas entre 
los tres censos pueden  ten e r problem as. N o es posib le  usar la  p re­
gun ta  d irec ta  p o r asistenc ia  a  la  escuela  porque en los censos de 
1992 y  2002 no se incluyó esa  pregunta. E ntonces, se u tiliza  la 
consu lta  re la tiv a  a  cond ición  de actividad, que sí está  en los tres 
censos y  considera  la  categoría  de respuesta  “estud ian te” . A hora 
b ien , según  los m anuales de los encuestadores, la  info rm ación  que 
se recoge es com parable, pues en los tres censos capta  la  activ idad  
p redom inan te  de las personas durante la  sem ana p rev ia  al censo.

Sin em bargo, la  redacc ión  y  las alternativas de respuesta  en  el cues­
tionario  d ifieren  en el censo  de 1992 respecto  de los censos de 
1982 y  2002. Específicam ente , en  el censo de 1992 la  consu lta  no 
exp lic ita  que se tra ta  de la  “activ idad  p redom inan te” y, adem ás, la 
categoría  de respuesta  alude a  “estudiando sin  trab a ja r” . Las conse­
cuencias prácticas de estas d iferencias son relativam ente predecibles 
(una can tidad  de estudiantes que c lasifica  com o ocupados po r h a ­
b er traba jado  a lguna  fracc ión  de la  sem ana, lo que e levaría  los 
indicadores de deserción) pero  im posibles de estim ar con precisión.
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V
Maternidad adolescente, trayectoria escolar 

y deserción: luces y sombras

Las cifras presentadas ya sugieren que la maternidad 
temprana es poco compatible con la asistencia a la 
escuela. Las del gráfico 9 ratifican los hallazgos pre­
vios, pues de manera sistemática las adolescentes que 
han tenido hijos encaran una probabilidad mucho 
mayor de estar fuera del sistema escolar: en 2002 solo 
una de cada cinco adolescentes madres era estudiante, 
mientras que entre las que no habían tenido hijos lo 
eran cuatro de cada cinco. Esto último cobra particu­
lar relevancia en el caso de las muchachas de 16 y 17 
años, ya que a esa edad debieran estar cursando los dos 
últimos grados de la educación media y, por ende, su 
condición de no estudiante sugiere que no han alcan­
zado los niveles de educación obligatorios estipulados

por la ley vigente y considerados como mínimos por 
la sociedad y los mercados actuales. En este grupo 
etario12 la maternidad se asocia con una probabilidad 
cinco veces mayor de estar fuera del sistema escolar 
y, de hecho, sólo un 21% de las madres de esa edad 
es estudiante (gráfico 9).

Pese a lo anterior, los resultados que muestra el 
gráfico 9 proporcionan importantes antecedentes sobre 
la evolución de la condición de estudiante de las ado­
lescentes, destacando un aumento sostenido tanto para 
las madres como para las nulíparas. La probabilidad de 
no ser estudiante entre las nulíparas de 15 a 19 años cayó 
de 40% en 1982 a cerca de 20% en 2002. En cambio, 
en 1982 la incompatibilidad entre ser madre y estudiar

GRAFICO 9
Chile: Mujeres de 15 a 19 años que no estudian, por edades simples 
según condición de maternidad, 1982, 1992 y 2002
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F u e n te : P rocesam iento  especial de las bases de m icrodatos censales.

12 E dades 16 y  17, pues el com portam iento  de las m adres de 15
años es anóm alo  y  a  los 18 años un  grupo de las m uchachas y a  ha 
conclu ido  oportunam ente  su educación  m ed ia  y  h a  dejado de estu ­

d iar sin  ser desertora. Esto  ú ltim o se hace evidente en el 2002, en 
el salto entre las edades 17 y  18 de la  p ropo rción  de no  m adres que 
no estudia  (gráfico  9).
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era casi total, con porcentajes de madres adolescentes 
que estudiaban inferiores al 10%. En 2002 esos índi­
ces superaban ligeramente el 20% y en las edades cla­
ves para completar los 12 años de educación obligato­
ria, esa probabilidad superaba el 30% (gráfico 9).

Aunque poderosa, toda la evidencia anterior no es 
suficiente para concluir que la maternidad temprana sea 
la causa de que se trunque la trayectoria escolar de las 
muchachas. Sobre esta relación existe un gran debate, 
porque hay encuestas especializadas en la región que 
sugieren que en la mayor parte de los casos la deser­
ción es previa al embarazo. Esta discusión tiene plena 
vigencia en chile, aunque la evidencia disponible para 
contrastar empíricamente las posiciones es débil 
(Molina, Ferrada y otros, 2004). De hecho, algunos es­
tudios recientes han llegado a conclusiones polémicas 
a partir de muestras que no son representativas de los 
y las adolescentes (Paz Ciudadana, Adimark y otros,
2002); otros estudios basados en muestras pequeñas 
proporcionan estimaciones que varían mucho (Molina, 
Ferrada y otros, 2004). Una cifra robusta es la propor­
cionada por la encuesta de caracterización socioeconó­
mica nacional (c a s e n ) levantada el año 2000, según la 
cual no más de un 20% de las deserciones femeninas 
se debió a embarazo o maternidad (www.mideplan.cl/ 
sitio/Sitio/estudios/documentos/desercion19.pdf). Este 
dato es corroborado por la Tercera Encuesta de Juven­
tud, donde solo un 10% de los jóvenes que no estudia 
declara que la causa es la maternidad/embarazo.13

El censo no indaga sobre la fecha de la deserción 
ni sobre la situación de embarazo o maternidad cuan­
do ocurrió la deserción. Sin embargo, usando como 
instrumento analítico y operativo la noción de trayec­
toria educativa, es posible profundizar sobre este asun­
to. Habida cuenta del carácter tentativo de este examen, 
así como de su aporte en términos de política, sólo se 
presentarán los resultados obtenidos con el censo de 
2002. La noción de trayectoria educativa ha sido usa­
da en trabajos previos (Rodríguez, 2004) para tener una 
primera aproximación a la relación entre deserción y 
embarazo. Esta noción se define según un algoritmo 
simple que relaciona la edad de la persona y el curso 
alcanzado, en el entendido de que hay una trayectoria 
“normal” según la cual se espera que a una determi­
nada edad la persona haya llegado a un cierto grado 
escolar. Para facilitar los cálculos se trabaja con la edad

13 Estos datos no  re fie ren  en  rig o r a  deserción, porque incluyen a 
los jóvenes que no  estud ian  porque term inaron  su educación  m ed ia  
(w w w .in juv .gob .c l/cedoc_arch ivos/estud ios/T ercera_encuesta.pdf).

de 17 años y solo con las muchachas con condición 
de maternidad conocida. Se definen tres categorías de 
trayectoria educativa: rezagada (menos de ocho años 
de escolaridad), atrasada (ocho o nueve años de esco­
laridad) y normal (diez o más años de escolaridad).14

Un primer resultado se expone en el cuadro 6, que 
aprovechando una de las fortalezas del censo incluye 
también cifras absolutas. Como podía esperarse, el per­
fil educativo difiere significativamente entre madres y 
no madres, al punto que entre las primeras predomina 
la categoría de trayectoria educativa rezagada, que es 
marginal entre las no madres. Este último hallazgo abo­
na, aunque de manera indirecta, la discusión sobre el 
orden temporal de la relación embarazo-deserción. En 
efecto, si a los 17 años una muchacha no ha logrado 
completar la enseñanza básica hay una alta probabili­
dad de que sea una desertora;15 además, por su edad 
al momento del censo y el grado alcanzado, puede es­
timarse que, en promedio, salió del sistema escolar en­
tre tres y cuatro años antes del censo, es decir cuando 
tenía entre 13 y 14 años de edad. Por otra parte, las 
madres de 17 años, en su gran mayoría, tienen hijos 
menores de dos años de edad, es decir, fueron madres 
después de cumplir los 15 años. De lo anterior se de­
duce que es altamente probable que se trate de deser­
ción previa al embarazo. Si la trayectoria es atrasada, 
es difícil llegar a una conclusión tentativa del orden de 
los acontecimientos. En cambio, si la trayectoria es 
normal, hay una alta posibilidad de que la deserción (que 
involucra sólo al 40% de las madres adolescentes de esa 
edad y trayectoria educativa), se haya debido al emba­
razo. En suma, dos conclusiones tentativas emergen:
i) parece más frecuente el caso de deserción y luego 
embarazo que la situación que sigue el orden inverso;
ii) una trayectoria educativa “normal” eleva notable­
mente la probabilidad de permanecer en la escuela 
después del embarazo. Esto se ratifica en el gráfico 10, 
que indica que una trayectoria rezagada anticipa deser­
ción casi con independencia de la condición de mater­
nidad y que, como contrapartida, entre las madres de

14 Los años de esco laridad  es una  variab le  constru ida con  base en 
dos consultas que se rep iten  sistem áticam ente  en  los tres censos 
usados en este trabajo : últim o grado y  n ivel educativo  aprobados. 
Así, u n  va lo r de 12 corresponde a  una  persona  que logró  en terar el 
cuarto  m edio  y  que puede haber conclu ido  ahí su fo rm ación  o que 
puede esta r cursando el p rim er año del n ive l te rc ia rio  (universitario  
o técn ico ) o el denom inado “quin to  m ed io ” de los establecim ientos 
de educación secundaria  técnico-profesional.
15 De hecho, los m ism o datos censales confirm an esta  hipótesis: en 
2002 solo 392 de las 5.049 m adres de 17 años con trayec to ria  edu­
cativa  rezagada  e ra  estudiante.
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CUADRO 6
Chile: Mujeres de 17 años de edad, con condición de maternidad conocida,3 
por trayectoria educativa según condición de maternidad, 2002
(C ifras absolu tas y  relativas)

T rayecto ria  educativa C antidad E structu ra  re la tiva  (% )
N o m adres M adres Total N o m adres M adres Total

R ezagada 7 919 5 049 1 2 9 6 8 9,4 41,4 13,5
A trasada 18 966 4 029 22 995 22,6 33,0 23,9
N orm al 57  160 3 119 60 279 68,0 25,6 62,6

Total 84  045 1 2 1 9 7 96  242 100,0 100,0 100,0

F u e n te : P rocesam iento  especial de las bases de m icrodatos censales.

a E xcluye a  las m ujeres con cond ición  de m atern idad  desconocida.

GRAFICO 10
Chile: Mujeres de 17 años de edad con condición de maternidad conocida, 
por probabilidad de estar estudiando según trayectoria educativa y condición 
de maternidad, 2002
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F u e n te : P rocesam iento  especial de las bases de m icrodatos censales.

17 años la trayectoria normal duplica la probabilidad 
de permanecer en la escuela respecto de la trayectoria 
atrasada y la multiplica por siete respecto de la trayec­
toria rezagada (véase gráfico 10).

Por último, el gráfico 11 completa el panorama 
sobre la relación entre trayectoria educativa, actividad 
y maternidad adolescente: la maternidad con una tra­
yectoria educativa rezagada no predispone a una ma­
yor participación laboral, sino que conduce básicamen­
te a la dedicación doméstica, probablemente en tareas 
relacionadas con la crianza. Este último hallazgo no 
coincide con estudios previos, como el de Buvinic 
(1998), y revela la acumulación de desventajas que 
afectan a las muchachas pobres, para quienes la ma­

ternidad coincide con deserción escolar y marginación 
del mercado de trabajo.

Cabe mencionar dos resultados relevantes: i) mien­
tras el grueso de las mujeres de 17 años ya completó 
el tercero medio y probablemente se encuentra cursan­
do el cuarto medio o niveles superiores incluso, el 57% 
de las madres16 no ha completado el segundo medio, 
siendo la frecuencia modal el octavo básico; es decir,

16 E xactam ente  el 57%  de ellas tiene prim ero  m edio  (va lo r de v a ­
riab le  esco laridad  igual a  9) o m enos educación  com pletada. Se 
p ropo rciona  el dato porque el gráfico  11 no perm ite  una  conclusión 
v isual d irec ta  al respecto.
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F u e n te : P rocesam ien to  especial de las bases de m icrodatos censales.

Chile, mujeres de 17 años de edad: Cantidad de mujeres y de madres 
según años de escolaridad, y porcentaje de madres según años de 
escolaridad, 2002a
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F u e n te : P rocesam ien to  especial de las bases de m icrodatos censales.

a L a p robab ilidad  considera  a  todas las m ujeres, es decir im puta  cero hijos a  las que no respondieron  la  p regun ta  po r h ijos nacidos vivos. 
Las tendencias no cam bian si se considera  solo a  las m ujeres que respondieron.

GRAFICO 12
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las madres adolescentes tienen una escolaridad menor 
al promedio, pero están lejos de carecer de educación 
o de tener mínima educación; ii) la probabilidad de 
haber sido madre a los 17 años está estrechamente 
asociada a la escolaridad alcanzada por las muchachas, 
pero esta relación no es lineal ya que cabe distinguir 
tres grupos: las que no han llegado a completar cuarto 
básico con una probabilidad de 26% o menos; las que 
tienen entre cuarto y octavo básicos rendidos con pro­
babilidades de 30% o más (llegando a 42,4% entre las 
que alcanzaron a completar solo hasta séptimo básico); 
y las que han enterado el primero medio (nueve años 
de escolaridad) o han terminado niveles superiores, 
para las cuales la probabilidad es de 15% o menos, lle­
gando a guarismos inferiores al 5% para las que com­
pletaron tercero medio o se encuentran en niveles de 
escolaridad más elevados aún (véase el gráfico 12). 
Así, se puede concluir que, no obstante la persistente

e indiscutible asociación entre una mayor educación y 
una menor probabilidad de ser madre adolescente, hay 
signos de que la acumulación de escolaridad no tiene 
un efecto protector continuo contra la maternidad pre­
coz, ya que las muchachas que completaron entre cua­
tro y ocho años de escolaridad a la edad de 17 años 
están más expuestas a ser madres precoces que las de 
menor escolaridad. Es decir, debe sobrepasarse un 
umbral de acumulación de escolaridad para que la 
protección contra el embarazo se active. Este último 
hallazgo debe ser leído con cautela, pues las mucha­
chas con menos de cuatro años de educación termina­
dos son pocas y hay indicios de que una parte de ellas 
corresponde a casos especiales de truncamiento de la 
trayectoria educativa vinculados simultáneamente con 
una menor probabilidad de ser madre (enfermedades 
y/o accidentes invalidantes, retrasos severos de apren­
dizaje, etc.).

V I
Pobreza y maternidad adolescente: continuidad 

y cambio de una relación histórica

La probabilidad de ser madre a edad temprana no se 
distribuye de manera aleatoria entre los grupos 
socioeconómicos, pues es más alta entre los grupos 
pobres, excluidos o socialmente desaventajados. Usan­
do como variable de estratificación socioeconómica un 
índice de equipamiento simple que permite segmentar 
los hogares en terciles socioeconómicos específicos 
para zonas urbanas y rurales, se verifica que en los 
ámbitos considerados las muchachas del tercil inferior 
registran probabilidades mucho mayores de haber sido 
madre en todas las edades de la adolescencia. Aproxi­
madamente el 50% de las mujeres del tercil socioeco­
nómico inferior del campo tienen su primer hijo antes 
de cumplir los 20 años, mientras que tal situación afec­
ta a menos del 15% de las muchachas del tercil alto 
urbano. Cabe destacar que las brechas están moderadas 
por el hecho de usar como categoría socioeconómica los 
terciles del índice de equipamiento. Si la distinción 
hubiese sido la clásica entre indigentes, pobres y no 
pobres (c e p a l , 1998), la disparidad habría sido mayor.

Cabe destacar que esta diferencia en materia de 
fecundidad adolescente se da pese a que la fecundidad 
total en Chile ha tendido a la convergencia entre gru­

pos socioeconómicos. Según estimaciones indirectas 
efectuadas con el procedimiento p / f  de Brass en 2002, 
las mujeres sin educación exhibían una tasa global de 
fecundidad de 2,5 hijos; las que contaban con 1 a 8 
años de escolaridad tenían una t g f  de 2,8 hijos; las que 
tenían entre 9 y 12 años de escolaridad llegaban a una 
t g f  de 2,5 hijos y, finalmente, las mujeres con 13 o 
más años de escolaridad registraban una t g f  de 1,8 
hijos.17 El cotejo de los gráficos 13 y 14, por el con­
trario, sugiere que las desigualdades entre grupos so­
ciales en materia de maternidad adolescente se han 
mantenido prácticamente constantes entre 1992 y 2002; 
considerando sólo la edad de 19 años, cuyo guarismo 
es el que más se aproxima a la probabilidad de ser 
madres durante la adolescencia, se advierte un ligero 
descenso en el tercil bajo (del 40% en 1992 al 37% en
2002), una ligera alza en el tercil medio (del 25% en 
1992 al 27% en 2002) y una pequeña elevación en el

17 Estas diferencias eran m ucho m ás abultadas en  1982, cuando las 
t g f  eran de 4,1, de 3,7, de 2,5 y  de 2,1 respectivam ente (cálculos 
sobre m icrodatos censales, usando la estim ación indirecta p / f  de Brass).
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tercil alto (del 11% en 1992 al 13% en 2002). En suma, 
mientras las disparidades entre grupos socioeconómi­
cos se han atenuado en m ateria de intensidad

reproductiva, no lo han hecho en términos del calen­
dario de la fecundidad, que sigue siendo mucho más 
temprano entre las muchachas pobres.

GRAFICO 13

GRAFICO 14
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V II
Acerca de los determinantes de la fecundidad 

adolescente: una primera aproximación

Los factores que influyen sobre la probabilidad de ser 
madre adolescente tienen indiscutibles dimensiones 
socioeconómicas: son la pobreza, la exclusión y la falta 
de opciones. Estos interactúan con otros factores para 
configurar tanto las conductas reproductivas específi­
cas de cada adolescente como las tendencias agrega­
das que se forman con los comportamientos individua­
les. Entre estos otros factores cabe distinguir:
a) l o s  s i c o l ó g i c o s , es decir rasgos de personalidad 

respecto de los cuales las encuestas y censos in­
dagan poco o nada, de manera que sobre su ac­
tuación a gran escala hay lagunas de información;

b) l o s  i n d i v i d u a l e s , es decir, los atributos persona­
les adquiridos en el proceso de socialización y que 
inciden en las conductas, como la religiosidad;

c) l o s  f a m i l i a r e s , que atañen al contexto doméstico 
en el que se desenvuelven las muchachas y los 
muchachos y que influyen sobre ellos por los 
modelos de conducta que se despliegan, los lími­
tes que se definen, las normas que se proporcio­
nan y los controles que se ejercen;

d) l o s  c u l t u r a l e s , que tienen varias facetas: i) el tra­
dicionalismo que se asocia a la maternidad ado­
lescente, porque promueve y/o acepta la unión 
temprana; ii) la marginalidad, quizá directamen­
te vinculada con la exclusión y la pobreza antes 
mencionadas, y que tiende a hacer más frecuente 
la reproducción durante la adolescencia por una 
sexualidad precoz en el marco de una escasa su­
pervisión (de los padres, institucional o de salud) 
y por la ausencia de opciones alternativas a la ma­
ternidad temprana, y iii) la tolerancia sexual, 
específicamente en términos de iniciación sexual 
prematrimonial (aunque no forzosamente inicia­
ción más precoz), que si no va asociada a una 
mayor tolerancia y acceso a medios anticon­
ceptivos (modernidad sexual truncada) puede fa­
vorecer la maternidad entre las adolescentes;

e) l o s  p o l í t i c o s  e  i n s t i t u c i o n a l e s , en particular los 
programas, organismos, intervenciones, leyes y 
marcos normativos que actúan sobre los adoles­
centes o que definen comportamientos permitidos 
para ellos, y

f) l o s  m e d i o s  d e  c o m u n i c a c i ó n  m a s i v o s , cuyos men­
sajes sobre el erotismo, la afectividad y la sexua­
lidad influyen poderosamente en los muchachos 
y las muchachas.
Desentrañar cómo operan estos factores en los 

comportamientos individuales es una tarea pendiente 
que desborda los límites de este artículo. Cualquiera 
sea el caso, se trata de determinantes de última instan­
cia, pues como ha establecido el denominado “esque­
ma de las variables intermedias de la fecundidad” (Bay, 
del Popolo y Ferrando, 2003; Bongaarts, 1978), hay un 
conjunto de “determinantes próximos de la fecundidad” 
que son los que directamente definen la probabilidad 
de tener un hijo y las tendencias agregadas de la fe­
cundidad. Estos determinantes próximos se relacionan 
con las condiciones biológicas (etapa fértil de la vida, 
esterilidad total o transitoria, como suele ocurrir du­
rante la lactancia, propensión a embarazos múltiples, 
etc.), con los comportamientos sexuales (iniciación, 
regularidad, abstinencia total o por períodos debido a 
razones culturales, etc.) que históricamente han esta­
do muy ligados a las pautas de formación y disolución 
de uniones, con las prácticas anticonceptivas (inicia­
ción, regularidad, eficiencia y tipo de método) y con 
la frecuencia del aborto espontáneo e inducido.

La fecundidad adolescente es afectada directa­
mente por cinco determinantes próximos: i) la edad de 
la menarquia, ii) los índices de infertilidad, iii) los 
patrones de iniciación y de actividad sexuales, iv) los 
patrones de uso de anticonceptivos y v) los índices de 
aborto espontáneo o inducido. En general, los dos pri­
meros no son considerados porque no contribuyen 
mucho a explicar diferencias transversales (entre gru­
pos socioeconómicos) o longitudinales (evolución en 
el tiempo) de la fecundidad. El tercero suele ser 
remplazado por los patrones de unión, en el entendido 
de que esta información es más fácil de obtener. Los 
dos determinantes finales tienen una importancia 
crucial, sobre todo porque tienden a imponerse al res­
to en las sociedades contemporáneas. Vale decir, cuan­
do la cobertura de anticoncepción eficiente es alta, 
regular y temprana, la mayor parte de las parejas lo­
gra tener el número de hijos que desea. Por lo tanto,
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las causas directas de la resistencia al descenso de la 
fecundidad adolescente en Chile han de encontrarse en 
la evolución de estos determinantes próximos. Lamen­
tablemente, no hay una fuente de información única, 
confiable e idónea para captarlos; más aún, sobre al­
gunos (como el aborto inducido) no hay estimaciones 
confiables por tratarse, bajo cualquier circunstancia, de 
un delito según la legislación chilena vigente.

Con todo, hay algunos indicios que permiten dar 
algo más de claridad a la situación. Primero, Chile no 
tendría por qué sustraerse a una tendencia secular ha­
cia el adelantamiento de la menarquia e incremento de 
la capacidad biológica de reproducción de las adoles­
centes (Silber y Castells, 2003, p. 24); sin embargo, por 
la escasa cuantía de los nacimientos antes de los 15 
años de la madre, esta tendencia difícilmente explica 
la evolución de la maternidad adolescente. Segundo, 
el patrón de unión muestra signos de retraso, lo que 
ciertamente le resta relevancia como factor explicati­
vo de las tendencias de la fecundidad adolescente, pues 
en virtud de esta postergación la fecundidad adolescen­
te debiera estar descendiendo. Tercero, los pocos es­
tudios de alcance nacional sobre conductas sexuales y 
anticonceptivas sugieren que: i) en los últimos 60 años 
ha habido una relativa estabilidad de la iniciación 
sexual —cuya mediana para las mujeres se ha movido

entre los 21,3 años de edad (cohorte nacida entre 1944 
y 1948) y los 18 años de edad (cohorte nacida entre 
1979 y 1980)—, aunque las generaciones más jóvenes 
parecen estar iniciándose más temprano (c o n a s id a , 
2000, pp. 154-158; i n j u v , s/f, p. 13); ii) los hombres 
típicamente declaran una iniciación sexual más tem­
prana, aunque las disparidades en este plano han tendi­
do a disminuir (i n j u v , s/f, pp. 16 y 17); iii) hay un 
aumento importante de la proporción de muchachos y 
muchachas que toma precauciones anticonceptivas en su 
iniciación sexual, ya que así lo hizo una de cada cuatro 
mujeres con experiencia sexual de 18 a 24 años en el 
2000, frente a solo seis de cada 100 mujeres de 45 a 
69 años de edad en el 2000; iv) pese a esta alza, el uso 
de anticonceptivos entre las adolescentes sigue siendo 
bajo, pues la mayoría está expuesta al embarazo.

En suma, el adelantamiento de la iniciación sexual 
parece contrarrestar el alza de los niveles de precau­
ción anticonceptiva en la primera unión. Más aún, esta 
cifra no permite estimar si la precaución anticonceptiva 
es regular una vez iniciada la vida sexual ni tampoco 
si es llevada a cabo de manera prolija o eficiente. Datos 
recientes indican que casi un 35% de las personas de 
15 a 19 años de edad en 2003 no usó protección 
anticonceptiva en su última relación sexual y que un 
6% usó formas inseguras como el coitus interruptus

GRAFICO 15
Iberoamérica: Porcentaje de muchachas que usó anticonceptivos modernos 
en su primera relación sexual,a en fechas entre 1991 y 2000
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F uente: P ara  E spaña y  Portugal: N aciones U nidas, E ncuestas de Fertilidad  y  Fam ilia , varios años. Para  los países latinoam ericanos (salvo 
C hile y  E l Salvador): CEPEP/USAID/CDC (1999, p. 72, cuadro 7.13). P ara  El Salvador: ADS/CDC (2003, p. 200, cuadro 9.12). P ara  Chile: 
CONASIDA (2000, p. 158).

a En E spaña corresponde al grupo de 18 y  19 años, en  Portugal al de 20 a  24  años, en  C hile al grupo de 18 a  24  años y  en el resto  de los 
países latinoam ericanos al de 15 a  24  años.
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(in j u v , s/f, pp. 16 y 17). Esta tensión entre una sexua­
lidad que se adelanta y un acceso a medios 
anticonceptivos que no se extiende con la misma fuerza 
y regularidad entre los y las adolescentes (gráfico 15), 
es la base de sustentación de los persistentes índices 
de maternidad adolescente expuestos en este estudio.

Ahora bien, a diferencia de lo que acontece con 
las tendencias generales de la reproducción durante la 
adolescencia, los patrones de unión si parecen tener un 
efecto en las disparidades socioeconómicas de la ma­
ternidad adolescente. En efecto, la evidencia censal 
sugiere que históricamente las muchachas de estrato 
bajo han tenido una tendencia a unirse (casarse o con­
vivir) más temprano, lo que favorece la reproducción 
más precoz (c e p a l /o i j , 2003). Con todo, la alta y cre­
ciente frecuencia de la maternidad al margen de una 
unión sugiere que el principal factor de diferencia entre

los grupos socioeconómicos estriba en su conducta 
sexual y anticonceptiva. Aunque los antecedentes 
empíricos al respecto no son sistemáticos, la encuesta 
levantada por c o n a s id a  en el 2000 muestra que la ini­
ciación sexual es más temprana entre las muchachas 
con menos educación y/o pertenecientes a estratos 
bajos; así, el grupo de nivel socioeconómico medio alto 
registra una mediana de iniciación de 19,4 contra 17,9 
del grupo de nivel socioeconómico bajo (c o n a s id a , 
2000, p. 161). Lamentablemente, la publicación cita­
da no ofrece información sobre desigualdades socia­
les en materia de uso de anticoncepción y menos de 
utilización del aborto; sin embargo, por las caracterís­
ticas de la provisión de anticonceptivos en Chile, es 
probable que la prevalencia entre adolescentes 
sexualmente activas sea más baja en los grupos de 
menor nivel socioeconómico.

V III
Análisis final: insumos de política

Por todo lo expuesto anteriormente —la maternidad 
adolescente refractaria al descenso; el aumento de la 
maternidad adolescente en condiciones de soltería, la 
probabilidad mucho más elevada de que las madres 
adolescentes estén al margen del sistema escolar y 
dedicadas básicamente a tareas domésticas; la transfe­
rencia de responsabilidades de crianza a los progeni­
tores de las muchachas, y la probabilidad mucho más 
alta que tienen las adolescentes pobres de ser madres 
antes de los 20 años— no hay duda de que el embara­
zo y la maternidad adolescentes han de estar entre los 
temas prioritarios de la agenda social y ameritan va­
rios programas públicos coordinados. Más aún, la per­
sistencia de una fecundidad adolescente elevada pue­
de incluso erosionar las holguras derivadas de la baja 
de la fecundidad total. En este sentido, es importante 
para la formulación de políticas comprobar que la re­
producción durante la adolescencia no muestra los 
patrones usuales de relación con las variables interme­
dias. Esta realidad ratifica el llamamiento del Progra­
ma de Acción de la Conferencia internacional sobre la 
Población y el Desarrollo a que los gobiernos, en co­
laboración con las organizaciones no gubernamentales, 
“atiendan las necesidades especiales de los adolescen­
tes y establezcan programas apropiados para respon­
der a ellas” (http://www.unfpa.org/spanish/icpd/ 
icpd_poa.htm#ch7e), y exige un esfuerzo tendiente a

concebir y poner en práctica medidas que reconozcan 
las peculiaridades de los y las adolescentes, sobre todo 
en el plano de sus conductas sexuales, de pareja y de 
autocuidado y protección.

Una segunda constatación relevante para la for­
mulación de políticas deriva de la distinción entre al 
menos dos modalidades reproductivas durante la ado­
lescencia. La más tradicional tiene un anclaje cultu­
ral difícil de remover; sin embargo, las medidas des­
tinadas a promover el aplazamiento de la unión y, 
sobre todo, a ampliar la cobertura de servicios de sa­
lud sexual y reproductiva entre las muchachas unidas 
(en el entendido que la procreación en estos contex­
tos se da en el marco de las uniones) pueden dar re­
sultados tanto en el calendario como en la intensidad 
de la fecundidad. Por su parte, la m odalidad 
reproductiva vinculada a lo que aquí se ha llamado 
“modernidad truncada” amerita intervenciones rápidas 
y amplias. Las más directas atañen a la educación y 
el fomento de conductas responsables, tanto para pos­
tergar la iniciación sexual como para tomar precau­
ciones anticonceptivas desde su misma iniciación. 
Ahora bien, para lograr esto último la mera educación 
no basta; es necesario acercar a los adolescentes ser­
vicios de consejería, de apoyo especializado y de dis­
tribución de anticonceptivos (y enseñanza para su uso 
regular y adecuado).
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Un tercer aporte de este trabajo a la formulación 
de políticas es la actualización del papel de la escuela 
y la educación en general en lo que se refiere a la re­
producción durante la adolescencia. Surge como hallaz­
go una cierta desvalorización de la educación en tanto 
factor que protege frente a la maternidad adolescente. 
A escala agregada, esto se vincula a la independencia 
entre la evolución de la maternidad adolescente (esta­
ble o ligeramente al alza en los últimos 20 años) y la 
escolaridad media de los y las adolescentes (que au­
mentó bastante en dicho período). Y a escala indivi­
dual se traduce en que las mayores probabilidades de 
ser madre adolescente no se dan entre las muchachas 
de menor educación sino entre aquellas que tienen 5 a 
7 años de estudio. Pese a ello, la principal conclusión 
de política del estudio es que una trayectoria educati­
va “normal” que permita completar el ciclo secunda­
rio a los 17 o 18 años actúa como blindaje poderoso, 
aunque no infalible, contra la maternidad adolescente; 
más aún, tal trayectoria normal aumenta de manera 
importante las probabilidades de que la muchacha siga 
asistiendo a la escuela después del parto. En suma, evi­
tar la salida anticipada de la escuela se convierte en 
un objetivo múltiple de política.

Los aportes que hemos señalado ponen de relie­
ve al menos seis ámbitos de acción. El primero es el 
ámbito público y tiene que ver con las disposiciones 
administrativas y legales generales que limitan el ac­
ceso de los adolescentes al conocimiento y al uso ade­
cuado de medios anticonceptivos. La experiencia com­
parada, en particular el caso de Europa occidental, 
sugiere que el principal recurso para lograr niveles 
bajos de reproducción durante la adolescencia es el 
acceso a anticonceptivos desde el inicio de la vida 
sexual y la formación para su uso regular, responsable 
y eficiente. En tal sentido, resulta paradójico que en 
muchos países de la región se tienda a rebajar los 
umbrales etarios para imputar responsabilidades, por 
ejemplo en materia penal, y se mantenga límites más 
elevados de edad para la compra o prestación de me­
dios anticonceptivos. Ahora bien, la experiencia lati­
noamericana alerta respecto de las debilidades de una 
expansión exclusivamente formal del acceso a estos 
medios. Para que ese acceso dé resultado, debe operar 
antes de que los adolescentes se unan o tengan su pri­
mera relación sexual —lo que se contrapone a la prác­
tica de aceptar adolescentes en los programas de pla­
nificación familiar sólo si están unidas o ya tuvieron 
un hijo— y debe ir acompañado de reforzamientos de 
distinto tipo, en particular para el ejercicio de conduc­
tas responsables en materia sexual.

El segundo ámbito es el cultural y tiene que ver 
con la disonancia entre discursos significativos para los 
muchachos y las muchachas (de instituciones y de sus 
mayores) que eluden o niegan la realidad de la sexua­
lidad adolescente, por una parte, y su exposición cons­
tante y creciente a imágenes, símbolos y estímulos para 
la actividad sexual temprana, por otra. Así, junto a la 
necesaria protección normativa que requieren los 
púberes y adolescentes frente a las inducciones, pre­
siones y agresiones de los adultos, en particular en 
materia sexual, y la imprescindible formación de una 
capacidad de decisión responsable, es fundamental la 
puesta al día de los imaginarios oficiales y familiares. 
La visión de los y las adolescentes en soltería (que son 
la mayor parte, según se ha mostrado) como sujetos 
inhabilitados para la actividad sexual y por ende aje­
nos a la necesidad de medios anticonceptivos, resulta 
abiertamente contradictoria con la realidad y choca con 
la cotidianidad juvenil, repleta de símbolos y alegorías 
sexuales.

El tercer ámbito es el sectorial, particularmente 
el de la salud, donde todavía se niega un trato y un 
acercamiento especial a los y las adolescentes, por lo 
cual muchos de ellos se mantienen alejados de tales 
servicios. Como ya se ha subrayado, para el acerca­
miento de los muchachos y muchachas a los servicios 
de salud es preciso brindarles espacios con cierta au­
tonomía para su atención, incluso en el marco de en­
foques integrales de atención de la salud.

El cuarto ámbito es la escuela, que ofrece una 
amplia variedad de mecanismos de protección ante la 
maternidad adolescente. Algunos de esos mecanismos 
parecen provenir, hasta ahora, del mero hecho de “es­
tar allí” y ocupar el tiempo en una actividad que orde­
na la cotidianidad, que disciplina y que concentra es­
fuerzos, lo que añade una externalidad positiva a los 
programas de retención escolar hasta la finalización del 
ciclo secundario. Otros derivan de las capacidades que 
brinda la educación en materia de conocimiento y uso 
de precauciones anticonceptivas, manejo de los impul­
sos y formación técnica y afectiva sobre asuntos de 
sexualidad y reproducción. Y otros, sin duda, son aque­
llos asociados con las expectativas y horizontes que 
abre la acumulación de educación, ya sea para el tra­
bajo o la continuidad de estudios en un nivel superior. 
Con todo, el papel indiscutiblemente “protector” de la 
escuela en materia de embarazo adolescente no debe 
considerarse garantizado. Este espacio, como cualquier 
otro, permite la interacción y los encuentros sexuales 
entre muchachos y muchachas, y tiende a promover 
estilos de vida con frecuencia más tolerantes frente al
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sexo, por lo que debe considerar una formación espe­
cial en materia de sexualidad informada y responsable; 
además, si la educación secundaria se devalúa como 
factor de movilidad social, su capacidad de ser una 
alternativa real al embarazo adolescente se debilita.

Los dos últimos espacios tienen que ver con el 
círculo más directo de los y las adolescentes, a saber, 
la familia y la pareja. La familia tiene una enorme 
influencia sobre la conducta de los muchachos y las 
muchachas y es un canal principal para su formación 
y habilitación como sujetos responsables. Cuando las 
familias instruyen y preparan adecuadamente a su prole 
es mucho más probable que las conductas sexuales 
estén signadas por la responsabilidad. En algunos ca­

sos esta responsabilidad puede llevar a que se poster­
gue la primera relación sexual, mientras que en otros 
significará adoptar precauciones para evitar problemas 
de salud y embarazos no deseados. Con todo, no pue­
de dejar de reconocerse que en muchos casos no hay 
sintonía entre la familia y el adolescente (porque la 
familia no se preocupa, porque opera con principios 
que el adolescente no comparte o porque idealiza la 
conducta del hijo/hija) y en esas circunstancias, tarde 
o temprano, es el adolescente el que debe adoptar las 
decisiones. Por último, respecto de la pareja, la capa­
cidad de negociación y de compartir responsabilidades 
es uno de los terrenos más propicios para promover 
conductas sexuales y reproductivas responsables.
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1  J ste estudio analiza la d inám ica laboral de la industria en Chile a 

través de inform ación descrip tiva  y param étrica, a nivel de plantas in­

dustria les entre 1979 y 2000. Examina la creación, destrucción y rota­

ción de em pleo, e investiga su vínculo con el c ic lo  económ ico, las ca ra c ­

terísticas según sectores y tam año de las plantas. Encuentra evidencia 

de creación de em pleo p rocíc lica  y destrucc ión  de em pleo contracíc lica ; 

de rotación laboral con tracíc lica  y asociada inversam ente al tam año; de 

fuerte he terogeneidad entre sectores; de la gran im portancia  de la d e ­

m ografía em presarial en la evo lución del em pleo, y de la princ ipa l res­

ponsab ilidad de grandes em presas en los flu jos laborales. Luego ana li­

za el im pacto  de la libe ra lizac ión  com erc ia l, el tipo  de cam b io  y las 
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que  una reducción arance laria  increm enta la destrucción y, por lo tanto, 

la rotación de em pleo, y que las ventajas com parativas y el alza del tipo 
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rotación laboral.
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I
Introducción

La liberalización del comercio es un eje central de la 
globalización y tiene efectos significativos sobre la es­
tructura productiva. Diversos modelos teóricos ponen 
de relieve sus beneficios asociados a incrementos de 
productividad mediante la reasignación de recursos 
desde empresas poco productivas hacia otras más efi­
cientes (Melitz, 2003). Por su parte, los costos de la 
liberalización están vinculados básicamente a los ajus­
tes en el mercado laboral. La literatura sobre comer­
cio internacional y apertura además ha comenzado a 
incluir en los últimos años la heterogeneidad en sus 
modelos para captar las diferentes respuestas de em­
presas o sectores frente a la apertura. Por ejemplo, 
Bernard, Redding y Schott (2004) plantean un mode­
lo en que la apertura eleva la productividad de los 
sectores a través de una reasignación de la producción, 
y demuestra que esto se evidencia más ampliamente 
en industrias con ventajas comparativas.

El mercado laboral, por su parte, se analiza usual­
mente sobre la base de los cambios netos en el empleo, 
lo cual esconde una parte significativa del fenómeno. 
En efecto, subyacentes a los cambios netos se desarro­
llan procesos de creación y destrucción de empleo que 
afectan en forma permanente a un alto porcentaje de 
trabajadores a lo largo de todo el ciclo económico 
(Davis, Haltinwanger y Schuh, 1996). Así, en todo 
momento se crean y destruyen empleos, procesos aso­
ciados tanto al crecimiento natural de las empresas 
como a los procesos de demografía empresarial (naci­
miento y muerte de firmas).

Este estudio investiga la dinámica del empleo 
industrial en Chile entre 1980 y 2000 a través de dos 
aproximaciones. Por una parte, muestra las caracterís­
ticas generales de la rotación de empleo y su vínculo 
con el ciclo económico, los sectores industriales y el 
tamaño de las plantas. Por otra, investiga el impacto 
de la liberalización comercial, las ventajas comparati­
vas y el tipo de cambio sobre los flujos de empleo 
sectoriales a través de estimaciones paramétricas. Para 
esto se dispone de información a nivel de plantas in-

□  E l autor ag radece la  co laboración b ib liográfica  de S tephan U lrich  
y  los com entarios y  sugerencias de M. V ic to ria  Espada, R oberto 
Á lvarez, M iguel Torres, Lucas N avarro , y  un  ju ez  anónim o. C ual­
qu ier e rro r es de exclu siva  re sponsab ilidad  del autor.

dustriales para el período 1979-2000, proveniente de 
la Encuesta Nacional Industrial Anual (e n ia ) que rea­
liza el Instituto Nacional de Estadísticas (i n e ).

Siguiendo el marco analítico propuesto por Davis 
y Haltinwanger (1992), la dinámica laboral se analiza 
teniendo en cuenta cuatro flujos de empleo: creación, 
destrucción, rotación y creación neta de empleo (véa­
se el apéndice). La creación de empleo en el período t 
se define como la suma de los nuevos empleos en plan­
tas que aumentan la contratación de mano de obra en­
tre t-1 y t, más los empleos generados por plantas que 
inician actividades en t . Similarmente, la destrucción de 
empleo en t corresponde a la suma de los empleos que 
se pierden en plantas que reducen la contratación entre 
t-1 y t, más los empleos que se pierden debido a plan­
tas que cesan operaciones en t. La creación neta de 
empleo corresponde a la diferencia entre creación y 
destrucción de empleo, mientras que la rotación es la 
suma de ambas. La ventaja de este método de análisis 
es que descompone los cambios netos, a nivel nacio­
nal o sectorial, dando cuenta con más profundidad de 
la dinámica del mercado laboral.

Existen varios estudios que analizan la dinámica 
laboral en Chile. Roberts (1996), por ejemplo, inves­
tiga los patrones de creación y destrucción de empleo 
industrial entre 1979 y 1986. Sus resultados muestran 
la importancia de la demografía empresarial y de fac­
tores tecnológicos a nivel de sectores como determi­
nantes de los flujos laborales. Levinsohn (1999) ana­
liza la evolución del empleo diferenciando según ta­
maño y orientación exportadora de la empresa. Sus 
conclusiones apuntan a que el tamaño y la orientación 
sectorial (sector de bienes transables o sector de bie­
nes no transables) son relevantes para entender los 
movimientos del empleo. Por su parte, Camhi, Engel 
y Micco (1997) describen la heterogeneidad de los 
flujos de empleo y productividad a nivel de plantas, y 
Pavcnik (2002) muestra que la reasignación de recur­
sos entre sectores es una fuente importante del aumento 
de la productividad. Aravena (2003), en cambio, ana­
liza el impacto de la rigidez salarial sobre el empleo 
según el tamaño de las empresas; sus resultados sugie­
ren que las microempresas y las pequeñas empresas 
tienen mayores tasas de creación y destrucción, y que 
la razón entre el salario mínimo y el salario promedio
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es útil para explicar el nivel de empleo en ellas, pero 
no así en las empresas grandes. Por su parte, Ferrada 
y Reinecke (2004) señalan que son necesarios estudios 
adicionales para obtener resultados robustos sobre la 
relación de causalidad entre empleo y salario mínimo. 
Asimismo, concluyen que las pequeñas y medianas 
empresas (pyme) efectivamente son las empresas que 
más contribuyen al empleo agregado.

En tal contexto, el presente estudio hace una con­
tribución desde dos puntos de vista: muestra patrones

II
Un vistazo a las

En los últimos diez años ha habido un gran auge de 
estudios empíricos sobre los fenómenos de creación y 
destrucción de empleo, basados por lo general en in­
formación a nivel de establecimientos productivos, 
empresas o plantas, con datos periódicos de empleo 
(Bockerman, 1999; Schreyer, 1996). Han comenzado 
a aumentar los estudios que analizan el nexo entre 
variables vinculadas al comercio (tipo de cambio, ven­
tajas comparativas, aranceles) y los flujos de empleo, 
pero todavía son escasos, y más aún en países en de­
sarrollo. Por ejemplo, Davis, Haltinwanger y Schuh 
(1996) investigan los flujos de empleo en la industria 
manufacturera de los Estados Unidos entre 1973 y 
1986, y señalan que no existen respuestas sistemáticas 
entre los niveles de rotación y la exposición sectorial 
al comercio. Klein, Schuh y Triest (2003a), por su 
parte, muestran que en ese país el tipo de cambio des­
empeña un papel relevante en los flujos de empleo y 
que su impacto aumenta en industrias más abiertas. La 
principal contribución de este último estudio es que 
analiza por separado el impacto de los cambios cícli­
cos y tendenciales del tipo de cambio.

También respecto de sectores industriales de los 
Estados Unidos, Gourinchas (1998) presenta un análi­
sis con vectores autorregresivos para estimar el efecto 
del tipo de cambio sobre la creación y destrucción de 
empleo. Concluye que una apreciación del tipo de cam­
bio afecta positivamente a ambas en los sectores 
transables, pero que tiene nulo impacto en los sectores 
no transables.1 Por su parte, Bentivogli y Pagano (1999)

1 E n  un  estudio sim ilar p a ra  F ranc ia  entre 198 4  y  1992, G ourinchas 
(1999) concluye que allí el tipo  de cam bio afecta los flujos de em pleo 
de m anera  aún  m ás s ign ificativa  que en los Estados U nidos.

estilizados de los flujos laborales, y es una primera 
aproximación empírica al impacto que tienen sobre los 
flujos de empleo las variables vinculadas al comercio. 
En la sección II siguiente plantea las principales con­
clusiones que se obtienen de la literatura empírica; la 
sección III describe los patrones de la dinámica labo­
ral, y la sección IV investiga el impacto de los arance­
les, el tipo de cambio y las ventajas comparativas so­
bre los flujos laborales, utilizando evidencia econo- 
métrica.

publicaciones sobre el tema

estudian los sectores manufactureros de cuatro países 
europeos y no encuentran evidencia de un impacto sus­
tantivo del comercio internacional. Klein, Schuh y 
Triest (2003b) examinan el impacto del Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte en tres industrias 
específicas estadounidenses —la textil, la química y la 
automotriz— y sus resultados muestran que dicho tra­
tado ha tenido un muy bajo impacto tanto sobre el 
empleo neto como sobre la rotación laboral. Entre los 
pocos estudios para América Latina destaca el realiza­
do por Haltinwanger, Kuegler y otros (2004), quienes 
investigan el impacto de la apertura sobre el crecimiento 
del empleo neto y la rotación laboral en seis países de 
la región. Para esto, estiman una función de creación y 
rotación de empleo sobre sus propios rezagos, arance­
les, producto interno bruto y tipo de cambio y una va­
riable sustitutiva de seguridad laboral. Las estimacio­
nes muestran que las reducciones en los aranceles y las 
apreciaciones del tipo de cambio aumentan el grado de 
rotación laboral, aunque también sugieren una reduc­
ción del crecimiento neto del empleo a medida que 
aumenta la exposición al comercio.

Si bien la premisa básica de estos estudios es re­
lativamente común y apunta a verificar si la apertura 
involucra mayor rotación de empleo, existen amplias 
diferencias metodológicas. Por un parte, las aproxima­
ciones econométricas son específicas a cada estudio y, 
por otra, los marcos analíticos se focalizan en distintos 
factores: mayor competencia, evolución del tipo de cam­
bio, variaciones arancelarias o acuerdos comerciales. A 
partir de estos estudios se puede señalar que, en gene­
ral, una mayor apertura induce mayores flujos de em­
pleo, a veces también con efectos netos, pero la eviden­
cia es aún preliminar y no existen patrones estilizados.
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Hay sí algunas características generales de los 
flujos de empleo. Así por ejemplo, mientras la crea­
ción de empleo es procíclica, la destrucción es 
contracíclica (es decir, tiende a ser menor en períodos 
de auge económico), aunque no existe simetría entre 
ambas y la destrucción tiende a ser más volátil 
(Campbell y Fisher, 1998). La tasa de rotación de 
empleo no presenta un vínculo claro respecto del ci­
clo económico: mientras en los Estados Unidos hay 
evidencia de que es contracíclica (Schuh y Triest,
1998), en algunos países europeos y Colombia y Ma­
rruecos la evidencia es opuesta (Stigelbauer, Stahl y 
otros, 2002; Boeri, 1996; Roberts, 1996). La entrada 
y salida de firmas, por su parte, son componentes im­
portantes de la dinámica laboral y explican una parte 
significativa de los flujos de empleo (Castillo, Cesa y 
otros, 2002; Barnes y Haskel, 2002). Más aún, existe 
evidencia que sugiere que la entrada y salida de em­
presas influye más sobre los flujos de empleo en los 
países en desarrollo que en los desarrollados (Roberts 
y Tybout, 1996).

En términos sectoriales también existen patrones. 
Las actividades manufactureras, por ejemplo, presen­
tan sistemáticamente menores niveles de rotación que 
las de servicios. Asimismo, dentro de la industria 
manufacturera se observa una fuerte heterogeneidad 
(Davis, Haltinwanger y Schuh, 1996), lo que sugiere 
que pesan mucho factores sectoriales específicos, como 
la intensidad de uso del capital, la escala de produc­
ción óptima, los costos de entrada y salida, los costos 
hundidos y los patrones de innovación y avance tec­
nológico. En efecto, mientras mayor sea la intensidad 
de uso del capital y la escala de producción óptima, 
menores serán los flujos de empleo.2 A nivel de las

empresas, en tanto, existe una relación inversa entre 
creación/destrucción de empleo y tamaño, antigüedad, 
salarios y capital humano: mientras más pequeñas, 
jóvenes y con menor nivel de salarios y capital huma­
no son las empresas, más volátil tiende a ser el em­
pleo, observándose mayores niveles de creación y des­
trucción (Acs, Armington y Robb, 1999; Davis, 
Haltinwanger y Schuh, 1996; Schreyer, 1996; Casti­
llo, Cesa y otros, 2002).

Respecto del rol de las pequeñas y medianas em­
presas (pyme) en la generación de empleo, aún existe 
controversia. En efecto, la frase “las pyme son las ma­
yores fuentes de creación de empleo” en muchos casos 
se basa en especificaciones discutibles de aspectos 
metodológicos. Estos aspectos se vinculan fundamental­
mente con el cambio de tamaño de las empresas a tra­
vés del tiempo y la diferencia significativa de trabajar 
con los conceptos de creación neta o creación bruta de 
empleo. De hecho, distintas definiciones de estos aspec­
tos pueden llevar a conclusiones opuestas sobre la im­
portancia de las pyme. Desde el trabajo de Birch (1979), 
quien estableció que cerca del 80% de la creación de 
empleo en los Estados Unidos era producto de las acti­
vidades de las pequeñas y medianas empresas, han sur­
gido diferentes estudios para apoyar o rechazar su con­
clusión. Por ejemplo, Davis, Haltinwanger y Schuh 
(1996) concluyen que son las empresas grandes las que 
dominan la creación de empleo en los Estados Unidos, 
mientras que tanto Barnes y Haskel (2002) como Picot, 
Baldwin y Dupuy (1994) realzan la importancia de las 
pyme en el Reino Unido y Canadá, respectivamente. Lo 
curioso es que la discusión se debe a diferencias no solo 
conceptuales sino también metodológicas, como lo de­
muestran Kirchhoff y Greene (1995).

III
Patrones del empleo industrial

En las últimas décadas, la economía chilena experimen­
tó fuertes transformaciones que acompañaron su paso 
por diferentes etapas del ciclo económico. En efecto,

2 A sim ism o, sectores industriales con  alto  crecim iento  de la  p ro ­
ductiv idad  to ta l de facto res suelen  exh ib ir m ayor crecim iento  neto 
y  m ay o r ro tac ión  del em pleo. v é a s e  en Foster, H a ltinw anger y 
K rizan  (1998) y  en L oecker y  K onings (2003) un  análisis m ás de­
ta llado  del v ínculo  entre p roductiv idad  y  flu jos de em pleo .

Chile llevó a cabo reformas conducentes a una creciente 
preponderancia del mercado en la asignación de recur­
sos y consolidó un modelo exportador en un clima de 
liberalización comercial, desregulación y privatización 
de empresas. Estas reformas se iniciaron en el decenio 
de 1970, pero se profundizaron y ampliaron en las dé­
cadas posteriores. Más aún, Chile fue pionero en la li- 
beralización comercial y en la aplicación de los pos­
tulados del Consenso de Washington en la región. Las
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F u e n te : E laboración  p ro p ia  con  datos de la  E ncuesta  N acional Industrial A nual (ENIA) y  del Institu to  N acional de E stadísticas (INE).

a E m pleados: personal calificado y  dedicado a  ta reas adm inistrativas. O breros: trabajadores poco calificados y  dedicados a  labores p roduc­
tivas.
L a ta sa  de desem pleo  es la  agregada  de la  econom ía.

reformas laborales se comenzaron a implementar a fi­
nales del decenio de 1970 y apuntaron a una mayor 
flexibilización del mercado del trabajo.3

En términos de ciclo económico, Chile sufrió una 
fuerte caída del producto interno bruto (p ib ) a comien­
zos de la década de 1980 (Ap ib  -13% en 1982 y -3,5% 
en 1983) que elevó la tasa de desempleo al 20%. La 
posterior recuperación llevó a un marcado crecimien­
to (Ap ib  7,7% en promedio en 1986-1997) que se ca­
racterizó por sostenidas reducciones del desempleo. 
Finalmente hubo una etapa de ajuste (a p ib  -1,1% en
1999) alineada con la crisis asiática, que subió el des­
empleo a cifras en torno al 10% (gráfico 1). En este 
contexto de reformas estructurales y etapas del ciclo 
macroeconómico se enmarca el análisis del empleo 
industrial.

1. Patrones generales

El panorama del empleo industrial se caracteriza por 
tener tres etapas alineadas con el ciclo económico:

3 P ara  u n a  rev isión  m ás en  detalle  de las reform as laborales véase 
H achette (2000).

fuerte caída entre 1979 y 1984, sostenido crecimiento 
entre 1986 y 1995 y, finalmente, una marcada caída a 
partir de 1996 (gráfico 1). Se aprecia asimismo la co­
rrelación positiva entre la evolución agregada del em­
pleo y la contratación de trabajadores poco calificados 
(obreros), que son la base del empleo industrial. por 
su parte, la contratación de trabajadores relativamente 
más calificados (empleados) muestra menor dispersión 
y un comportamiento más estable a través de las dis­
tintas etapas del ciclo.

Los flujos de empleo son fenómenos significati­
vos en la dinámica laboral y, en este sentido, la crea­
ción neta de empleo ‘esconde’ procesos de creación y 
destrucción que no sólo son relevantes, sino además 
permanentes. Así, la creación y destrucción de empleo 
son fenómenos continuos a lo largo del ciclo económi­
co, aun cuando la variación neta de empleo sea nula o 
muy baja (gráfico 2). De hecho, la creación fue de 13,0% 
como promedio anual entre 1980 y 2000, mientras que 
la destrucción alcanzó a 13,2% (cuadro 1). Estos pro­
cesos dan cuenta, a su vez, de una rotación laboral 
promedio de 26,2% para todo el período.

La creación neta de empleo, por su parte, tuvo dos 
períodos con tasas negativas (1980-1983 y 1996-2000) 
y uno con crecimiento neto positivo (1984-1995). Esto
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Chile: Dinámica del empleo industrial
(Porcentajes)

- Creación -Destrucción - Rotación Creación neta

F uente: E laboración p ro p ia  sobre la  base de la  E ncuesta  N acional Industrial A nual que rea liza  el Institu to  N acional de E stadísticas (INE, 
varios años).

GRAFICO 2

avala la percepción intuitiva de que la creación neta 
está directamente asociada a la evolución macroeco- 
nómica y por lo tanto es procíclica. De hecho, el índi­
ce de correlación entre la tendencia del Ap ib  y Aempleo 
es 0,4 (gráfico 3). El comportamiento de la creación 
neta es consecuencia de la evolución procíclica de la 
creación de empleo, por una parte, y contracíclico de 
la destrucción de empleo, por otra (apéndice B). En 
efecto, los índices de correlación de la creación y des­
trucción de empleo con la tendencia del a p ib  son 0,19 
y -0,41, respectivamente. Destaca el hecho de que la 
creación es menos sensible (en valor absoluto) que la 
destrucción: mientras la elasticidad de la creación de 
empleo respecto a cambios en a p ib  es de 0,02%, la 
elasticidad de la destrucción es de -0,25%. De este 
modo, si bien la destrucción de empleo aumenta fuer­
temente en períodos de recesión, la creación no dis­
minuye en la misma medida.

Un aspecto que se desprende de la relación no si­
métrica entre creación y destrucción respecto al ciclo 
es que la rotación de empleo tiende a ser contracíclica: 
la correlación entre la tasa de rotación y Ap ib  es de 0,27, 
mientras que la correlación entre rotación y Aempleo 
neto es de -0,37. Es decir, la rotación de empleo tien­
de a aumentar en períodos de recesión, cuando los

costos del ajuste son menores debido a la baja deman­
da.4 A pesar de esta relativa eficiencia de la rotación 
laboral en Chile, la series de creación y destrucción 
presentan una correlación negativa (de -0,26), sugirien­
do un proceso poco sincronizado de reasignación de 
recursos.

A nivel teórico, Caballero y Hammour (1996) 
plantean un modelo de rotación laboral con costos fi­
jos de entrada, crecimiento tecnológico y fluctuacio­
nes cíclicas de demanda, y concluyen que una econo­
mía eficiente debería concentrar sus esfuerzos de 
reasignación de recursos productivos en las recesiones, 
debido a los menores costos de oportunidad. Asimis­
mo, sostienen que un funcionamiento inadecuado del 
mercado laboral podría erosionar la rotación eficiente 
del empleo y llevar a una esclerosis de la estructura 
productiva, caracterizada por una baja capacidad de 
renovación. Asimismo, en un estudio empírico para los 
Estados Unidos, Caballero y Hammour (1994) interpre­
tan la mayor sensibilidad de la destrucción frente al ciclo

4 Este resu ltado  contradice lo presen tado  po r R oberts (1996), quien 
no  encuen tra  patrones cíclicos en  la  ro tac ión  de em pleo  industrial 
en C hile entre 1979 y  1986.
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Chile: Tasa de creación, destrucción, rotación y creación plena de empleo industrial, 1980-2000
(Porcentajes)

Año C reación  
de em pleo 

(1)

C reación 
en  em pr. 
nacientes

C reación 
en empr. 
continuas

C reación  en 
nacientes/ 

Total creación

D estrucción 
de em pleo 

(2)

D estrucción  
en  em pr. 
salientes

D estrucción 
en empr. 
continuas

D estrucción  en 
em pr. salientes/ 

T otal destrucción

T asa de 
ro tación

(3) = (1) +  (2)

C reación 
neta  

(4) =  (1) - (2)

1980 11,4 2,3 9,1 20,2 15,0 6,3 8,7 42,0 26,4 -3 ,6

1981 9,1 1,8 7,3 19,8 15,6 6,0 9,6 38,5 24,7 -6 ,5

1982 5,6 1,4 4,2 25,0 23,1 4,7 18,4 20,3 28,7 -1 7 ,5

1983 11,1 2,9 8,2 26,1 13,3 5,0 8,3 37,6 24,4 -2 ,2

1984 16,6 4,9 11,7 29,5 9,1 3,3 5,8 36,3 25,7 7,5

1985 12,6 2,0 10,6 15,9 6,8 1,8 5,0 26,5 19,4 5,8

Prom edio

1980-85
11,1 2,6 8,5 23,0 13,8 4,5 9,3 32,7 24,9 -2 ,8

1986 16,1 3,2 12,9 19,9 7,8 3,2 4,6 41,0 23,9 8,3

1987 19,0 5,9 13,1 31,1 8,5 2,7 5,8 31,8 27,5 10,5

1988 15,5 3,3 12,2 21,3 7,9 2,3 5,6 29,1 23,4 7,6

1989 15,3 3,7 11,6 24,2 8,5 2,7 5,8 31,8 23,8 6,8

1990 11,8 3,4 8,4 28,8 10,6 3,2 7,4 30,2 22,4 1,2

1991 12,8 4,0 8,8 31,3 9,1 1,8 7,3 19,8 21,9 3,7

1992 13,6 5,1 8,5 37,5 8,8 3,0 5,8 34,1 22,4 4,8

1993 11,9 4,0 7,9 33,6 10,2 3,1 7,1 30,4 22,1 1,7

1994 10,5 3,0 7,5 28,6 10,2 3,1 7,1 30,4 20,7 0,3

1995 11,6 4,9 6,7 42,2 11,2 3,3 7,9 29,5 22,8 0,4

1996 13,1 7,3 5,8 55,7 16,9 4,4 12,5 26,0 30,0 -3 ,8

1997 12,1 4,8 7,3 39,7 14,1 6,6 7,5 46,8 26,2 -2 ,0

Prom edio

1986-97
13,6 4,4 9,2 32,2 10,3 3,3 7,0 31,8 23,9 3,3

1998 10,8 3,6 7,2 33,3 17,8 9,3 8,5 52,2 28,6 -7 ,0

1999 9,5 3,7 5,8 38,9 26,6 16,0 10,6 60,2 36,1 -1 7 ,1

2000 23,1 15,5 7,6 67,1 25,7 15,0 10,7 58,4 48,8 -2 ,6

Prom edio

1980-2000
13,0 4,3 8,7 33,2 13,2 5,1 8,1 38,6 26,2 -0 ,2

F u e n te : E laboración  p ro p ia  sobre la  base de la  E ncuesta  N acional Industrial A nual que rea liza  el Institu to  N acional de Estadísticas (INE, varios años).
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GRÁFICO 3
Chile: Patrones cíclicos de los flu jos de empleo

F u e n te : E laboración  p rop ia  con datos p a ra  1979-2000  de la  E ncuesta  N acional Industrial de Em pleo  que rea liza  el Institu to  N acional de 
Estadísticas (INE, varios años) y  con datos del B anco C entra l de Chile.

económico y una correlación negativa entre las series 
de creación y destrucción, señalando que las recesiones 
tienen un efecto depurador (cleansing effect), que se 
traduce por ejemplo en el reemplazo o muerte de tec­
nologías, productos o procesos obsoletos.

por otra parte, los datos muestran también que la 
entrada y salida de empresas tiene gran relevancia para 
explicar la dinámica de empleo. La creación de em­
pleo debido al nacimiento de nuevas empresas contri­
buyó en promedio en 33,2% a la creación total de 
empleo en 1980-2000 (cuadro 1). Por su parte, las 
empresas salientes del mercado fueron responsables del 
38,6% de la destrucción de empleo.

2. Características sectoriales

A nivel más desagregado, se puede observar que la 
mayoría de los sectores industriales presentan signifi­
cativas tasas de creación y destrucción de empleo y, al 
mismo tiempo, una gran heterogeneidad en los niveles 
de rotación. Esto sugiere un gran peso de factores sec­
toriales específicos en la determinación de la movilidad 
laboral: por ejemplo, la intensidad de uso del capital, el 
tamaño de planta óptimo, los costos irrecuperables y los 
patrones tecnológicos. Utilizando datos medios para 
1980-2000, los sectores que destacan con mayor rota­
ción de empleo son: barro, loza y porcelana, madera,
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muebles, productos derivados del petróleo y prendas de 
vestir (cuadro 2). En general, se trata de sectores que 
hacen uso intensivo de mano de obra. Por el contrario, 
con baja rotación de empleo se destacan refinerías de 
petróleo, hierro y acero, otros químicos y tabaco, sec­
tores con uso intensivo de capital.

Debido a su alta heterogeneidad, el sector 311- 
alimentos se analiza a nivel de 4 dígitos de la Clasifi­
cación Industrial Internacional Uniforme de todas las 
actividades económicas (c i iu /Rev.2), mostrando tam­
bién diferencias importantes. Se destaca, por ejemplo,

Elaboración de pescado y crustáceos, con una rotación 
laboral en torno al 39%, mientras que fabricación de 
azúcar presenta una rotación de 17%. Estos datos 
muestran dos hechos estilizados: primero, la rotación 
laboral disminuye a medida que se eleva la intensidad 
de uso de capital y, segundo, hay fuerte correlación 
entre creación y destrucción de empleo (gráfico 4 ) 

Por otra parte, los patrones sectoriales confirman 
lo contracíclico de la rotación: de 37 sectores indus­
triales, 30 presentan flujos de empleo contracíclicos. 
Asimismo, existe una correlación negativa entre las

CUADRO 2
Dinámica de empleo industria l según sectores de la C lasificación Industrial 
Internacional Uniforme de todas las actividades económicas (ciiu / r e v .2), 
promedios 1980-2000
(P orcentajes)

S ecto r C reación D estrucción R otación C orrelación
de em pleo de em pleo de em pleo (1) y  (2)

(1) (2) (3) = (1) + (2)

361 - B arro, loza  y  porcelana 14,0 19,2 33,2 0,06
331 - M adera 16,1 17,0 33,1 -0 ,1 4
332 - M uebles 13,9 14,1 28,0 -0 ,1 9
354 - Productos derivados del petróleo 14,4 13,5 27,9 0,12
322 - Prendas de vestir 12,2 14,7 26,9 -0 ,2 4
351 - Sustancias quím icas 14,5 11,5 25,9 -0 ,2 7
384 - M aterial de transporte 13,0 12,8 25,8 -0 ,3 6
390 - O tras industrias 12,7 13,1 25,8 0,02
381 - Productos m etálicos 12,7 12,3 25,0 -0 ,6 1
312 - O tros a lim entos 13,3 11,5 24,9 -0 ,2 9
369 - O tros productos m in . no  m etálicos 12,6 12,2 24,9 0,06
323 - C uero 9,2 15,2 24,5 -0 ,0 4
372 - M etales no  ferrosos 12,9 10,3 23,1 -0 ,1 3
382 - M aquinaria  no  eléctrica 10,4 12,5 22,9 -0 ,3 3
313 - B ebidas 11,0 11,5 22,5 -0 ,0 7
356 - P lásticos 12,6 9,5 22,2 -0 ,6 5
324 - C alzado 10,1 11,5 21,7 0,11
355 - Productos de caucho 10,2 11,5 21,7 -0 ,4 5
383 - M aquinaria  y  equipos e léctricos 10,3 11,2 21,5 -0 ,4 8
362 - V idrio 8,9 12,3 21,2 -0 ,1 1
385 - Equipo p rofesional y  científico 10,5 10,6 21,1 0,21
341 - Papel y  productos 10,7 10,0 20,7 0,08
321 - T extiles 8,2 11,5 19,8 -0 ,5 9
342 - Im prentas y  editoriales 8,9 9,1 18,0 -0 ,31
314 - Tabaco 7,4 10,5 17,9 0,41
352 - O tros quím icos 9,3 8,5 17,8 -0 ,1 1
371 - H ierro y  acero 4,4 5,7 10,1 -0 ,3 5
353 - R efinerías de petróleo 1,9 3,6 5,5 0,33

3114 - E lab . de pescado, crustáceos y  otros 22,4 16,8 39,2 -0 ,5 9
3113 - E nvasado y  conserv . fru tas/legum bres 17,8 16,6 34,4 -0 ,2 9
3115 - Fab. aceites y  grasas vegetales/anim ales 12,9 16,2 29,1 -0 ,0 7
3112 - Productos lácteos 12,4 10,2 22,6 -0 ,3 3
3117 - Panadería  y  otros productos 11,1 11,4 22,5 0,42
3111 - M atanza ganado y  prep. de carne 12,5 9,7 22,2 -0 ,1 5
3116 - Productos de m olinería 9,9 11,9 21,8 0,03
3119 - C acao, chocolate y  confitería 10,3 9,7 20,0 0,33
3118 - Fabricación y  refinac ión  de azúcar 7,0 10,2 17,2 -0 ,1 8

Fuente: E laboración  p ro p ia  con  datos p a ra  1979-2000 de la  E ncuesta  N acional Industrial A nual que rea liza  el Institu to  N acional de E stad ís­
ticas (INE, varios años).
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GRÁFICO 4
Chile: Creación y destrucción de empleo 
por sector, promedio 1980-2000a
(Porcentajes)

C reación  de em pleo

F uente: E laboración p rop ia  con datos para  1979-2000 de la  Encuesta 
N acional Industria l A nual que rea liza  el Institu to  N acional de E sta ­
d ísticas (INE, varios años).

series de creación y destrucción de empleo en 25 sec­
tores. Estos resultados muestran que la economía tie­
ne ciertos grados de flexibilidad5 e incrementa la 
reasignación de recursos cuando el ciclo está en ‘baja’. 
Sin embargo, no existe sincronía entre los procesos de 
creación y destrucción de empleo.

3. Tamaño de las empresas

Aunque las empresas pequeñas son las más numero­
sas dentro del sector industrial, en términos de empleo 
las que revisten mayor importancia son las grandes 
empresas. Aplicando la clasificación de tamaño según 
ventas utilizada por la Corporación de Fomento de la 
producción (CORFO), las empresas pequeñas represen­
tan un 46% de los establecimientos, las medianas un 
17% y las grandes un 37%. En términos de empleo, 
por el contrario, las empresas grandes contribuyen con 
el 73%, mientras que las pequeñas lo hacen con un 
16%. Siguiendo la metodología planteada por Davis, 
Haltinwanger y Schuh (1996), analizamos la creación 
y destrucción de empleo según tamaño, y la participa­
ción relativa de cada categoría sobre el total de em­
pleo creado y destruido.

5 C ab a lle ro , E n g e l y  M icc o  (2 0 0 4 )  a n a l iz a n  la  f le x ib il id a d  
m icroeconóm ica  en  varios países de A m érica  L atina  y  concluyen 
que C hile, si b ien  posee m enos flex ib ilidad  que los Estados U n i­
dos, m uestra  m ayor flex ib ilidad  que M éxico  y  V enezuela.

A primera vista, destaca una estrecha relación 
entre la creación/destrucción de empleo y el tamaño. 
De hecho, la creación de empleo es ampliamente ma­
yor en microempresas, con un promedio de 27% para 
todo el período (cuadro 3). Las empresas pequeñas y 
medianas por su parte, tuvieron una tasa de creación 
en torno al 15%, superior al 12,3% de las grandes. Así, 
a medida que las empresas tienen mayor tamaño exhi­
ben también menores tasas de creación de empleo. La 
destrucción laboral también crece a medida que dismi­
nuye el tamaño de las empresas: en las grandes la 
destrucción es de 11,5%, en las medianas de 15,7% y 
en las pequeñas de 19,4%, mientras que en las 
microempresas es de 51,8%. Estos patrones llevan a 
pensar que la rotación de empleo está negativamente 
asociada con el tamaño.6 Por otra parte, se observa 
también que las microempresas presentan mayor 
varianza que las empresas de mayor tamaño en sus 
flujos de empleo y respecto a fluctuaciones del ciclo 
económico. Es decir, las microempresas son más vo­
látiles en sus flujos de empleo, mientras que las em­
presas grandes muestran un comportamiento más ho­
mogéneo en todo el período.

Al considerar la participación de las empresas, 
según tamaño, en el total de empleo creado y destrui­
do, se observa que la participación de las empresas 
grandes (71% y 59%, respectivamente) es muy impor­
tante, mientras la de las microempresas (1% y 3%) es 
poco significativa (cuadro 4). Podemos concluir enton­
ces que las empresas relativamente más pequeñas tie­
nen mayores tasas de creación y destrucción de empleo, 
pero que las empresas grandes son las que dominan los 
flujos brutos de esa creación y destrucción.7 Tal fenó­
meno se debe a que las empresas grandes contribuyen 
en mayor proporción a la base del empleo industrial.

6 E l tam año de la  em presa  está  fuertem ente  correlacionado  con 
aspectos com o antigüedad y  n ive l de salarios. Si b ien  no  se anali­
zan  los flu jos de em pleo  según estas características, es esperable 
que em presas m ás jóvenes  y  con bajo n ivel de salarios tam bién  
te n g a n  ta sa s  de c re a c ió n  y  d e s tru c c ió n  m a y o re s . B erg o ein g , 
H ernando y  R epetto  (2003) po r ejem plo  m uestran  que la  an tigüe­
dad de em presas está  negativam ente  asociada con  la  rotación.
7 E n  fo rm a com plem entaria  se rea lizaron  cálculos u tilizando  la  c la ­
sificación  de tam año  usada  po r el i n e . C onform e a  esa  clasificación  
son em presas pequeñas aquellas con  m enos de 50  em pleados, m e ­
dianas las que tienen  entre 50  y  200 em pleados y  grandes aquellas 
con  200 o m ás em pleados. Las tasas de creación  son de 14% para 
las pequeñas em presas, 14%  p ara  las m edianas y  12% para  las g ran­
des, m ientras que las tasas de destrucción  son de 18% p ara  las 
pequeñas, 14% para  las m edianas y  9%  para  las grandes. Las p a r­
tic ipaciones sobre la  creación  (destrucción) b ru ta  en  tanto son  de 
24 ,6%  (33,6% ) p a ra  las pequeñas, 34 ,2%  (35,3% ) para  las m ed ia ­
nas y  41 ,2%  (31 ,1% ) p a ra  las grandes.
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Chile: Tasa de creación y de destrucción de empleo industrial según tamaño de las empresa, 1980-2000a
(Porcentajes)

Año C reación  de em pleo D estrucción  de em pleo
M icro Pequeñas M edianas G randes M icro Pequeñas M edianas G randes

1980 5,0 11,2 14,4 10,7 50,1 21,7 14,3 12,7
1981 15,7 10,8 11,8 7,9 36,2 20,2 19,2 13,8
1982 13,4 6,9 8,2 3,9 62,5 28,7 28,2 20,0
1983 17,6 12,7 15,5 9,7 42,5 18,3 18,1 10,4
1984 11,8 22,5 24,9 14,8 39,1 13,2 10,0 7,4
1985 12,2 13,8 16,1 12,3 27,9 11,0 9,3 5,0

Prom edio  1980-1985 12,6 13,0 15,2 9,9 43,1 18,8 16,5 11,5

1986 14,6 17,3 19,2 16,2 57,2 13,2 10,4 5,8
1987 38,8 26,3 22,3 18,6 44,8 16,5 12,3 6,2
1988 12,4 14,1 18,2 16,1 48,0 15,9 8,8 6,2
1989 22,1 13,1 17,9 16,2 64,5 17,0 11,2 6,9
1990 28,1 13,1 15,4 11,3 55,0 20,8 14,2 8,7
1991 36,5 16,0 19,2 11,8 38,6 11,9 9,5 8,6
1992 17,4 14,5 15,3 13,9 35,7 15,7 9,5 7,7
1993 31,8 13,4 15,8 11,4 36,9 14,9 12,6 9,3
1994 18,0 12,6 13,4 10,0 48,6 14,3 12,2 9,4
1995 5,4 12,4 13,9 11,3 87,8 19,7 14,5 9,7
1996 56,8 22,1 21,2 10,8 64,9 22,4 16,4 16,1
1997 36,6 15,2 13,3 11,3 61,8 23,1 19,6 12,2

Prom edio  1986-1997 26,5 15,8 17,1 13,2 53,7 17,1 12,6 8,9

1998 27,0 11,4 12,7 10,0 24,8 25,9 20,4 16,5
1999 10,9 12,9 12,9 7,6 130,7 27,8 28,7 25,6
2000 134,2 21,6 22,2 22,5 30,4 34,9 31,2 23,8

Prom edio  1980-2000 27,0 14,9 16,4 12,3 51,8 19,4 15,7 11,5

F u e n te : E laboración  p ro p ia  con  datos p a ra  1979-2000 de la  E ncuesta  N acional Industrial .Anual que rea liza  el Institu to  N acional de E stadísticas (INE, varios años).

a C lasificación  de las em presas según sus ventas u tilizando  el criterio  de la  C orporación  de Fom ento  de la  Producción (COREO) basado en un idades de fom ento  (UF): m icroem presas (0 a
2.400 UF), pequeñas em presas (2.401 a  25.000 UF), m edianas (25.000 a  100.000 UF) y grandes (100.000 UF o más).
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Chile: P artic ipac ión  en el to ta l de em pleo indu s tria l creado y  destru ido , según tam año de las em presas, 1980-2000a
(P orcenta jes)

A ño
(P artic ipación

C reación  de em pleo 
en  el to ta l de em pleo  creado, según tam año)

D estrucción  de em pleo 
(P artic ipación  sobre to ta l em pleo  destruido, según tam año)

M icro Pequeñas M edianas G randes M icro Pequeñas M edianas G randes

1980 0,5 19,3 12,7 67,5 3,5 27,6 9,4 59,5
1981 1,2 21,6 13,4 63,8 1,6 22,9 12,3 63,2
1982 2,6 27,6 17,5 52,4 2,6 25,2 13,1 59,1
1983 1,8 24,9 15,1 58,2 3,6 29,8 14,6 52,0
1984 0,6 26,6 15,1 57,7 3,8 29,6 11,5 55,1
1985 0,6 20,0 13,5 65,9 2,7 30,9 15,0 51,4

Prom edio  1980-1985 1,2 23,3 14,6 60,9 3,0 27,7 12,7 56,7

1986 0,4 17,2 12,2 70,3 3,2 28,4 14,2 54,2
1987 0,6 19,7 10,9 68,8 1,6 29,4 14,3 54,7
1988 0,2 12,1 10,5 77,3 1,5 27,7 10,4 60,4
1989 0,2 9,6 9,9 80,3 1,2 23,4 11,5 63,9
1990 0,3 12,5 11,2 75,9 0,8 22,2 11,5 65,5
1991 0,5 14,3 12,7 72,5 0,7 15,0 9,0 75,3
1992 0,2 11,1 9,4 79,4 0,6 19,3 9,4 70,7
1993 0,4 11,4 10,8 77,4 0,5 15,0 10,1 74,4
1994 0,3 12,2 10,4 77,2 0,7 14,4 9,8 75,1
1995 0,1 10,7 9,7 79,5 1,1 17,6 10,4 70,9
1996 0,6 17,5 13,6 68,3 0,5 13,5 8,0 77,9
1997 0,5 13,4 9,2 76,9 0,7 17,2 11,6 70,5

Prom edio  1986-1997 0,4 13,5 10,9 75,3 1,1 20,3 10,9 67,8

1998 0,9 11,5 9,5 78,1 0,5 15,1 8,9 75,5
1999 0,5 16,4 12,0 71,0 2,1 11,5 8,7 77,7
2000 3,5 10,6 7,7 78,2 0,7 15,4 9,7 74,1

Prom edio  1980-2000 0,8 16,2 11,8 71,3 3,5 27,6 9,4 59,5

F u e n te : E laboración p rop ia  con  datos p a ra  1979-2000 de la  E ncuesta  N acional Industrial A nual que rea liza  el Institu to  N acional de Estadísticas (INE, varios años).

a C íasificaeiónde las em presas según sus ven tas utilizando el criterio  de la  C orporación  de Fom ento  de la  Producción  (COREO), basado en  unidades de fom ento  (UF): M icroem presas (0  a
2.400 UF), pequeñas em presas (2.401 a  25.000 UF), m edianas (25.000 a  100.000 UF) y grandes (100.000 UF o m ás).

158



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 6 A G O S T O  2 0 0 5 159

IV
Los flujos de empleo y la apertura

La apertura y la liberalización comercial se canalizan 
en la estructura productiva a través de varios mecanis­
mos. Las vías formales son la reducción de aranceles 
y los acuerdos comerciales (bilaterales y multilate­
rales), mientras que las vías informales pasan por as­
pectos como un mayor y mejor acceso a la informa­
ción, menores costos de transporte y, en definitiva, 
el proceso de globalización. En conjunto, estos fac­
tores reducen el costo del comercio y fomentan la 
inserción internacional de las empresas, las industrias 
y la economía en su totalidad. En este contexto, la 
existencia de mayor inserción global y más compe­
tencia entre las economías elevan la elasticidad del 
empleo frente a alteraciones en precios relativos, 
como el tipo de cambio, lo que acrecienta la impor­
tancia de éste como “precio” de asignación y deter­
minante de la localización de factores.8 Una aprecia­
ción del tipo de cambio, por ejemplo, puede reducir 
la demanda interna de empleo porque facilita la pre­
sencia de productos importados e incrementa la com­
petencia. Sin embargo, la apreciación también aumenta 
la importación de maquinaria y equipos, generando una 
inversión que debe ser complementada con recursos 
humanos y, por lo tanto, puede también elevar la de­
manda de empleo.

La apertura genera beneficios asociados principal­
mente a la reasignación de recursos a usos más eficien­
tes, la incorporación de equipos y tecnología que ele­
van la productividad, y el desarrollo de las exportacio­
nes. Este proceso, a su vez, está ligado a las ventajas 
comparativas y depende de la dotación de recursos y 
capacidades. La apertura también origina costos vin­
culados a la mayor competencia externa, que afectan 
el empleo y los salarios y acentúan la incertidumbre 
de los agentes. Los modelos tradicionales de comer­
cio predicen que luego de la apertura se incrementará 
el empleo en sectores con ventajas comparativas y se 
reducirá en sectores sin ventajas. Es evidente, asimis­
mo, que la apertura produce impactos heterogéneos, de 
modo que es posible diferenciar ganadores y perdedo­

8 D esde el punto  de v is ta  económ ico, la  apertu ra  en  sí m ism a tiende 
a  depreciar el tipo  de cam bio; aunque si está  acom pañada p o r una 
apreciación  el m otivo  probab lem ente  es otro (por ejem plo, la  aper­
tu ra  de la  cuen ta  de capital).

res tanto entre los sectores como entre las empresas de 
un mismo sector.

En consecuencia, han surgido recientemente mo­
delos teóricos de apertura y comercio internacional con 
empresas no homogéneas, precisamente para captar 
diferentes tipos de respuestas frente a la liberalización. 
Bernard, Redding y Schott (2004), por ejemplo, com­
binan las teorías tradicionales de comercio y ventajas 
comparativas con esta nueva literatura de firmas 
heterogéneas (Melitz, 2003; Bernard, Jensen y Schott,
2003) y plantean un modelo de dinámica industrial en 
un contexto de apertura y reducción de costos del co­
mercio. Conceptualmente, la apertura puede tener di­
versos impactos sobre las empresas: aumento de la pro­
babilidad de muerte de empresas con bajos niveles de 
productividad; mayor posibilidad de transformar em­
presas con alta productividad en empresas exporta­
doras, y mayores expectativas de crecimiento de aque­
llas que ya exportan. En este panorama, las caracterís­
ticas sectoriales tienen importancia y ejercen un efec­
to directo sobre la rotación de empleo, los salarios 
relativos y la productividad de la industria. El modelo 
demuestra que la apertura eleva la productividad de los 
sectores mediante una reasignación de la producción 
desde empresas poco productivas a otras con mayor 
productividad, lo que es más evidente en industrias con 
ventajas comparativas. Esto debido a que las empre­
sas en estas industrias tienen más probabilidades de 
exportar, lo que amplía la entrada de nuevas empresas 
y fuerza a salir del mercado a otras con baja producti­
vidad. Una implicancia del modelo descrito es que de­
bido a mayores niveles de entrada y salida de firmas, 
la rotación de empleo tiende a ser mayor en industrias 
con ventajas comparativas.

En Chile la reforma comercial se inició en 1974 
y rápidamente se redujeron los aranceles y se elimina­
ron casi todas las barreras no arancelarias. En 1979 el 
arancel promedio ya era solo de 10%. No obstante, el 
proceso se revirtió debido a la fuerte crisis económica 
de 1982-1983 y el arancel subió a 20% en 1983 y 35% 
en 1984 (gráfico 5). En forma paralela, el tipo de cam­
bio mostró una fuerte devaluación en 1983-1984 y se 
inició un período de incentivo a las exportaciones 
(Moguillansky, 1999). Tras la crisis, la liberalización 
comercial tomó nuevo impulso y se materializaron
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Chile: Tipo de cambio real, arancel medio e índice de 
apertura industria l^  1980-2000
(P orcenta jes e índice)
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F u e n te : E laboración  p rop ia  con datos del B anco C entral de C hile y  del P rogram a de A nálisis de la  D inám ica  Industria l de la  D ivisión  de 
D esarro llo  P roductivo  y  E m presarial de la  CEPAL.

GRAFICO 5
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sucesivas reducciones arancelarias, llegando el arancel 
al 11% en 1991. En 1999 se dio comienzo a un proce­
so de reducción arancelaria de 1% al año, hasta llegar 
al 6% en el 2003. Estos cambios incentivaron un pro­
ceso de internacionalización basado en las ventajas 
comparativas y Chile experimentó un fuerte desarro­
llo exportador en sectores vinculados a los recursos 
naturales. En este clima de profundización de la aper­
tura, al que se sumó la firma de diversos acuerdos 
internacionales de comercio, el índice de apertura in­
dustrial (exportaciones más importaciones sobre ven­
tas) se incrementó desde 38% en 1985 a más de 58% 
en el 2000 (gráfico 5)

A continuación se analiza el impacto del tipo de 
cambio, las tarifas y las ventajas comparativas sobre 
los flujos de empleo a nivel sectorial. Las hipótesis por 
investigar son las siguientes: i) si las ventajas compara­
tivas tienen efectos positivos en la rotación de empleo, 
como lo plantea el modelo de Bernard, Jensen y Schott
(2003); ii) si el impacto del tipo de cambio es signifi­
cativo y, en tal caso, si es heterogéneo entre sectores, 
y iii) si la reducción arancelaria efectivamente acrecien­
ta la destrucción de empleo.

1. Modelo econométrico y metodología

Para analizar el vínculo del empleo con el tipo de cam­
bio, los aranceles y las ventajas comparativas, se plan­
tean tres modelos de flujos de empleo —creación, des­
trucción y rotación— sobre un conjunto de variables. 
Los modelos se especifican a nivel sectorial, a tres 
dígitos de la C iiu /Rev.2 (el 311-Alimentos, a cuatro 
dígitos), con periodicidad anual para 1980-2000. En­
tre las variables explicativas se incluyen el crecimien­
to del producto, la variación del tipo de cambio y del 
arancel sobre las importaciones y una variable que 
representa las ventajas comparativas, definida como ex­
portaciones netas. Asimismo, se establece una varia­
ble multiplicativa del tipo de cambio y de las ventajas 
comparativas para probar grados de respuesta del 
empleo según sectores. Para verificar la existencia de 
dinámica temporal en los flujos de empleo, se incluye 
una variable dependiente rezagada. De este modo, las 
ecuaciones por estimar son:

J C lt =  $ 0  ■ J C it -  +  A  • A P IB t  +  &  • A T C R  +

$ 3  ■ A T t-1  +  $ 4  ■ A it +  $ 5  ■ A it ' A T C R t +  Vi +  V t + £ it
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JDÜ =  P 0 ■ JDÜ-  +  A  • A PIBt +  p 2 ■ A TCRt +

P s  ■ A Tt-1 +  A 4 ■ A it +  A  ■ A i  ' A TCRt +  n  +  B t  +  £ it

JR t =  P o  ■ JRit-1  +  A  ■ A PIBt +  P 2 ■ a t c r  +  (3)

p 3 ■ A Tt-1 +  p 4 ■ A it +  p 5 ■ A it ' A TCRt +  n  + B t  +  e it

donde el subíndice i corresponde al sector industrial 
(i=1,..,37) y t al período de tiempo (t :1,...,21), mien­
tras que JCit es creación, JDt  es destrucción y j r u  es 
rotación de empleo; ap ib ( es la variación anual del pro­
ducto interno bruto; a t c r  t es la variación anual del tipo 
de cambio real; a t - 1  corresponde al cambio en el aran­
cel a las importaciones (rezagado un período) y a u  es 
un índice de ventajas comparativas definido como 
exportaciones menos importaciones (a u =x u-i ¡). Por su 
parte, n  corresponde al efecto fijo constante a través 
del tiempo pero diferente entre sectores; ¡it son shocks 
aleatorios homogéneos entre sectores pero diferentes 
en el tiempo y eit es el error aleatorio tradicional. Los 
datos de empleo provienen de la Encuesta Nacional 
Industrial Anual (e n i a ), los datos sobre el p ib , los aran­
celes y el tipo de cambio se obtuvieron del Banco 
Central de Chile, mientras que la información secto­
rial sobre ventajas comparativas (a ¡)  se elaboró a par­
tir de datos del b a d e c e l .9

La estimación por separado de cada uno de estos 
tres modelos autorregresivos, donde una de las varia­
bles explicativas es la variable dependiente rezagada, 
deriva en que exista una correlación entre el término 
de error y la variable dependiente rezagada (JCi-l, JDt-_ 
l y  JRu l). Por este motivo la estimación de cada ecua­
ción por mínimos cuadrados ordinarios (m c o ) es incon­
sistente. Una aproximación tradicional para estimar este 
tipo de modelos de panel es utilizar la metodología de 
efecto fijo (e f) y expresar las variables originales como 
desviaciones respecto a las medias. Si bien esta trans­
formación elimina el componente ni, puede tener pro­
blemas debido a que aún existe correlación entre la va­
riable dependiente rezagada y el término de error trans­
formado. No obstante, cuando el tamaño de la muestra 
es relativamente grande, el sesgo será menor. Benavente 
y Melo (2003) muestran que mientras la estimación por 
m c o  genera un sesgo hacia arriba del coeficiente P0 de 
cada modelo, la estimación por e f  genera un sesgo ha­
cia abajo, aunque en este caso sería poco importante de­
bido a la dimensión temporal del panel (T=21).

9 Base de Datos de C om ercio Exterior de A m érica L atina y  el Caribe, 
de la  D ivisión  de E stadística  y  Proyecciones Económ icas dela  c e p a l .

En este contexto, una aproximación econométrica 
más adecuada sería la utilización del Método Gene­
ralizado de Momentos (m g m ). La estimación m g m  con­
siste en transformar el modelo en primeras diferen­
cias y, posteriormente, utilizar rezagos de las varia­
bles en niveles como instrumentos de las variables 
endógenas. Bajo el supuesto de no autocorrelación, 
entonces el término de error en la ecuación transfor­
mada Aeit = eit - ei t l  es ortogonal a valores pasados 
de las variables del modelo en niveles. Arellano y Bond 
(1991) proponen hacer la estimación transformando la 
ecuación en primeras diferencias y después usar los 
niveles pasados de la variable dependiente y de varia­
bles predeterminadas,10 y las diferencias de las variables 
endógenas, como instrumentos de la variable explicati­
va rezagada. Esta metodología supone la existencia de 
una correlación entre las variables explicativas y el error 
y al mismo tiempo la no existencia de autocorrelación 
de segundo orden.

2. Resultados

En esta subsección se presentan los resultados de las 
estimaciones efectuadas a través de las metodologías 
m c o , e f  y m g m  (esta última propuesta por Arellano y 
Bond, 1991). Debido a que la estimación por m g m  

corrige la inconsistencia por la correlación entre el 
término de error y la variable dependiente rezagada de 
cada una de las ecuaciones que se han de estimar, el 
análisis de los resultados se centra en esta metodolo­
gía. La evidencia empírica muestra, además, que las 
estimaciones m g m  cumplen con los supuestos para su 
aplicación: los instrumentos no están correlacionados 
con el error y no existe autocorrelación de segundo 
orden, como lo muestran la prueba de Sargan de 
sobreidentificación y el multiplicador de Lagrange, 
respectivamente (cuadro 5).

En primer lugar, se destaca el hecho de que los 
coeficientes asociados a las variables dependientes 
rezagadas (j c u  i , JD it-l y  JR i t- l) son significativas y 
e f <m g m <m c o , debido al sesgo hacia abajo del estima­
dor e f  y hacia arriba del m c o . Los resultados de los 
coeficientes asociados al a p ib  confirman una creación 
de empleo procíclica y una destrucción de empleo 
contracíclica. Sin embargo, la rotación laboral 
contracíclica sólo encuentra sustento en la estimación

10 es p rede term inada  si E [ X ¡x,e¡J ^ 0  p a ra  s<t, pero  E [ X x , £ j = 0
para  todo  s<t. In tu itivam ente , si el té rm ino  de e rro r en  t  tiene  algún 
efecto sobre  realizaciones posteriores de xit, en tonces xit es p rede­
term inada.
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Chile: E v idencia  param étrica
( C oeficientes estim ados y  p ru eb a  t entre parén tesis)

M etodología M étodo generalizado de m om entos 
(MGM)

(.Arellano y B ond, 1991)

E fecto fijo 
(EF)

M ínim os cuadrados o rdinarios 
(MCO)

V ariables dependientes C reación D estrucción R otación C reación D estrucción R otación C reación D estrucción R otación

(JC«> (JD It) (JR„) v c y (JD It) (JR„) (JC«> (JD It) (JR„)
(1) (2) (3) (4) (5) (6) (7) (8) (9)

C reación de em pleo  [JCit -0 ,0 9 -0 ,1 0 0,17
(-2 ,1 4 )a (-2 ,5 3 )b (4 ,48 )a

D estrucción  de em pleo  [JDit j] 0,08 0,22 0,31
(2 ,1 8)b (5,88) a (8 ,55 )a

R otación de em pleo [JR¿t j] 0,12 0,18 0,43
(2 ,75)b (4 ,07)a (10 ,90 )a

C recim ien to  del PIB [APIB{] 0,65 -0 ,4 9 0.13 0,60 -0 ,7 9 -0 ,3 2 0,49 -0 ,7 5 -0 ,3 0
(8 ,44)a (-5 ,3 9 )a (1,09) (10 ,39)a (-1 0 ,7 2 )a (-3 ,4 0  )a (7 ,74 )a ( - l ,0 6 ) a (-3 ,0 3 )b

V ariación del TCR [ATC R(] 0,27 -0 ,0 1 0,25 0,24 -0 ,1 8 0.01 0,21 -0 ,1 8 0.003
(6 ,8 l ) a (-0 ,2 3 ) (3 ,82)a (6 ,1 5 )a (-3 ,6 9 )b (0,17) (4,84) (-3 ,5 3 )a (0,05)

V ariación de los aranceles [ATt_j\ -0 ,0 4 -0 .3 7 -0 ,4 5 0.08 -0 ,3 2 -0 ,2 6 0.06 -0 ,3 4 -0 ,3 1
(-0 ,0 8 ) (-6 ,3 7 ) (-6 ,1 0 )a (1,02) (-3 ,2 0 )b ( - l ,9 7 ) b (0,75) (-3 ,2 8 )b (-2 ,2 0 )b

Exp. netas [Ajt = (Xjt - I jt)\ 0,005 0.01 0,005 0,004 -0 ,0 0 0 5 0.004 0,001 -0 ,0 0 0 0,001
(6 ,26)a (1,10) (4 ,38)a (5 ,89 )a (0,07) (2,91) (3,46)b (-0 ,0 7 ) (1 ,94) c

Exp. netas *ATCR  [Zit = A jt* ATCR,] 0,0002 0,000 0,0003 0,0002 0,000 0,0003 0,0001 0.000 0,0001
(4 ,14)a (0,87) (3 ,23)a (3,83) (0,07) (2 ,52)b (2,30)b (0,18) ( l ,7 0 )c

O bservaciones 703 703 703 740 740 740 740 740 740
Sectores 37 37 37 37 37 37 37 37 37
W ald chi2 (6) /  F (6,697) 169,9 356,3 123,9 26,2 36,0 8,4 21,11 41,4 24,1
P rueba de Sargan (P rob> chi2) 0,81 0,93 0,77
LM  T est A r (1) (P rob>z) 0,00 0,00 0,00
LM  T est A r (2) (P rob>z) 0,25 0,11 0,55
R 2 0,18 0,23 0,06 0,14 0,25 0,16

F uente:  E laboración  propia.

a C oefic ien te  sign ificativo  al 1%. b C oefic ien te  sign ificativo  al 5% . c C oefic ien te  sign ificativo  al 10%.
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a través del e f . La variable que captura las ventajas 
comparativas (aJ, por su parte, muestra un impacto 
positivo y significativo sobre la rotación laboral. Esto 
se explica debido al efecto de esta variable sobre la 
creación de empleo, con un coeficiente significativo al 
1%. Así, existe evidencia de que las ventajas compa­
rativas, en un contexto de apertura, tienen un efecto 
positivo en la reasignación laboral, como muestra el 
modelo de Bernard, Redding y Schott (2004).

Los aranceles sobre las importaciones, por su 
parte, también tienen relevancia para explicar los flu­
jos laborales. En efecto, si bien el impacto sobre la 
creación de empleo es nulo, una reducción arancela­
ria tiene un efecto positivo y significativo sobre la des­
trucción. Podría interpretarse, entonces, que una reduc­
ción arancelaria incrementa la competencia externa, 
por lo que la demanda de empleo se reduce y las em­
presas disminuyen la contratación, e incluso algunas 
deben salir del mercado. De hecho, Álvarez y Vergara
(2004) muestran que en Chile las plantas de sectores 
que compiten con las importaciones fueron las más 
afectadas en el proceso de liberalización comercial. 
Como consecuencia del impacto de la apertura sobre 
la destrucción de empleo, se genera un incremento de 
la rotación laboral, lo cual respalda el argumento de 
que la liberalización incrementa la reasignación de 
recursos.

Por su parte, un aumento del tipo de cambio real 
(A t c r t) ejerce un efecto positivo, aunque moderado, 
sobre la creación de empleo. Así, con un incremento 
de 10% en A t c r ,  la creación de empleo aumenta en 
2,7%. El efecto del tipo de cambio real sobre la des­
trucción de empleo, en cambio, no es significativo. 
Teniendo en cuenta que los incrementos en el tipo de 
cambio afectan positivamente la creación de empleo, 
no sorprende que esto derive en una mayor rotación 
laboral. Los coeficientes asociados a zit,en tanto varia­
ble interactiva entre ventajas comparativas y tipo de 
cambio, brindan una percepción más profunda del fe­
nómeno. En efecto, si bien el coeficiente estimado en 
el modelo de destrucción no es significativo, en el 
modelo de creación es positivo y significativo. Esto 
indica que frente a un incremento del t c r ,  el aumento 
de la creación de empleo es mayor en sectores con 
ventajas comparativas. De este modo, frente a una 
depreciación, el incremento de la creación de empleo 
será mayor en sectores orientados a la exportación 
(como 372-Metales no ferrosos o 341-Papel y celulo­
sa) que en sectores que compiten con las importacio­
nes (como 385-Maquinaria). De estos resultados se de­
duce, entonces, que un alza del tipo de cambio real 
genera un aumento en la reasignación laboral debido 
a una mayor creación de empleo, siendo esto más pro­
nunciado en sectores con ventajas comparativas.

V
Conclusiones

El análisis de los flujos de empleo muestra que, sub­
yacentes a los cambios netos de empleo, hay fenóme­
nos permanentes de creación y destrucción que son 
significativos en todo momento del ciclo económico, 
dando cuenta de una sustantiva rotación de recursos. 
En promedio, la creación de empleo fue de 13,0% entre 
1980 y 2000, mientras que la destrucción alcanzó a 
13,2%, lo que indica una rotación laboral superior al 
26%. La creación de empleo se caracteriza por ser 
procíclica y la destrucción por ser fuertemente 
contracíclica. Ambos fenómenos tienen además un 
comportamiento asimétrico con respecto al desempe­
ño macro: la destrucción es más volátil y presenta 
mayor elasticidad frente a cambios en el crecimiento 
del PIB. Esto explica que la rotación laboral también 
tenga un comportamiento contracíclico. Por su parte,

los fenómenos de demografía empresarial —nacimien­
to y muerte— son factores importantes de los proce­
sos de creación y destrucción de empleo: en prome­
dio, el nacimiento de empresas explica el 33% de la 
creación de empleo, mientras que la muerte de empre­
sas da cuenta del 38% de la destrucción laboral.

En términos sectoriales, destaca la fuerte hetero­
geneidad en los flujos laborales, lo que plantea el peso 
de los factores específicos de cada sector. En efecto, 
mientras más intensivo sea el uso de mano de obra, 
mayor será la rotación laboral. Las estadísticas secto­
riales, a su vez, confirman patrones contracíclicos de 
la rotación de empleo: a medida que los costos de 
oportunidad son menores, la reasignación laboral es 
mayor, lo que refleja una relativa eficiencia del proce­
so de reasignación de recursos en la economía. Sin
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embargo, la correlación negativa entre creación y des­
trucción de empleo sugiere que no existe sincronía 
temporal entre una y otra. La evidencia también seña­
la que las tasas de creación y destrucción (y de rota­
ción) están negativamente asociadas al tamaño de las 
empresas, y que son las grandes empresas las que do­
minan el total de empleo creado y destruido.

De las estimaciones econométricas se desprenden 
tres conclusiones. Primero, las ventajas comparativas 
tienen un efecto positivo sobre la creación de empleo 
y, por ende, sobre la rotación laboral. Bernard, 
Redding y Schott (2004) plantean que esto podría 
deberse a que las empresas en sectores con ventajas 
comparativas tienen mayor probabilidad de exportar, 
lo que acrecienta el nacimiento de empresas y fuerza

APÉNDICE

Definición de variables

Se dispone de información a nivel de plantas industriales, con 
periodicidad anual para el período 1979-2000. Los datos pro­
vienen de la Encuesta Nacional Industrial Anual (enia) que 
lleva a cabo el Instituto Nacional de Estadísticas (ine). Se 
trata de una base de datos de panel que incluye aproximada­
mente 15.000 establecimientos manufactureros, catalogados 
a cuatro dígitos de la Clasificación Internacional Industrial 
Uniforme de todas las actividades económicas (ciiu, Rev. 2). 
La información de empleo está desagregada entre emplea­
dos (personal relativamente calificado y dedicado a tareas 
administrativas) y obreros (personal dedicado a labores pro­
ductivas). Siguiendo a Davis y Haltinwanger (1992) y si 
consideramos que n es el empleo a nivel de planta, la crea­
ción de empleo agregada (JC) y la destrucción de empleo 
agregada (JD) de la industria se definen como:

JC t = E ¡M ; AN  >0 ( t  -  nit-1) + E ¡£E(nu )

j d - = E ¡M;AN  <0/ ( - -  nit-1) )+E i£X{n u-1)

donde el subíndice i se refiere a la planta industrial, S  son 
las empresas con continuidad entre el período t - l  y t, E  son 
las empresas entrantes en el período t, y X  son las empresas 
salientes en el período t. Las tasas de creación y destrucción 
se definen simplemente dividiendo cada variable por el pro­
medio del nivel de empleo agregado (N) en t y t - l  :

JC t = {E {  a n  >0 ( -  -  ni,-1) + E i£E {nu )}/ 
(E ¡ ( h  )+E ¡ ( í - -1 ))*1/2

a otras, con baja productividad, a salir del mercado. 
Segundo, el alza del tipo de cambio tiene un efecto 
positivo sobre la creación de empleo y, por lo tanto, 
sobre la rotación laboral. La evidencia empírica mues­
tra también que estos fenómenos son más intensos en 
sectores orientados a la exportación, precisamente 
debido a los beneficios adicionales que derivan de una 
mayor rentabilidad de las exportaciones y que desem­
bocan en una mayor demanda de empleo. Tercero, la 
liberalización comercial eleva la rotación laboral, y 
esto se debe al incremento de la destrucción de em­
pleo. El canal de transmisión probablemente esté vin­
culado a una mayor competencia en sectores impor­
tadores, lo que ilustra los impactos adversos de la 
apertura sobre el empleo.

Por su parte, la creación y destrucción de empleo a nivel 
sectorial corresponden a:

j c i- = E í e 1 , s ; a n  >0 ( - -  n¡t- 1 )+E ¡e1 , E (n¡t)
JDI t = E ¡M  S ; a n  <0/(n¡- -  n¡--1) /+ E ¡M X (nu-l)

donde I se refiere a cada sector manufacturero a tres dígitos 
de la ciiu/Rev.2 (el 311 a cuatro dígitos). Similarmente al 
caso agregado, las tasas de creación se obtienen dividiendo 
lo anterior por el empleo promedio entre t y t - l  de cada 
sector:

j c i- = E ¡M  S;AN <0 ( - -  n¡t- 1 ) + E ¡m1, E (n¡-)/ 

(E ¡m  (n ¡-) + E ¡£ l (n i,-1)) *1/ 2

j d i- = E ¡£ l >S ; A N  <0 /(n¡--  n ¡t- 1)/ +E ¡£ l > X(n¡--1)/

(E ¡m  (n ¡-) + E ¡£ l (n i,-1)) *1/ 2
Finalmente, la creación neta (JCN) y la rotación de 

empleo (JR), tanto para nivel agregado como sectorial, se 
definen así:

JCNt = JCt -  JDt (industria) ; JCN[t = JClt -  JDlt (sectorial) 

JRt = JCt + JDt (industria) ; JRIt = JClt + JD¡t (sectorial)

JD, = X i£S;AN<0l(n„ - nit- X) l + X i£X(n it- l )/ 

( E ¿(w¿r / + X  i{nit-1 ))*1/2
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Uruguay 1998-2002: 
la distribución del
ingreso en la crisis

Marisa Bucheli y  Magdalena Furtado

l  L u e g o  de una fase de crec im ien to en el decen io de 1990, Uruguay 

soportó entre 1998 y 2002 una caída del p roducto  de 17,5%. Este traba ­

jo busca analizar la d is tribución del ingreso en ese período de cris is y 

descub rir qué grupos de pob lac ión fueron los más pe rjud icados. Los 

resu ltados indican que la concen trac ión de ingresos, que había com en­

zado a m ediados del decen io  de 1990, se profundizó. Adem ás, el aná­

lis is  d e  d is t in to s  g ru p o s  d e  p o b la c ió n ,  s e g ú n  c a ra c te r ís t ic a s  

soc iodem ográficas y socioeconóm icas, mostró la con tinu idad de otros 

dos fenóm enos: el aum ento de la d ife rencia  de ingresos entre personas 

de hogares con d istin to  nivel educativo, y entre personas de hogares 

depend ien tes de jub ilac iones y pensiones, por un lado, y de ingresos 

del trabajo, por otro. Esto se reflejó en la estructura etaria de la pob la ­

ción: los m enores se vieron más perjud icados que los adultos mayores, 

conso lidándose la tendenc ia  a una crecien te concen trac ión  de niños en 

los estratos de ingresos más bajos.
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I
Introducción

En la primera mitad del decenio de 1990, cuando en 
diversos países de la región crecía la desigualdad de 
los ingresos, Uruguay mantenía una distribución rela­
tivamente estable (Vigorito, 1999). Así, era citado co­
mo el país latinoamericano con mayor capacidad para 
amortiguar los efectos sociales adversos de los proce­
sos de apertura, ajustes macroeconómicos y reformas 
(Kaztman, Filgueira y Furtado, 2000).

Sin embargo, en la segunda mitad de ese decenio 
comenzó a percibirse un leve aumento de la dispersión 
de los ingresos. Con la profunda depresión económica 
que comenzó en 1999, la tendencia concentradora se 
consolidó. Este trabajo pretende analizar en ese contex­
to cómo evolucionó la distribución del ingreso entre 
1998 y 2002 y, en particular, describir los cambios ocu­
rridos en diferentes grupos de población. Los grupos de 
población analizados responden tanto a criterios 
sociodemográficos como socioeconómicos (relativos al 
origen de los ingresos del hogar), de modo que no solo 
permiten caracterizar estructuras sociales, sino también 
explorar las causas de las tendencias de la desigualdad.

En la sección II siguiente se muestra un panora­
ma de mediano plazo de la distribución del ingreso y 
en la III se aborda un análisis focalizado en el quin­
quenio 1998-2002. Luego, en la sección IV, se presen­
tan los resultados obtenidos del examen de la desigual­
dad a partir de la estructura socio-demográfica de la 
población, y en la V los obtenidos a partir de su es­
tructura socioeconómica (origen de los ingresos del 
hogar). Para ello se trabajó con la distribución entre 
las personas del ingreso per cápita del hogar. Se utili­
zaron los levantamientos de 1998 y 2002 de la Encues­
ta Continua de Hogares (e c h ) que realiza el Instituto 
Nacional de Estadística (in e ), imputándosele a cada 
persona el ingreso per cápita de su hogar, incluyendo 
el valor de la vivienda y excluyendo algunos benefi­
cios sociales. Esto último se debió a que un cambio en 
el cuestionario de la ECH afectó las medidas de des­
igualdad, como se detalla en el apéndice A. En el apén­
dice B se presenta la metodología que se utilizó para 
analizar los grupos de población.

II
La década de 1990: crecimiento con 

indicios de mayor desigualdad

Desde mediados del decenio de 1980 hasta el año 1998, 
la actividad económica del país atravesó por una fase 
de crecimiento, y solo registró una caída (-1,5%), que 
se dio en 1995. Sin embargo, el ingreso per cápita de 
los hogares presentó una tendencia ascendente solo hasta 
1994 y, después de ese año creció únicamente en 1998 
(gráfico 1). A menudo se interpreta que la evolución del 
ingreso per cápita de los hogares respondió menos a la 
del producto interno bruto (PIB) que a cambios en la tasa 
de desempleo y al comportamiento del mercado de tra­
bajo en general. En efecto, en 1995 hubo un incremen­
to del desempleo que se acentuó en 1996, a pesar de la 
recuperación económica; y si bien en el bienio 1997­
1998 la desocupación descendió, se mantuvo en nive­
les superiores a los de comienzo de la década.

La desigualdad de ingresos se mantuvo estable 
hasta mediados de la década de 1990 y luego se inició 
un proceso de concentración de los ingresos que conti­
nuó hasta el 2002. Este proceso estuvo en cierta medi­
da relacionado con el hecho de que los ingresos prove­
nientes de jubilaciones y pensiones aumentaron más que 
aquellos provenientes del trabajo (Bucheli y Rossi, 1994; 
Machado y Reggio, 1999; Vigorito, 1999; Arim y 
Furtado, 2000), pero el papel más importante correspon­
dió a los cambios ocurridos en el mercado de trabajo 
en el decenio de 1990. En efecto, no solamente aumen­
tó el nivel de desempleo en la segunda mitad de esa 
década, sino que además se acentuó la dispersión de las 
remuneraciones (Vigorito, 1999; Bucheli y Furtado, 
2000a; Kaztman, Filgueira y Furtado, 2000; p n u d , 2001).
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GRÁFICO 1
Uruguay urbano: Variación porcentual anual 
del ingreso y del pib per cápita, tasa de 
desempleo e índice de Gini, 1987-2002

F u e n te : E laboración  p ro p ia  con datos del B anco C entra l del U ru ­
guay y  del Institu to  N acional de E stad ística  (i n e ).

Uno de los fenómenos más documentados respecto 
al aumento de la dispersión de los ingresos del trabajo 
fue el incremento de la rentabilidad de la educación en 
la segunda mitad del decenio de 1990. Estimaciones de 
ecuaciones salariales para los trabajadores del sector 
privado mostraron hacia fines del decenio un aumento 
de la rentabilidad derivada de niveles educativos más 
altos, que amplificaba las diferencias de salarios entre 
trabajadores con distintos niveles de educación 
(Bucheli y Furtado, 2000b).

Arim y Zoppolo (2000) encontraron que el aumen­
to de las remuneraciones relativas de los trabajadores 
con mayores niveles educativos explicó cerca de la mitad 
del crecimiento de la dispersión, fenómeno consistente 
con un aumento de la demanda de trabajo calificado 
más rápido que el crecimiento de su oferta. De acuer­
do a Casacuberta y Vaillant (2002), este cambio de la 
demanda provendría de la introducción de nuevas tec­
nologías complementarias del trabajo calificado, 
incentivadas por el proceso de liberalización comercial.

La mayor dispersión de las remuneraciones del 
trabajo no respondió únicamente al cambio en la ren­
tabilidad de la educación. Arim y Zoppolo (2000) des­
tacan el papel de un segundo factor: la nueva forma 
de determinar los salarios en la década de 1990, cuan­

do se pasó de un régimen de fijación centralizada a 
nivel de sectores a uno de negociación descentraliza­
da a nivel de empresas.

En efecto, en la última mitad del decenio de 1980 
los salarios en cada sector de actividad se determina­
ban en negociaciones entre el sindicato de trabajado­
res y la agrupación empresarial correspondiente. La 
homologación de los convenios por parte del gobier­
no hacía que el cumplimiento de éstos fuese obligato­
rio para todas las unidades económicas que realizaban 
la actividad cubierta por el convenio. Miles y Rossi 
(2001) señalan que los más favorecidos en esta nego­
ciación centralizada eran los trabajadores que se halla­
ban en la parte baja de la distribución del ingreso, en 
un período caracterizado por altas tasas de sindi- 
calización. En 1991, el Estado se retiró de esta moda­
lidad de determinación de salarios y la negociación 
quedó en manos de empresarios y trabajadores, en 
forma bipartita, pasando a ser libre y voluntaria En el 
marco de la caída de los niveles de sindicalización y 
de la implementación de medidas de apertura comer­
cial, este cambio en el papel del Estado habría signifi­
cado un aumento de la dispersión salarial entre empre­
sas de un mismo sector, con incrementos, por ejem­
plo, de las diferencias por tamaño, por grado de 
sindicalización e incluso por niveles educativos.

Un tercer factor que ha contribuido a acentuar 
la dispersión salarial ha sido la política pública. Mi­
les y Rossi (2001) atribuyen parte del incremento de 
esa dispersión en el decenio de 1990 al alza de los 
salarios públicos y la caída del salario mínimo na­
cional.

Por un lado, el índice de salarios públicos tuvo un 
crecimiento menor que el de los salarios privados en 
la primera mitad de la década; pero a partir de 1995 sus 
variaciones fueron superiores. Así, entre 1995 y 1999 
el salario público creció 11% y el privado 2%. Utilizan­
do las encuestas de hogares de principios y fines de la 
década de 1990, Miles y Rossi encontraron que en cada 
cuantil de la distribución de los salarios públicos y 
privados, los primeros subieron relativamente más o 
cayeron menos que los segundos, lo que se tradujo en 
un aumento de la dispersión global de salarios.

Por otro lado, en esa década el salario mínimo 
presentó una tendencia decreciente en términos reales. 
Esta evolución no repercutió en la capital del país, don­
de vive poco menos de la mitad de la población, ya 
que el proceso de negociación permitió a los trabaja­
dores obtener salarios mínimos por encima del oficial. 
En cambio, afectó al resto del país urbano —donde las 
remuneraciones han sido tradicionalmente menores que
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en la capital— pues la dispersión geográfica de los 
trabajadores facilitó a las empresas el ejercicio de un 
poder monopsónico. Como consecuencia, la caída del

salario mínimo habría impulsado una fuerte disminu­
ción de las remuneraciones reales en los estratos más 
bajos de esas áreas.

III
Los años 1998-2002: crisis con 

profundización de la desigualdad

La evolución de los indicadores presentada en el grá­
fico 1 refleja la crisis reciente: la caída de la actividad 
económica se tradujo en una disminución de los ingre­
sos de los hogares y en un aumento de la tasa de des­
empleo.

En efecto, en 1999 comenzó una recesión econó­
mica que se profundizó en los años siguientes, acumu­
lándose entre 1998 y 2002 una caída del producto del 
orden del 17,5%. La baja de la actividad comenzó 
asociada a la pérdida de competitividad con respecto 
a Brasil ocasionada por la devaluación de la moneda 
en ese país, pérdida que se sumó a la que ya venía 
experimentando uruguay con respecto al resto del 
mundo. Los efectos se agravaron debido a la conjun­
ción de otros factores: el alza de la tasa de interés in­
ternacional y del precio del petróleo, la caída de los 
precios internacionales de ciertos bienes exportados por 
uruguay (carne, lana y arroz, entre otros), una sequía 
con impactos especialmente severos en los sectores 
agropecuario y de generación de electricidad, y la apa­
rición de la fiebre aftosa a principios del 2001, lo que 
implicó el cierre de varios mercados de destino de las 
exportaciones uruguayas. A todo esto se sumaron, por 
último, los efectos del abrupto abandono de la 
convertibilidad y el estallido de la crisis financiera en 
Argentina, seguidos por la crisis financiera en uruguay, 
que culminó en 2002 con una caída del producto de 
10,8%.

En estas circunstancias, la tasa de desempleo tre­
pó hasta alcanzar sus máximos niveles históricos, arro­
jando un promedio de 17% en 2002, al tiempo que 
creció el desempleo de larga duración. A la vez, des­
cendieron en términos reales los valores medios de las 
jubilaciones y pensiones, los ingresos del trabajo y los 
del capital.

La merma de los ingresos provenientes del capi­
tal puede asociarse a la crisis financiera, que, entre 
otras cosas, provocó el descenso de los intereses, el

cierre de instituciones financieras y la baja de los pre­
cios de los alquileres debido al menor volumen de 
negocios inmobiliarios.

La caída de las jubilaciones y pensiones se rela­
cionó en gran medida con una modificación efectuada 
el 2002 al Impuesto a las Retribuciones Personales 
(i r p ). Este impuesto, que grava tanto a las jubilacio­
nes y pensiones como a los salarios, se caracteriza por 
tener tasas crecientes para franjas de retribuciones. Con 
la modificación, el número de franjas se incrementó y 
el rango de tasas se amplió, causando una baja de las 
jubilaciones y pensiones netas.

Obviamente, esta modificación también influyó 
en el ingreso disponible de los trabajadores del sec­
tor formal. Sin embargo, el descenso de los ingresos 
del trabajo estuvo más bien relacionado con la crisis 
y la dinámica del mercado laboral, asistiéndose ade­
más a un aumento de la dispersión de los salarios. 
Esta continuidad del crecimiento de la concentración 
de los ingresos laborales tuvo características semejan­
tes a las señaladas para la segunda mitad del decenio 
de 1990.

Por un lado, el desfase entre el índice de los sa­
larios públicos y el de los privados continuó. Si hasta 
1999 los primeros habían subido más que los segun­
dos, a partir de entonces cayeron menos. Así, entre 
1998 y 2002 los salarios públicos acumularon una 
caída de 8% en términos reales y los salarios privados 
una de 12%, lo que indica que si bien los trabajadores 
públicos no fueron inmunes a la crisis, tuvieron cierta 
“protección”.

Por otro lado, continuó el aumento de las diferen­
cias salariales vinculadas a disparidades de niveles edu­
cativos (Amarante y Arim, 2003). Además, si bien la 
desocupación afectó a todos los trabajadores, la pro­
babilidad de estar desempleado creció menos para los 
de nivel educativo más alto (Bucheli y Casacuberta,
2003). Desde el punto de vista del empleo con cober­
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tura de la seguridad social, no es posible analizar las 
tendencias debido a una m odificación en el 
relevamiento de la información en el año 2001. Sin 
embargo, es probable que la tendencia a un mayor 
crecimiento de la actividad informal entre los trabaja­
dores con menor nivel educativo registrada en el de­
cenio de 1990 haya continuado en los años 2001 y 
2002: ante el impacto diferenciado del desempleo, 
puede haber respondido a una estrategia de sobre­
vivencia de los trabajadores ante la crisis. De hecho,

entre 1998 y 2002 aumentó la participación de los tra­
bajadores por cuenta propia sin local, los que eleva­
ron su participación en el empleo del 7% al 10%.

En este contexto general, entre 1998 y 2002 el 
ingreso per cápita medio cayó 20% y el proceso de 
concentración de los ingresos continuó. El índice de 
Gini —calculado para la distribución entre las perso­
nas del ingreso per cápita del hogar— subió de 0,437 
a 0,459, el índice de Theil de 0,344 a 0,382 y el índi­
ce de entropía 0 de 0,336 a 0,367.

IV
Los cambios en la estructura 

sociodemográfica

Las posiciones de diversos grupos sociodemográficos 
han sido extensamente estudiadas en el país. Los ni­
ños y adolescentes, los hogares extendidos y los ho­
gares formados por adultos de bajo nivel educativo han 
estado tradicionalmente sobrerrepresentados en los 
estratos de menores ingresos. Esto se refleja en el cua­
dro 1, donde se presenta la participación de los distin­
tos grupos en los quintiles de la distribución del ingreso 
per cápita de las personas.

Así, el quintil 1 se configuró con 40% de meno­
res de 14 años y sólo 4% de mayores de 59; el quintil 
5 en cambio, se compuso de 35% de adultos mayores 
y sólo 9% de niños. Mientras que el 31% de la pobla­
ción vivía en hogares cuyo jefe era mayor de 59 años, 
este grupo representó el 13% del quintil 1 y el 43% 
del quintil 5. En cuanto al tipo de hogar, la proporción 
de personas que vivían solas o únicamente con su 
pareja —situación asociada a las edades mayores— fue 
superior en los estratos altos que en los bajos: en efecto, 
aunque constituían 17% de la población total, fueron 
el 37% del quintil 5.

Por último, existe una clara relación entre el ni­
vel educativo del jefe del hogar y la ubicación de las 
personas en la escala de ingresos. El 43% de las per­
sonas vivía en hogares cuyo jefe tenía educación pri­
maria: esta proporción alcanzó el 61% en el quintil 1 
y fue solo de 21% en el quintil 5. En el otro extremo, 
no se registraron miembros de hogares con jefe de 
educación terciaria completa en el quintil 1, en tanto 
que este grupo representó la cuarta parte de la pobla­
ción en el quintil 5.

El cuadro 2 exhibe la descomposición de los ín­
dices de entropía 0 y 1 para los años 1998 y 2002, la 
que permite conocer el poder explicativo de las carac­
terísticas presentadas. El componente “dentro” recoge 
la contribución de la desigualdad interna de los gru­
pos; el componente “entre” refleja la contribución de 
la desigualdad entre grupos (apéndice B). Los resulta­
dos obtenidos indican que el nivel educativo del jefe 
de hogar fue la característica que dio lugar a la clasi­
ficación con mayor desigualdad entre los grupos. Más 
aún, su poder explicativo creció entre 1998 y 2002, lo 
que condice con la información que se presenta en el 
cuadro 3.

La participación en la población de los distintos 
grupos sociodemográficos ha experimentado algunos 
cambios en el largo plazo, como una mayor inciden­
cia de niveles educativos más altos, de jefaturas de 
hogar femeninas y de hogares monoparentales. Pero la 
magnitud de esos cambios resulta pequeña al compa­
rar 1998 y 2002 (cuadro 3). Al mismo tiempo, las 
variaciones de los índices de desigualdad de cada gru­
po generalmente indican aumento —esto es, mayor 
concentración—, lo que significa que cada una de las 
cuatro clasificaciones analizadas en el cuadro tendió a 
tornarse menos homogénea.

Con respecto a la variación del ingreso per cápita 
medio, se observa un aumento de la distancia entre los 
grupos. En efecto, si bien para todas las clasificaciones 
disminuyeron los ingresos medios de todos los grupos, 
en algunos grupos cayeron más (cuadro 3): particular­
mente, en los menores de 14 años, las parejas con hijos
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CUADRO 1
Uruguay urbano: Participación de los d istintos grupos sociodemográficos 
en los qu intiles y en el total de la población, 2002a
(Porcentajes)

Q uintil 1 Q uin til 2 Q uintil 3 Q uintil 4 Q uin til 5 Total

Edad de las personas
0 a  13 años 40 26 18 12 9 21

14 a  20 15 14 11 8 7 11

21 a  59 40 49 50 49 50 48

60 o más 4 12 21 31 35 21

100 100 100 100 100 100

Sexo y edad del jefe de hogar
H om bre<60 67 61 53 46 43 54

H om bre>=60 9 15 23 26 26 20

M ujer<60 20 16 13 14 14 15

M ujer>=60 4 8 11 14 17 11

100 100 100 100 100 100

Tipo de hogar
U nipersonal 0 1 3 8 17 6

P areja  sin  hijos 1 4 10 18 20 11

P areja  con hijos 56 51 45 38 38 45

M onoparental 8 8 10 9 10 9

Otro 35 36 33 27 16 29

100 100 100 100 100 100

Educación del jefe de hogar
Prim aria 61 49 47 38 21 43

M ed ia  incom pleta 29 35 31 29 23 29

M ed ia  com pleta 7 11 14 17 19 14

T erc ia ria  incom pleta 0 2 3 6 11 5

T erc ia ria  com pleta 0 1 3 8 25 8

S in  datos 2 2 2 1 0 2

100 100 100 100 100 100

F uente: E laboración  p ro p ia  con datos de la  E ncuesta  C ontinua de H ogares del Institu to  N acional de Estadísticas ( i n e ).

a Las cifras resaltadas en  gris corresponden  a  las celdas en  que el respectivo  grupo tiene  m ayor represen tac ión  en  el qu in til que en  el to ta l 
de la  pob lación .

y los hogares con jefe de nivel educativo más bajo. 
Obsérvese que estos grupos son los que estructuralmente 
estaban desde el inicio en las peores ubicaciones de la 
distribución. Así, si se analiza por tramo de edad, la 
caída del ingreso fue de 15% para los mayores de 59 
años, mientras que fue del 21% y 24% para los meno­
res de 14 años y los de 14 a 20 años, respectivamente. 
A su vez, si analiza por nivel educativo del jefe de 
hogar, la mayor caída afectó al grupo con jefe con 
educación media incompleta (-27%), seguido del gru­

po con jefe con educación primaria (-21%). En el otro 
extremo, los menos desfavorecidos en el período fue­
ron los integrantes de hogares con jefe con educación 
terciaria completa, cuyos ingresos cayeron sólo un 
12%, seguidos por aquellos con jefe con educación 
terciaria incompleta (-18%). Por lo tanto, la evolución 
en el quinquenio amplió aún más las brechas medias 
de ingreso por nivel educativo del jefe de hogar, lo que 
se reflejó en el mencionado aumento del poder expli­
cativo de esta clasificación.
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CUADRO 2
Uruguay urbano: Descomposición de los índices de entropía 0 y 1 en 
dos componentes: la contribución a la desigualdad total de la desigualdad 
dentro de los grupos sociodemográficos y entre dichos grupos, 1998 y 2002
(P orcentajes)

E ntrop ía  0
1998 2002

E ntrop ía  1
1998 2002

Edad de las personas
D esigualdad  dentro de los grupos 92 90 92 91
D esigualdad  entre los grupos 8 10 8 9

Sexo y edad del jefe de hogar
D esigualdad  dentro de los grupos 98 97 98 97
D esigualdad  entre los grupos 2 3 2 3

Tipo de hogar
D esigualdad  dentro de los grupos 90 88 89 86
D esigualdad  entre los grupos 10 12 11 14

Educación del jefe de hogar
D esigualdad  dentro de los grupos 79 77 77 74
D esigualdad  entre los grupos 21 23 23 26

Fuente: E laboración  p ro p ia  con  datos de la  E ncuesta  C ontinua de H ogares del Institu to  N acional de Estadísticas ( i n e ).

cuadro  3
Uruguay urbano: Variación de la participación en la población, 
del ingreso per cápita medio y de la desigualdad de los d istintos 
grupos sociodemográficos, entre 1998 y 2002

V ariación  de la 
partic ipación  en 
la  pob lac ión  (%)

V ariación  del 
ingreso  per cápita 

m edio  (%)

V ariación  del 
índice de E n trop ía  0 
(puntos porcentuales)

V ariación  del 
índice de E n trop ía  1 
(puntos porcentuales)

Toda la población -2 0 3,1 3,8

Edad de las personas
0 a  13 -3 - 2 4 1,8 5,1
14 a  20 -3 -2 1 3,6 4,8
21 a  59 0 -2 3 3,2 4,0
60 o más 9 -1 5 0,4 0,8

Sexo y edad del jefe de hogar
H om bre<60 - 7 -2 2 3,9 5,6
H om bre>=60 6 -1 8 -0 ,2 0,5
M ujer<60 16 - 2 4 1,7 3,5
M ujer>=60 12 -1 4 2,6 1,5

Tipo de hogar
U nipersonal 19 -1 2 0,1 1,0
P areja  sin  hijos 8 -2 1 -1 ,3 -0 ,4
P areja  con hijos -6 -2 2 3,9 5,2
M onoparental 5 -2 2 -0 ,9 -0 ,9
O tro 4 -2 2 1,9 3,0

Educación del jefe de hogar
Prim aria -6 -2 1 1,3 1,4
M ed ia  incom pleta 8 - 2 7 2,3 3,3
M ed ia  com pleta 7 -1 9 1,5 1,0
T erciaria  incom pleta -5 -1 8 2,8 2,4
T erciaria  com pleta 3 -1 2 2,3 2,3

Fuente: E laboración  p ro p ia  con  datos de la  E ncuesta  C ontinua de H ogares del Institu to  N acional de Estadísticas ( i n e ).
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V
Los cambios en la estructura socioeconómica:

la distribución y

En esta sección se analiza la desigualdad basada en el 
origen de los ingresos del hogar. Para ello, se clasifica 
a la población según los siguientes criterios: por un lado, 
la fuente principal del ingreso con que el hogar se sus­
tenta y el nivel educativo del jefe de hogar, y por otro, 
el tipo de actividad de los perceptores de ingreso.

En el primer caso se divide a las personas en diez 
grupos: uno es el de personas en hogares donde más 
del 65% del ingreso proviene de una fuente claramen­
te identificada —remuneraciones del trabajo, ingresos 
del capital, o jubilaciones y pensiones—, y los restan­
tes corresponden a personas cuyos ingresos dependen 
de combinaciones de distintas fuentes. Para quienes 
viven del trabajo y de jubilaciones y pensiones, se toma 
en cuenta además el nivel educativo del jefe de hogar, 
distinguiendo entre educación primaria, media y ter­
ciaria.

En el segundo caso, se distingue entre las perso­
nas que viven en hogares compuestos únicamente por 
trabajadores, por propietarios del capital (ya sea patro­
nes o rentistas), o por pasivos (ya sea jubilados o pen­
sionados). También se consideran combinaciones de 
trabajadores y pasivos y, finalmente, combinaciones de 
propietarios del capital con trabajadores o con jubila­
dos. Adicionalmente, se considera la presencia de des­
ocupados (exceptuados quienes buscan trabajo por 
primera vez) dentro de dos grupos de hogares: en los 
compuestos únicamente por trabajadores y en los que 
combinan trabajadores con pasivos.

Como se observa en el cuadro 4, la primera de 
estas clasificaciones fue la que contribuyó en mayor 
medida a explicar la desigualdad de ingresos.

1. Fuente principal del ingreso del hogar y nivel
educativo del jefe de hogar

En todo el quinquenio, la principal fuente de ingresos 
fue la remuneración del trabajo. Por ejemplo, en el año 
2002 el 54% de las personas vivía en hogares donde 
más del 65% de los ingresos se originaba en el merca­
do de trabajo. En cambio, el 13% de las personas de­
pendía de jubilaciones o pensiones y tan sólo el 3%, 
de ingresos provenientes del capital. El resto de las

el origen de los ingresos

personas dependía de la combinación de distintas fuen­
tes de ingreso (cuadro 5)

La ubicación de los grupos refleja la relación 
entre los ingresos y el nivel educativo del jefe de 
hogar. Además, se aprecia que quienes dependían de 
jubilaciones y pensiones estaban en mejor posición 
que quienes se sustentaban de ingresos del trabajo. 
Así, las personas en hogares que tenían jefe con edu­
cación primaria y que dependían del trabajo estuvie­
ron sobrerrepresentadas en los quintiles 1 y 2, mien­
tras que las dependientes de jubilaciones y pensiones 
se ubicaron en mayor medida en los quintiles 3 y 4. 
En el caso de hogares con jefe de nivel educativo 
medio, si la fuente principal era el trabajo, el grupo 
quedó sobrerrepresentado en los quintiles 2 a 4; en 
cambio, si la fuente principal era la jubilación, la 
sobrerrepresentación se dio en los quintiles 4 y 5. Fi­
nalmente, si el jefe tenía nivel educativo terciario, 
hubo sobrerrepresentación en los quintiles 4 y 5 cuan­
do los ingresos dependían del trabajo y solamente 
en el quintil 5 cuando dependían de jubilaciones y 
pensiones.

Por otra parte, las personas con ingresos depen­
dientes del capital estuvieron sobrerrepresentadas en 
los quintiles 4 y 5, conformando entonces el estrato alto 
junto con los grupos cuyos jefes tenían nivel educati­
vo superior.

El cuadro 6 muestra las variaciones de la parti­
cipación de grupos socioeconómicos en la población, 
y la variación de sus ingresos per cápita medios y de 
sus índices de distribución. A diferencia de las clasi­
ficaciones sociodemográficas de la sección anterior, 
ésta recoge importantes cambios en la estructura por 
grupos de población. En particular, aumentó en un 
70% la proporción de personas en hogares con múl­
tiples fuentes de ingreso (“resto”), pasando del 8% al 
14% de la población entre 1998 y 2002. Esto ocurrió 
particularmente en los quintiles 1 y 2, lo cual podría 
estar reflejando la fusión de hogares como forma de 
enfrentar los efectos de la crisis. Además, creció la 
proporción de hogares que cuenta con ayuda familiar 
y/o subsidios públicos, en particular seguro de des­
empleo.
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CUADRO 4
Uruguay urbano: Descomposición de los índices de entropía 0 y 1 
en dos componentes: la contribución a la desigualdad total de la 
desigualdad dentro de los grupos socioeconóm icos, y de la desigualdad 
entre dichos grupos, 1998 y 2002
(P orcentajes)

E ntrop ía  0 E ntrop ía  1
1998 2002 1998 2002

Según fuente principal del ingreso del hogar y educación del jefe de hogar
D esigualdad  dentro de los grupos 77 77 7 7
D esigualdad  entre los grupos 23 23 2 26

Según actividad de los perceptores de ingreso del hogar
D esigualdad  dentro de los grupos 89 89 89 89
D esigualdad  entre los grupos 11 11 1 11

F u e n te : E laboración  p ro p ia  con  datos de la  E ncuesta  C ontinua de H ogares del Instituto N acional de E stad ística  ( i n e ).

CUADRO 5
Uruguay urbano: Participación de los grupos socioeconómicos 
en los qu in tiles y en el total de la población, 2002a
(P orcentajes)

Q uintil 1 Q uintil 2 Q uintil 3 Q uin til 4 Q uintil 5 Total

Fuente principal del ingreso del hogar y nivel 
educativo del jefe de hogar
T rabajo  de je fe  con educación p rim aria 33 26 21 13 6 20

T rabajo  de je fe  con educación m edia 24 33 31 29 20 27

T rabajo  de je fe  con educación te rc ia ria 0 2 4 9 21 7

Jubilación  de je fe  con  educación  prim aria 4 7 11 14 9 9

Jubilación  de je fe  con  educación  m edia 1 2 3 5 8 3

Jubilación  de je fe  con  educación  te rc ia ria 0 0 0 1 5 1

C apital 1 1 2 5 8 3

T rabajo  y  jub ilac ió n 9 15 17 15 10 13

C apital y  ju b ilac ió n 0 0 0 1 3 1

Resto 29 14 10 8 10 14

100 100 100 100 100 100

Actividad de los perceptores de ingreso del hogar
T rabajadores, sin  desocupados 

T rabajadores, con desocupados

49

27

45

20

44

13

40

8

41

5

44

15

Patrones o rentistas 0 0 1 2 3 1

Jubilados o pensionados 4 8 13 19 22 13

Trabajadores y  jub ilados, sin  desocupados 8 16 20 22 16 16

Trabajadores y  jub ilados, con desocupados 5 7 6 3 1 4

Patrones o ren tis tas  (y  jub . o trab .) 1 1 3 5 10 4

Resto 6 3 2 2 2 3

100 100 100 100 100 100

F u e n te : E laboración  p ro p ia  con  datos de la  E ncuesta  C ontinua de H ogares del Institu to  N acional de Estadísticas ( i n e ).

a Las cifras resaltadas en  gris corresponden  a  las celdas donde el grupo respectivo  tiene  m ayor represen tac ión  en  el quin til que en  el total 
de la  población.
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CUADRO 6
Uruguay urbano: Variación de la participación en la población, 
del ingreso per cápita medio y de la desigualdad de los d istintos 
grupos socioeconómicos, entre 1998 y 2002

V ariación  de la  V ariación  del V ariación  del V ariación  del
partic ipación  en  ingreso  per cáp ita  índice de E n trop ía  0 índice de E n trop ía  1
la  pob lac ión  (% ) m edio  (% ) (puntos porcen tuales) (puntos porcentuales)

Toda la población -2 0 % 3,1 3,8

Fuente principal del ingreso del hogar 
y nivel educativo del jefe de hogar 
Trabajo  je fe  con educación  prim aria -2 4 -2 3 -0 ,2 1,0
Trabajo  je fe  con educación  m edia -3 - 2 4 1,7 1,9
Trabajo  je fe  con educación  te rc ia ria 1 -1 0 4,6 5,0
Jubilación  je fe  con educación  prim aria 12 -1 0 0,2 0,6
Jubilación  je fe  con educación  m edia 39 -1 2 2,0 3,4
Jubilación  je fe  con educación  te rc ia ria 10 -1 1 -1 ,3 -1 ,7
C apital -2 4 - 2 4 0,4 4,4
Trabajo  y  ju b ilac ió n 1 - 1 7 -1 ,8 -0 ,8
C apital y  jub ilac ión -9 -1 2 0,1 -0 ,7
R esto 70 -4 1 3,4 8,0

Actividad de los perceptores de 
ingreso del hogar
Trabajadores, sin  desocupados -1 2 - 1 7 4,8 6,4
Trabajadores, con  desocupados 52 -2 2 3,0 5,6
Patrones o rentistas -3 1 -1 8 3,8 7,2
Jubilados o pensionados 24 -1 2 1,1 1,9
Trabajadores y  jub ilados  sin  desocupados -1 6 -1 3 -0 ,2 0,7
Trabajadores y  jub ilados  con  desocupados 58 -2 2 -2 ,9 -2 ,7
Patr. O  rent. y  ju b . o trab. -1 7 -2 3 -0 ,9 -0 ,5
R esto 57 -3 8 2,7 4,9

F u e n te : E laboración  p ro p ia  con datos de la  E ncuesta  C ontinua de H ogares del Institu to  N acional de E stad ística  ( i n e ).

Con respecto a las variaciones del ingreso per 
cápita medio de los grupos, cabe destacar ante todo que 
el aumento de las diferencias de ingreso por nivel 
educativo señaladas en la sección anterior se dio sola­
mente en el grupo de dependientes del trabajo. En 
cambio, para quienes vivían de jubilaciones y pensio­
nes y estaban más sujetos a decisiones institucionales 
que a las fluctuaciones económicas, la variación de los 
ingresos fue independiente del nivel educativo del jefe 
de hogar, registrándose caídas de entre 10% y 12% 
para los tres niveles educativos.

Para las personas en hogares dependientes del 
trabajo, el ingreso per cápita medio cayó 10% cuan­
do el jefe de hogar tenía educación terciaria y entre 
23% y 24% cuando tenía nivel educativo bajo o 
medio. Recuérdese que en el mercado de trabajo hubo 
algunos cambios que pueden contribuir a explicar este 
distanciamiento: por un lado, el desempleo afectó en 
mayor medida a los trabajadores de menor nivel edu­
cativo y por el otro, la actividad informal creció en 
esos sectores, probablemente como una estrategia de

refugio. Ambos factores tendieron a disminuir el in­
greso de esta población. Obsérvese, por otra parte, 
que dentro de cada grupo de dependientes del traba­
jo la desigualdad creció: esto sugiere que otros fac­
tores, además de la diferenciación entre niveles edu­
cativos, tendieron a concentrar las remuneraciones 
laborales.

Los movimientos en los ingresos per cápita me­
dios produjeron un segundo fenómeno de importancia: 
para el nivel educativo bajo y medio, la disparidad 
entre los dependientes del trabajo y los dependientes 
de jubilaciones y pensiones tendió a crecer. Así, da­
das las posiciones iniciales de los grupos, la fuente de 
ingresos tendió a distanciarlos.

El tercer fenómeno de interés fue la importante 
pérdida en términos relativos de los miembros de hoga­
res dependientes de ingresos del capital: sus ingresos 
disminuyeron alrededor del 24% entre 1998 y 2002, 
lo que puede asociarse a la crisis financiera. Así, las 
mayores pérdidas afectaron a grupos que estaban en los 
dos extremos de la distribución.
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2. Actividad de los perceptores de ingresos del
hogar

La ubicación relativa de los grupos según la actividad 
de los perceptores de ingreso es consistente con los 
resultados de la clasificación anterior. Así, por un lado, 
las personas en hogares de trabajadores estuvieron 
sobrerrepresentadas en los estratos más pobres; por otro 
lado, las que vivían en hogares con perceptores de 
ingresos del capital y/o de jubilaciones y pensiones 
tendieron a ubicarse en los estratos más altos.

La novedad de la clasificación según este criterio 
reside en que considera la presencia de desocupados 
en el hogar: los miembros de hogares con desocupa­
dos se situaron en una posición más desfavorable. 
Puesto que el concepto de desocupado que se utilizó 
no incluye a quienes buscan trabajo por primera vez, 
este resultado no sorprende: básicamente, se trata de 
hogares que perdieron un perceptor de ingresos durante 
la crisis. El ingreso per cápita medio de los integran­
tes de estos hogares no solamente fue el menor en esta 
clasificación sino que también en relación con cual­
quier otro grupo del resto de las clasificaciones reali­
zadas. Por otra parte, los índices de desigualdad inter­
na de tales hogares fueron relativamente bajos en com­
paración al resto. Así, se trata de hogares en situacio­
nes deprimidas que además exhiben una relativa ho­
mogeneidad interna.

La distancia entre los ingresos de las personas en 
hogares con al menos un desocupado y los de otros 
grupos tendió a ampliarse. Así, en los hogares de tra­
bajadores el ingreso per cápita medio disminuyó 17% 
cuando no había desocupados y 22% cuando había al 
menos uno. Para las personas dependientes de jubila­
ciones y pensiones o en hogares que combinaban pa­
sivos y trabajadores sin desocupados, el ingreso cayó 
entre 12% y 13%. Por último, los hogares de pasivos 
con presencia de desocupados arrojaron una caída del 
ingreso de 22%.

El aumento de la distancia entre los ingresos de 
los miembros de hogares con desocupados y los de 
otros grupos podría obedecer a que en el 2002 esos 
desocupados tenían una posición relevante como per­
ceptores de ingresos en el hogar. Algunos indicadores 
sugieren que esta explicación podría ser importante: en 
1998, en el 17% de los hogares de “trabajadores con 
desocupados” el que estaba desempleado era el jefe de 
hogar; en el año 2002 esto sucedió en el 22% de los 
casos. Así, en el 2002 los hogares con desocupados se 
habrían visto afectados en mayor medida por la pérdi­
da del ingreso de su principal sostén; además, es posi­

ble que el nivel educativo de los hogares con desocu­
pados haya sido más bajo en el 2002 que en 1998. 
Puesto que el desempleo tendió a afectar más a las 
personas de bajo nivel educativo, y dado que el nivel 
educativo era homogéneo dentro de los hogares y que 
los ingresos tenían una correlación positiva con los 
años de educación alcanzados, el mayor aumento del 
desempleo de los menos calificados podría reflejarse 
en un menor ingreso per cápita de los hogares con 
desocupados en el año 2002.

Finalmente, con la crisis creció el porcentaje de 
personas en hogares de trabajadores con al menos un 
desocupado (del 10% en 1998 al 15% en 2002). Los 
resultados, pese al bajo número de casos, también su­
gieren un leve incremento tanto de la proporción de 
personas en hogares con desocupados que combinan 
trabajadores y jubilados o pensionados, como del “res­
to”, donde es alto el peso de los subsidios. Esto es 
coherente con una caída del empleo privado en el pe­
ríodo de alrededor de 80.000 puestos de trabajo y con 
la política de no contratación de funcionarios públicos 
(Amarante y Arim, 2003).

3. Síntesis de los cambios

Para analizar el impacto de los cambios relacionados 
con el origen de los ingresos, se descompuso la varia­
ción de la desigualdad total medida a través del índice 
de entropía 0 en los componentes que contribuyen a 
explicarla. Estos componentes refieren a los cambios 
en la desigualdad interna de los grupos, las modifica­
ciones en la estructura de la población entre grupos y 
las variaciones de las diferencias de ingreso per cápita 
medio de los grupos (apéndice 2). Los resultados ob­
tenidos aparecen en el cuadro 7.

La variación del índice de entropía 0 entre 1998 
y 2002 fue de 3,1 puntos porcentuales. El impacto neto 
del aumento de la desigualdad dentro de los grupos es 
recogido en el término A, donde el signo positivo in­
dica un impacto concentrador. En la clasificación por 
tipo de perceptor, este componente fue primordial para 
explicar el incremento de la concentración. Por lo tan­
to, dicha clasificación en sí dio cuenta de una parte 
menor de los cambios y, en sentido estricto, perdió 
poder explicativo, ya que obviamente algunas variables 
no consideradas en ella habrían adquirido importancia 
durante el período.

En el apartado anterior se mencionó, sin embar­
go, el importante traspaso de población hacia el gru­
po de personas en hogares con al menos un desocu­
pado, lo que debería haber contribuido a acrecentar 
la proporción de personas en el extremo inferior de la
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CUADRO 7
Uruguay urbano: Contribución de distintos componentes 
a la variación de la desigualdad, entre 1998 y 2002
(En p u n to s  porcen tua les)

Fuente principal de ingreso y  educación  
del je fe  de hogar

A ctiv idad  de los perceptores 
de ingreso del hogar

V ariación  del índice de en trop ía  0 3,1 3,1

C om ponente de desigualdad  dentro de los grupos
Térm ino A 1,0 2,7
Térm ino B 1,0 -0 ,3
Subtota l 2,0 2,4

C om ponente de desigualdad  entre los grupos
Térm ino C -0 ,8 0,3
Térm ino D 2,0 0,3
Subtota l 1,2 0,7

F uente: E laboración  p ro p ia  con datos de la  E ncuesta  C ontinua de H ogares del Institu to  N acional de E stad ística  ( i n e ).

distribución. Los efectos de los traspasos se recogen 
en los términos B y C del cuadro 7. El signo negativo 
del término B se debió a que los cambios en la com­
posición de la población se dieron desde grupos con 
alta concentración hacia grupos con mayor igualdad in­
terna. Recuérdese que los grupos que incluían desem­
pleados fueron los que registraron los menores índices 
de desigualdad, indicando situaciones deprimidas y de 
relativa homogeneidad interna. Por tal vía, entonces, 
estos traslados tuvieron un efecto neto desconcentrador. 
En cambio, la vía a través del término C tuvo un im­
pacto concentrador: esta vía es la que refleja traspasos 
de personas desde los estratos medios hacia los altos 
o bajos. Obsérvese que si bien el signo del término fue 
positivo, el efecto neto de los traspasos fue nulo.

Por último, el término D recoge el impacto de 
los cambios en las diferencias de ingresos per cápita 
medios de los grupos. Su signo positivo en ambas co­
lumnas del cuadro 7 indica un impacto concentrador 
y su considerable valor en la segunda columna refle­
ja  el importante efecto del incremento de las brechas 
de ingreso sobre el aumento de la desigualdad total. 
En particular, el término D refleja lo ocurrido con la 
relación entre los ingresos por jubilaciones y pensio­
nes y los ingresos del trabajo y, dentro de los ingre­
sos del trabajo, con los vinculados a la educación 
terciaria versus la educación media o baja. No obs­
tante, en dicho cuadro también se observa un efecto 
concentrador del aumento de la desigualdad dentro de 
los grupos.

V I
Conclusiones

Uruguay transitó por un período de crecimiento con 
indicios de mayor desigualdad hacia fines de la déca­
da de 1990. La creciente desigualdad estuvo en gran 
medida relacionada con cambios ocurridos en el mer­
cado de trabajo, que registró un mayor nivel de des­
empleo en la segunda mitad de la década, y con un 
aumento de la dispersión de las remuneraciones.

Tres fueron los fenómenos más documentados con 
respecto al aumento de la dispersión de los ingresos

del trabajo en el decenio de 1990: i) el aumento de las 
diferencias de salarios entre trabajadores con distinto 
nivel educativo; ii) el cambio en la negociación sala­
rial, la que pasó de un régimen de fijación centraliza­
da a nivel de sectores a uno descentralizado a nivel de 
la empresa, y iii) la participación del gobierno en el 
mercado de trabajo, en particular por el mayor aumento 
de los salarios públicos en relación con los privados, 
y la caída del salario mínimo nacional.
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En 1999 comenzó un período de recesión econó­
mica que se profundizó en los años siguientes, acumu­
lándose entre 1998 y 2002 una caída del producto del 
orden del 17,5%. La tasa de desempleo subió hasta 
alcanzar sus máximos niveles históricos, arrojando un 
promedio de 17% en el 2002; el desempleo de larga 
duración aumentó, y los valores medios de los ingre­
sos del trabajo y del capital y de las jubilaciones y 
pensiones disminuyeron en términos reales. Además de 
descender las remuneraciones, continuó incrementán­
dose la dispersión salarial, en un marco de aumento de 
las brechas salariales entre niveles educativos y un 
mayor crecimiento de los salarios públicos con respecto 
a los privados.

En este período de crisis bajaron los ingresos de 
la población en general y se profundizó la desigualdad.

El análisis de diversas clasificaciones sociodemo- 
gráficas —por edad, por sexo y edad del jefe de ho­
gar, por tipo de hogar y por educación del jefe— mos­
tró un empeoramiento de la situación de todos los gru­
pos. No obstante, fueron algunos los que se vieron más 
perjudicados: los menores, las parejas con hijos y los 
hogares con jefe de menor nivel educativo. Cabe se­
ñalar que el aumento de la diferencia de ingresos tan­
to entre los mayores de 59 años y los niños y adoles­
centes, como entre hogares con jefe de distinto nivel 
educativo, venía verificándose desde mediados de la 
década de 1990, y que el proceso se profundizó con la 
crisis. Además, la concentración de los ingresos cre­
ció al interior de los grupos, reflejando una mayor 
homogeneidad de situaciones.

Para analizar las características socioeconómicas 
se utilizaron dos criterios: i) la fuente principal del in­
greso del hogar y el nivel educativo del jefe de hogar, y

APÉNDICE

Los datos utilizados

Los datos que se utilizaron provienen de la Encuesta Conti­
nua de Hogares (e c h ) que lleva a cabo el Instituto Nacional 
de Estadística (in e ) de Uruguay, y corresponden especialmen­
te a los años 1998 a 2002.

La ECH es una encuesta urbana ponderada, represen­
tativa de los hogares residentes en localidades con más de 
5.000 habitantes. Recopila información sobre característi­
cas personales, laborales y de ingresos. Da a conocer el 
ingreso de todos los integrantes del hogar, distinguiendo 
entre los que provienen del trabajo, del capital y de trans­
ferencias. En todos los casos se informa el ingreso neto 
percibido, esto es, el monto registrado luego de pagar los 
impuestos.

ii) el tipo de actividad de los perceptores de ingreso. Con 
ambos se recogieron importantes cambios en la partici­
pación de los grupos socioeconómicos en la población: 
se elevó el porcentaje de personas en hogares de traba­
jadores con al menos un desocupado y aumentó el de 
personas en hogares que combinaban múltiples fuen­
tes de ingresos. Estos cambios reflejan los problemas 
de empleo, que tuvieron un impacto concentrador de 
signo positivo sobre la desigualdad, aunque el efecto 
neto de los traspasos fue relativamente bajo.

A la vez, si bien todos los grupos sufrieron caí­
das de ingreso, las distancias entre los ingresos de los 
distintos grupos crecieron, con el consiguiente efecto 
concentrador. El análisis de los ingresos permite seña­
lar cuatro fenómenos de importancia.

En primer lugar, en la clasificación por tipo de 
perceptor, la caída del ingreso per cápita medio fue más 
intensa para los hogares de trabajadores que para los 
de jubilados y pensionados. En segundo lugar, dentro 
del grupo de los dependientes de remuneraciones del 
trabajo, crecieron las brechas entre hogares con jefes 
de diferente nivel educativo. Recuérdese que en el 
mercado de trabajo tuvieron lugar algunos cambios que 
pueden contribuir a explicar ese distanciamiento: por 
un lado, el desempleo afectó en mayor medida a los 
de menor nivel educativo; por otro lado, continuó el 
aumento de las diferencias salariales entre trabajado­
res de distinta calificación. En tercer lugar, las perso­
nas que vivían en hogares dependientes de ingresos del 
capital soportaron una pérdida importante en términos 
relativos, lo cual puede asociarse a la crisis financie­
ra. Por último, tendió a ampliarse la diferencia entre 
los ingresos de las personas en hogares con al menos 
un desocupado y aquellos de otros grupos.

En el 2001, el in e  introdujo una modificación en el 
formulario y, en particular, comenzó a recoger de manera 
más detallada datos sobre los distintos rubros de ingreso. Esta 
modificación mejoró la recopilación de datos sobre los si­
guientes beneficios sociales: hogar constituido, asignación 
familiar y contribución para la atención de la salud. Como 
resultado, la proporción de perceptores de estos beneficios 
aumentó de 1,5% en el 2000 a 21,9% en el 2001 y el monto 
real medio de beneficios por perceptor aumentó 50%. La 
mejora también incidió en las medidas de desigualdad, ten­
diendo a desconcentrar los ingresos. Por ello, para compa­
rar los cambios entre los años 1998 y 2002 se ha preferido 
trabajar con el ingreso sin los beneficios sociales.
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APÉNDICE
Descomposiciones

a) Descomposición entre los índices de entropía y  dentro 
de ellos

Los índices de entropía de grado 0 (Eg) y 1 (E j ) de la distri­
bución del ingreso per cápita entre personas corresponden 
respectivamente a:

E 0 = (1/n) Z . In (p / y )  i = 1, n

Ej = Z. (x) In (nx) = (1/n) Z . (y /p)  In (y /p) i = 1, ■■■, n

donde y i representa el ingreso per cápita correspondiente a 
la persona i, p  es el ingreso promedio de la población, y xi 
es la participación en el ingreso de la persona i.

Una propiedad que ha vuelto atractiva a esta familia de 
índices de desigualdad es que se pueden desagregar de for­
ma aditiva en dos componentes que dan cuenta de la contri­
bución a la desigualdad total que hace la desigualdad dentro 
de grupos y entre grupos de la población. Así:

E 0 = /  Zg [(n/n)J Egg /  + /  (1/n) Zg ng In (p/pg )  /

E , = /  Zg [(n/n) (pg/p)]  E j  + /  (1/n) Zg ng ( pg/p) In (p/ p) \

Obsérvese que el primer término es la suma pondera­
da de los índices de entropía de cada grupo, por lo que su 
valor es una medida de la contribución del grado de concen­
tración dentro de los grupos a la desigualdad total. La pon­
deración viene dada en el caso de E g por la participación de 
cada grupo en la población y en el caso de E j , por la parti­
cipación en el ingreso total. A su vez, el segundo término es 
el valor del índice calculado para los ingresos medios de cada 
grupo. Así, este componente puede ser interpretado como una 
medida de la desigualdad en que se ha supuesto que todas 
las personas de un grupo tienen el mismo ingreso per cápita, 
concentrando la atención en las diferencias entre los grupos.

Esta descomposición permite medir el poder explicati­
vo de una clasificación, ya que cuanto mayor sea la contri­
bución porcentual del componente más potente será la cla­
sificación realizada para explicar la desigualdad total.

b) Descomposición en el tiempo de los cambios experi­
mentados por la desigualdad total

La desigualdad agregada puede variar por tres motivos. En 
primer lugar, por modificaciones en la distribución dentro de 
los grupos: cuando la desigualdad en un grupo crece, hay un 
efecto concentrador sobre la población total. En segundo 
lugar, los cambios en la participación de cada grupo también 
influyen sobre la desigualdad total: un traspaso de personas 
desde el grupo con menor dispersión al más desigual tiene 
un efecto concentrador. Además, los cambios en la partici­
pación de los grupos afectan la relación entre el ingreso pro­
medio de cada grupo y el ingreso promedio total: así, tras­

pasos de personas de los estratos medios hacia los altos o 
bajos tiene un impacto concentrador. En tercer lugar, las 
variaciones de los ingresos promedio también afectan la dis­
tribución, ya que los aumentos de las diferencias de ingre­
sos entre grupos llevan a una mayor desigualdad.

En el análisis de los cambios por origen de los ingre­
sos se utilizó la descomposición de Mookherjee y Shorrocks 
(1982), la que permite desagregar la variación del índice de 
entropía 0 entre el año t y t+i en cuatro componentes, para 
conocer el efecto que tienen los cambios en el origen de los 
ingresos sobre la desigualdad agregada. Así, los autores pro­
ponen utilizar la siguiente aproximación:

Z g ( g  - ln Ag ) g  + Z g ( g  - v g ) A ln p g

donde vg es la participación en la población, Xg es la rela­
ción entre el ingreso per cápita medio del grupo y el ingreso 
per cápita medio total y Q g  su participación en el ingreso 
total.

El primer sumando (término A) responde a los cambios 
puros de la desigualdad dentro de cada grupo; los siguientes 
dos sumandos (términos B y C) a cambios en la estructura 
de los grupos y el último (término D) a las variaciones de 
sus ingresos medios. Para cada término, los signos positivos 
indican un impacto concentrador, ya que contribuyen a au­
mentar el índice de entropía general.

Un análisis más detallado de cada uno de los términos 
pone de m anifiesto  la potencia de esta propuesta 
metodológica.

El término A es la suma ponderada de la variación de 
los índices de entropía de cada grupo. Los ponderadores son 
positivos y su suma es idéntica a la unidad. Por lo tanto, 
cuando crece la desigualdad al interior de los grupos, el tér­
mino A tiene un impacto concentrador y su magnitud de­
penderá de la participación de los grupos en la población. 
Si el aumento de la desigualdad total se debe fundamental­
mente a este término, entonces el origen del ingreso de las 
personas habrá perdido poder explicativo en sentido estric­
to, ya que otras variables que no han sido consideradas en 
la clasificación habrán adquirido importancia durante el 
período.

El término B es otro de los componentes de la varia­
ción de la desigualdad dentro de los grupos, pero responde 
a los cambios en la participación de las personas y se calcu­
la como su suma ponderada por los índices de entropía de 
cada grupo. Obsérvese que la suma de Avg es nula, por lo 
que el signo del término B depende altamente del valor de 
los ponderadores. Por ejemplo, si la población estuviera cla­
sificada en dos grupos, el término tendría signo positivo 
cuando existiera un traspaso de personas desde el grupo con 
menor desigualdad interna al de mayor concentración. En
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términos generales, entonces, los cambios en la composición 
de los grupos debidos a un aumento de la participación de 
aquellos con menor equidad interna tendrán un impacto 
concentrador sobre la desigualdad total.

El término C recoge también cambios en la estructura 
de los grupos, pero en este caso, el ponderador de la varia­
ción de las participaciones es una función parabólica del 
ingreso medio relativo, cuyo valor mínimo corresponde a 
(Xg , Xg - In Xg) = (1,1). Por lo tanto, los traspasos de perso­

nas de estratos de ingreso medios a estratos altos y/o bajos 
se sintetizarán en un signo positivo del término C. Intui­
tivamente, es fácil aceptar que la disminución del número de 
personas con ingresos similares al promedio tienda a aumen­
tar el poder explicativo de las diferencias entre grupos y tenga

un impacto concentrador sobre la desigualdad global.
Por último, el término D es la suma ponderada de las 

variaciones del ingreso medio de los grupos (en logaritmos). 
Obsérvese que el ponderador - es positivo cuando el 
ingreso medio del grupo es superior al promedio. En este 
caso, si el ingreso del grupo crece, su efecto sobre D es 
positivo. En cambio, si 0g - o es negativo, el crecimiento 
del ingreso del grupo tiene un impacto negativo. Como la 
suma de los ponderadores es cero, el resultado final del tér­
mino D dependerá de la medida en que se compensen los 
efectos de los distintos grupos. Por lo tanto, un signo posi­
tivo del término indica que los cambios en los ingresos 
medios contribuyeron a acrecentar el grado de desigualdad 
entre personas como resultado de un aumento de las diferen­
cias medias entre los grupos.
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Hasta 1989, la po lítica social en C uba logró avances muy notables en 
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después de 1994, pero en 2003 varios de ellos no recuperaban aún el 
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I
Introducción

Hasta fines del decenio de 1980, la política social en 
Cuba había logrado avances muy notables en educa­
ción, salud, seguridad social, empleo y distribución, 
debido a las prioridades y financiamiento del gobier­
no, a más de una ayuda de 65.000 millones de dóla­
res otorgada por la Unión Soviética en 1960-1990 
(Mesa-Lago, 2002), sin contar con la de otros países 
del Consejo de Ayuda Mutua Económica (came). El 
colapso del campo socialista, precedido en Cuba por 
la recesión que causó el giro antimercado del Proceso 
de Rectificación (1986-1990), así como la incapacidad 
del modelo cubano para generar crecimiento económi­
co sostenible, expandir y diversificar las exportaciones 
y lograr una sustitución de importaciones, provocaron 
una severa crisis que tocó fondo en 1993. Debido a ella 
y a pesar de los esfuerzos del gobierno, virtualmente 
todos los indicadores sociales se deterioraron. Las 
modestas reformas orientadas al mercado, introducidas 
principalmente en 1993-1996, lograron una recupera­
ción parcial, pero hubo una desaceleración en 2000­
2002, en parte por la virtual paralización de la refor­
ma. Los indicadores sociales mejoraron después de 
1994, pero en 2003 varios de ellos aún no habían re­
cuperado el nivel de 1989 y la pobreza y la desigual­
dad habían aumentado (Mesa-Lago, 2003a y 2003b; 
Mesa-Lago y Pérez-López, 2005).

Este artículo evalúa la evolución económica y 
especialmente la evolución social de Cuba durante el 
Período Especial en Tiempo de Paz (1990-2004), lo 
cual lo diferencia del tratamiento frecuente en la lite­
ratura, constreñido a fases de dicho período y carente 
de un análisis integrado de largo plazo. Para simplifi­
car, se presentan estadísticas correspondientes a años 
en tres etapas distintas de dicha evolución: 1989 (vís-

■  A unque asum o p lena  re sponsab ilidad  p o r este artículo, ag radez­
co los valiosos com entarios a  u n a  versión  p re lim inar hechos por 
C laes B rundenius, Sergio D íaz-B riquets, M anuel G arcía  D íaz, Jor­
ge Pérez-L ópez, Joseph Ram os y  A rch ibald  R itter, así com o los 
com entarios de dos ju eces  anón im os .

peras de la crisis), 1993 (momento peor de la crisis) y 
2003 (año más reciente sobre el cual se dispone de 
información). El análisis se basa en estadísticas y pu­
blicaciones cubanas, múltiples documentos de la CEPAL 
y otros organismos internacionales, así como en tra­
bajos recientes míos y de otros autores. Entre los do­
cumentos de la cepal destacan aquellos sobre reformas 
estructurales y desempeño económico y social, limita­
dos al período 1989-1998 (cepal, 1997 y 2000a). Des­
taca asimismo una obra reciente titulada Política so­
cial y  reformas estructurales: Cuba a principios del 
siglo XXI (Álvarez y Máttar, coords., 2004),1 que fue 
publicada conjuntamente por la CEPAL, el Instituto 
Nacional de Investigaciones Económicas de Cuba (INIE) 
y el Programa de las Naciones Unidas para el Desa­
rrollo (PNUD), que se concentra en los aspectos socia­
les y está circunscrita al período 1997-2002.

En las secciones siguientes del presente artículo se 
presenta una síntesis de la evolución económica (sec­
ción II), una evaluación de los problemas sociales 
—pobreza, distribución, desempleo, alimentación, edu­
cación, salud, seguridad y asistencia social, y vivien­
da— durante la crisis y la recuperación (sección III), 
y un debate sobre si Cuba es un modelo de desarrollo 
integral para la región (sección IV).

1 Los tem as principales y  los autores de los capítulos pertinentes en 
Á lvarez y  M áttar (2004) son  los siguientes: síntesis del desem peño 
económ ico (Jesús M. G arcía  M olina); v isión  global de la  política  
social y  a lim entación  (A ngela  Ferrio l); educación , salud  y  em pleo 
(V icto ria  Pérez Izquierdo); agua y  saneam iento , y  v iv ienda  (A ída 
A tienza); seguridad  y  asis tenc ia  sociales (M aribel R am os), y  con­
clusiones y  perspectivas (B eatrice  D haynau t y  Jorge M áttar). E x is­
te  tam bién  un  anexo estadístico  que está  disponib le en  el sitio  web 
de la Sede Subregional de la  c e p a l  en M éxico (www .ecla.cl/m exico/) 
y  que en  adelante  se c ita  com o “A nexo E stad ístico”, seguido  del 
núm ero  del cuadro  correspondiente. Todos los autores, excepto dos, 
son cubanos y  los capítulos sobre p o lítica  socia l fueron  escritos po r 
investigadoras del Institu to  N acional de Investigaciones E conóm i­
cas (INIE) de Cuba. E l p resen te  artícu lo  hace frecuentes referencias 
a  d ichos autores, citando com o fuente sus contribuciones a  Á lvarez 
y  M áttar (2004).
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II
Síntesis de la evolución económica

El cuadro 1 resume los principales indicadores econó- cálculo a precios constantes: de precios de 1981 a pre-
micos cubanos entre 1989 y 2003: los macroeconó- cios de 1997. La nueva serie de la Oficina Nacional de
micos internos, los de producción física y los externos. Estadística (ONE, 2002 y 2003) sólo muestra el período

1996-2003 y, cuando es comparada con los mismos
1. In d ic a d o re s  m a c ro e c o n ó m ic o s  in te rn o s años de la serie anterior (ONE, 1998 y 2001), resulta en

un incremento anual sistemático de 60% en el valor del
Un serio obstáculo para evaluar la evolución del PIB en PIB, sin que las autoridades hayan dado una explicación
1989-2003 es el cambio en 2001 del año base para el de esta anomalía. Como la nueva serie no se retrotrae

CUADRO 1
Cuba: Indicadores económicos, 1989, 1993 y 2003

Indicadores 1989 1993 2003 V ariación
2003/1989

(% )

M acroeconóm icos internos
C recim iento  m edio  anual del PIB, 1981-1989 y  1990-2003 (% ) 2,9 -0 ,5 a -8 3
PIB po r habitante  (pesos constantes) 1 852 1 172 1 538b -1 7
Inversión  /PIB (% ) 15,2 6,7 7 ,8c -4 9
T asa  de in flación  (% ) 0,5 25,7 -1 ,0 -1 0 0
L iquidez monetaria/PIB (% ) 21,6 73,2 42,7 98
B alance fiscal /PIB (% ) -7 ,2 -3 3 ,5 -3 ,2 -5 6

P roducción  f ís ic a  (m iles de toneladas)
A zúcar 8 121 4 246 2 200 -7 3
N íquel 47 30 72 53
Petróleo 718 1 107 3 609 402
E lectric idad  (m illones de kw h) 16 11 16 0
C em ento 3 759 1 049 1 345 -6 4
Textiles (m illones de m etros cuadrados) 220 51 28 -8 7
Fertilizantes 898 94 72 -9 1
Puros (unidades) 308 208 308 0
G anado (m illones de cabezas) 4,9 4,6 4,0 -1 8
Pescado y  m ariscos 192 94 67 -6 5
Leche de vaca 1 131 585 607 -4 6
H uevos (unidades) 2 673 1 512 1 785 -3 3
Cítricos 1 016 644 793 -2 2

E xternos (m illones)
E xportaciones de bienes (pesos) 5,4 1,1 1,6 -7 0
Im portaciones de bienes (pesos) 8,1 2,0 4,6 -4 3
D éfic it com ercial de bienes (pesos) 2,7 0,9 3,0 11
Térm inos de in tercam bio  (1989= 100) 100,0 54,4 44,3 -5 6
D euda  ex terna  (dólares) 6,2 8,8 11,0 77
A yuda/ inversión  ex terna  (dólares) 6 ,0c 2 ,5c -5 8
T ipo de cam bio  (pesos po r dólar) 7 78 26 271
Ingreso  bru to  del tu rism o (dólares) 550 700 1 996 262
R em esas (dólares) 0 0 915

F uente: P ara  1989: C om ité E sta ta l de Estadísticas (1991); p a ra  1993: ONE (1998); p a ra  2002-2003: ONE (2003 y  2004) y  CEPAL (2004); sobre 
ayuda/ inversión  y  térm inos de in tercam bio: M esa-L ago  y  P érez-L ópez (2005); sobre rem esas: CEPAL (2003a).

a P rom edio  de 1990-2000 a  precios de 1981, com binado con  p rom edio  de 2001-2003 a  precios de 1997.
b El PIB por habitante del 2000 a  precios de 1981 se proyectó a  2003 basado en la  ta sa  de crecim iento en 2001-2003 a  precios de 1997. 
c A yuda  sov iética  en  solo 1989. 
d Inversión  desem bolsada acum ulada en  1991-2002.
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a 1989, es imposible comparar el PIB en las dos series 
en 1989-1995 (Mesa-Lago y Pérez-López, 2005). 
Además, desde 2002 las autoridades cubanas han cri­
ticado la metodología del Sistema de Cuentas Naciona­
les para el cálculo del PIB, alegando que perjudica a Cuba 
porque subestima el valor de los servicios sociales gra­
tuitos y subsidios de precios al consumidor, por lo cual 
han publicado en los dos últimos años una cifra alter­
nativa que incrementa el pib aún más (Rodríguez, 2002, 
2003 y 2004).

El cuadro 1 muestra que el PIB aumentó a una tasa 
anual de 2,9% en 1981-1989 pero, debido a su fuerte 
caída en 1990-1993, promedió -1,4% en 1991-2000, la 
tasa más baja de toda América Latina y el Caribe, se­
gún datos del Balance preliminar de las economías de 
América Latina y  el Caribe (cepal, 2000c).2 En un in­
tento de solventar la falta de una serie continua, he aña­
dido los años 2001 a 2003 al promedio del período 
1990-2000, estimando una tasa media anual de -0,5% 
en 1991-2003. Un cálculo grueso del pib por habitante 
en 2003 indica que en ese año aún estaba 17% por 
debajo del nivel de 1989.

La tasa de inversión bruta a precios corrientes (no 
se publica en Cuba a precios constantes) disminuyó 
49% entre 1989 y 2002, de 15,2% a 7,8% del pib.3 La 
serie de la CEPAL sobre inversión bruta interna a pre­
cios constantes es superior: por ejemplo, 12,2% ver­
sus 7,8% en 2002 (one, 2003; cepal, 2004). García 
Molina (2004, pp. 19 y 36) afirma que “Cuba destaca 
por su bajo coeficiente de inversión a escala regional”; 
además, entre 1977 y 2003 hubo una caída de esa in­
versión desde 16,2% a 10,8% y del ahorro externo des­
de 1,9% a 0,6%, lo cual implica “un severo proceso de 
descapitalización” que podría entorpecer el crecimiento 
en el mediano plazo.

Según las cifras oficiales la tasa de inflación, que 
alcanzó a 25,7% en 1994, disminuyó de manera nota­
ble y hubo deflación en seis años desde 1995 (1% en
2003). Sin embargo, se carece de información oficial 
sobre el cálculo del índice de precios al consumidor 
(ipc) y del deflactor del pib, cruciales no solo para es­
timar la inflación, sino también el crecimiento del pib

2 D espués del 2000, el B alance  P re lim in a r  que pub lica  anualm ente 
la  c e p a l  suspendió  la  serie del p rom edio  anual del p i b  en los ú lti­
m os diez años.
3 De hecho hay  dos series cubanas de inversión  a  precios co rrien ­
tes; la  pub licada  h asta  el 2000 daba un a  inversión  in te rna  bru ta  
superio r a  la  pub licada  desde 2001, aunque el cam bio del año base 
p a ra  calcu lar precios constantes no debería  afectar las c ifras a  p re ­
cios corrientes ( o n e , 2001 y  2003).

a precios constantes, el salario real, los gastos presu- 
puestales reales, etc.4 La liquidez monetaria disminu­
yó con la recuperación, pero en 2003 equivalía a 43% 
del pib, el doble que en 1989. García Molina plantea 
que el incremento de la liquidez en 2002 influyó en el 
brote inflacionario de 7% en ese año, pero es incon­
gruente que la liquidez monetaria acumulada haya 
aumentado 27% entre 1999 y 2001, al mismo tiempo 
que ocurría una deflación media de 2,2% en esos años 
(García Molina, 2004, p. 43; one, 2003).

Un logro importante es la reducción del déficit 
fiscal de 33,5% del pib en 1993 a 3,2% en 2003 (la 
mitad del nivel de 1989). A ello contribuyó la mejora 
en la recaudación después de la reforma tributaria de 
1994, pero el 60,6% de los ingresos en 2003 procedió 
de impuestos indirectos con efecto regresivo, mientras 
que solo 39,4% fue generado por impuestos directos 
con efecto progresivo (Anexo Estadístico I-20). Por el 
lado del gasto, los subsidios por pérdidas de empresas 
estatales disminuyeron a 1,3% del pib en 2001 y luego 
aum entaron a 2,8% en 2002 y a 3,9% en 2003 
(Álvarez y Máttar, 2004; Anexo Estadístico, I-20).5 Por 
otra parte, según García Molina (2004, pp. 39-40), el 
crecimiento del pib se ha sustentado en la expansión 
del consumo gubernamental basado en el incremento 
del gasto fiscal, y los altos gastos de defensa y orden 
interior —que llegaron al 4% del pib, el segundo por­
centaje mayor de la región (pnud, 2004)— sólo se 
deben al “diferendo Cuba-Estados Unidos”, omitien­
do factores internos como el incremento de la fuerza 
policíaca y el alto costo de las pensiones de las fuer­
zas armadas.

2. Producción física

El cuadro 1 muestra que después de fuertes caídas de 
las principales producciones del sector agrícola, del 
minero y del manufacturero, especialmente en 1993,

4 N o hay  inform ación  pub licada  sobre los com ponentes de la  ca­
nasta, los precios y  los pesos de los b ienes y  serv icios p ropo rciona­
dos po r el racionam ien to , el m ercado agropecuario , las tiendas de 
divisas y  los trabajadores p o r cuen ta  propia, ni cóm o dichos com ­
ponentes han  variado  en  im portancia  a  través del tiem po, tam poco 
cóm o el v a lo r en  divisas de la  activ idad  económ ica  se convierte en 
pesos.
5 G arcía  M olina a firm a que en  2002 hab ía  “crecientes subsidios 
o torgados p o r pérd idas de las em presas estatales agropecuarias” y 
que la  reducción  de los m ism os “con tribu iría  sign ificativam ente  a 
la  recom posición  del gasto fiscal y  a  la  liberación  de recursos para  
la  recuperación  de la  inversión” (G arcía  M olina, 2004, pp. 33 y 
54). Los subsid ios po r pérd idas de em presas c recieron  210%  entre 
2001 y  2003, a lcanzando 3 ,9%  del p ib  ( c e p a l  2004).
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tuvo lugar una recuperación, pero en 2003 sólo dos 
productos habían superado el nivel de 1989 (petróleo 
en 402% y níquel en 53%), mientras otros dos habían 
recuperado dicho nivel (electricidad y puros) y los 
restantes nueve estaban entre 18% y 91% por debajo 
de él. García Molina atribuye la caída en la produc­
ción azucarera (de 2,3% anual en 1998-2002) a daños 
causados por los huracanes, pero la producción descen­
dió de forma sostenida desde 8 millones de toneladas 
en 1989 a 4 millones en 1993 y a 2 millones en 2003 
(73% por debajo de 1989). Los problemas internos 
como alto costo, bajas competitividad y rentabilidad, 
atraso tecnológico y falta de incentivos, combinados 
con bajos precios internacionales, forzaron la reorga­
nización de la industria azucarera a fines de 2002, el 
cierre del 46% de los molinos y la reorientación de la 
mitad de las plantaciones de caña. García Molina des­
taca el aumento en la producción de viandas, hortali­
zas y leguminosas en 1997-2002, pero omite las si­
guientes caídas productivas: 45% en la carne de ave y 
20% en la de vacuno, 14% en el número de cabezas 
de ganado y 7% en la leche de vaca en el mismo pe­
ríodo, así como 45% en la captura de peces y maris­
cos en 1997-2002, y 26% en el arroz en 1999-2003 
(ONE, 2003; CEPAL, 2004). Reconociendo algunos de los 
problemas internos, García Molina sostiene que la 
profundización de las reformas agropecuarias contri­
buiría a elevar la producción y la sustitución de im­
portaciones de alimentos y a disminuir los precios que 
se mantienen altos (García Molina, 2004, p. 28).

Las producciones de cemento, textiles y fertilizan­
tes en 2003 estaban entre 64% y 91% por debajo del 
nivel de 1989. García Molina nota insuficiencias en la 
industrialización: poco cambio en la composición de 
las exportaciones, bajo valor agregado, integración 
mínima, poca cooperación interindustrial y rezago tec­
nológico. Tras informar que la producción manufac­
turera se estancó en 1998-2002, él destaca los incre­
mentos notables en la producción de petróleo, gas y 
minerales no metálicos (sectores donde ha habido in­
versión extranjera), pero omite decir que la extracción 
de níquel cayó 6,3% en 2001-2003, mientras que la de 
textiles decreció 44% en 1998-2002, la de fertilizan­
tes 39% y la de cemento 22% (one, 2003; García 
Molina, 2004).

3. Sector externo

A pesar de la recuperación, en 2003 el valor de las 
exportaciones estaba 70% por debajo del nivel de 1989 
y las importaciones 43%, lo que provocó un déficit en

la balanza de bienes de 2.957 millones de pesos (cua­
dro 1). Aunque este déficit era solo 11% mayor que el 
de 1989, en ese entonces el 84% del déficit era con la 
Unión Soviética, la cual concedía créditos automáticos 
anuales a Cuba para sufragarlo y estos nunca fueron 
pagados; actualmente Cuba tiene que recurrir a esca­
sos préstamos de corto plazo y con alto interés. García 
Molina no toca este problema crucial y afirma que en 
1998-2002 el volumen de bienes exportados aumentó 
y el de los importados declinó, y que además “se acre­
centaron las ventas externas de productos no tradicio­
nales con un alto valor agregado, como bienes 
biotecnológicos y farmacéuticos, equipos médicos y 
medios avanzados de diagnóstico” (García Molina, 
2004, p. 49). Por otra parte, las cifras oficiales mues­
tran una caída en el valor de las exportaciones de 20% 
entre 1998 y 2002, así como un aumento de 1% en las 
importaciones en dicho período; esto causó un incremen­
to de 10,8% en el déficit de la balanza de bienes (one,
2004). Además, en 2002 el valor de las exportaciones 
de productos farmacéuticos y medicinales fue sólo 3% 
del valor total de las exportaciones y descendió a 1% 
en 2003; por otra parte, el Anuario estadístico de Cuba 
no desagrega exportaciones de equipos médicos y me­
dios avanzados de diagnóstico (ONE, 2003 y 2004). En 
contraste, las proporciones respectivas de las exporta­
ciones tradicionales en 2002 fueron: 32% azúcar, 29% 
níquel, 10% tabaco y 7% pesca. Los términos de inter­
cambio se deterioraron en 56% en 1989-2003.

La participación de las importaciones de alimen­
tos aumentó de 12% a 19% en 1989-2002 y la de las 
manufacturas de 14% a 23%, mientras que la de ma­
quinaria y equipo de transporte descendió de 31% a 24% 
(Comité Estatal de Estadísticas, 1991; one, 2003). Esto 
indica un deterioro en la autosuficiencia del abasteci­
miento de alimentos, en la sustitución de importaciones 
y en la industrialización. García Molina (2004, p. 46) 
advierte que el “magro desempeño agropecuario” tiene 
un impacto adverso en el déficit fiscal y externo, pues 
“obliga a la importación de grandes volúmenes de ali­
mentos [desde 2002 principalmente de los Estados 
Unidos] y obstaculiza el aumento y diversificación de 
las exportaciones”. Cuba es hoy un importador neto de 
alimentos, los egresos en divisas superan a los ingresos 
y el sector agroalimentario exportador pasó de generar 
un saldo favorable a ser deficitario. Como la producción 
de carne, leche, arroz y frijoles es insuficiente, hay que 
importarlos y toman la mitad del valor total de las im­
portaciones de alimentos (Ferriol, 2004b, p. 143).

El turismo y las remesas externas fueron factores 
positivos en la balanza de pagos. El turismo generó

PROBLEM AS SO CIALES Y ECONÓMICOS EN CUBA DURANTE LA CRISIS Y LA RECUPERACIÓN • CARMELO M ESA-LAGO



188 R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 6 A G O S T O  2 0 0 5

cerca de 2.000 millones de dólares de ingresos bru­
tos en 2003 y constituyó la principal fuente de divi­
sas, pero el costo de las importaciones por peso de 
ingreso fue alto (reduciendo en 35% el ingreso neto 
de ese año), mientras que el nivel de ocupación de la 
infraestructura hotelera fue bajo, lo cual “determina la 
inmovilización de recursos ante el voluminoso esfuer­
zo inversionista” (García Molina, 2004, p. 23). De he­
cho, el nivel ocupacional descendió de 64% en 1998 a 
55% en 2003, mientras que el ingreso medio diario por 
visitante cayó 13% (Álvarez y Máttar, 2004; Anexo 
Estadístico, I-15). La segunda fuente de divisas de Cuba 
(más que lo generado por el azúcar y el níquel combi­
nados) son las remesas del exterior estimadas por la 
cepal en 915 millones de dólares en 2003 (cuadro 1).6

La deuda externa medida en dólares aumentó 77% 
entre 1989 y 2003, pero García Molina reporta una 
disminución de la misma desde 43,3% del pib en 1997

a 35,5% en 2002, debido a la apreciación del dólar 
frente al euro y al yen en ese período y la acumula­
ción de intereses no pagados (García Molina, 2004, 
p. 50). Pero en relación al valor de las exportaciones de 
bienes y servicios (un indicador tradicionalmente usa­
do por la cepal), la deuda aumentó de 255% en 1997 a 
262% en 2003 y en este último año sobrepasó con cre­
ces el promedio regional de 172% (cepal, 2003a). Ade­
más, mientras que en 1989 Cuba recibió ayuda de la 
Unión Soviética por 6.000 millones de dólares, la in­
versión extranjera directa acumulada en 1991-2002 fue 
de 2.500 millones de dólares, equivalente a un pro­
medio anual de 200 millones de dólares, y ha dismi­
nuido en los últimos años. El embargo estadouniden­
se ha sido un factor negativo, intensificado en 1996 y 
2004, pero no es el culpable fundamental del mal des­
empeño económico cubano (Mesa-Lago y Pérez- 
López, 2005).

III
Los problemas sociales durante 

la crisis y la recuperación

En esta sección se analizan los principales problemas 
sociales durante la peor etapa de la crisis y su poste­
rior mejoría, aunque no siempre total recuperación: 
ellos son pobreza, desigualdad, desempleo, alimenta­
ción, educación, salud, seguridad y asistencia social, 
y vivienda.

1. Pobreza

Cuba no ha publicado estadísticas oficiales de inciden­
cia de la pobreza. En 1997 introdujo el concepto de 
“población en riesgo” de pobreza, definida como aque­
lla con ingresos insuficientes para adquirir una canas­
ta básica de bienes alimenticios y no alimenticios (equi­
valente a la línea de pobreza). La metodología calcula 
el costo y aporte nutricional de los alimentos distribui-

6 L a  fuente de esta  c ifra  es CEPAL (2003a), pero  las cifras de 2000 
a  2003 no aparecen  en  los inform es anuales de la  CEPAL sobre la  
evolución  económ ica y  perspectivas de C uba (CEPAL, 2003b y  2004). 
O tras estim aciones de las rem esas fluc túan  entre solo 100 y  400 
m illones de dólares (véase M esa-L ago y  Pérez-L ópez, 2005).

dos a precios subsidiados7 y supone que el resto de la 
canasta básica se completa en el mercado libre, a los 
precios de éste; además, incorpora en el ingreso de la 
población el valor de los servicios sociales gratuitos 
(Informe de Cuba, 1997; Ferriol, 2004a, p. 78; Ferriol 
y otros, 1998). Por su parte, una economista cubana 
(Togores, 1999) ha estimado el “índice de severidad 
de la pobreza”, de Amartya Sen, para la población total 
(no solo urbana) de Cuba en 1995, así como la inci­
dencia de la pobreza, sin tener en cuenta los servicios 
sociales gratuitos y los subsidios de precios. Por últi­
mo, en 2002 se tomó una encuesta sobre percepción 
personal de pobreza en la capital, en la que se pidió a 
los entrevistados que se clasificaran en una de tres 
categorías: pobres, casi pobres y no pobres. El cuadro 
2 resume todas estas estimaciones gruesas: la pobla­
ción urbana en riesgo se triplicó entre 1988 y 1999, de 
6,3% a 20%, y se estancó en 2001; en la capital

7 El subsid io  m edio  m ensual po r habitante  a  través del rac iona­
m iento  e ra  de 6 pesos en  2002, equivalente  a  2%  del salario  m edio 
según m is cálculos.
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CUADRO 2
Cuba: Estimaciones de la pobreza, 1988-2002

1988 1995 1996 1999 2002

E stim aciones de F errio l
Población  en riesgo  u rbana  to ta l (%  de la  población)
Población  en riesgo  en  C iudad  de L a  H abana  (%  de la  población)
Percepción  de pobreza  en  ingreso en C iudad de L a H abana (%  de la  población)

6.3
4.3 20,1

14,7
11,5

20,0 a

31,0b

E stim aciones de Togores
Índice de Sen (severidad  de la  pobreza)c
Inc idencia  de la  pob reza  (%  de la  pob lación  to ta l)

0 ,39 - 0 ,42d 
61 - 67d

F uente:  Ferrio l (2004a; 2003) y  T ogores (1999).

a Según Ferriol (2003), los cálculos prelim inares para  el año 2001 confirm an  u n a  resistencia  al descenso  en  el porcentaje  de la  población  
en riesgo, lo cual ind icaría  que dicho porcenta je  se m an tend ría  en to rno  al 20%. 

b A dem ás, 23%  “casi pob re” .
c P ara  u n a  p o b lac ión  g rande, el índ ice  de seve ridad  de la  p o b reza  de A m arty a  Sen (P ) tien e  la  sigu ien te  expresión : P  =  H  [ I  + (1-7) Gp], 

donde H  es la  incidencia  de la  p ob reza  (pob lación  bajo  la  línea  de la  pobreza, d iv id ida po r la  pob lac ión  to ta l); I  es la  b recha  de ingreso, 
en tend ida com o la  d ife renc ia  entre la  línea  de p ob reza  y  el ingreso  m edio  de la  pob lac ión  pobre, en  re lac ión  a  la  línea  de pobreza; y  G p 
es el coeficiente de G ini pa ra  la  d istribución  del ingreso  de los pobres. P  v a ría  entre 0 y  1, y  adquiere un  v a lo r 0, si to d a  la  población 
tiene  u n  ingreso  m ayor que el de la  línea  de pobreza, y  un  va lo r 1, si el ingreso de to d a  la  pob lación  es nulo. 

d Variantes obtenidas al utilizar diferentes distribuciones del ingreso.

aumentó de 4,3% a 20% entre 1988 y 1995 pero des­
cendió en un año a 11,6%.8 Las cifras de otras estima­
ciones son mucho mayores: el índice de severidad de 
la pobreza fue de 0,39-0,42, la incidencia de la pobre­
za en la población total fue de 61%-67% en 1995, y la 
percepción de pobreza en la capital fue de 31% en 
2002. Aunque las técnicas de medición son muy di­
versas, estas cifras indican un incremento de la pobre­
za durante todo el período.

Ferriol (2004a, p. 81) comparó la población ur­
bana en riesgo cubana en 1999 con la incidencia de la 
pobreza en cuatro países latinoamericanos en 2001­
2002, ordenando a Cuba después de Uruguay con la 
menor “pobreza urbana”. Pero excluyó de la compa­
ración a Costa Rica, que tenía una incidencia de po­
breza menor que la población en riesgo de Cuba, y a 
Chile, que tenía una incidencia similar, y escogió a 
Colombia y Ecuador, países con elevada incidencia de 
la pobreza (cepal, 2001).

2. Desigualdad

En la segunda mitad de la década de 1980 (durante el 
Proceso de Rectificación anti-mercado), “la sociedad

8 El aum ento  m ayor en la  capital que en  las zonas u rbanas es expli­
cado po r desigualdades crecientes, pero esto se contradice con la 
reducción en 1996, a  pesar de que las desigualdades aum entaron; es 
dudosa un a  reducción  de casi 9 puntos porcen tuales en un  solo año.

tendía a la homogeneización” por dos vías: el iguali­
tarismo en el acceso al consumo y la reducción de las 
diferencias salariales. Esto provocó debilidad del sa­
lario como estímulo al esfuerzo laboral y, hasta 1994, 
“alto ausentismo” y “alto nivel de desempleo oculto”. 
Las reformas del decenio de 1990 reintrodujeron in­
centivos al esfuerzo laboral, pero ampliaron las dife­
rencias salariales y crearon un mercado de consumo 
segmentado, aumentando la desigualdad (Ferriol, 
2004a, pp. 67-71).

El salario medio real en el sector estatal cayó un 
45% en 1989-1998 según la cepal, y en 32% en 1989­
2002 según una economista cubana (Togores, 1999; 
Togores y García, 2003; Togores, 2004), en ambos 
casos medido a precios de 1981. Por lo contrario, Pérez 
Izquierdo muestra un incremento de 17,4% en 1998­
2002, basándose en precios de 1997. El cambio en la 
base parece resultar en un salario real casi tres veces 
mayor en 1998, 2000 y 2002 (cuadro 3). Al mismo 
tiempo que disminuyó el salario real en el sector esta­
tal, el ingreso en el sector privado creció considerable­
mente y las remesas agravaron la desigualdad. En 1989 
la razón entre los salarios más elevados y los más bajos 
era 4,5:1. Aunque la comparación no es exacta, en 
1995 la razón entre el ingreso medio del decil más alto 
y el del decil más bajo de los hogares de la capital era 
150:1 y aumentó a 199:1 en 2001 (Quintana, Nova y 
otros, 1995; Espina, 2003).

Ferriol afirma que el racionamiento a precios de 
subsidio llega a todas las familias y cubre como mínimo
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CUADRO 3
Cuba: Estimaciones del salario mensual medio real en 
el sector estatal, 1989-2002

Estim aciones 1989 1998 2000 2002 V ariación  (% )

CEPAL (índice 1990=100)a 
Togores (pesos)a 
Izquierdo  (pesos)b

104
130

57
73 83 

206 242
89

242

-4 5
-3 2

17

F uente:  CEPAL (2000a), T ogores (1999), T ogores y  G arcía, (2003), T ogores (2004), Pérez Izquierdo  (2004c).

a A  precios de 1981. 
b A  precios de 1997.

CUADRO 4
Cuba: Estimaciones de desigualdad, 1986-1999

Años C oefic iente  de Gini Q uintiles de ingreso
M ás pobre 

(0-20% )
M ás rico 

(81-100% )
R azón  entre el m ás rico 

y  el m ás pobre

1986 0,22 11,3 33,8 3,3
1989 0,25 8,8 33,9 3,8
1995 0,55
1996 0,39 4,8 54,4 11,3
1996-98 0,38
1999 0,407 4,3 58,1 13,5

F uente:  B rundenius (2002) pa ra  los años 1986, 1989, 1996 y  1999; A ñé (2000) para  los años 1996 y  1999; Fabienke (2001) p a ra  el año 1995, 
y  Ferrio l (2004a) pa ra  los años 1996-1998.

50% de los requerimientos nutricionales. Sin embar­
go, es notorio que los alimentos suministrados por el 
racionamiento sólo cubren ahora alrededor de una se­
mana de necesidades y el resto del mes hay que com­
prar en los mercados libres agropecuarios, las tiendas de 
recaudación de divisas (TRD) y el mercado informal ile­
gal, cuyos precios son mucho más altos que los de ra­
cionamiento y/o requieren tener divisas. Los deciles más 
bajos de ingreso compran 88% de su gasto total en 
alimentos en esos mercados; además, 62% de los ho­
gares recibe divisas principalmente a través de remesas 
del exterior, lo cual acentúa la desigualdad social en­
tre los que tienen y no tienen acceso a divisas (Ferriol, 
2004a, pp. 66 y 72-78; Ferriol, 2004b, pp. 147-150).

Lo anterior indica que ha aumentado la desigual­
dad en la distribución del ingreso. Así lo señalan tam­
bién algunas estimaciones realizadas por economistas 
cubanos y extranjeros (cuadro 4).9 El coeficiente de 
Gini subió de 0,22 en 1986 a 0,407 en 1999; el por-

9 Las estim aciones no  p recisan  el concepto  de ingreso: si incluye el 
generado po r el m ercado, po r el Estado y  p o r rem esas; si es antes 
o después de im puestos (incluyendo el altísim o recargo en  las tien ­
das de recaudac ión  de d iv isas), y  si incluye o no prestaciones y

centaje del ingreso recibido por el quintil más pobre 
disminuyó de 11,3% a 4,3% en el mismo período, 
mientras que el porcentaje recibido por el quintil más 
rico aumentó de 33,8% a 58,1%, y la razón entre el 
ingreso medio del quintil más rico y el del más pobre 
creció de 3,3 a 13,5. A pesar de ello, Ferriol (2004a, 
p. 83) afirma que “la población cubana continuó sien­
do la de menor desigualdad en América Latina y el 
Caribe”. Esta aseveración está tomada de un estudio 
previo (c e p a l , 2000b, pp. 37-38), que comparó el co­
eficiente de Gini en 13 países, pero sin incluir a 
Cuba.10 Por otro lado, Fabienke (2001) estima para 
1995 una desigualdad muy superior a la que muestran 
los otros autores para años cercanos.

3. Empleo, desempleo y productividad

La tasa de desempleo abierto disminuyó de 7,9% en 
1989 a 7% en 1997 y a 2,3% en el 2003 (c e p a l , 2000a

servicios sociales, o pagos adicionales en pesos convertib les y  en 
especie. Por lo tan to , no  son estric tam ente  com parables.
10 E n los 33 cuadros y  18 g ráficos del estudio  de CEPAL, m uchos 
referidos a  la  equidad, C uba  sólo aparece en  tres: dos irrelevantes 
sobre dem ografía  y  uno sobre cobertu ra  de servicios.
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CUADRO 5
Cuba: Comparación de estimaciones de la población económicamente activa, 
el empleo y el desempleo, 1998 y 2000

1998 2000
Pérez Izquierdo OIT/ONE Pérez Izquierdo OIT/ONE

PEA (m iles) 4 573 5 438a 4 632 5 552a
Em pleo (m iles) 4 288 3 754b 4 379 3 843b

E stim ación  del sector no  c iv il c 534 536
D esem pleo (m iles) 285

1 150d
252

1 173dResiduo
T asa de desem pleo  (%) 6,2 21 ,1e 5,4 21 ,1e

F uente: Á lvarez y  M áttar (2004), OIT (2004a), ONE ( 2003), Pérez Izquierdo  (2004c).

a E stim ación  de la  OIT; el año 1998 es m i in terpo lación  entre 1995 y  2000. 
b “T otal de ocupados en  la  econom ía” según la  ONE, probab lem ente  solo el secto r civil.
c Sustracción  al em pleo  de Pérez Izquierdo del em pleo  de la  ONE, probab lem ente  em pleados en  las fuerzas arm adas y  de seguridad  interna. 
d Sustracción  a  la  PEA de la  OIT del em pleo  de Pérez Izquierdo. 
e R esiduo com o porcen taje  de la  PEA estim ada po r la  OIT.

y 2004). La abrupta caída de casi cinco puntos porcen­
tuales en los últimos seis años es dudosa o envuelve 
considerable subutilización, por varias razones:
i) en 1995 el Secretario General de la Central de 

Trabajadores de Cuba (c t c ) estimó que entre 
500.000 y 800.000 trabajadores estatales eran 
innecesarios (disponibles) y había que reubicarlos 
(citado por Mesa-Lago, 2002); sin embargo, su 
número se reportó como 19.000 en 1997 (Pérez 
Izquierdo, 2004c p. 191);

ii) la c e p a l  (2000a, pp. 252-253) estimó que la tasa 
de “desempleo equivalente” en 1997 era de 25,7% 
(7% de desempleo abierto más 18,7% de 
subutilización), y de 25,1% en 1998 (6,6% y 
18,5%, respectivamente); esta serie luego se sus­
pendió;

iii) la inversión bruta media por cada puesto de tra­
bajo creado fue siete veces mayor en 1975-1989 
que en 1995-2000, por lo que los 800.000 nue­
vos puestos de trabajo creados en el último pe­
ríodo deben de tener inferior productividad 
(García Díaz, 2004);

iv) 219.600 trabajadores azucareros fueron afectados 
en el 2002 por el cierre del 45% de los molinos y 
las plantaciones cañeras;

v) la ocupación no estatal se contrajo de 23,4% a 
20,8% en 2001-2002;11

11 L os trabajadores po r cuen ta  p ro p ia  cayeron  de 3 ,8%  a  3 ,4 %  de 
la  ocupación  to ta l, los cooperativ istas de 8%  a  7% , y  el sec to r p ri­
vado  de 14,7%  a  13,1%  (Pérez Izquierdo, 2004c, p.201).

vi) en el 2002 aún “prevalecían elevados niveles de sub- 
ocupación” (Dhaynaut y Máttar, 2004, p 317), y

vii) en el 2002, el 14% de los entrevistados en la en­
cuesta sobre pobreza en la capital se consideró po­
bre en empleo y el 13%, casi pobre (Ferriol, 2003). 
El cuadro 5 compara estimaciones de Pérez Iz­

quierdo (2004c) sobre la población económicamente 
activa (p e a ), el empleo y el desempleo en 1998 y 2000, 
con estimaciones de la Organización Internacional del 
Trabajo (o i t ) y la Oficina Nacional de Estadísticas de 
Cuba (o n e ). Para el 2000 la estimación que hace Pérez 
Izquierdo de la p e a  es inferior en 920.000 a la de la 
o i t , y la del empleo es 536.000 mayor que el “total de 
ocupados en la economía” de la ONE. Si el total de 
ocupados de la economía se refiere sólo al empleo en 
el sector civil, entonces la diferencia de 536.000 (casi 
10% de la PEA) estaría empleada en las fuerzas arma­
das y la seguridad interna. Asumiendo que la suma de 
los sectores civil y militar fuese 4.379.000, la cifra de 
Pérez Izquierdo, el desempleo según dicho autor sería 
solo de 5,4%. Pero si usamos la p e a  de la o i t  (que es 
un 20% mayor que la de Pérez Izquierdo), entonces 
quedaría un residuo de 1.173.000, que podría ser la 
cifra de desempleados y equivaldría a 21% de la PEA 
(en 1998 y 2000), casi cuatro veces lo estimado por 
Pérez Izquierdo. Tal tasa sería similar a una de entre 
16% y 28% en el período 1994-2000 calculada por un 
ex vicepresidente de la Junta Central de Planificación 
de Cuba (García Díaz, 2004).

Aparte del problema de credibilidad estadística, 
la bajísima tasa oficial de desempleo abierto en 2003 
oculta la persistencia de elevados niveles de
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subocupación y que esta última probablemente inclu­
ye a muchos que no están realmente empleados. A 
partir de 2001 el gobierno creó cinco nuevos progra­
mas de “pleno empleo” y “empleo de estudio” :
i) 326.000 en el cultivo de alimentos en los traspa­

tios o en huertos urbanos, en parte a jornada par­
cial y para el consumo familiar;

ii) 238.000 para discapacitados en empleos ordina­
rios, trabajo a domicilio, cultivando huertos o 
tomando cursos socioculturales;

iii) 116.000 jóvenes matriculados en cursos noctur­
nos, recibiendo una remuneración;

iv) 44.000 trabajadores azucareros despedidos que 
están estudiando (“estudio como empleo”) y re­
ciben un salario, más otros 20.000 en educación 
superior, y

v) 8.500 tomando cursos de 10 meses en trabajo 
social y a los cuales se les garantizará un empleo 
o el ingreso a carreras humanísticas universitarias. 
Además, 10.514 trabajadores “interruptos” por 
cierre temporal de empresas, que se van a sus 
hogares con 60% del salario, así como 1.654 “dis­
ponibles” aún no reubicados y que también reci­
ben su salario (Pérez Izquierdo, 2004c, pp. 193­
198 y 214; Dhaynaut y Máttar, 2004, p. 317). En 
2002, las 764.668 personas que participaban en 
todos estos programas equivalían a 16% de la PEA 
de 4,7 millones estimada por Pérez Izquierdo, y 
aunque este no precisa cuantas de ellas son con­
sideradas empleadas, es probable que la enorme 
mayoría, si no todas, hayan sido contadas como 
tales.
De manera acertada, Pérez Izquierdo apunta que 

la política aplicada en el decenio de 1990 —mantener 
el empleo y el salario a los trabajadores de empresas 
que cerraron o interrumpieron su producción debido a 
la crisis— provocó una subutilización de la fuerza de 
trabajo y un descenso en la productividad. Pero sos­
tiene que la recuperación y el programa de perfeccio­
namiento empresarial lograron reubicar a los trabaja­
dores, crear 435.000 nuevos empleos, reducir el 
subempleo y elevar la productividad laboral media en 
1,8% anual en 1998-2002 (Pérez Izquierdo, 2004c, pp. 
190-192 y 216). Sin embargo, según la cepal (2000a, 
p.235), la productividad en 1997 todavía estaba 20 
puntos porcentuales por debajo del nivel de 1989, y en 
1998-2002 se redujo o se estancó. Sobre la base de las 
tasas anuales estimadas por Pérez Izquierdo para 1998­
2002, calculo que la productividad en 2002 era aún
12,6 puntos porcentuales más baja que en 1989. Ade­
más, después de comenzar los programas de “pleno

empleo” y “empleo de estudio”, la tasa de variación 
de la productividad fue 0,1% en 2001 y -0,1% en 2002 
(Pérez Izquierdo, 2004c, pp.216).

Los salarios aumentaron a un ritmo superior a la 
productividad en 1998-2002, según Pérez Izquierdo, 
debido a la creación de nuevos empleos de carácter 
social con remuneraciones superiores a la media na­
cional, a la desvinculación entre el pago y los resulta­
dos laborales en algunas actividades, y a la insuficien­
te evaluación de la aplicación de los sistemas de pago 
y estimulación (Pérez Izquierdo, 2004c, pp. 206-207). 
La crisis y las políticas de empleo provocaron un cam­
bio drástico en la composición de la PEA por sectores 
de actividad entre 1991 y 2002 (en puntos porcentua­
les): según datos de CEPAL (2000a, cuadro A-46,) y de 
Alvarez y Máttar (2004, p.199) hubo caídas en la in­
dustria manufacturera (4,1%), construcción (3,6), trans­
porte y comunicaciones (1,3) y minería (0,4), pero au­
mentos en servicios comunales, sociales y personales 
(7,8), agricultura (1,2), y comercio, hoteles y restau­
rantes (0,7). En 1997-2002 el mayor empleo se creó 
en los servicios comunales, sociales y personales (au­
mentó 68%), pero fue este sector el que sufrió una 
caída mayor de la productividad media (3,7%). Aun­
que Pérez Izquierdo (2004c, pp. 209 y 215) no analiza 
estos problemas, sí hace una advertencia: “El gobier­
no sigue aplicando una política de empleo y salarios 
que conjuga dos racionalidades muy distintas: la eco­
nómica y la social. Por vocación humanística, se pri­
vilegia la segunda, [pero las difíciles condiciones ac­
tuales] requieren brindar soluciones a los problemas 
que limitan el desempeño de la economía”.

4. Alimentación

Antes de la crisis el racionamiento satisfacía, aunque 
de manera magra, las necesidades alimenticias de la 
población, pero en la actualidad, en la Ciudad de La 
Habana (que tiene el mejor abastecimiento racionado 
del país) solo satisface 51% de las calorías recomen­
dadas, 43% de la proteína y 17% de la grasa (Ferriol, 
2004b, p. 147). Las cuotas de racionamiento se han 
reducido mientras que el costo de comprar alimentos 
y otros bienes de consumo esencial en los mercados 
libres ha aumentado. A fines de 2002, las cuotas de 
racionamiento mensual por persona incluían (en libras): 
1,25 de frijoles, 0,5 de manteca o aceite, 6 de arroz,
2,7 combinadas de carne, pollo o pescado, 5 de azú­
car y 15 de viandas, así como 8 huevos, por lo que con 
la excepción de azúcar y viandas, sólo cubrían las ne­
cesidades aproximadas de una semana. La cuota de
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jabón de baño y para lavar era media pastilla por mes 
(Togores y García, 2003). Los precios en los merca­
dos libres oscilaban entre 4 y 49 veces el precio de los 
mismos productos a través del racionamiento. El sala­
rio medio mensual a la tasa de 26 pesos por dólar en 
las casas de cambio del gobierno (cadeca) equivalía 
a 16 dólares, con lo cual se podía comprar en las tien­
das de recaudación de divisas una pastilla de jabón, 
medio litro de aceite y una libra de malanga (Mesa- 
Lago y Pérez-López, 2005).

Según Ferriol, la producción y el consumo me­
dio por habitante de hortalizas, frutas y viandas en 2002 
había sobrepasado el nivel de 1989, pero el de carnes, 
pescados, huevos y leche estaba muy por debajo del 
mismo; además, la calidad de estos productos ha dis­
minuido y la posibilidad de recuperar el nivel anterior 
a la crisis excede las funciones y posibilidades del 
actual modelo socioeconómico.12 Añade esta autora 
que en 1998-2002 el volumen global de consumo de 
alimentos mejoró, aunque no siempre alcanzó los ni­
veles nutricionales medios recomendados: el aporte de 
calorías los excedió en 16%, pero el de grasas quedó 
41% por debajo y el de proteínas 2% (Ferriol, 2004b, 
pp. 140-145). Pero según organismos internacionales, 
en 2001 Cuba estaba 7% por debajo del promedio re­
gional en disponibilidad de calorías y 13% de su po­
blación total estaba desnutrida en 1998-2000, siendo 
ocho los países que superaban a Cuba en la región (ops, 
2004; PNUD, 2004).

La escasez de alimentos se explica oficialmente 
por la limitada y desigual recuperación de las produc­
ciones agropecuaria e industrial y el déficit crónico de 
divisas que limita la capacidad importadora. Estos pro­
blemas se atribuyen a su vez a la crisis económica de 
la década de 1990 y la previa vulnerabilidad derivada 
de la excesiva dependencia externa. Pero esto no es­
clarece por qué en las tres décadas anteriores a la cri­
sis y a pesar de la sustancial ayuda socialista, Cuba fue 
incapaz de aumentar y diversificar sus exportaciones, 
y promover con éxito la sustitución de importaciones; 
tampoco elucida el declive generalizado de la produc­
ción agropecuaria. Ferriol considera positiva la trans­
formación de las granjas estatales en unidades básicas 
de producción cooperativa (ubpc), pero en realidad 
estas son parte del problema: el gobierno, que dirige 
sus planes productivos, les vendió los edificios y el 
equipo (una deuda que tienen que pagar); 40% de las

12 A  precios de 1981, el consum o personal cayó 40%  entre 1989 y 
1993 y  en 2000 estaba  aún  22%  p o r debajo  del n ive l de 1989 
(T ogores y  G arcía, 2003).

ubpc arrojó pérdida en 2003 y recibió subsidios fisca­
les; además, estas unidades deben vender casi toda su 
producción al Estado a precios inferiores a los que 
recibirían si pudiesen vender libremente a los consu­
midores, y sus ventas a los mercados agropecuarios 
tienen tope de precios. Debido a estos problemas y a 
la falta de incentivos, en el 2002 las ubpc, que contro­
laban 45% del total de la tierra cultivada (más el 10% 
proveniente de las cooperativas de producción 
agropecuaria, cpa), sólo entregaban a los mercados li­
bres agropecuarios 3% de los productos que en ellos 
se vendían; por el contrario, los campesinos privados 
tenían solo 21% de la tierra cultivable y entregaban 
67% de los productos en dichos mercados, y el Esta­
do, que tenía el 24% de la tierra cultivada, entregaba 
en esos mercados el 30% de los productos (one, 2004; 
García Molina, 2004).13 Como contraste está el ejem­
plo exitoso de China, donde la tierra se entregó a fa­
milias, grupos de trabajadores y villas que tienen li­
bertad de decidir qué producir, a quién vender y a qué 
precios. Si Cuba hubiese seguido esa política, proba­
blemente se autoabastecería de alimentos y tendría un 
excedente para exportar.

5. Educación

Durante la crisis la educación sufrió los efectos de la 
falta de recursos: disminución de la alimentación en las 
escuelas, deterioro de la infraestructura, escasez de 
materiales de enseñanza y reducción del transporte. La 
tasa de matrícula elemental virtualmente se mantuvo, 
pero la de enseñanza secundaria en relación con la po­
blación en edad escolar cayó de 90,2% en 1989 a 74,5% 
en 1994, aunque en 2002 aumentó a 89% (unesco, 1999 
y 2004). La matrícula universitaria total disminuyó 
56% durante la etapa peor de la crisis y luego comen­
zó a subir, pero en 2002-2003 todavía estaba 20% por 
debajo del nivel de 1989, aunque con diferencias no­
tables entre las diversas carreras: en ciencias 
agropecuarias decreció 57%, en ciencias naturales y 
matemáticas 38%, en las carreras técnicas 32% y en 
medicina 26%, mientras que en humanidades y cien­
cias sociales aumentó 565%, y en educación 343% 
(cuadro 6). En vista de la severa escasez de recursos, 
la inversión enorme en algunas carreras humanísticas 
o en educación (aunque el número de estudiantes por

13 En los m ercados agropecuarios estatales el Estado entrega el 60% , 
el sec to r p rivado el 34%  y  las cooperativas el 6%  (G arcía  M olina, 
2004). Este autor no  p roporciona  info rm ación  sobre la  d istribución 
del sum inistro  to ta l entre los dos m ercados.
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Cuba: Matrícula universitaria, por áreas, en 1989/1990, 
en 1995/1999 y en 2002/2003

D iscip lina 1989/90 1995/99 
N ivel m ás bajo

2002/03a V ariación  entre 
2002/03 y 

1989/90 (% )

H um anidades y  ciencias sociales 5 095 5 366 33 898 565
E ducación 15 529 35 068 6 782 343
E conom ía 18 789 4 893 20 307 8
A gricultura  
C iencias naturales

11 606 4 680 5 039 - 5 7

y  m atem áticas 6 399 4 019 3 934 -3 8
C arreras técnicas 29 819 13 020 20 134 -3 2
M edicina 37 305 23 457 27 702 -2 6

Totalb 242  366 102 598 192 864 - 2 0

CUADRO 6

F uente:  C om ité  E sta ta l de Estadísticas (1991); ONE (1998, 2001 y  2003).

a En 2002, la  m a trícu la  en  las hum anidades y  c iencias sociales, así com o en  econom ía, fue aum entada  entre 10% y  14% del período 1996/ 
1997 al período 2001/2002, sin  exp licación  alguna, resu ltando  en  increm entos de la  m atrícu la  un iversita ria  total. 

b E xcluye educación  fís ica  y  arte.

maestro es el más bajo en la región), contrastada con 
el déficit en carreras cruciales para el desarrollo, no 
solo es una asignación ineficiente sino que además 
creará un serio problema en el futuro. No obstante, 
Dhaynaut y Máttar (2004, pp. 306 y 307) aseveran que 
“los niveles de matrículas en la educación técnica y 
superior se determinan en función de las exigencias del 
desarrollo económico” y que “se privilegian las espe­
cialidades técnicas y científicas”.

Una de las razones de la caída de la matrícula 
universitaria es la inversión de la pirámide salarial. 
Antes de la crisis los médicos, ingenieros, profesores 
universitarios y otros profesionales estaban en la cús­
pide, pero han sido reemplazados por dueños de pe­
queños restaurantes (aunque estos recientemente se han 
reducido), transportistas, empleados en el turismo, pe­
queños campesinos privados, etc. No es racional estu­
diar cuatro a seis años en las carreras universitarias para 
al graduarse recibir un salario muy bajo, lo cual tam­
bién explica que muchos profesionales hayan abando­
nado sus puestos estatales para dedicarse a actividades 
mejor pagadas. Debido a aumentos salariales en la 
educación, en 2002 el salario mensual básico fluctua­
ba entre 280 y 330 pesos y, con pagos adicionales, 
podía alcanzar hasta 425 pesos, aunque esos salarios 
“aún son insuficientes para enfrentar el elevado costo 
de la vida actual” (Pérez Izquierdo, 2004a, p. 111). La 
última suma equivale a 16 dólares mensuales, al va­
lor del dólar en las casas de cambio, con lo cual es 
imposible comprar alimentos en las tiendas de recau­

dación de divisas para las tres semanas no cubiertas por 
el racionamiento (Mesa-Lago y Pérez-López, 2005).

Recientemente se ha intentado universalizar la 
educación superior. En 2002-2003 la matrícula en 
humanidades y ciencias sociales aumentó 530% sobre 
2000-2001. En 2003-2004 las autoridades informaron 
de un salto impresionante en la matrícula de educación 
superior total, aunque con diversas cifras: 128.377 
(Castro, 2003), 146.913 (Rodríguez, 2003) y 300.000 
según el Ministro de Educación Superior,14 quien ex­
presó que las 17 universidades se “multiplicaron” con 
la creación de 732 centros universitarios en municipios 
y el número de profesores se acrecentó en 83%. La 
mitad de los nuevos estudiantes son a distancia en 
estudios socioculturales, trabajo social, enseñanza y 
universidades populares para retirados. Hay una serie 
de interrogantes de importancia: si la masificación de 
la enseñanza superior no acarrea el riesgo de que los 
estudiantes no trabajen diligentemente; cómo es posi­
ble aumentar el número de instituciones de enseñanza 
superior en 43 veces en un año, el número de profeso­
res en 83% y la matrícula en 56%; qué tipo de entre­
namiento han recibido los 44.000 profesores recién 
contratados; cuál es la calidad de los nuevos progra­
mas, y dónde encontrarán trabajo productivo 300.000 
eventuales graduados.

14 E ntrev ista  al señor V ecino A legret en  G ranm a, L a  H abana, 16 
de diciem bre de 2003.
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Según Pérez Izquierdo, algunos estudios cubanos 
consideran que el programa de universalización de la 
educación superior “creará tensiones sociales, pues la 
demanda económica de universitarios muestra un di­
namismo limitado y podrían incluso incrementarse las 
tendencias migratorias al exterior”. Además, reconoce 
que a pesar de los avances persisten problemas, espe­
cialmente en cuanto a “la educación como sector es­
tratégico para impulsar el desarrollo económico”. Los 
nuevos programas “constituyen un desafío para el 
modelo cubano, pues su aplicación masiva implica una 
utilización eficiente y un incremento sustancial en los 
(...) niveles de formación y aún no pueden evaluarse 
los resultados a gran escala” (CEPAL, 2004; Pérez Iz­
quierdo, 2004a, pp. 96 y 116).

6. Salud

No hay duda de que, en vísperas de la crisis, el siste­
ma nacional de salud de Cuba alcanzó los niveles más 
altos en América Latina, pero la medicina cubana se 
caracterizaba por ser excesivamente costosa, por ha­
cer uso muy intensivo de capital y por ser dependien­
te del campo socialista (cepal, 2000a, pp. 274 y 275). 
La pérdida de las importaciones de medicinas, piezas 
de repuesto, equipo médico e insumos desde la Unión 
Soviética, combinada con la aguda escasez de divisas 
y el deterioro de la alimentación, tuvo efectos adver­
sos sobre el funcionamiento del sistema de salud, aun­
que se mantuvo la universalidad y gratuidad de la aten­
ción, lo que constituye un logro notable. Es debatible 
si los gastos de salud se mantuvieron o no durante la 
crisis. Con base en precios de 1981 y el índice de pre­
cios al consumidor se ha calculado que el gasto real 
de salud por habitante cayó de 66,90 pesos en 1989 a 
16,40 pesos en 1993 y luego aumentó a 53,00 pesos 
en 1999, aún 21% por debajo del nivel de 1989 (Sixto, 
2003). Por el contrario, Pérez Izquierdo estima que los 
gastos reales de salud por habitante se mantuvieron en 
ascenso durante la crisis y, a precios de 1997, aumen­
taron 40 pesos en 1997-2002 (Pérez Izquierdo, 2004b, 
pp. 172 y 173). En todo caso, el gasto de salud por 
habitante de Cuba en el 2002 (de 229 dólares, basado 
en poder adquisitivo paritario) era el decimocuarto de 
la región: solo seis países —los menos desarrollados— 
tenían un nivel inferior (pnud, 2004).15

15 Sobre la  base del gasto  de salud  to ta l com o porcenta je  del PIB, 
C uba  se ordenó en  sexto lugar en la  reg ión  en  el 2002, v irtualm ente  
en em pate con otros dos países. Pero  el gasto  to ta l cubano de 7,2%  
se desagrega en  6 ,2%  púb lico  y  1% privado, algo debatib le  porque

Durante la crisis hubo un grave deterioro en casi 
todos los indicadores de salud y si bien estos han 
mejorado en la etapa de recuperación, varios aún no 
han recobrado los niveles previos. La tasa de mortali­
dad infantil en Cuba continuó disminuyendo durante 
la crisis y en 2002 era de 6,5 por mil nacidos vivos (la 
más baja en el continente después de Canadá y simi­
lar a la de los Estados Unidos), pero los índices de 
mortalidad materna y en la población mayor de 65 años 
exhibieron una tendencia contraria (cuadro 7). En 2001 
Cuba cambió la serie de mortalidad materna, pues antes 
la “total” incluía la directa, la indirecta y la atribuible 
a “otras causas”, pero la nueva serie elimina las “otras 
causas”, lo que da por resultado una tasa significa­
tivamente inferior, y solo se retrotrae a 1996, lo cual 
impide una comparación con el nivel de 1989. En 
2000, la tasa era de 55,7 por 100.000 nacidos vivos en 
la serie antigua pero de 40,4 en la serie nueva, debido 
a que ésta excluyó 15,3 por “otras causas”. La serie 
nueva exhibe un aumento de 38,6 en 1997 a 41,7 en 
2002; por último, la tasa de 2002 en la serie nueva, que 
excluye “otras causas”, es mayor que la “total” de 29,2 
en 1989, que las incluye. Sobre la base de la serie nue­
va, y omitiendo las cifras de 1997-1998, Pérez Izquier­
do afirma que la tasa de mortalidad materna “total” 
descendió de 43,8 en 1999 a 41,7 en 2002 (Pérez 2004b, 
p. 179). La mortalidad en la población de 65 años y más 
aumentó de 48,4 por mil de ese grupo etario en 1989 a
55,7 en 1993 y luego declinó hasta 49,7 en 2001, toda­
vía algo por encima del nivel anterior a la crisis.

Respecto a la morbilidad, la tendencia en 1989­
2002 muestra diferencias importantes entre las enfer­
medades. Continuó erradicada o disminuyendo la in­
cidencia de difteria, poliomielitis, sarampión, tétanos 
y tos ferina, pero la incidencia de otras enfermedades 
aumentó fuertemente durante la etapa peor de la crisis 
y luego decreció; en el 2002 estaba por debajo del nivel 
de 1989 en diarreas agudas, varicela, sífilis y bleno­
rragia, y por encima en enfermedades respiratorias 
agudas, hepatitis viral y tuberculosis, como muestra el 
cuadro 8. Pese a esta evolución de las estadísticas ofi­
ciales, Pérez Izquierdo (2004b, pp. 155 y 156) afirma 
que “los indicadores . d e  morbilidad, no se afectaron 
sustancialmente en los años más agudos de la crisis”.

A partir del decenio de 1990 el Ministerio de 
Salud Pública dio un viraje sustancial en sus objetivos

se p roh íbe  la  m edic ina  privada. Si se tom ase solo el gasto  público, 
C uba quedaría  en  décim o lugar en  la  reg ión  (según datos de PNUD, 
2004).
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CUADRO 7
Cuba: Tasas de mortalidad infantil, materna y en la población 
de 65 años y más, 1989-2002

Años Infantil M aterna 
(x 1.000 nacidos v ivos) (x  100.000 nacidos v ivos)

65 años 
(x 1.000 en  ese

y  más
grupo etario  )

Serie an tiguaa Serie nuevab

1989 11,1 29,2 48,4
1993 9,4 49,3 55,7
1994 9,9 65,2 54,5
1995 9,4 57,1 52,5
1996 7,9 44,9 36,4 54,9
1997 7,2 50,4 38,6 52,3
1998 7,1 47,7 39,1 50,2
1999 6,5 52,4 43,8 52,2
2000 7,2 55,7 40,4 49,7
2001 6,2 33,9 49,7
2002 6,5 41,7

F uente: C om ité  E sta ta l de Estadísticas (1991); ONE (1998, 2001 y  2003); (MINSAP, 1995 a  2003).

a M ortalidad  m aterna  to ta l, incluye directa, ind irec ta  y  po r otras causas. 
b E xcluye o tras causas que p rom ediaron  10,6 en  1998-2000.

Cuba: Tasas de morbilidad de algunas enfermedades transm isibles y población 
inmunizada, por tipo  de vacuna, antes de la crisis, en su etapa peor y en 2002

A. M o rb ilid a d  (tasas p o r  100 000  habitantes) 
E nferm edades 1989 1992-1996 2002 V ariación  (% )a

R espiratorias agudas 36 804 45 021 40 034 9
D iarreas agudas 8 842 10 380 7 892 -1 0
V aricela 365 1 138 149 -5 9
B lenorragia 381 412 114 -7 0
H epatitis 106 295 125 18
Sífilis 82 143 41 -5 0
T uberculosis 5 14 8 60

CUADRO 8

B. P o b la c ió n  inm unizada  (m iles de personas)
V acunas 1989

Poliom ielitis 840
T uberculosis (BCG) 320
D oble 157
T riple (DPT)b 354
T ifo idea 597

1993-1994 2002 V ariación  (% )a

616 589 -3 0
149 140 -5 6
164 118 -2 5
310 129 - 6 4
553 60 -9 0

F uente: C om ité  Estatal de E stadísticas (1991); ONE (1998 y  2003).

a 2002 en re lac ión  a  1989. 
b D ifteria, tos fe rina  y  tétanos.

“al privilegiar la promoción de la salud y la preven­
ción de las enfermedades”, lo que “ha tenido resulta­
dos importantes en la reducción... de las enfermeda­
des transmisibles”; además se “continúa realizando es­
fuerzos para desarrollar vacunas de producción nacio­
nal que permitan en un futuro abastecer el país” (Pérez

Izquierdo, 2004b, pp. 155-156 y 167). Pero el cuadro 
8, en su parte B, muestra que la prevención de enfer­
medades transmisibles a través de la inmunización ha 
sufrido una reducción significativa. En 2002 la pobla­
ción inmunizada era entre 25% y 90% inferior al 
nivel de 1989 en las cinco vacunas fundamentales y
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también estaba por debajo de ese nivel en el período 
peor de la crisis. La vacuna bcg cayó 56%, a pesar de 
que la incidencia de la tuberculosis en 2002 estaba 60% 
por encima de 1989.16 Cuba es el octavo lugar en la 
región con mayor mortalidad debida a enfermedades 
transmisibles (ops, 2004).

En la década de 1990, la interrupción casi total 
de los suministros, equipos de repuesto y productos 
químicos desde el campo socialista, así como la caída 
en la generación de electricidad, afectó las bombas y 
los sistemas de abasto de agua y saneamiento, dismi­
nuyó las horas de servicio, y redujo considerablemen­
te el tratamiento del agua y su potabilidad, lo cual 
provocó el aumento de algunas enfermedades infeccio­
sas. Atienza asevera que en 2002 se habían sobrepa­
sado los niveles de 1990 mediante la construcción de 
presas, acueductos, plantas potabilizadoras y estacio­
nes de bombeo; sin embargo, las estadísticas que ofrece 
son de 1999-2002 y no de 1989, lo que hace imposi­
ble constatar los alegados avances en el largo plazo. 
De hecho, en 1999-2002 el número de plantas 
potabilizadoras no se incrementó y continuó habiendo 
solo una estación de fluoración (Atienza, 2004b, cua­
dro 45). Más aún, la cifra oficial del volumen evacua­
do de agua en alcantarillados era de 672 hm3 en 1998 
(one, 2001) y 569 hm3 en 2002, una reducción de 15% 
en el período. La calidad del servicio de agua potable 
se ha deteriorado por varias causas: el tiempo medio 
de servicio es de 12 horas diarias, obligando a parte 
de la población a almacenar agua en tanques y depó­
sitos, lo que reduce los beneficios de la potabilización 
(la población de La Habana tiene que hervir el agua 
para evitar guiarda y otros parásitos); la red de distri­
bución es insuficiente y parte de ella y de los equipos 
de bombeo está en mal estado, y el abastecimiento es 
inestable por las interrupciones del suministro de ener­
gía eléctrica (Atienza, 2004b, p. 281).

Aunque se ha intentado maximizar los recursos 
disponibles hay varios indicadores de ineficiencia. El 
número de camas reales de asistencia médica se redu­
jo de 5 a 4,5 por mil habitantes en 1989-2001, pero su 
índice de ocupación disminuyó de 73,9% a 69,8%, a 
56% en los hospitales pediátricos y a 48% en los de 
neonatología.17 Además, el promedio de estadía hos­

16 Las variaciones anuales pudieran  ser producto de cam bios aprecia- 
bles en  el núm ero  de nacim ientos anuales y  las edades en que se 
adm inistran las vacunas. Este es un  punto que requiere investigación.
17 Esto se debe a  la  caída  de la  ta sa  de nata lidad  y  el envejecim ien­
to  de la  población , pero  los hospita les innecesarios deberían  cerrar­
se para  ahorrar recursos o ser convertidos en asilos de ancianos.

pitalaria aumentó de 9,9 días en 1989 a 10,4 en 1993, 
si bien luego disminuyó a 9,4 en 2001 (one, 1998 y 
2003; minsap, 1995 a 2003). Si el promedio de estadía 
se hubiese reducido a siete días en 2001 (aún alto a 
niveles internacionales), el índice de ocupación hubiese 
declinado a 56,2%. Los médicos de familia han con­
tribuido de manera importante a descentralizar la aten­
ción y hacerla más personal, pero su costo es elevado 
(representan la mitad del total) y su eficacia se ha re­
ducido porque carecen de las medicinas más esencia­
les. A medida que ha disminuido la mortalidad infan­
til, el esfuerzo ha sido más difícil y más costoso, entre 
otras cosas, por las técnicas para detectar problemas 
congénitos del feto y por la atención y alimentación 
especial a la madre. Esto es positivo, pero requiere la 
asignación cuantiosa de recursos muy escasos a un 
problema ya resuelto, mientras que hay necesidades 
mucho más urgentes y severas, como mejorar la infra­
estructura de agua potable, la alimentación, las bajas 
pensiones y la vivienda. Las becas que se ofrecen a 
extranjeros para estudiar medicina y otras carreras, así 
como el envío de miles de profesionales de la medici­
na (incluyendo médicos de familia) como parte del 
programa de ayuda externa, son loables pero constitu­
yen una carga pesada. La existencia de un sistema de 
atención de salud separado y superior para las fuerzas 
armadas, la seguridad interna y los dirigentes no solo 
genera un alto costo sino también una desigualdad irri­
tante para la población sometida a duras restricciones 
(Mesa-Lago, 2003b).

7. Seguridad y asistencia sociales

El gobierno unificó 54 programas diversos de pensio­
nes de seguridad social y extendió de manera notable 
la cobertura de la población económicamente activa, 
aunque nunca ha publicado estadísticas sobre esto úl­
timo. El sistema cubre obligatoriamente a todos los 
empleados; pero los trabajadores por cuenta propia, los 
familiares sin remuneración y la mayoría de los cam­
pesinos privados pueden afiliarse voluntariamente, 
pagando una contribución que no aporta la inmensa 
mayoría de los empleados y que es un fuerte obstácu­
lo a la incorporación de los grupos señalados. Las 
edades de retiro ordinario son de las más bajas en 
América Latina: 60 años el hombre y 55 la mujer, con 
25 años de servicios; debido a que la esperanza de vida 
promedio al tiempo del retiro en Cuba es la mayor en 
la región (20 años el hombre y 26 años la mujer), el 
costo del sistema se eleva enormemente. La situación se 
agrava porque Cuba tiene la población más envejecida
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de la región después de Uruguay y, según el c e l a d e -Dí- 
visión de Población de la c e p a l , se convertirá en la más 
vieja antes de 2025. Esto se agudizará a partir del 2010, 
cuando se retirarán más que los que entren en la p e a , 
y empeorará en 2020-2030, cuando los baby boomers 
del decenio de 1960 lleguen a la edad de retiro (c e p a l , 
2000a).

El cuadro 9 resume los aspectos financieros del 
sistema, comparando 1989 y 2003. El gasto de las 
pensiones de seguridad social aumentó de 5,3% a 6,5% 
del pib  y se financia con una contribución incrementada 
de 10% a 12% sobre la nómina, que solo pagan las 
empresas y va directamente al presupuesto estatal. Una 
contribución al trabajador introducida por la ley 
tributaria de 1994 fue suspendida hasta 1997, cuando 
comenzó a aplicarse un aporte de 5% sobre el salario 
de los empleados en empresas bajo el plan de perfec­
cionamiento, los que en 2002 eran solo 2% de los 
ocupados. Los trabajadores por cuenta propia, artistas 
y otros de afiliación voluntaria aportan 12% de su in­
greso declarado. El porcentaje de contribución salarial 
es insuficiente para financiar el sistema y provoca un 
déficit creciente que es cubierto por el Estado. El sub­
sidio fiscal aumentó de 1,3% a 2,3% del p ib  entre 1986 
y 2003 y crecerá con el proceso de envejecimiento. La 
razón de trabajadores activos por pensionado disminu­
yó de 3,6 en 1989 a 2,8 en 2002 y se proyecta a 1,5

en 2025. Para equilibrar el sistema en 2003 se reque­
ría una contribución de 17,9% sobre la nómina, pero 
tenía que aumentar en el largo plazo llegando a 39% 
o 86% según diversos escenarios (Mesa-Lago, 2003b). 
Ramos señala con cautela que “a pesar de los efectos 
fiscales que esto pueda representar, la política del go­
bierno se ha caracterizado por privilegiar los objetivos 
sociales sobre los económicos [pero el incremento 
sostenido del costo] demandará nuevos recursos finan­
cieros, por lo que la sustentabilidad económica del sis­
tema podría verse afectada” (Ramos, 2004, pp. 231 y 
238). La c e p a l  había sido más osada cuando advirtió que 
los subsidios fiscales a la seguridad social “desplazan 
recursos de la inversión [que ha disminuido] y la me­
nor formación de capital limita las perspectivas del 
crecimiento, empleo y salarios” (c e p a l , 2000a, pp. 270 
y 271).

A pesar del enorme gasto que significan, las pen­
siones de seguridad social siempre han sido magras, 
pero antes de la crisis se complementaban con los pre­
cios subsidiados de bienes de consumo, transporte, 
electricidad y agua, con vivienda gratis o con renta muy 
baja, y atención a la salud gratuita y de calidad ade­
cuada. La pensión media real disminuyó 41% en 1989­
1998 (a precios de 1981) y la red complementaria de 
protección social se deterioró. Ramos (2004, p. 228) 
señala que la pensión media real creció de 1992 a 2001

Cuba: Financiamiento, déficit, costo y nivel de pensiones 
de seguridad social, 1989 y 2003

ind icadores 1989 2003 V ariación
2003/1989

(% )

Ingreso  (m illones de pesos) 664a 1 405 111
G asto (m illones de pesos) 897a 2 101 134
D éfic it (m illones pesos) 233a 696 198
D éfic it financiado  po r el E stado (%  del PIB) 1,3a 2,3 77
C osto to ta l de las pensiones (%  del PIB) 5,3 6,6 24
A ctual con tribución  (%  sobre la  nóm ina) 10,0 12,0 20
C ontribución  p a ra  e lim inar el défic it (%  sobre nóm ina)b 13,5a 17,9 32
R azón  de trabajadores activos p o r un  pensionado 3,6 2 ,8c -2 2
Pensión  m ensual m ed ía  nom inal (pesos) 56 108c 93
Pensión  m ensual real (pesos m ensuales) 56 33d -4 1
Pensión  m ensual m ed ía  (dó lares)e 8,00 4 ,15c -4 8

F u e n te : P ara  los años 1986-1989, M esa-L ago (2003b); p a ra  el año 2003, ONE (2003) y  CEPAL (2004), Á lvarez y  M áttar (2004). 

a 1986.
b Para  equ ilib rar actuarialm ente  el s istem a de pensiones en  el largo plazo  se requeriría  u n a  con tribución  de entre 39%  y  86% , según los 

diversos escenarios. 
c 2002. 
d 1998.

A l tipo  de cam bio  del m ercado negro  en  1986 y  al de C ajas de C am bio  S.A. (CADECA) en  2002.

CUADRO 9

e
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y decreció en 2002, pero no da cifras. Aunque no es 
posible comparar la pensión real en pesos en 1989 y 
2002, en el último año la pensión media mensual era 
de 108 pesos, equivalente a 4,15 dólares y 48% infe­
rior al nivel de 1989 (cuadro 9).

Entre 1997 y 2000, el número de casos de asis­
tencia social mermó 1,2%, pero en 2002 subió 42%. 
En ese año había 192.511 personas que recibían asis­
tencia social, cifra equivalente a solo 1,7% de la po­
blación total de 11,2 millones (cálculos basados en Ra­
mos, 2004, pp. 225-226 y 231-232). La población en 
riesgo y la incidencia de la pobreza ya citadas abarcan 
un mínimo de 20% de la población total, por lo cual 
la mayoría de los pobres no recibe asistencia social. 
El gasto de asistencia social se mantuvo estancado en 
0,5-0,6% del pib en 1989-2000, aunque subió a 1,2% 
en 2002 (Mesa-Lago, 2003b; one, 2003). No obstante, 
el gasto real de asistencia por beneficiario disminuyó 
60% entre 1997 y 2002 (cálculo basado en Anexo Es­
tadístico, II-47 y II-49). La pensión asistencial media 
en 2002 era de 63 pesos mensuales (2,42 dólares).

La asistencia social tiene un impacto progresivo 
en la distribución, mientras que las pensiones de se­
guridad social tienen un efecto neutro; pero dos regí­
menes especiales separados del sistema general, para 
las fuerzas armadas y el Ministerio del Interior, dis­
frutan de condiciones de acceso y montos de presta­
ciones diferentes (Ferriol, 2004a, p. 84; Ramos, 2004, 
p. 222). El costo de ambos es enorme y el impacto 
probablemente regresivo. Un militar hombre que co­
mienza a los 17 años y acumula 25 de servicios puede 
retirarse a los 43 años de edad (17 años antes que en 
el sistema general), recibe una pensión equivalente al 
100% del salario en su último año (versus 50% del 
salario promedio en los últimos cinco años) y por un 
promedio de 37 años (17 años más que en el sistema 
general). En 1995 el costo del sistema de las fuerzas 
armadas, financiado enteramente por el presupuesto 
estatal, equivalió al déficit de todo el sistema general 
y para equilibrarlo se requeriría una contribución de 
118% del salario (Donate, 1995).

8. Vivienda

Un serio obstáculo que impide el conteo adecuado de 
la construcción de viviendas es la falta de una serie 
estadística homogénea del período revolucionario. En 
1959-1963 no se publicaron cifras anuales; en 1964­
1980 se inició una serie anual de construcción de vi­
viendas por el sector civil estatal; en 1981-1987 se 
añadieron las viviendas construidas por cooperativas,

las fuerzas armadas y la población (distinguiendo las 
que tenían certificado de habitable y las que carecían 
del mismo); de 1988 en adelante se suprimieron las 
viviendas sin certificado y las de las fuerzas armadas. 
En 1981-1987, debido a la disminución de las restric­
ciones para la construcción de viviendas y el mejor 
acceso a materiales de construcción, se edificó el ma­
yor número de viviendas bajo la revolución y el por­
centaje edificado por la población promedió 60%. Pero 
la ley de vivienda de 1988 endureció las condiciones 
de construcción y permutas, suprimió las ventas de 
materiales a la población, reforzó el papel del Estado 
y estableció penas a las infracciones. La crisis provo­
có una fuerte caída en la producción de materiales de 
construcción entre 1990 y 2001: 59% en cemento, 64% 
en bloques, 71% en arena y piedras, y 73% en ladri­
llos (Atienza, 2004a, p. 248). Ambos factores reduje­
ron el porcentaje de viviendas edificado por la pobla­
ción a un promedio de 34% del total en 1990-2002. Las 
metas de construcción de viviendas en los tres planes 
quinquenales entre 1981 y 1990 fueron incumplidas en 
45% (Mesa-Lago, 2002).

El número promedio de viviendas construido 
anualmente (con los problemas apuntados arriba) cayó 
de 61.198 unidades en 1981-1989 a 28.638 en 1990­
1994 y luego aumentó a 41.604 en 1995-2003, pero 
aún así estuvo 30% por debajo del nivel anterior a la 
crisis; más aún, las viviendas edificadas descendieron 
a 25.000 en 2003, inferior al promedio en la etapa peor 
de la crisis. En los períodos y años citados, el número 
de viviendas construido por cada 1.000 habitantes des­
cendió de 6,1 a 2,8, aumentó a 4,5 y cayó a 2,2 (cua­
dro 10). García Molina asevera que a partir de 1994 
“el número de viviendas se recuperó de manera signi­
ficativa”, mientras que Atienza, con más cautela, afir­
ma que la nueva política que da prioridad al manteni­
miento, reparación y rehabilitación “impidió el colap­
so del sector al inicio de los años noventa y permitió 
continuar el proceso” (García Molina, 2004, p. 13; 
Atienza 2004a p. 249).

Según Atienza, el fondo habitacional aumentó de 
1,90 a 3,13 millones de unidades entre 1990 y 2002, 
con una disminución de la razón de habitantes por 
vivienda de 4,51 a 3,13; pero esto no fue producto solo 
de la construcción de nuevas viviendas, sino también 
de divisiones, ampliaciones y construcciones en azo­
teas. Además, el censo de 1981 (los resultados del 
censo de 2002 no se habían publicado a fines de 2004) 
“mostró que el fondo de viviendas se encontraba en 
gran parte envejecido” y que “las insuficientes accio­
nes de conservación y rehabilitación del parque
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CUADRO 10
Cuba: Construcción de viviendas, 1981-2003

1981-89 1990-94 1995-03 2003

Prom edio anual de v iv iendas constru idas a 61 198 28 638 41 604 25 000
V iviendas constru idas x  1.000 habitantes 6,1 2,8 4,5 2,2
D éfic it de v iv iendas (m iles de un idades) 800 1 000

F uente: Para  los períodos 1981-1989 y  1990-1994, M esa-L ago (2002); pa ra  el período 1995-2003, ONE (1998 a  2003); p a ra  el año 2003, 
CEPAL (2004). El défic it en  2003 es una  estim ación  de M esa-L ago y  Pérez-L ópez (2005).

a C álculo  basado en  el to ta l de viv iendas constru idas en 1981-1989, incluyendo las que no  ten ían  certificado de habitabilidad , de las cuales 
no se inform ó en 1988-2003.

habitacional provocaron su deterioro progresivo, [de­
bido a ello] en la actualidad alrededor de 40% de las 
viviendas se encuentra en regular y mal estado”, más 
de 50% en las provincias orientales.18 En 2000-2001 
tres huracanes destruyeron 35.724 viviendas y causa­
ron daños a otras 272.105, por lo que hubo que con­
centrar los recursos en la reconstrucción de dichas 
viviendas y se redujo el esfuerzo de conservación y 
rehabilitación (Atienza, 2004a, pp. 258-260). Por últi­
mo, la Estrategia de Desarrollo Económico para 1980­
2000 estimó que se necesitaría construir un promedio 
anual de 60.000 viviendas en dicho período solo para 
reponer las que se destruyesen (G arcía Díaz, 
viceministro de la Junta Central de Planificación, en­
cargado del plan de vivienda en esa época); como el 
promedio anual efectivamente construido fue de 48.000 
viviendas en el período, el déficit tiene que haberse 
acrecentado sustancialmente.

Atienza asegura que el déficit “real” de vivienda, 
que toma en cuenta las pérdidas por deterioro o des­
trucción pero no muestra cifras y cálculos,19 asciende

a 530.000 unidades (Atienza, 2004a, p.258). Suponien­
do un promedio de tres personas por vivienda, ese 
déficit afectaría a 1,6 millones de habitantes, es decir, 
al 14% de la población total. Sobre la base de una 
estimación conservadora de las unidades destruidas, el 
déficit era de 880.000 viviendas en 1985, y como el 
ritmo de construcción de viviendas disminuyó en el 
decenio de 1990, el déficit debió sobrepasar el millón 
de unidades en 2003 (Mesa-Lago y Pérez-López,
2005). Acerca de este tema dice un economista cuba­
no: “La vivienda [es] el problema social más grave que 
afecta al país... las necesidades acumuladas son 
substancialmente mayores [que las nuevas viviendas 
construidas] entre otras razones por el fuerte deterioro 
de las existentes” (Triana, 2000, p. 10). En la encues­
ta efectuada en la capital en el 2002, 16% de los en­
trevistados señaló el deterioro de la vivienda como el 
problema que más le afectaba, después del de ingre­
sos y alimentación insuficientes; 22% se clasificó como 
pobre en vivienda y 19% como casi pobre (Ferriol, 
2003; Atienza, 2004a, p. 262).

IV
¿Es Cuba un ejemplo de desarrollo 

integral para la región?

La introducción de Dhaynaut y Máttar a la obra Polí­
tica social y  reformas estructurales; Cuba a principios

18 E n  la  C iudad  de L a H abana, 43%  de las v iv iendas estaba  en 
estado regu lar o m alo  en 1999 y  esta  c ifra  subía  a  7 5 %  en la  parte 
vieja; en  el to ta l de la  ciudad se in fo rm ab a  de prob lem as estructu ­
rales en  el 59%  de las v iv iendas (Pérez V illanueva, 2001).

del siglo XXI (Álvarez y Máttar, 2004) reafirma un 
correcto axioma cepalino: el crecimiento económico 
por sí solo es insuficiente; no crea de manera automática

19 Entre los desafíos iden tificados po r A tienza  está  la  necesidad  de 
“estudios m ás específicos que perm itan  p rec isar la  m agnitud  del 
déficit hab itacional” (A tienza, 2004a, p. 263).
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mayor equidad; pero tampoco se puede alcanzar el 
bienestar social en ausencia de crecimiento producti­
vo sostenido, por lo cual es necesario articular ambos 
en un “desarrollo integral”; asimismo, señala los insa­
tisfactorios resultados socioeconómicos de América 
Latina en la década pasada, que hacen necesario “en­
contrar nuevos equilibrios políticos, sociales y econó­
micos que favorezcan una mejor protección social en 
un marco de equidad y desarrollo” (Dhaynaut y Máttar, 
2004, pp. 11-13). Por su parte, Ferriol plantea que Cuba 
se presenta como “un caso interesante” de “crecer con 
justicia, por su tratamiento simultáneo de los proble­
mas económicos y sociales” con un modelo de desa­
rrollo integral que, en las últimas cuatro décadas, ha 
avanzado en el bienestar social y la equidad, a pesar 
del colapso del campo socialista, la crisis subsiguien­
te y las restricciones externas (Ferriol, 2004a, pp. 58­
59). En el capítulo final de la obra Dhaynaut y Máttar 
ratifican que “Los aportes...del caso cubano son de 
gran utilidad para la reflexión internacional sobre las 
posibilidades de lograr el desarrollo productivo con la 
equidad” (Dhaynaut y Máttar, 2004, p. 306).

Por su parte, García Molina sostiene que Cuba 
alcanzó de manera simultánea el crecimiento econó­
mico y la equidad social en 1959-1989 pero, debido a 
la crisis, el pib cayó 33% entre 1989 y 1993, aunque 
aumentó a un promedio anual de 3,4% en 1998-2002; 
argumenta que aunque en este último trienio el ritmo 
de crecimiento disminuyó, ello se debió a factores 
exógenos (caída en el precio mundial del azúcar y el 
níquel, así como del turismo internacional, y daños 
infligidos por tres huracanes);20 añade que en 2003 se 
elevó el ritmo de la tasa de crecimiento de Cuba, una 
indicación de dinamismo, y concluye que dicha tasa 
fue superior al promedio de 1,3% en América Latina, 
por lo que contrasta favorablemente con un escenario 
regional de “aplanamiento” y de un “sexenio perdido” 
(García Molina, 2004, pp. 44-48). Nótese que este 
análisis no ofrece cifras integradas para el período
1989-2003.

Este artículo ha aportado evidencia abundante que 
contradice la tesis de que Cuba ha logrado de manera 
simultánea el crecimiento económico y el desarrollo 
social en 1990-2003, así como la presentación del

20 He dem ostrado que sí b ien  los factores exógenos agravaron  la 
situación , la  desaceleración  fue principalm ente  el resultado de un  
fac to r interno, la  para lizac ión  de la  re fo rm a económ ica, u n  punto 
que tam b ién  sostienen  varios econom istas cubanos (M esa-L ago, 
2003a).

modelo cubano como ejemplo de equilibrio entre me­
tas económicas y sociales y de desarrollo integral para 
la región. A continuación se resumen las principales 
conclusiones sobre la evolución económica y social de 
Cuba y se termina con un análisis del supuesto equili­
brio entre ambos elementos de la política cubana.

1. Resumen de la evolución económica

Las conclusiones siguientes rebaten la tesis de que 
Cuba es un modelo de desarrollo económico para la 
región:

i) La variación anual del pib cubano promedió 
-1,4% en 1991-2000, la tasa más baja en América La­
tina y el Caribe; aunque el cambio del año base a pre­
cios constantes y la serie incompleta del pib impiden 
un cálculo adecuado, he estimado que en 1991-2003 
la tasa media fue de 0,5%, pero no es posible hacer 
comparaciones con la región; en 2003 probablemen­
te no se había recuperado aún el nivel del pib por ha­
bitante de 1989, de manera que Cuba ha perdido 14 
años, en comparación con el “sexenio perdido” por 
la región.

ii) Aunque hay series diferentes sobre la inversión 
bruta, todas indican una merma importante en 1989­
2003 y un severo proceso de descapitalización que 
afectará el crecimiento; el coeficiente de inversión 
cubano es bajo dentro del contexto regional.

iii) A pesar de la recuperación, las principales pro­
ducciones agrícolas y manufactureras en 2003 aún es­
taban entre 20% y 89% por debajo del nivel de 1989; 
excepciones importantes son la producción de petró­
leo y níquel, pese a la reducción de la segunda en 2002 
y 2003.

iv) El valor de las exportaciones en 2003 conti­
nuaba 70% por debajo del nivel de 1989 y el nivel de 
las importaciones era 43% inferior; las primeras siguen 
concentradas en los productos tradicionales mientras 
que las segundas indican una caída en la autosuficien­
cia alimentaria, la sustitución de importaciones y la 
industrialización; los términos de intercambio se dete­
rioraron 56% en el período 1989-2003; el déficit de la 
balanza comercial de bienes en 2003 fue de 3.000 
millones de dólares y exhibe una tendencia creciente 
desde 1995; la deuda externa aumentó 77% en 1989­
2003; la inversión extranjera directa desembolsada en 
todo el período promedió solo 200 millones de dóla­
res en 1991-2002 y se ha reducido posteriormente.

v) El turismo y las remesas constituyen las fuen­
tes principales de divisas, pero no llegan a compensar 
las severas reducciones en los otros rubros.
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2. Resumen de la evolución social

También se demuestra en este artículo que virtualmente 
todos los indicadores sociales se deterioraron durante 
la etapa peor de la crisis y, aunque varios habían recu­
perado en 2003 los niveles de 1989, otros aún estaban 
por debajo, m ientras que algunos em peoraron 
sostenidamente:

i) Aunque no hay estadísticas oficiales de la inci­
dencia de la pobreza, las estimaciones cubanas sobre 
la población urbana en riesgo exhiben un crecimiento 
de 6% a 20% entre 1988 y 2002; el índice de severi­
dad de la pobreza en la población total era de 0,39-0,42 
en 1995 y la incidencia de la pobreza de 61%-67% en 
el mismo año, mientras que de la población de la ca­
pital el 31% se consideraba pobre en 2002.

ii) Tampoco hay estadísticas oficiales de distribu­
ción del ingreso, pero estimaciones cubanas y extran­
jeras indican que esa distribución se ha vuelto más 
desigual, que el coeficiente de Gini aumentó de 0,22 
en 1986 a 0,407 en 1999 y que la razón entre el quintil 
más rico y el quintil más pobre de ingreso creció de
3,8 a 13,5 en 1989-1999; los mercados segmentados y 
la recepción de remesas por parte de la población au­
mentan la desigualdad.

iii) La tasa de desempleo abierto oficial declinó 
de 8% a 2,3% en 1989-2003, pero estas cifras son 
dudosas: parecen incluir personas que no están emplea­
das, ya que estudian o reciben compensación por des­
empleo, y además encubren considerable subocupa- 
ción; mis estimaciones gruesas sugieren una tasa de 
21% en 2000 versus la tasa oficial de 5,4%; la expan­
sión de empleo ha ocurrido fundamentalmente en los 
servicios, pero estos muestran las caídas más fuertes 
en la productividad (3,7 puntos entre 1991 y 2002), lo 
que es otro indicio de subutilización.

iv) Antes de la crisis, el racionamiento satisfacía 
las necesidades básicas de alimentación, pero en la 
actualidad solo cubre aproximadamente una semana de 
consumo y el resto del mes la población tiene que 
comprar en los mercados libres y las Tiendas Recauda­
doras de Divisas a precios entre 4 y 49 veces más al­
tos que los del racionamiento; hay cifras contradicto­
rias sobre si en 2003 se habían recobrado los niveles 
nutricionales de 1989.

v) La tasa de matrícula en la educación elemental 
se mantuvo durante la crisis, mientras que en la ense­
ñanza secundaria cayó, pero recuperó virtualmente su 
nivel de 1989. Por el contrario, la matrícula universita­
ria en 2003 todavía era 20% inferior al nivel de 1989; 
su disminución fluctuó entre 32% y 57% en carreras

clave para el desarrollo (agronomía, ciencias naturales 
y matemáticas, carreras técnicas), pero aumentó 343% 
en educación (aunque el número de estudiantes por 
maestro ya era el menor de la región) y 565% en hu­
manidades y ciencias sociales; el intento de universali­
zación de la educación superior en 2002-2003 plantea 
interrogantes serias sobre su eficiencia y resultados.

vi) En 1989 los niveles de salud cubanos eran los 
más altos de la región, pero la crisis tuvo un impacto 
adverso en casi todos, menos la mortalidad infantil que 
continuó su declive y en 2003 era la segunda más baja 
del continente; la tasa de mortalidad materna aumentó 
de 29 a 42 por cien mil nacidos vivos en 1989-2002, 
la tasa de mortalidad en la población de 65 años y más 
creció hasta 1996 y después bajó, pero en 2001 aún no 
había recuperado el nivel de 1989; los indicadores de 
morbilidad exhiben un desempeño mixto y ha dismi­
nuido la prevención mediante inmunización de enfer­
medades transmisibles; se ha deteriorado la calidad de 
los servicios de salud y de agua potable, y hay 
indicadores de ineficiencia como la reducción del ín­
dice de ocupación de camas y la persistente alta esta­
día hospitalarias.

vii) La población cubana es la segunda más en­
vejecida en la región, pero tiene edades de retiro entre 
las más bajas y ocupa el segundo lugar en esperanza 
de vida; esto acarrea períodos de retiro más largos y 
un costo que en 2003 fue de 6,5% del pib y sigue cre­
ciendo; la contribución de 12% para las pensiones es 
aportada por las empresas (solo 2% de los empleados 
cotiza) y es insuficiente para cubrir los gastos; el dé­
ficit es financiado por el Estado y aumentó de 1,3% a 
2,3% del pib entre 1986 y 2003; para equilibrar el sis­
tema a largo plazo habría que aumentar la contribución 
entre 39% y 86% de la nómina; la pensión real se re­
dujo a la mitad en el período; la asistencia social solo 
cubre a 1,7% de la población, aunque un mínimo de 
20% de ella es considerada población en riesgo o po­
bre; el programa de retiro para las fuerzas armadas y 
el Ministerio del Interior tiene condiciones y benefi­
cios mucho más ventajosos que el sistema general y 
equilibrarlo tomaría 118% del salario.

viii) La vivienda es el problema social más grave 
en Cuba; aunque no hay una serie estadística sistemá­
tica, la construcción de viviendas por cada mil habi­
tantes promedió 6,1 en 1981-1989, cayó a 2,8 en la 
etapa peor de la crisis y aumentó a 4,5 en 1995-2003 
(2,2 en el último año), aún muy por debajo del pro­
medio de la década de1980; hay cifras contradictorias 
sobre el déficit habitacional, pero es probable que haya 
sobrepasado el millón de unidades en 2003.
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3. La falta de equilibrio entre lo social y lo eco­
nómico

Hemos mostrado la preeminencia, con frecuencia ex­
cesiva, dada en Cuba a lo social por sobre lo econó­
mico, con resultados adversos. En Álvarez y Máttar 
(2004) se alude a este problema, aunque desde puntos 
de vista divergentes. Ferriol (2004a, pp. 59 y 88) afir­
ma que uno de “los objetivos centrales [de la política 
cubana] ha sido el mejoramiento del bienestar social 
y la equidad, en ocasiones incluso posponiendo metas 
en la esfera económica, [pero que] para disminuir los 
problemas de pobreza, desigualdad y vulnerabilidad se 
requiere lograr avances en las condiciones económi­
cas, pues el crecimiento también es condición necesa­
ria para el desarrollo social”. García Molina (2004, 
p. 19) plantea que a comienzos del siglo XXI “Cuba 
enfrenta el desafío de lograr la sustentabilidad econó­
mica de los resultados sociales alcanzados durante las 
últimas décadas” y sugiere de manera no clara que 
“esta situación ha propiciado un insuficiente crecimien­
to del producto”. Por el contrario, Dhaynaut y Máttar 
argumentan que si bien “el balance entre las metas 
sociales y económicas no siempre ha resultado equili­
brado”, ha habido “una fuerte capacidad de adaptación 
de las políticas a fin de limitar los efectos adversos” y 
concluyen que la estrategia cubana “se basa en una eva­
luación constante.. .a fin de alcanzar simultáneamente 
resultados e n .  equidad, desarrollo y bienestar” 
(Dhaynaut y Máttar, 2004, pp. 305-307).

En un trabajo anterior demostré que el excesivo 
énfasis de la política cubana en los objetivos sociales 
—especialmente en los períodos 1966-1970 y 1986­
1990— en desmedro de los económicos, provocó des­
equilibrio y efectos perjudiciales (Mesa-Lago, 2002). 
Este artículo llega a las mismas conclusiones para el 
período 1991-2003, como resultado de:

i) la prioridad dada a la creación de empleo al pre­
cio de una caída en la productividad laboral;

ii) el plan de universalizar la educación superior, 
con énfasis en las humanidades, las ciencias 
sociales y la educación —a pesar de que Cuba 
tiene ya hace tiempo la tasa de estudiantes por 
maestro más baja de la región, mientras que las 
carreras fundamentales para el desarrollo han 
sufrido mermas considerables— y sin contem­
plar la necesidad de dar empleo productivo a los 
graduados;

iii) el costoso esfuerzo para continuar con la reduc­
ción de la mortalidad infantil —aunque Cuba ya 
logró hace años la tasa más baja de la región y la 
segunda del continente— mientras hay carencias 
graves en alimentación, vivienda, infraestructura 
de agua potable y saneamiento, etc.;

iv) la resistencia a cerrar hospitales innecesarios (es­
pecialmente en ginecología y pediatría) o con­
vertirlos en asilos para ancianos, a pesar de la 
caída en el índice de ocupación de camas hospi­
talarias;

v) el mantenimiento de edades de retiro de 55 años 
para las mujeres y 60 para los hombres (las más 
bajas en la región después de Haití), a un costo 
enorme y creciente de las pensiones de seguridad 
social y reduciendo recursos para la inversión y 
el crecimiento, y

vi) la subsistencia de subsidios de los precios y la 
absoluta gratuidad de los servicios sociales, inde­
pendientemente del ingreso, lo cual resulta en sub­
sidios a grupos de alto ingreso, en vez de crear 
un sistem a universal de asistencia social 
focalizado en la población pobre.21
Hasta aquí mi evaluación. Las políticas económi­

cas y sociales necesarias para mejorar la situación 
actual serían tema para otro artículo
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Orientaciones 
para los colaboradores 
de la Revista de la CEPAL

L a  D irección  de la  R evista , con  el p ro p ó s ito  de  fac ilita r  la  p re sen ­
tac ió n , c o n s id e ra c ió n  y  p u b lic a c ió n  de  lo s  trab a jo s , h a  p re p a ra ­
do  la  in fo rm a c ió n  y  o rie n ta c io n es  s ig u ien tes , q u e  p u e d en  serv ir 
de  g u ía  a  lo s  fu tu ro s  co lab o rad o res.

E l e n v ío  de un  a rtíc u lo  supone  e l c o m p ro m iso  de l au to r  de 
no  so m eterlo  s im u ltán eam en te  a  la  c o n sid e ra c ió n  de o tra s  p u b li­
c ac io n e s . L o s  d e re ch o s  de au to r  de  lo s  a rtíc u lo s  q u e  sean  p u b li­
c ad o s  p o r la  Revista p e rte n e ce rá n  a  la s  N a c io n e s  U n id a s .

L o s  artículos serán  som etidos a  la  o p in ión  de ju e c es  externos.

L o s  tra b a jo s  d e b en  en v ia rse  e n  su  id io m a  o rig in a l (e s p a ­
ñol, francés, ing lés  o po rtugués), y  serán  tra d u c id o s  a l id io m a  que 
c o rre sp o n d a  p o r lo s  se rv ic io s  de la  CEPAL.

Ju n to  co n  el a rtícu lo  d eb e  en v ia rse  u n  re su m en  de  no  m ás 
de  1 5 0  p a lab ras, en  qu e  se s in te ticen  sus p ro p ó s ito s  y  co n c lu s io ­
n es  p rin c ip a le s .

L a  e x te n s ió n  to ta l de lo s  tra b a jo s  — in c lu y en d o  resu m en , 
n o ta s  y  b ib lio g ra f ía —  n o  d e b e rá  e x c e d e r  de 10 .000  p a la b ra s . 
T a m b ié n  se co n sid e ra rá n  a rtíc u lo s  m ás  b rev es .

L o s  a r tíc u lo s  d e b e rán  e n v ia rse  p o r  co rre o  e le c tró n ico  a : 
revista@cepal.org o p o r co rreo  reg u la r, en  u n  C D  o d isq u ete , a: 
Revista de la c e p a l , C as illa  179-D , S an tiago , C h ile . N o  d eben  
en v ia rse  te x to s  e n  PDF.

Guía de estilo:

L o s  títulos no  d e b en  se r  in n e c esa riam en te  largos.

Notas de pie de página

-  Se re c o m ie n d a  lim ita r  la s  n o ta s  a  la s  e s tr ic tam en te  n ece sa ­
rias.

-  Se re c o m ie n d a  n o  u s a r  la s  n o ta s  de p ie  de  p á g in a  p a ra  c i­
ta r  re fe re n c ias  b ib lio g rá fica s , la s  qu e  de  p re fe re n c ia  d eb en  
ser in co rp o ra d a s  a l tex to .

-  L as  n o ta s  de  p ie  de p á g in a  d e b e rán  n u m era rse  co rre la tiv a ­
m en te , co n  su p er ín d ic es  (superscript).

Cuadros y gráficos

-  Se re c o m ie n d a  re s trin g ir  e l n ú m ero  de c u ad ro s  y  g rá fico s  
al in d isp en sab le , ev itan d o  su  re d u n d a n c ia  co n  el tex to .

-  L o s  cu ad ro s, g rá fico s  y  o tro s  e le m e n to s  d e b en  ser in se r ta ­
d o s  al fin a l de l tex to  en  e l p ro g ram a  e n  que  fu e ro n  d iseñ a ­
dos; la  in se rc ió n  co m o  “picture” d e b e  ev ita rse . L o s  g rá f i­
c o s  e n  E x c e l d e b e n  in c lu ir  su  c o rre s p o n d ie n te  ta b la  de 
v a lo res.

-  L a  u b ic a c ió n  de lo s  c u ad ro s  y  g rá f ic o s  e n  e l cu e rp o  del 
a r tícu lo  d e b erá  ser señ a la d a  e n  e l lu g a r  c o rre sp o n d ien te  de 
la  s ig u ien te  m anera:

In se rta r  g rá fico  1 
In se rta r  cu ad ro  1

-  L o s  c u ad ro s  y  g rá fico s  d eb erán  in d ica r su s fu en tes  de m odo  
ex p líc ito  y  com ple to .

-  L o s  c u ad ro s  d eb erán  in d ica r, a l fin a l del títu lo , e l p e río d o  
que  ab arcan , y  se ñ a la r  en  u n  su b títu lo  (en  c u rs iv a  y  en tre  
p a ré n te s is )  la s  u n id a d e s  e n  que  e s tá n  ex p resados .

-  P a ra  la  p re p a ra c ió n  de c u ad ro s  y  g rá fico s  es  n ece sa rio  te ­
n e r  en  c u en ta  lo s  s ig n o s  c o n te n id o s  en  la s  “N o ta s  e x p lic a ­
tiv a s ” , u b ic a d as  an te s  de l Ín d ice  de  la  Revista.

-  L as  n o ta s  al p ie  de  lo s  c u ad ro s  y  g rá fico s  d e b en  ser o rd e ­
n ad as  co rre la tivam en te  con  le tras m in ú scu las  en  superínd ice  
(superscript).

-  L o s  g rá fico s  d e b en  ser c o n fe cc io n a d o s  ten ie n d o  en  cu en ta  
que  se p u b lic a rá n  e n  b lan co  y  negro .

Siglas y  abreviaturas

-  N o  se d e b e rá  u sa r  s ig las  o a b re v ia tu ra s  a  m en o s  que  sea  
in d isp en sab le , e n  cuyo  caso  se d e b e rá  e sc rib ir  la  d e n o m i­
n ac ió n  co m p le ta  la  p r im e ra  v ez  que  se la s  m en c io n e  e n  el 
artícu lo .

Bibliografía

-  L as  re fe re n c ias  b ib lio g rá f ic a s  d e b en  te n e r  u n a  v in c u la c ió n  
d ire c ta  c o n  lo  e x p u es to  e n  e l a rtícu lo  y  no  ex ten d erse  in ­
n ecesariam en te .

-  A l fina l del a rtícu lo , b a jo  el títu lo  “B ib lio g ra fía ” , se so lic i­
t a  c o n s ig n a r  c o n  e x a c t i tu d  y  p o r  o rd e n  a l f a b é t ic o  de  
a u to re s  to d a  la  in fo r m a c ió n  n e c e s a r ia :  n o m b re  d e l o lo s  
a u to re s , añ o  de  p u b lic a c ió n , t í tu lo  c o m p le to  d e l a r tíc u lo  
— de h a b erlo — , de la  obra , su b títu lo  cu an d o  co rresp o n d a , 
c iu d a d  de  p u b lic ac ió n , en tid ad  e d ito ra  y , en  caso  de  tra ta r­
se de  u n a  rev is ta , m es  de p u b licac ió n .

L a  D ire c c ió n  de  la  Revista se re se rv a  el d e rech o  de re a li­
z a r  lo s  c a m b io s  e d ito ria le s  n ece sa rio s  en  lo s  a rtícu lo s , in c lu so  en  
su s  títu lo s .

L o s  au to res  rec ib irán  u n a  su sc rip c ió n  anual de cortesía, m ás 
30  separa tas  de su artícu lo  en  españo l y  30  en  ing lés, c u ando  ap a ­
rez ca  la  p u b lic ac ió n  en  el id io m a  respectivo .

A G O S C O  2 0 0 5
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recientes 
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Informes periódicos institucionales

Panorama social de América Latina 2004 , LC /G .2259-P , Pub li­
cación  de las N aciones U nidas, N ° de venta: S .04.II.G .148, c e p a l , 
Santiago de Chile. D isponib le en  w w w .cepal.org

En la  edición  2004 del P anoram a  socia l de A m ér ica  L a tin a  se ana­
lizan  las im portantes transform aciones dem ográficas reg istradas en 
la s  ú l t im a s  d é c a d a s  e n  la  re g ió n ,  se  e x a m in a  la  s i tu a c ió n  
socioeconóm ica de la  ju v en tu d  la tinoam ericana, se reseñan  las d i­
rec trices y  las no rm ativas  in s tituc iona les  y  p rog ram áticas  de las 
políticas orientadas a  los jóvenes  y  se describen  los cam bios en  la 
estructu ra  de los hogares y  el papel que desem peñan  las fam ilias. 
Com o es habitual, se p resen tan  asim ism o las tendencias recientes 
en m ateria  de pobreza  y  d istribución  del ingreso en  los países la ti­
noam ericanos.

E n  el p rim er capítu lo  figu ran  proyecciones de la  m agn itud  de 
la  p ob reza  y  de la  ind igencia  en  el 2003 y  el 2004. A  partir de ellas, 
se concluye que el p roceso  de superación  de la  pob reza  se encuen ­
tra  estancado en  la  reg ión  desde 1997, incluso con un  leve de te rio ­
ro en  el 2003. Sin em bargo, el m ayor crecim iento  económ ico p ro ­
yectado para  el 2004 perm ite  p rever que num erosos países seguirán  
en condiciones de cum plir la  m eta  de reduc ir la  pob reza  ex trem a a 
la  m itad  en  el año 2015.

C on respecto  a  la  d istribuc ión  del ingreso , A m érica  L atina  
sigue siendo la  reg ión  del p lane ta  con  peores indicadores, lo que se 
ve agravado porque en algunos países se observa incluso  que se ha  
acentuado la  concen tración  del ingreso. Por consiguiente , es im pe­
rioso  el desarro llo  de políticas distributivas que apun ten  a  m ejorar 
la  capacidad de generación  de ingresos de los estratos de m enores 
recursos, tan to  m edian te  el fo rtalecim ien to  de las redes de p ro tec ­
ción socia l com o a  través de la  adopción  de un  m odelo  de p roduc­
ción m ás inclusivo.

E l capítulo segundo aborda  las grandes transform aciones de­
m ográficas en  A m érica  L atina  y  el C aribe recoge parte  im portante 
del trabajo  del C entro  L atinoam ericano y  C aribeño de D em ografía  
(CELADE) - D ivisión  de P ob lación  de la  CEPAL, en  particu lar el rea li­
zado de conform idad  con los acuerdos de la  C onferencia  In te rna­
cional sobre la  Pob lación  y  el D esarro llo  (El C airo, 1994). En este 
capítulo se analizan  la  transic ión  dem ográfica  y  el envejecim iento  
de la  población , la  fecundidad, la  m ortalidad , la  m igrac ión  in te rna­
cional y  el desarro llo , la  m igración  interna, la  d istribución  espacial 
de la  p ob lac ión  y  las repercusiones de todos estos fenóm enos en las 
políticas públicas, la  equ idad  socia l y  el ejerc icio  de los derechos 
hum anos.

E l capítu lo  tercero  de esta  ed ic ión  del P a n o ra m a  socia l de  
A m érica  L a tin a  está  dedicado a  un  análisis de la  s ituación  socia l de 
los jó venes, producto  de un  estudio conjunto  de la  CEPAL y  la  O rga­
n ización  Iberoam ericana  de Juven tud  (o i j). E n  él se exam ina  una 
am plia  gam a de d im ensiones de la  rea lidad  de los jóvenes  la tino­
am ericanos, entre las que destacan  su d inám ica  dem ográfica, su in ­
serción  laboral, la  o rgan ización  fam ilia r en  la  que se encuen tran

inm ersos y  su acceso  a  la  sa lud  y  a  la  educación . A sim ism o, se 
analizan  distin tos aspectos de la  partic ipación  de la  ju v en tu d  y  las 
características de sus consum os culturales. Se advierte que los jó ­
venes latinoam ericanos viven hoy  con m ayor dram atism o que el resto 
de la  pob lación  u n a  serie de paradojas que crean  tensiones, entre las 
que destacan  el m ayor acceso  a  la  educación  con m enores posib ili­
dades de em pleo, el m ayor acceso  a  la  info rm ación  con m enor ac­
ceso al poder y  las m ayores expectativas de autonom ía con m eno­
res posib ilidades de concretarla, a  todo lo cual se sum a el hecho de 
que sus m ayores aptitudes p a ra  el s istem a p roductivo  van  acom pa­
ñadas de la  exclusión  de éste.

E n  el cuarto  capítu lo  se avanza en  el análisis de los cam bios 
en  las e stru c tu ras  fam ilia res  y  sus v ín cu lo s  con  e l b ie n e sta r en 
A m érica  Latina. L a fam ilia  s igue desem peñando  u n a  im portan te  
func ión  de apoyo y  p ro tecc ión  com o consecuencia  de la  lim itada 
cobertu ra  social que caracteriza  a  los países de la  reg ión , en  espe­
cial fren te  al desem pleo, la  enferm edad, la  vejez  y  la  m igración , por 
lo cual la  fam ilia  sigue siendo u n  recurso  estratégico  en térm inos 
de b ienestar. En este capítu lo  se hace re ferenc ia  tam b ién  a  la  c re ­
ciente im portancia  que se asigna a  la  fam ilia  en  los nuevos enfo­
ques aplicados en  la  fo rm u lación  de políticas sociales, sobre todo 
de las destinadas a  superar la  pobreza.

E n  esta  oportunidad, el capítu lo  quinto, dedicado a  la  agenda 
socia l, con tiene  un  análisis  de los p rinc ipa les  re su ltados  de una  
encuesta  sobre los p rogram as nacionales orientados a  la  juven tud , 
rea lizada  po r la  CEPAL entre organism os gubernam entales encarga­
dos de las políticas públicas destinadas a  los jóvenes  en  A m érica  
Latina. E l objetivo  del estudio  e ra  exam inar, desde la  perspec tiva  
de esos o rg a n ism o s  o fic ia le s , las  d ire c tr ic e s  y  las n o rm a tiv a s  
institucionales y  p rogram áticas que sirven  de base  a  las políticas 
pertinentes y  conocer la  percepción  de las autoridades nacionales 
sobre la  s ituación  de los jóvenes  y  sus p roblem as específicos. Al 
respecto , se observa u n  panoram a bastante  heterogéneo  en  cuanto  a 
la  capacidad  de respuesta  de los gobiernos ante los prob lem as de la 
juven tud . Las m edidas program áticas adoptadas dejan en  ev idencia  
distin tos parad igm as, a  veces superpuestos, y  u n a  escasa  a rticu la­
ción  con  los m ecan ism os institucionales m ás adecuados p a ra  o rien ­
ta r la  fo rm ulación  y  el desarro llo  de políticas específicas para  los 
jóvenes.

La inversión extranjera en Am érica Latina y  el Caribe 2004 , 
L C /G .2269-P /E , P ub licación  de las N aciones U nidas, N ° de venta:
S.05.II.G .32, CEPAL, Santiago de Chile, m arzo del 2005, 162 páginas.

L a en trada de inversión  ex tran jera  d irec ta  (IED) en A m érica  L atina 
y  el C aribe reg istró  un  increm ento  en el 2004, po r p rim era  vez des­
de 1999. L a  a fluencia  de inversiones superó los 56.400 m illones de 
dólares, c ifra  m ucho m ayor que los 39 .100 m illones que ingresaron  
en  el 2003 y  que rep resen ta  un  aum ento  del 44% . E sta  evo lución  es 
m uy  positiva  para  la  reg ión , dado que puede ser el com ienzo de un 
nuevo  período de auge sostenido  de las inversiones, pero  no  s ign i­
fica  que los países de la  reg ión  hayan  resuelto  sus p roblem as re la ­
cionados con los escasos benefic ios que les repo rta  la  operación  de 
em presas transnacionales en  su territorio . A dem ás, en térm inos ge ­
nerales, las inversiones extranjeras son  cualitativam ente  in sufic ien­
te s .  P o r  lo  ta n to ,  p a r a  q u e  la  p r e s e n c ia  de la s  e m p re s a s  
transnacionales aporte m ás benefic ios a  los países de la  reg ión  es­
tos tend rán  que p erfeccionar las políticas e instituciones nacionales 
establecidas con  el fin  de dar cum plim iento  a  los com prom isos in ­
ternacionales sobre inversiones, ofrecer incentivos que atra igan  IED 

y  evaluar los efectos de las políticas sobre la  m ateria.

A G O S T O  2 0 0 5

http://www.cepal.org


212 R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 6 A G O S T O  2 0 0 5

El inform e de este año se cen tra  fundam en ta lm en te  en  las 
estrategias de inversión  m otivadas po r la  b úsqueda de m ercados que 
ap lican  las em presas transnacionales en  la  región. El segundo capí­
tu lo  está  dedicado a  lo ocurrido  en este cam po en  B rasil. Este país 
es uno  de los principales receptores de IED , en su m ayor parte  de 
esta  naturaleza, y  h a  em pezado a  dem ostrar interés po r atraer inver­
siones de otro tipo, sobre todo  inversiones m otivadas po r la  búsqueda 
de eficiencia, que se traducen  en  exportaciones. E n  el te rce r cap ítu ­
lo se analiza  lo ocurrido  en  el sec to r de la  e lectricidad  en el C ono 
Sur. D urante el auge de las inversiones en el decenio  de 1990, este 
sec to r se caracterizó  po r rec ib ir inversiones que buscan  m ercados; 
estas no  contribuyeron  lo suficiente a  am plia r la  capacidad  ex isten­
te, lo que incid ió  en la  crisis verificada  en  esta  ram a  de actividad. 
E n  el análisis se sugiere que la  adopción  de m edidas subregionales 
de desarro llo  de este sec to r pod ría  ayudar a  a traer IED de nuevos 
interesados, entre otros, em presas petroleras, m ediante la  integración 
de activ idades en  los sectores del gas y  la  electricidad.

Anuario estadístico de Am érica Latina y el Caribe 2004 , LC /
G .2264-P/B , P ub licación  de las N aciones U nidas N ° de venta: E/
S .05.II.G .1, c e p a l , Santiago de C hile, abril del 2005, 484  páginas.

L a ed ic ión  2004 del A n u a r io  estad ístico  de A m ér ica  L a tin a  y  el 
C aribe  contiene u n a  selección de las principales series estadísticas 
sobre la  evo lución  económ ica  y  social de los países de la  región. 
R epresen ta  un  esfuerzo  de la  D ivisión  de E stad ística  y  P royeccio ­
nes E conóm icas de la  c e p a l , orientado a  hom ogeneizar las cifras y 
a  hacerlas in ternacionalm ente  com parables.

A  partir de la  ed ic ión  del 2002, el A n u a r io  se h a  d ifundido 
tam b ién  en  form ato  electrónico , en  un  disco  com pacto  de datos. En 
este ú ltim o se incluyen cuadros en  form ato  Excel, que repo rtan  las 
series com pletas a  partir de 1980, con  el objeto  de fac ilita r el aná­
lisis de la  inform ación.

C on re lac ión  a  la  ed ic ión  2003, no se han  in troducido  m od i­
ficaciones en  la  estructura. Los cuadros del capítulo de B alanza de 
Pagos m antienen  su p resen tac ión  en la  versión  analítica  recom en­
dada en la  qu in ta  edición  del M a n u a l de balanza  de pagos, pub lica­
da  po r el Fondo M onetario  In ternacional en  1993.

L a  p rim era  p a rte  com prende  ind icado res  socioeconóm icos  
derivados (tasas de crecim iento , p roporciones o coeficientes), que 
represen tan  u n a  v isión  resum ida  de cada área  de interés y  que cons­
tituyen  antecedentes para  que la  info rm ación  pueda  ser u tilizada  en 
análisis especializados. En este conjunto  de indicadores se han  in­
clu ido  los que se em plean en las evaluaciones regionales periódicas 
del p roceso  de desarro llo  de A m érica  L atina  y  el C aribe que realiza  
la  S ecretaría  de la  c e p a l .

E n la  segunda  parte  figuran  las series h istóricas en  núm eros 
absolu tos, lo que perm ite  su u tilizac ión  para  u n a  gran  variedad  de 
propósitos. En la  m ayoría  de los cuadros estadísticos aparecen  c i­
fras referidas a  un  m ism o tem a, ordenadas de m anera  que se fac ilita  
la  com paración  entre países y  entre estos y  los to ta les o prom edios, 
con  excepción de los cuadros de b a lanza  de pagos y  cuentas nacio ­
nales.

A unque en  la  actualidad  33 países latinoam ericanos y  del C a­
ribe son  m iem bros de la  C om isión , los cuadros en  que se presen tan  
to ta les regionales p o r lo general corresponden  a  la  sum a de datos 
referen tes a  25 países. E n  este sentido, cabe seña lar que las estad ís­
ticas de los países del C aribe son  m enos com pletas, po r lo que la  
cobertu ra  reg ional va ría  según el á rea  tem ática  que se aborda. Al 
respecto , se s iguen haciendo  esfuerzos po r superar esta  s ituación  y 
se espera  con tar en  el m ed iano  p lazo  con  in fo rm ación  com pleta, al

m enos sobre los sistem as estadísticos de síntesis m acroeconóm ica, 
com o las cuen tas nacionales, la  b a lan za  de pagos y  el com ercio  
exterior.

Los indicadores de la  p rim era  parte  del A n u a rio  co rrespon­
den, en  general, a  los años 1990 y  1995, y  al período com prendido 
entre 1995 y  2003. C uando los datos no están  actualizados, se p re ­
sen ta  e l ú ltim o  año  d isp o n ib le  p a ra  c ad a  pa ís . A lg u n o s de los 
ind icadores basados en  in fo rm ación  censal se consignan  solo en 
to rno  a  los años en  que se han  efectuado los censos respectivos. Las 
series estadísticas de la  segunda parte, tan to  las de o rigen  nacional 
o estim aciones regionales, p resen tan  datos de los años 1990 y  1995 
y  el período com prendido entre 2000 y  2003.

E n  el A nexo, se pub lican  estim aciones prelim inares del año 
de ed ic ión  del A nuario . E s ta  info rm ación  fue recop ilada  en la  p re ­
p aración  del B a la n ce  p re lim in a r  de las econom ías de A m ér ica  L a ­
tina  y  e l C aribe 2004, con el obje tivo  de p roveer info rm ación  opor­
tu n a  sobre la  evo lución  m acroeconóm ica  de los países de la  región. 
A l respecto , cabe fo rm u lar la  sigu ien te  precisión: po r tra ta rse  de 
estim aciones basadas en  la  recop ilación  y  análisis de datos de v a ­
rias fuentes nacionales, en ciertos casos las cifras de los ú ltim os años 
pueden  acusar pequeñas diferencias con la  info rm ación  oficial p re ­
sen tada en  los cuadros del A n u a r io .

Libros institucionales

Objetivos de Desarrollo del M ilenio: una mirada desde Améri­
ca Latina y el Caribe L C /G .2331 , P ub licac ión  de las N aciones 
U nidas, Santiago de C hile, ju n io  del 2005, 335 páginas.

En septiem bre del 2000, los Jefes de E stado y  de G obierno  de 147 
países y  42 m inistros y  je fes  de delegación  se reunieron  en  la  A sam ­
b lea  G eneral de las N aciones U nidas pa ra  em prender la  ta re a  de 
determ inar cóm o m ancom unar sus vo lun tades y  su com prom iso  de 
rea lizar un  esfuerzo  conjunto  para  rev ita lizar la  cooperación  in ter­
nacional destinada a  los países m enos desarro llados y, en  especial, 
a  com batir decisivam ente la  p ob reza  extrem a.

En esa  oportunidad, se identificaron objetivos que apuntan a  la 
lucha contra la  pobreza y  el ham bre, la  reversión del deterioro am bien­
tal, el m ejoram iento de la  educación y  la salud, y  la  prom oción de la 
igualdad entre los sexos, entre otros. Además, quedó de manifiesto que, 
dado que la  falta  de desarrollo es un  problem a que atañe y  preocupa al 
m undo todo y  no solo a  los países m enos desarrollados, el estableci­
m iento de una alianza que enriquezca y  revitalice la cooperación inter­
nacional, haciéndola más adecuada y  efectiva, debía ser uno, no el menos 
im p o rtan te , de los o cho  o b je tiv o s  se lecc io n ad o s . A sí q u ed aro n  
estructurados los objetivos de desarrollo del Milenio.

Los obje tivos tienen  un  fuerte  sustento en  la  v isión  integral 
derivada de los acuerdos suscritos en  las cum bres m undiales de las 
N aciones U nidas celebradas en  la  década  de 1990 y  fo rm an  parte 
de la  D eclaración  del M ilenio, de alcance aun m ás am plio, en  la  que 
se propone, entre otros tem as im portantes, el desarro llo  de consen­
sos en  to rno  a  tem as de fundam ental im portancia  com o la  paz, la 
seguridad  y  el desarm e, los derechos hum anos, la  dem ocracia  y  el 
buen  gobierno y  el fo rtalecim ien to  de las N aciones U nidas.

Los objetivos fueron establecidos con la  m ayor claridad posible 
y  se acordaron, asim ism o, metas cuantificadas, en las que se indica el 
nivel que debían alcanzar en  2015 las principales variables económ icas 
y  sociales que reflejan los objetivos aprobados. Tam bién se convino en 
exam inar periódicam ente los adelantos logrados, tratando de evitar así 
que todo el esfuerzo se desvanezca con el paso del tiempo.
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H em os llegado a  uno  de los hitos de ese necesario  exam en, 
que la  A sam blea  G eneral de las N aciones U nidas p revé celebrar en 
septiem bre del 2005. P ara  fac ilita r su labor, el Secretario  G eneral 
de las N aciones U nidas p resen tó  el 21 de m arzo  de este año un  
inform e titu lado  “U n  concepto  m ás am plio  de la  libertad: desarro ­
llo, seguridad, y  derechos hum anos” .

E n  dicho inform e, tras reco rdar los prob lem as que enfren ta  la 
deseada  construcción  de un  fu turo com ún para  todos los pueblos del 
orbe, el Secretario  G eneral señala  que “ ...debem os con tem plar los 
objetivos de desarro llo  del M ilenio  com o parte de un  p rog ram a de 
desarro llo  aún  m ás am plio. A  pesar que han  sido objeto  de num ero ­
sas activ idades de seguim iento  tan to  dentro com o fu e ra  de las N a­
c iones U nidas, es obv io  que los o b je tivos  no  rep resen tan  p o r sí 
m ism os un  p rog ram a de desarro llo  com pleto. N o abarcan  d irec ta­
m ente  a lgunas cuestiones m ás generales que se tra ta ron  en  las con ­
ferenc ias del decenio  de los noventa , n i abo rdan  las necesidades 
particu lares de los países en desarro llo  de ing resos m edios n i las 
cuestiones de la  desigualdad  creciente  ...” .

Los países tam b ién  recibirán, p a ra  su consideración , el in fo r­
m e que e l P royec to  del M ilen io  p resen tó  a l S ecre ta rio  G eneral. 
A dem ás de am bos inform es, los representantes de A m érica  L atina

y  el C aribe tend rán  a  su d isposic ión  un  pano ram a m ás detallado de 
la  s ituación  regional, en la  que se consideran  sus especificidades. 
Esto les perm itirá  partic ipar en los debates que tend rán  lugar en  la 
p róx im a A sam blea  G eneral con  m ayor inform ación , lo que les fac i­
litará  la  ta rea  de ve la r p o r que los puntos de v is ta  de nuestros países 
estén adecuadam ente considerados. Ese panoram a es el que estam os 
p resentando aquí.

E l m encionado  no  es el ún ico  p ropósito  de este inform e, pero 
es sin  duda  el m ás inm ediato . Para  conseguirlo  se han  aunado los 
esfuerzos de todos los organism os in ternacionales que tien en  p re ­
sencia  en  la  región. A  la  S ecretaría  de la  CEPAL le h a  cabido la  ho n ­
rosa  ta rea  de coord inar esos esfuerzos. Se responde así a  la  recono­
cida conven iencia  de con tar con una  v isión  s istém ica e in tegrada, 
e laborada po r todos los organism os.

E n  este tex to  tam b ién  se destacan  las diferencias entre los pa í­
ses en la  consecución  de los objetivos y, en  todos los casos posibles, 
se exam inan las diferencias en la  evolución de distintos segm entos 
de la  población, lo que ayuda a  com prender qué áreas requieren redo­
blados esfuerzos para  que el progreso llegue a  todos. A  esto se sum a 
un  análisis in tegrado de los factores m acroeconóm icos, inclu idos los 
fiscales, en  su relación  con el objetivo de com batir la  pobreza.
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Revista de la CEPAL I CEPAL Review
La Revista se inició en 1976 como parte del Programa de Publicaciones de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, con el 
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Boletín demográfico I Demographic Bulletin (bilingüelbillngual)
Edición bilingüe (español e inglés) que proporciona información estadística actualizada, referente a estimaciones y proyecciones de población 
de los países de América Latina y el Caribe. Incluye también indicadores demográficos de interés, tales como tasas de natalidad, mortalidad, 
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